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ADVERTENCIA PRELIMINAR 



NOTA. 

Los documentos que componen este volumen han 
sido coleccionados por un caballero argentino^ quien 
también ha hecho las versiones castellanas de oque- 
líos originalmente escritos en otro idioma. 

Quiero dejar constancia de ¿sto^ pues de otra 
suerte pudiera atribuírseme á mU sin tener derecho 
á ello, el mérito de la labor realizada. 

S. PÉREZ TRIANA. 
Londres, Junio igo8. 
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La Segunda Conferencia de la Paz, convocada 
para reunirse en La Haya en el verano de 1907, 
tenía especialísimo interés histórico para las Re- 
públicas latinas de América. A la primera de esas 
Conferencias, cuyas sesiones tuvieron lugar en el 
verano de 1899, solamente habían sido convocadas 
dos de esas Repúblicas, Méjico y el Brasil; y de 
éstas, concurrió únicamente la primera. 

Al hacerse la convocación para la Segunda Con- 
ferencia, prevaleció un espíritu más amplio y una 
más clara visión de las exigencias de la vida inter- 
nacional ; fueron convocadas también, á la par de las 
grandes Naciones, las demás Naciones constituidas 
del orbe civilizado, quedando de esta suerte incluidas 
naturalmente las latinas de América. A la asamblea 
en La Haya acudieron representantes de todas ellas, 
con excepción de Honduras y Costa-Rica. 

La invitación á la Conferencia, la aceptación de 
la invitación, y la concurrencia á las sesiones, 
pudieran considerarse como una especie de consagra- 
ción definitiva de la independencia y de la soberanía 
de aquellos países que, hasta ayer no más, habían 
sido colonias de España y de Portugal ; cierto es que 
el siaitis internacional de soberanía y de indepen- 
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denda de todas y cada una de esas Naciones ya 
había sido reconocido desde luengos años por las 
respectivas metrópolis de que se habian emancipado, 
por las demás Naciones, grandes y pequeñas, del 
Viejo Mundo, y por los Estados-Unidos de Norte 
América. A este reconocimiento habían contribuido 
múltiples y complejas causas; las necesidades del 
comercio se habían hecho sentir con influencia 
decisiva. La convocatoria de las Naciones latino- 
americanas á la asamblea universal de Naciones, 
en que cada una de ellas habría de ser considerada 
en las votaciones, y en las discusiones que á ellas 
precedieran, como igual á las demás, establecía de 
hecho, sin necesidad de explicaciones ulteriores, la 
igualdad de esas Naciones entre sí y de ellas con las 
más poderosas del mundo, ante el derecho interna- 
cional. Esto constituía un paso de transcendental 
importancia, y de la más fecunda potencialidad para 
el desenvolvimiento y progreso de todas las pequeñas 
Naciones, así reconocidas en su verdadera categoría 
de entidades libres y soberanas. 

Argüiría candor inconcebible, ó por lo menos, 
como casi todos los candores, iluso y desconocedor 
de las enseñanzas de la historía, suponer que ese 
reconocimiento de carácter general, aunque explícito, 
habría de bastar, de una vez y para siempre, para 
poner fin á los atropellos de la fuerza y al abuso de 
ella en casos de conflicto entre los poderosos y los 
débiles. Esos abusos arraigan muy hondo en las 
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prácticas tradicionales de la humanidad, y segura- 
mente no hemos llegado todavía al soñado milenio de 
la justicia, en que las Naciones fuertes acaten es- 
pontáneamente los dictados del derecho y se resignen 
á postegar sus ambiciones y sus intereses, cuando los 
consideren de vital ó de suprema importancia para 
ellas mismas, ante el derecho de los débiles. Para 
llegar á tan ideal estado de cosas, en que la razón y 
la justicia primen sobre la fuerza, tendrá la humani- 
dad que recorrer todavía muchas etapas de su evolu- 
ción progresiva ; pero en todo, en lo individual y en 
lo colectivo, principio quieren las cosas; la primera 
condición para que la verdad, ó una verdad dada, 
llegue á prevalecer, es que se la reconozca y que se 
la proclame; una vez reconocida como tal, por su 
misma inherente fuerza, por su persistencia inmortal, 
acabará por imponerse, con tanta mayor lentitud, 
cuanto mayores sean los obstáculos que haya de 
vencer, y cuanto más poderosas sean las adversas 
corrientes de opinión ó de interés, de flujo centenario, 
que existan en la mente y en las prácticas de los 
hombres. La nueva verdad sufrirá quebrantos, será 
ultrajada y postergada, pero habrá de resurgir cada 
vez más robusta y tenaz hasta que llegue el día, para 
el caso presente en verdad muy remoto, en que en- 
cuentre universal acatamiento. 

Esa es la historia de todas las grandes conquistas 
de la libertad humana, que en realidad no son otra 
cosa sino el práctico reconocimiento de las leyes del 
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equilibrio de los individuos dentro de la sociedad, y 
de las sociedades ó agrupaciones colectivas, llamadas 
naciones, dentro del gran todo que ellas forman. De 
lo expuesto se destaca la importancia que comporta 
para las Naciones débiles, aun á pesar de los 
peligros y amenazas que subsisten, el reconocimiento 
de su igualdad internacional con las Naciones 
poderosas. En ese reconocimiento, pues, radicaba 
especialísimo interés histórico para las Naciones 
latinas de América ; una vez convocadas así, una vez 
reconocidas, ya no se podrá prescindir de ellas ; su 
voz habrá de ser oída en toda otra circunstancia 
análoga; no bastará para impedirlo que más 
adelante puedan sobrevenir cambios de opinión 
adversos en algunas de las grandes Potencias ; en el 
tablero de ajedrez de la política internacional, esas 
Naciones ya han sido reconocidas como piezas viables, 
valga la expresión ; y si una ó varias Potencias llegan 
á pretender la supresión de ellas, no habrán de faltar 
otras que, no por altruismo, ni por puro amor de 
justicia, sino por intereses contrapuestos, habrán de 
apoyarse en el precedente establecido, y habrán de 
mantener, como queda dicho, por motivos propios, 
no por ello menos eficaces, la conquista adquirida 
para las Naciones débiles. 

El hechd que queda descrito, es decir, el del re- 
conocimiento de esa igualdad internacional, aun con . 
todas las inevitables limitaciones indicadas, aun en 
su condición embrionaria, constituye un resultado 
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benéfico, de alcance incalculable, que por sí solo 
bastaría para que todas las Naciones débiles del 
mundo recordaran como un fausto acontecimiento 
la reunión de la Segunda Conferencia de la Paz. 



Las causas que motivaron la convocación de la 
Primera Conferencia de la Paz, los resultados de esa 
Primera Conferencia, la convocatoria de la Segunda 
Conferencia, cuya labor habría de ser la de continuar 
y perfeccionar la de la Primera, y los resultados de la 
Segunda, son cosas tan recientes y de tal notoriedad, 
que apenas es preciso recapitularlas aquí muy somera- 
mente, sin insistir, con nimiedad, en fechas, docu- 
mentos y demás hechos pertinentes. 

Asegúrase que por allá en 1891, el Marqués de 
Salisbury, á la sazón Presidente del Consejo de 
Ministros del Gabinete Británico,, hizo preparar con 
todo cuidado un estudio analítico del gravamen 
pecuniario que los gastos de la paz armada les im- 
ponían á las principales naciones de Europa y al 
Reino-Unido de la Gran Bretaña. El resultado de 
ese estudio equivalió á una revelación aun para el 
mismo Marqués de Salisbury. Las cifras tenían una 
elocuencia abrumadora; parecían entraiiar, en su 
incontenible aumento progresivo, una amenaza para 
el porvenir de la civilización occidental, y tal vez 
también indicaban la causa de las profundas corrientes 
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de intranquilidad y de descontento que, con mayor 6 
con menor intensidad, según los varios países, hacían 
trepidar la organización social. 

Dícese que el Marqués de Salisbury, por causas 
cuya explicación no consta, que tal vez radicarían en 
el convencimiento que él tuviera de la imposibilidad 
de remediar el mal, sin acometer una labor que su 
ánimo hallara desquiciadora, no pasó adelante en el 
empeño que hubiera tenido al iniciar su investigación. 

Dícese que ese mismo estudio llegó á manos del 
Emperador de Alemania, quien veía á su propio país 
tan abnmiado como el que más por las cargas del 
militarismo. El Emperador tomó mayor empeño que 
el primer Ministro del Gabinete inglés, en ver si era 
posible implantar un modus vivendi que, sin 
trastornar el equilibrio existente, permitiera la reduc- 
ción de los gravámenes militares, cosa que después 
ha venido á ser llamada específicamente limitación de 
los armamentos. I^ícese que se trató de ilustrar ala 
opinión pública alemana por medio de la prensa, y 
de sondear la de otras grandes Potencias europeas, 
con la esperanza de preparar el ánimo de las 
naciones en el sentido de aminorar siquiera el mal 
que á todas oprimía; y, finalmente, dícese que 
muy en breve se pudo advertir que Francia 
no entraría por ninguna reforma que implicara 
disminución «de sus fuerzas militares en tanto 
que subsistiera el problema de Alsacia y de 
Lorena, por ser la reivindicación de sus an- 
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tigHOs derechos sobre esos territorios algo que 
Francia no está dispuesta á abandonar, algo que su 
pueblo y su Gobierno acarician como un ideal 
supremo para un día, muy lejano si se quiere, pero 
que habrá de llegar. Se recordaba entonces la frase 
de Gambetta relativa á esa reivindicación, popular- 
mente llamada revancha: " // faut y penser ioujours 
et fíen pofler jamáis.*^ Ante tales hechos hubieron 
de cesar por completo los esfuerzos del Emperador 
de Alemania. 

Andando el tiempo, por los años de 1897 y 1898, 
enteróse del precitado estudio, preparado para el 
Marqués de Salisbury, y aumentado con los datos de 
los años subsiguientes, el Emperador de Rusia. Por 
ese tiempo circulaba ya el Ubro de un polaco, filán- 
tropo en sus estudios, M. Jean de Bloch, dedicado 
principalmente al examen de la guerra, de sus 
consecuencias, de sus abusos, de sus horrores. 
Asegúrase que el Zar de Rusia se sintió conmovido 
por aquel grito de dolor que se desprendía, como de 
las frondas sacudidas del bosque el rumor del 
huracán, de las hojas del libro acusador y revelador. 

Y es de suponerse que el autócrata absoluto del 
más vasto territorio dominado por una sola voluntad 
que haya en la tierra, y de la más numerosa agrupa- 
ción de hombres blancos que se llaman cristianos, 
que exista en el mundo, se dijera á si mismo, desde 
su punto de vista dinástico y tradicional, sobre poco 
más ó menos, estas palabras : " Soy el Ungido del 
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Seflor; por su divina voluntad desempeño una 
misión sobre la tierra; mi imperio es el más vasto 
de cuantos hay en el mundo; mis subditos se 
cuentan por más de un centenar de millones; 
mi voluntad es ley definitiva, é inquebrantable 
para todos ellos; mi voluntad traspasa los 
límites de mis dominios, ejerce influencia decisiva 
en el concierto de los poderosos; por derecho 
y por deber soy modelador de la historia del mundo ; 
adonde no llegue la voz de mi razón, llegará el filo 
de mi espada. Además, estoy colocado entre la 
Europa cristiana, que lleva la palabra de la civiliza- 
ción, cristalizada en el ideal de la doctrina de Jesús, 
y los centenares de millones de hombres, de otras 
razas y de otras religiones, que pueblan el inmenso 
Continente Asiático; de todos estos elementos, así 
reunidos en mi persona augusta y sagrada, se des- 
prende el deber de realizar las grandes labores, las 
gloriosas labores, las labores magnas ante las cuales, 
por falta de poder para realizarlas, ó por espíritu 
pusilánime para emprenderlas, vacilan y se detienen 
los otros príncipes y soberanos de la tierra, <i Cuál es 
el azote mayor que desde tiempo inmemorial aflije á 
los hijos de los hombres ? ¿ Cuál la causa más honda 
y más ominosa del dolor y de la miseria que se tradu- 
cen en violencias y en rebeldías amenazantes para 
los tronos y para los príncipes en quienes se encaman 
los designios de la Providencia? Esa causa es la 
guerra, que cuando es activa extermina á los hombres. 
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destraye las ciudades, arrasa los campos, y riega la 
semilla imperecedera de la desconfianza y del odio, 
como una prolongación maldita en los tiempos de 
quietud aparente, de las horas de conflagración y de 
disturbio. Lo que otros nó han podido acometer, lo 
puedo realizar yo ; ninguna voz más autorizada que 
la mía, que soy señor de escuadras y jefe del más 
poderoso ejército que exista, para llamar á 
los hombres á las labores por la paz. Y de 
mis labios saldrá ese llamamiento; mis manos 
descorrerán el velo de convencionalismo, de 
contemporización y de cobardía que oculta todas esas 
llagas y todas esas miserias ; yo llamaré á los hombres 
para que remedien sus males, y mi nombre será 
glorioso, y mi deber quedará cumplido, y habré justi- 
ficado la posesión del inmenso poder de que 
dispongo, laborando eficazmente por la paz, que será 
equidad para todos, siendo yo, de cuantos seres 
mortales pisan el haz de la tierra, el más poderoso y 
el mejor apercibido para las labores de la guerra, 
hasta el punto de que sin jactancia puedo conside- 
rarme como invencible.*' 

El famoso rescripto imperial, firmado por el Conde 
de Muravieff en cumplimiento de las órdenes de su 
Augusto Amo, fechado en San Petersburgo el 24 de 
Agosto de 1898, y comunicado á las Cancillerías de 
las principales Naciones del mundo, resume el pensa- 
miento del Zar; lo que corre entre líneas, (que 
á veces puede ser lo más hondamente sentido de los 
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documentos que escriben los hombres), justifica los 
pensamientos atribuidos en los párrafos precedentes 
al cerebro imperial. Ese documento es de la mayor 
importancia histórica, y acaso esté destinado á hacer 
época en los anales humanos. 

Dice así : ^' El sostenimiento de la paz general y la 
reducción en lo posible de los armamentos excesivos 
que gravitan sobre todas las Naciones en las actuales 
condiciones del mundo entero, son los ideales hacia 
los cuales deben tender los esfuerzos de todos los 
Gobiernos. 

''Las opiniones humanitarias y magnánimas de 
S.M. el Emperador, mi Augusto Amo, están entera- 
mente en favor de la idea expresada. Convencido de^ 
que este noble objetivo responde á los intereses más 
esenciales y á los votos legítimos de todas las 
Potencias, el Gobierno Imperial cree que el momento 
actual sería favorable para investigar, por medio de 
una discusión internacional los métodos más eficaces 
para asegurar á todos los pueblos el beneficio de una 
paz real y duradera y para poner fin, ante todo, al 
desarrollo progresivo de los armamentos actuales. 

" Durante los últimos veinte años, las aspiraciones 
en favor de un apaciguamiento general se han 
afirmado especialmente en la conciencia de las 
Naciones civilizadas. La conservación de la paz se ha 
presentado como objetivo de la política internacional. 
Es en nombre de esa conservación que los grandes 
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Estados han celebrado entre sí poderosas alianzas. 
Es para mejor garantizar la paz que han desarrollado, 
en proporciones desconocidas h^ta ahora, sus fuerzas 
militares y que continúan desarrollándolas sin re- 
troceder ante níng^ún sacrificio. 

"Todos estos esfuerzos no han obtenido los 
resultados benéficos de la pacificación deseada. 

" Las cargas sobre la Hacienda púbUca siguen su 
desarrollo en constante aumento y afectan la prosperi- 
did pública en sus fuentes ; las fuerzas intelectuales y 
físicas de los pueblos, el trabajo y el capital son en su 
mayor parte consumidos improductivamente. 

" Centenares de millones se emplean para adquirir 
terribles maquinarias de destrucción, que, considera- 
das hoy como la última palabra de la ciencia, están 
destinadas mañana á perder todo valor, como conse- 
cuencia de algún nuevo descubrimiento, en el domi- 
nio respectivo. La cultura nacional, el progreso 
económico, la producción de la riqueza, se encuentran 
paralizados ó desvirtuados en su desarrollo. Asi, á 
medida que se aumentan los armamentos de cada 
Potencia, ellos corresponden menos al objetivo que 
los Gobiernos han tenido en mira. Las crisis 
económicas, que en gran parte se deben al régimen 
de los armamentos á ultranza, y los peligros continuos 
que existen en ese amontonamiento de material de 
guerra, transforman la paz armada de nuestros días 
en una carga aplastadora que los pueblos soportan 
con mayor dificultad cada día. Parece evidente desde 
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un príncipio, que, si esta situación llega á prolon- 
garse» conducirá fatalmente á ese cataclismo que tanto 
se trata de evitar y cuyos horrores hacen estremecerse 
de antemano á todo ser pensante. Poi^er fin á esos 
armamentos incesantes y buscar los medios de im- 
pedir las calamidades que amenazan al mundo entero, 
tal es el deber supremo que se impone hoy á todos los 
Estados. 

** Penetrado de ese sentimiento, S.M. el Emperador 
se ha dignado ordenarme que proponga á todos los 
Gobiernos, cuyos representantes están acreditados 
ante la Corte Imperial, la reunión de una Conferencia 
que haya de ocuparse de este grave problema. Esta 
Conferencia será, con la ayuda de Dios, de feliz 
presagio para el siglo que va á comenzar ; reunirá en 
un haz poderoso los esfuerzos de todos los Estados 
que sinceramente tratan de hacer triunfar la graQ 
concepción de la paz universal, por sobre los ele- 
mentos de disturbios y de discordias. 

** Esta Conferencia cimentará, al mismo tiempo, los 
acuerdos de los pueblos por la consagración solidaria' 
de los principios de equidad y de derecho, sobre que 
descansan la seguridad de los Estados y el bienestar 
de los pueblos. (Firmado) Conde Mouravieff. — San 
Petersburgo, 12 de Agosto de 1898." 

La Primera Conferencia de la Paz se celebró, como 
queda dicho, en el verano de 1899 ; los empeños que 
logró realizar, aunque meritorios, fueron de impor- 
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tancia secundaría; en lo relativo al punto magno, 
mira y objetivo dé la convocación de la Asamblea, 
los plenipotenciarios de las diversas naciones, 
cifiéndose, como era natural que lo hicieran, á las 
instrucciones de sus Gobiernos, no pudieron pasar 
de una simple expresión de deseo y de buena 
voluntad* 

El máximum de lo posible para una acción con- 
junta, quedó reducido á la siguiente resolución 
adoptada, eso sí, por unanimidad : 

"La Conferencia considera que la limitación de 
las cargas militares que pesan actualmente sobre el 
mundo, es deseable, en el más alto grado, para 
aumentar el bienestar material y moral de la hu- 
manidad." 

Además de esto, la Conferencia adoptó una Con- 
vención para el arreglo pacífico de los conflictos in- 
ternacionales, otra relatiifi á las leyes y costumbres 
de la guerra por tierra, y otra para la adaptación á 
la guerra marítima de los príncipios de la Conven- 
ción de Ginebra de 22 de Agosto de 1864. 

Como indicación de lo flaca que es la previsión 
humana, puede apuntarse que muy poco después de 
firmada la Convención para el arreglo pacifico de los 
conflictos internacionales, sobrevinieron hechos como 
la invasión del Imperio chino por las tropas aliadas 
de las grandes Potencias cristianas, la guerra sur- 
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africana entre la Gran Bretaña y las Repúblicas del 
Transvaal y del Orange, y, algún tiempo más tarde, 
la terrible contienda entre Rusia y el Japón, hechos 
ocurridos entre la Primera y la Segunda Conferencia 
de la Paz. 

Los armamentos militares, lejos de ser reducidos, 
han ido en constante aumento ; y con todo esto, y aun 
dentro del solo terreno de la guerra y de la paz, para 
que han sido convocadas, las dos Conferencias de 
La Haya han prestado servicios de la mayor con- 
sideración á la causa de la humanidad. 



Con fecha 21 de Octubre de 1904, Mr. John Hay, 
Ministro de Estado del Gobierno de los Estados- 
Unidos de Norte América, dirigió una circular á los 
representantes de su país, acreditados ante los Go- 
biernos signatarios de las actas de la Conferencia de 
La Haya en 1899 ; la dicha circular tenía por objeto 
promover la convocación de una nueva Conferencia 
Internacional de la Paz en La Haya. 

Con fecha 16 de Diciembre del mismo año de 
1904, Mr. Hay pasó otra circular á los representantes 
de su país, ya citados, en que les daba cuenta de las 
respuestas favorables á la reunión de una Segunda 
Conferencia en La Haya, que había recibido, con 
motivo de la circular anterior. 
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El dia 29 de Marzo de 1906, el Gobierno imperial 
ruso envió una circular á sus representantes, 
acreditados ante otros Gobiernos extranjeros, 
relativa á la convocatoria de la Segunda Conferencia 
de la Paz en La Haya. Este documento dice así : 

"* Al tomar la iniciativa para la convocación de una 
Segunda Conferencia de la Paz, el Gobierno Im- 
perial ha tenido presente la necesidad de dar un 
nuevo desarrollo á los principios humanitarios que 
sirvieron de base á la obra de la gran Reunión Inter- 
nacional de 1899. 

**E1 Gobierno Imperial ha creído, al mismo 
tiempo, que era llegado el momento de aumentar, en 
el mayor grado posible, el número de los Estados que 
tomaran parte en los trabajos de la Conferencia 
proyectada ; y la prontitud con que se ha contestado 
al llamamiento hecho por el Gobierno ruso, de- 
muestra cuan profundo y general es actualmente el 
sentimiento de la solidaridad para la aplicación de 
las ideas, cuyo objetivo sea en bien de la humanidad 
entera. 

"La Primera Conferencia de la Paz cerró sus 
sesiones convencida de que su tarea había de ser 
completada ulteriormente por efecto del progreso 
regular de las luces entre los pueblos, y en proporción 
de los resultados que fueran adquiriéndose por la 
experiencia. 

"^ La creación más importante de la Primera Con- 
ferencia de la Paz, que fué el Tribunal Internacional 
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de Arbitraje, es una institución que ya ha ganado sus 
ejecutorías, y que ha reunido para el bien general, un 
areópago de jurisconsultos, á quienes rodea el respeto 
universal. 

''Ya se ha podido ver también hasta qué grado 
pueden ser benéficas para la solución de las 
diferencias entre Estados, las Comisiones inter- 
nacionales de investigación. 

" Sin embargo, hay mejoras que introducir en lal 
Convención relativa al reglamento pacífico de las 
diferencias internacionales. Como consecuencia del 
arbitraje reciente, los juristas, reunidos en tribunal, 
han suscitado cuestiones de detalle sobre las cuales 
convendría establecer reglas fijas, dando á la dicha 
Convención el desarrollo necesario. Parece especialr 
mente de desearse que se establezcan principios fijos 
en cuanto al empleo de los distintos idiomas en el 
procedimiento, en vista de las dificultades que 
pudieran producirse en el futuro, á medida que 
lleguen á multiplicarse los recursos sometidos á la 
jurisdicción arbitral. También convendría introducir 
algunas mejoras en el funcionamiento de las 
Comisiones internacionales de investigación. 

"En lo que respecta al reglamento de las leyes y 
costumbres de la guerra por tierra, las disposiciones 
tomadas por la Primera Conferencia necesitan 
también ser completadas y precisadas, con el objeto 
de evitar toda mala inteligencia. 

" En cuanto á la guerra marítima, respecto de la 
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cual las leyes y usos vanan en ciertos puntos en cada 
país, es necesario establecer reglas fijas que estén en 
correlación con las exigencias del derecho de los 
beligerantes, y de los intereses de los neutrales. 

" Una Convención relativa á estas materias deberá 
ser elaborada, y constituiría uno de los frutos más 
importantes de la próxima Conferencia. 

^Por consiguiente, juzgando que en el momento 
actual no hay razón para proceder sino al examen 
de las cuestiones que se imponen de una manera 
especial, por desprenderse de la experiencia de estos 
últimos años, sin tocar á lo que pudiera referirse á 
la limitación de las fuerzas militares ó navales, el 
Gobierno Imperial propone, como programa para la 
reunión proyectada, los puntos principales siguientes : 

**i.^ Mejoras que deben introducirse en las dis- 
posiciones de la Convención relativa al reglamento 
pacífico de los conflictos internacionales, en lo que 
se refiere al Tribunal de arbitraje, y á las Comisiones 
internacionales de investigación. 

"^ 2.^ Complementos que deban hacerse á las dis- 
posiciones de la Convención de 1899, relativa á las 
leyes y costumbres de la guerra por tierra, entre 
otros, en lo tocante al comienzo de las hostilidades, 
al derecho de los neutrales por tierra, etc. Declara- 
ciones de 1899. Por haber prescrito una de ellas, 
debe tratarse de su restablecimiento. 

"3.° Preparación de una Convención relativa á 
las leyes y usos de la guerra marítima así: a) las 
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Operaciones especiales de la guerra marítima, como 
bombardeo de puertos, ciudades y aldeas por fuerzas 
navales, colocación de torpedos, etc. ; b) transforma- 
ción de barcos de comercio en barcos de guerra; 

c) propiedad privada de los beligerantes en el mar ; 

d) plazo de favor que deba concederse á los barcos 
de comercio para abandonar los puertos neutrales, ó 
los del enemigo, después del comienzo de las 
hostilidades ; e) los derechos y deberes de los neutrales 
en el mar, entre otras cuestiones: el contrabando; 
régimen al cual deban someterse los barcos de los 
beligerantes en los puertos neutrales ; destrucción, por 
causa de fuerza mayor, de los barcos de comercio 
neutrales, detenidos como presas. En la dicha Con- 
vención que haya de prepararse, deberán introducirse 
las disposiciones relativas á la guerra por tierra, que 
fueren aplicables igualmente á la guerra marítima. 

"4.^ Complementos que deban introducirse en la 
Convención de 1899 para la adaptación á la guerra 
marítima del principio de la Convención de Ginebra 
de 1864. 

** Lo mismo que en el caso de la Conferencia de 
1899, ha de quedar bien entendido que las delibera- 
ciones de la reunión proyectada no deben referirse 
ni á las relaciones políticas entre los Estados, ni al 
orden de cosas establecido por los tratados, ni 
tampoco, en general, á las cuestiones que no entren 
directamente en el programa adoptado por los 
Gabinetes." 
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De la lectura del documento que precede se 
desprende con toda claridad que ya el objetivo princi- 
pal de las Conferencias, que era la limitación de los 
armamentos, quedaba relegado, no siquiera á 
segundo término, sino pospuesto indefinidamente, y, 
para todo efecto práctico, abandonado por el mismo 
Gobierno Imperial Ruso. Las cuestiones contenidas 
en el programa son todas ellas de grande importan- 
cía; pero si únicamente se hubiera tratado de 
resolverlas, sin que las deliberaciones consiguientes 
entrañaran la consecuencia ya apuntada del recono- 
cimiento de la igualdad de todas las naciones, la 
Segunda Conferencia de la Paz no habría tenido la 
importancia que tuvo para las naciones latino- 
americanas. O, para hablar con más claridad : es un 
hecho que en asuntos de la reglamentación de la 
guerra, muy poco peso puede tener la palabra del 
Continente latino-americano al lado de la voz de 
naciones exclusivamente militares, como lo son casi 
todas las de Europa, en tanto que el reconocimiento 
de la igualdad internacional en forma tan clara y tan 
explícita, si era de un incalculable y benéfico alcance 
para las naciones latinas de América. 



Las naciones latino-americanas tenían, como 
entidades autónomas y civilizadas, un grande interés 
en las cuestiones contenidas en el programa pre- 
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parado por el Gobierno Imperial Ruso; la mera 
solidaridad humana hubiera bastado para que 
existiera ese interés. Pero, así y todo, tendría él que 
ser de carácter general ; esas Naciones habían de 
considerar lo que sucediera en relación con los 
destinos de la humanidad, y no como algo de directa 
é inmediata importancia para sus destinos propios. 

Empero, en la Segunda Conferencia de la Paz 
debía de tratarse el príncipio enunciado por el Dr. 
Luis M. Drago, en Diciembre de 1902, en la Nota 
memorable que, en su calidad de Ministro de Rela- 
ciones Exteriores de la República Argentina, dirigió 
al Señor Martín García Mérou, Ministro Pleni- 
potenciario argentino en Washington. 

Para la clara inteligencia del asunto de que 
tratamos, conviene recapitular los hechos. 

En los primeros días del mes de Diciembre de 
1902, los representantes diplomáticos de Alemania 
y de la Gran Bretaña en Caracas, presentaron cada 
uno de ellos un ultimátum, en nombre de sus 
respectivos Gobiernos, en que se exigía del Gobierno 
de Venezuela el reconocimiento inmediato, dentro 
del plazo perentorio de 48 horas, de las reclamaciones 
pecuniarias que ambos habían presentado con in- 
sistencia en los meses anteriores y el pago de ellas, 
sin discusión ninguna. Los ultimátums no fueron 
entregados, como hubieran debido serlo, en el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, sino que fueron 
enviados á la residencia privada del Ministro del 
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citado ramo, en tanto que ios Agentes diplomáticos 
de Alemania y de la Gran Bretaña se trasladaban á 
buques de guerra de sus países, surtos desde algunos 
días antes en el puerto de La Guayra, á esperar allí, 
al amparo de sus cañones, la respuesta del Gobierno 
de Venezuela. Los ultimátums amenazaban con 
rompimiento de hostilidades contra Venezuela si ésta 
no aceptaba y cumplía las órdenes que se le dictaban. 
Venezuela se negó en absoluto á la imposición que se 
le quería hacer, manifestando su Gobierno que las 
reclamaciones presentadas tendrían preferente y 
cumplida atención al terminarse la guerra civil, que 
entonces azotaba al país, y al restablecerse la normali- 
dad. 

Conocida la respuesta por los aliados europeos, 
iniciaron ellos, sin pérdida de tiempo, el cumplimiento 
de sus amenazas. Se apoderaron de los buques de 
guerra del Gobierno venezolano, que se hallaban en 
La Guayra, dos de los cuales fueron echados á piqué, 
á poca distancia del puerto, ya en mar de fondo, por 
sus captores alemanes. Despacharon barcos de guerra 
al Oriente y al Occidente de La Guayra á apresar 
otros buques venezolanos; como represalia por la 
captura temporal de un navio mercante inglés, bom- 
bardearon y arrasaron las fortificaciones de Puerto 
Cabello. Merece apuntarse, á más del hundimiento 
innecesario de dos buques de guerra, que hallando 
un barco de guerra alemán á un pequeño velero del 
Grobiemo venezolano, obligó al capitán y á la tripula- 
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ción á abandonarlo, con solo diez minutos de plazo, 
precipitación que trajo por resultado el que se aho- 
garan algunos marineros venezolanos. 

Los aliados declararon establecido el bloqueo 
pacifico de los puertos venezolanos, que podian hacer 
efectivo dado el número de sus barcos en esas aguas. 

En ese estado de las cosas, intervino el Gobierno 
de los Estados-Unidos declarando que no reconocía 
eso de bloqueos pacíficos, declaración que obligó á 
los aliados á reconocer que existía la guerra entre 
ellos^ — la Alemania y la Gran Bretaña, — y la 
República de Venezuela. 

En el curso de los acontecimientos, los alemanes 
bombardearon el Castillo de San Carlos al intentar 
la entrada al Golfo de Maracaibo, que no pudieron 
realizar. 

Ea intervención del Gobierno de los Estados- 
Unidos tuvo por resultado el que los aliados, á 
quienes se había agregado á última hora la Italia, 
enviando también algunos barcos de guerra dis- 
puestos á cooperar con alemanes y con ingleses, se 
retiraran, quedando así terminadas las hostilidades. 

Las cuestiones pendientes entre las naciones 
agresoras y la República de Venezuela, fueron some- 
tidas en parte á Tribunales especiales reunidos en 
Washington, en parte al Tribunal de La Haya ; esos 
Tribunales dictaron fallos definitivos, que no es del 
caso pormenorizar aquí, obligatorios para las partes 
y cuyo cumplimiento está en vía de ejecución. 
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Las reclamaciones que motivaron el conflicto pro- 
cedían en parte, según Jas alegaciones de los 
reclamantes, de perjuicios sufridos por nacionales 
suyos durante las guerras civiles ocurridas en los 
años anteriores en Venezuela, y en parte de la falta 
de pago del servicio de las deudas extemas de la Re- 
pública. Estas fueron las razones ostensibles del 
ataque y las únicas oficialmente declaradas entonces 
ó reconocidas oficialmente después ; sin embargo de 
esto, un somero análisis de los hechos cumplidos y 
de las intenciones que lógicamente deberían de 
suponerse para su realización, bien pronto revela que 
esas causas ostensibles encubrían propósitos de 
mucha mayor transcendencia que la simple reclama- 
ción de perjuicios sufridos, no fijados por tribunal ni 
por comité de investigación ninguno, ó del atraso en 
el servicio de deudas extemas. 

El día 29 de Diciembre de 1902, el Ministro de 
Relaciones Exteriores de la República Argentina, 
Dr. Luis M. Drago, dirigió á Don Martín García 
Mérou, Ministro argentino en Washington, una nota 
relativa á los acontecimientos ocurridos en 
Venezuela, en que se manifestaba la extrañeza 
causada en el ánimo del gobiemo argentino por los 
acontecimientos realizados en Venezuela por las 
Potencias aliadas, y en que se exponían ciertos 
principios sobre la inviolabilidad de la soberanía de 
las naciones, que llamaron la atención de las 
cancillerías americanas y europeas, y del público en 
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general en entrambos lados del Atlántico, y que, 
considerados como una tendencia perfectamente 
precisada en su finalidad, han merecido el nombre 
de Doctrina Drago, con que hoy se les conoce. 

El Dr. Drago cristaliza su doctrina en las 
siguientes palabras contenidas en la citada Nota de 
29 de Diciembre de 1902: "En una palabra, el 
principio que la República Argentina quisiera ver 
reconocido, es el de que la deuda pública no puede 
provocar jamás la intervención armada, ni mucho 
menos la ocupación material del suelo de las 
naciones americanas por parte de Potencias 
europeas." 

El Dr. Drago continúa así: "El descrédito que 
cae sobre los Estados que dejan de pagar á sus 
acreedores legítimos, entraña por sí solo dificultades 
demasiado considerables para que sea necesario 
agravar con una agresión extranjera las calamidades 
de una solvencia momentánea." 

Es pertinente citar algunos otros apartes de la 
Nota del Dr. Drago que aclaran su pensamiento: 
"Este Gobierno juzga oportuno transmitir á V.E. 
algunas observaciones relativas al cobro compulsivo 
de deudas públicas, sugeridas por los acontecimientos 
ciunplidos en Venezuela. En primer término debe 
observarse, sobre este particular, que el capitalista 
que da su dinero en préstamo á un Estado extran- 
jero, siempre tiene en cuenta los recursos del país 
con que negocia y las probabilidades de que los 
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compromisos contraídos sean ó no cumplidos sin 
dificultad. Por esta razón á cada gobierno cor- 
responde un crédito diferente según su grado de 
civilización y de cultura y su manera de proceder en 
los negocios. Todas estas circunstancias son 
pesadas y medidas antes de negociar un empréstito, 
para realizarlo en condiciones más ó menos onerosas, 
según los informes que posean los banqueros 
prestamistas. Además, el acreedor no ignora que 
contrata con una entidad soberana, que una de las 
condiciones inherentes á toda soberanía es la de que 
no puede intentarse proceso ejecutorio contra 
ninguna entidad soberana, ni llevarlo á cabo, porque 
ese método de cobro, comprometería su existencia y 
haría desaparecer la independencia y la acción del 
gobierno respectivo. Entre los principios funda- 
mentales del derecho público internacional que la 
humanidad ha consagrado, uno de los más preciosos 
es el que establece que todos los Estados, cualquiera 
que sea la fuerza de que disponen, son entidades 
perfectamente iguales entre sí y con derecho 
recíproco á unas mismas consideraciones y á unos 
mismos respetos. El reconocimiento de la deuda, la 
liquidación de su monto, pueden y deben ser hechos 
por la nación sin detrimento de sus derechos 
primordiales como entidad soberana; pero el cobro 
compulsorio é inmediato, en un momento dado, por 
medio de la fuerza, entrañaría la ruina de las 
naciones más débiles y la absorción de un gobierno 

3A 
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con todas las facultades que le son inherentes, por los 
poderosos de la tierra. Muy distinto es el carácter de 
los principios proclamados en el Continente 
americano: Mos contratos celebrados entre una 
nación é individuos privados, son obligatorios según 
la conciencia del soberano, y no pueden ser objeto 
de fuerza compulsoria'; así se expresa el ilustre 
Hamilton." 

La Doctrina Drs^o, cuyas tendencias quedan 
claramente manifestadas en los párrafos anteriores, 
aunque presentada al Congreso pan-americano de 
1906 reunido en Rio Janeiro, no fué considerada por 
esa asamblea, que determinó que fuera sometida á 
la Segunda Conferencia de la Paz, cuya reunión 
estaba entonces anunciada para el año de 1907. Es 
muy posible que en el ánimo de los congresistas re* 
imidos en Río Janeiro obrara la razón de que siendo 
•ellos en su mayor parte representantes de naciones 
deudoras, las declaraciones que hicieran y los 
acuerdos que sancionaran relativos á la recaudación 
•compulsoria ó no compulsoria de deudas inter- 
nacionales, tendrían que ser incompletos y, sin duda 
por ello, también ineficaces, por no haber concurrido 
á lo que se hiciera representante ninguno de los 
acreedores. 



Para apreciar en justicia el alcance del principio 
preconizado por el Dr. Drago, de que la recaudación 
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de deudas internacionales no debe, en ningún caso, 
dar lugar á la intervención armada ni á la ocupación 
del territorio de las naciones americanas por fuerzas 
militares de la nación acreedora, conviene recapitu- 
lar las condiciones especiales en que se hallan las 
dichas naciones latinas del Continente Americano. 

Son todas ellas, casi sin excepción, poseedoras de 
vastos y ricos territorios, muy escasamente poblados, 
de suerte que sobre ima gran parte de ellos tienen 
derechos de dominio político que, por la misma 
escased de población, no pueden ejercitar de hecho. 
Para la explotación de esa riqueza natural, y para 
el establecimiento de lo que constituye la civilización 
material, necesitan los pueblos latinos de América de 
la inmigración y del capital extranjero. 

En cuanto á la inmigración, hasta el presente, los 
países que han logrado atraerla en mayor cantidad, 
ó en cantidad apreciable, la han recibido de Europa. 
Es solamente ahora cuando se empieza á hablar de 
tentativas de inmigración oriental, japonesa ó china ; 
sin embaído, todavía no han afluido inmigrantes de 
estos países á la América latina, sino en muy corto 
número, que no ha alcanzado á constituir elemento 
importante de la población del país respectivo. 

En cuanto al capital extranjero, la América latina 
empezó á solicitarlo y á obtenerlo desde los mismos 
días de su guerra de independencia, en los principios 
del siglo XIX. Los primeros gobiernos constituidos 
en aquellas regiones, aun antes de terminar una 
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guerra ruinosa que había durado cerca de tres lustros, 
se encontraron desprovistos de recursos para llevar- 
la á término feliz, y hubieron de procurárselos en 
Europa; cuando la victoria hubo coronado sus 
esfuerzos de manera definitiva, les fué preciso acudir 
de nuevo al capital europeo, para gastos de la ad- 
ministración pública y del desarrollo de la industria 
y del comercio nacionales. 

A estas causas generales obedeció la contratación 
de los primeros empréstitos latino-americanos en 
Europa. Después de la emancipación, sobrevino en la 
América latina un estado casi constante de agita- 
ciones políticas y de guerras civiles, que impedía la 
creación de la riqueza pública y privada, haciendo 
imposible, en la mayor parte de los casos, el cumpli- 
miento de los compromisos pecuniarios que habían 
sido contraídos. 

Las necesidades de la vida nacional imponían la 
construcción de caminos y de otras obras públicas de 
subido costo, para las cuales era preciso también 
acudir al capital extranjero. A medida que las condi- 
ciones políticas y civiles de los distintos países se 
acercaban á un estado de normalidad menos precario 
y más sólido, se facilitaba,- con el robustecimiento del 
crédito nacional, la consecución de nuevos capitales 
para la explotación de las riquezas naturales, tan 
abundantes en la América latina. A pesar de la labor 
realizada, y de las crecidas sumas que, en una ó en 
otra forma, han sido invertidas por los capitalistas 
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europeos, en los países de que venimos tratando, 
perdura la condición en todos ellos de necesitar el 
capital extranjero para continuar el desarrollo de la 
riqueza y para ensanchar el campo de la explotación 
efectiva, industrial y comercial. 

A esas necesidades de carácter puramente civiliza- 
dor, se han agregado, en algunos casos, las exigencias 
de la política interna y de la política internacional, 
por razón de guerras intestinas ó internacionales, que 
han obligado á los Gobiernos á solicitar empréstitos 
para armamentos y operaciones militares, con los 
cuales se han gravado las rentas públicas. La labor de 
la explotación y el aprovechamiento del suelo latino- 
americano, está todavía en una etapa primitiva y 
embrionaria ; las regfiones no explotadas, las fuentes 
de riqueza no tocadas todavía, superan en mucho, en 
cantidad y en posibilidad, aún en los países en donde 
mayores adelantos se han hecho, á las que ya están 
sometidas á la industria y al comercio. Así pues, es 
evidente que, por razones naturales de su lógico 
desenvolvimiento, la América latina tendrá que con- 
tinuar, durante mucho tiempo todavía, en la condi- 
ción de solicitante del capital extranjero. Muchas 
veces, ese capital habrá sido obtenido en virtud de 
arreglos entre particulares, es decir, entre ciudadanos, 
ó residentes del país americano, y capitalistas extran- 
jeros. En tales casos, la reglamentación de esos 
avances pecuniarios, para todas las contingencias que 
puedan sobrevenir, será asunto de las leyes res- 
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pectívas, y no entrañará peligro alguno — en tanto 
que no hubiere intervención oficial por parte de los 
Gobiernos — de complicaciones internacionales. Este 
punto, pues, no está en tela de juicio, ni á él atañe, 
en manera alguna, la previsora doctrina preconizada 
por el Dr. Drago. 

Al lado de los avances solicitados y obtenidos por 
individuos, ó entidades privadas, en la evolución 
natural y corriente de las operaciones comerciales é 
industriales, han existido, existen, y, sin duda, habrán 
de hacerse necesariamente en el porvenir, numerosas 
operaciones de crédito, en que los gobiernos latinos 
de América obtengan crecidos empréstitos de capital 
extranjero. El hecho de existir en el Viejo Mundo 
fuertes acumulaciones de ahorro, en busca de coloca- 
ción, á la par que los gobiernos americanos en- 
cuentran empleo remunerativo para grandes 
capitales, en los numerosos fines de la creación 
de la riqueza interna de su país, ó para objetos de 
otro orden, garantizando las sumas que reciben con 
rentas ó valores públicos, establece una corriente de 
oro desde los países capitalistas, hacia los países 
americanos, en donde ese oro puede emplearse en 
fecundas obras, ó puede, en el caso de ser aplicado 
á otros fines, encontrar garantía suficiente para los 
capitalistas. 

En el funcionamiento normal de las cosas, hay un 
servicio y una utilidad recíprocos para el capital y 
el gobierno que lo toma en préstamo. Y sería igual- 
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mente nocivo é inconveniente, (suponiendo que tal 
cosa fuera posible), el privar á los gobiernos de los 
avances pecuniarios, y el privar á los capitalistas de 
la posibilidad de hacer esos avances. Por otra parte, 
esas grandes operaciones de crédito, por bien calcu- 
ladas y meditadas que estén, son susceptibles, como 
toda labor humana, de conducir á fracasos ó resulta- 
dos muy distintos de los previstos en la hora y 
momento del pacto respectivo. También puede 
suceder, y sin duda ha sucedido en más de una 
ocasión, que en la contratación de empréstitos, no 
haya mediado, por parte de los Gobiernos, ni por 
parte de los capitalistas, toda la prudencia y toda la 
escrupulosidad que debiera de suponerse; los 
capitalistas obtienen el dinero por medio de suscrip- 
ciones que hace el público, en el país en donde 
abunda el capital, y en los gobiernos pueden hallarse 
individuos que, á la sombra de las operaciones 
públicas, logren hacer su agosto, y que, en cuanto 
tengan ese objetivo en mira, no vacilen en abusar 
de sus poderes oficiales para comprometer al país 
que gobiernan y que representan, más allá de sus 
recursos y de sus posibilidades. Los capitalistas, en 
su caso, en situaciones como la indicada, pueden 
también aceptar operaciones peligrosas, ó mal garan- 
tizadas, ya que el dinero empleado no habrá de salir 
de su propio peculio, y ya que la realización de la 
operación les habrá de dejar pingües ganancias, sin 
entrañar para ellos responsabilidades materiales 
ulteriores de ningún género. 
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Por estas razones, y por otras, que sería ocioso 
pormenorizar, es natural prever que puedan sobre- 
venir ocasiones en que los países, que hubieren 
obtenido fuertes empréstitos, se hallen en condición 
transitoria, de mayor ó menor duración, en que les 
sea imposible hacer frente á sus compromisos 
pecuniarios. A las consideraciones de carácter arti- 
ficial, digámoslo asií, por proceder de imprudencia, 
ó de fraude premeditado, deben agregarse las que 
nazcan de causas naturales, como de pérdida de 
cosecha durante varios años consecutivos, de de- 
preciación sostenida ó definitiva en el valor de los 
principales artículos de comercio de un país dado, ó 
de cataclismos naturales, como temblores de tierra, 
ó inundaciones que destruyan una gran parte de la 
riqueza pública. A todo ello debe agregarse el 
elemento de contingencia, ó de posibilidad de pérdida 
imprevista, que constituye y forma parte integrante 
de toda labor y de todo empeño humano. Si en 
nuestros días hemos visto que las más fuertes y ricas 
naciones del globo llegan á sentir el apremio de 
las circunstancias, que disminuye su crédito, y les 
dificulta la consecución de dinero; si hemos visto 
que la Inglaterra misma, por razón de la guerra del 
Transvaal, se vio en la necesidad de suspender el 
pago del fondo de amortización de su deuda nacional, 
tenemos que convenir en que, por rica y próspera que 
sea la situación de un país latino-americano, el con- 
siderar que en todo tiempo ese estado de cosas ha 
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de perdurar, sin que pueda presentarse una con- 
dición precaria del crédito nacional, y una escased 
de recursos que llegue á trastornar el cumplimiento 
de los compromisos pecuniarios, contraídos en el 
extranjero, argüiría la existencia de un criterio opti- 
mista, rayano, no en la imprudencia, sino en la 
temeridad. 

Por todo esto, la definición autorizada de la ver- 
dadera condición de las deudas internacionales, y 
del alcance que una suspensión de pagos pueda 
tener, en las relaciones de la vida internacional, es 
un punto de capital importancia, y el de mayor im- 
portancia de cuantos habrían de ser sometidos á la 
Segunda Conferencia de la Paz, para las naciones 
latinas de América. 

Resumiendo, pues : Por la naturaleza ineludible de 
las cosas, los países latinos de América tendrán, por 
mucho tiempo, que continuar solicitando y obteniendo 
empréstitos del capital europeo ; por la naturaleza mis- 
ma de las cosas humanas también, es posible que so- 
brevenga un estado de cosas en que alguno de esos 
países se vea transitoriamente en la imposibilidad de 
hacerles frente á sus compromisos pecuniarios. Y 
siendo todo esto así, es de supremo interés que se 
establezcan de antemano leyes y reglas que fijen y 
determinen cuáles puedan ser las consecuencias, para 
el país deudor, de una suspensión en el cumplimiento 
de sus compromisos con el capital extranjero. 

En su memorable Nota, el Dr. Drago proclamó 
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una doctrina protectora de la soberanía de los pueblos 
americanos. Según esa doctrina, la acción del acree- 
dor de una nación soberana no puede traspasar el 
limite de esa soberanía. Es decir, esa acción no 
puede extenderse, ni en un punto, desde el momento 
en que vulnere ó cercene esa soberanía. Consideradas 
las naciones como personas jurídicas, como organis- 
mos vivos, el Dr. Drago apuntó que lo menos que 
podía exigirse para ellas era el reconocimiento, que 
forma parte de la legislación de la mayoría de los 
Estados del mundo, de que al deudor no puede 
reducírsele á prisión por la falta de pago de sus 
deudas. 

En la discusión suscitada sobre la materia en las 
Sesiones de la Segunda Conferencia de la Paz, se 
argüyó por el ilustre representante del Brasil, al 
sostener el derecho del empleo de la fuerza, por parte 
del acreedor, contra las naciones deudoras, que todo 
acreedor tiene derecho de apoderarse de la propiedad 
y de los haberes del deudor que no cumpla sus 
compromisos; y, ensanchando su argumento, 
agregaba que si eso pasaba entre individuos ó enti- 
dades privadas, no había razón ninguna para im- 
pedirle al acreedor internacional que él, á su vez, se 
apoderara de los haberes y de las propiedades de la 
nación deudora. 

En esta argumentación, á primera vista lógica y 
correcta, hay un olvido manifiesto de la verdadera 
esencia de las cosas, olvido que no fué apuntado en 
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las discusiones que tuvieron lugar en la Conferencia 
de la Paz, y que requiere algunas consideraciones 
preliminares para precisarlo. 

La soberanía de una nación es un hecho conven- 
cional sobre el cual descansa la vida misma de la 
nación respectiva. Todo lo que ataque á esa 
soberanía, todo lo que la cercene, entraña su supre- 
sión, porque no puede haber soberanía á medias. Es 
cierto que la ley, á la par que ha establecido — en la 
mayor parte de los países civilizados, como queda 
dicho — ^la supresión de la prisión por deudas, ha 
dejado al acreedor el derecho de adueñarse de la 
propiedad y de los haberes del deudor ; pero también 
es cierto que esa ley ampara la persona del deudor 
mismo, impidiendo que se le reduzca á prisión, é 
impidiendo también, naturalmente, lo que pudiera 
mermarle ó disminuirle su propia vida, que, para el 
caso de las naciones, equivale á la soberanía. Aunque 
en algún tiempo existiera en las leyes humanas el 
derecho del acreedor, no solamente para reducir al 
deudor á prisión, sino para venderlo como esclavo, ó 
para matarlo ó descuartizarlo, quien hoy se atreviera 
á preconizar la esclavitud, la mutilación ó la muerte 
del deudor, como derechos del acreedor, sería tenido 
por un loco peligroso; sus palabras causarían 
espanto, ó, tal vez, más bien la lástima que inspiran 
los dementes. 

La agresión armada de un acreedor contra un país 
deodor, implicaría un cercenamiento de la so- 
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beranía de ese país, es decir, una mutilación, 
que no poí tratarse de una cosa convencional, 
como es la soberanía, dejaría de ser mutilación. Así 
pues, los que preconizan el derecho de la agresión 
armada para el cobro de deudas no pagadas, deben 
de ser francos, y, en vez de hablar de recaudación de 
deudas, deben preconizar el principio de que á la 
nación deudora que no pague sus deudas, se le 
puede despojar de su soberanía. 

Al pesar, pues, los argumentos de uno y otro lado, 
al analizar la Doctrina Drago, que no admite, en 
ningún caso, la agresión armada para el cobro de 
deudas internacionales, y la doctrina opuesta que 
preconiza el empleo de la fuerza para el cobro de esas 
deudas, lo que en verdad se discute, es si la falta de 
pago debe y puede justificar la supresión de una 
soberanía. Si esto llegara á ser aceptado, el campo 
de las posibles complicaciones internacionales 
alcanzaría inesperado ensanche, y los pretextos, 
justificados de esa suerte, para las empresas de con- 
quista, serían aumentados en grado incalculable. 

La Doctrina del Dr. Drago defiende, no solamente 
la integridad y la soberanía de las naciones ameri- 
canas, sino los intereses de la paz universal; en la 
intervinculación de la vida política y comercial de 
todas las naciones del mundo, deben evitarse, hasta 
donde en la humana previsión sea posible hacerlo, 
los gérmenes de complicaciones internacionales, que, 
por pequeños que aparezcan en un principio, pueden 
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llegar á convertirse en conflagraciones y trastornos 
que superen á toda previsión. 

La política internacional no puede aceptar, como 
norma y guía de sus preceptos tutelares, las con- 
veniencias y los intereses del acreedor. Tanto en el 
acreedor individual, como en el acreedor colectivo, 
priva el temperamento de que su derecho lo hace 
dueño absoluto de la persona y de los bienes del 
deudor; la civilización, en su marcha lenta hacia el 
establecimiento de un verdadero equilibrio entre los 
derechos y las obligaciones de los hombres, ha inter- 
puesto vallas protectoras para el deudor, recono- 
ciendo acaso, tácita, si no expresamente, que en el 
fondo de las cosas, entre el acreedor y el deudor 
existe, de hecho, una asociación, y que si bien es 
cierto que la totalidad de las pérdidas debe gravitar, 
con todo su peso, sobre el deudor, es, sin embargo, 
preciso establecer un límite allí en donde el ejercicio 
de los derechos del acreedor pueda degenerar en 
crueldad inútil, ó en la destrucción de condiciones 
de vida, 6 de dignidad humana, que la ley considere 
deber amparar y proteger en todos los casos y en 
todas las circunstancias. 

La soberanía de las naciones es un hecho que 
ampara su desarrollo, es un elemento indispensable 
del equilibrio internacional, y por sagrados y por 
justos que sean los derechos del acreedor, el con- 
cierto de las naciones no debe ni puede consentir 
en que esa soberanía sea mutilada; y la razón de 
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ello está, entre otras cosas, en que de la mutilación de 
esa soberanía pueden surgir peligros y males incal- 
culablemente más graves, que los resultantes de una 
suspensión de pagos de una deuda, suspensión ne- 
cesariamente transitoria, por ser indefinida la vida 
de las naciones, y por ser seguro, como la experiencia 
lo comprueba, que lo que una nación no paga hoy, 
que lo que una generación no puede pagar hoy, lo 
paga la nación mañana, ó lo reconoce y cumple la 
siguiente generación. 



Según queda explicado, en el Congreso Pan- 
Americano de Río Janeiro de 1906, se convino en 
que la Doctrina Drago sería sometida á la Segunda 
Conferencia de la Paz, convocada para el año de 
1907. A pesar de hallarse presente en La Haya, como 
Delegado de la República Argentina á la dicha Con- 
ferencia, el ilustre Doctor Drago, la doctrina identi- 
ficada con su nombre y preconizada por él en la 
memorable Nota de 29 de Diciembre de 1902, no 
fué presentada específicamente á la deliberación de 
la Segunda Conferencia de la Paz. Esto no implicó, 
sin embargo, ni el que no se examinaran los princi- 
pios que la doctrina encarna, ni que no se tomara en 
cuenta la esencia de la doctrina misma, al tratarse 
de la proposición sobre el cobro de deudas inter- 
nacionales que fué sometida á la discusión. 
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Sin entrar en un prolijo análisis de las prácticas 
vigentes para cobrar deudas internacionales^ ó para 
d resardmiento de verdaderos ó supuestos daños, 
perjuicios 6 quebrantos, infligidos á los ciudadanos 
de una Nación por el Gobierno ó los ciudadanos de 
otra — ^lo que nos llevaría muy más allá del proposito 
del presente escrito; puede sentarse como verdad 
evidente que las naciones poderosas, cualesquiera 
que hayan sido sus declaraciones más ó menos 
humanitarias ó seudo-justicieras, siempre han em- 
pleado la fuerza cuando así les ha convenido, para 
cobrar de las naciones débiles los dineros á que han 
pretendido tener derecho por unas ó por otras causas. 

Más de una vez, durante el siglo XIX, hicieron 
rumbo á la América latina, naves de guerra de 
naciones poderosas, en son de hacerse justicia por 
si mismas, sin la intervención de jueces ni de arbitros. 
Lo sucedido en 1902 en Venezuela, que dio motivo 
á la Nota del Doctor Drago, patentizó que con el 
cambio de nombre en el siglo, no había ocurrido 
ningún cambio en los métodos precitados. 

La Delegación de los Estados-Unidos de Norte 
América presentó una proposición sobre el cobro de 
deudas internacionales, que fué la única discutida, y 
que, ligeramente modificada, fué adoptada con 
numerosas salvedades, procedentes en su mayoría de 
los Estados latino-americanos. Esa proposición es 
como sigue : 

" Las Potencias contratantes han convenido en no 
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recurrir á la fuerza armada para el cobro de deudas 
contractuales, reclamadas del gobierno de un País 
por el gobierno de otro País, como debidas á sus 
nacionales. 

"Sin embargo, esta estipulación no podrá ser 
aplicada cuando el Estado deudor rehuse, ó deje sin 
respuesta, una oferta de arbitraje, ó cuando, después 
de haberla aceptado, hiciere imposible el estableci- 
miento del compromiso, ó cuando, después del 
arbitraje, faltare al cumplimiento de la sentencia 
dictada." 

Esta solución, al establecer como indispensable el 
fallo arbitral, es un paso hacia la justicia; pero en 
cuanto de hecho, y, por razón de lógica elemental, 
preconiza, ó, por lo menos, acepta como válido el 
empleo de la fuerza, para ciertos casos, pugna con 
la Doctrina Drago, que, en ningún caso, acepta el 
cobro por medio de las armas. 

La proposición Norte-americana admite el ataque 
á la soberanía de los Estados, que es precisamente lo 
que la Doctrina Drago considera inadmisible en toda 
circunstancia. 

Sin duda en el ánimo de los Delegados latino- 
americanos, al aceptar la proposición Norte- 
americana, con las salvedades con que lo hicieron, 
privó un temperamento de conciHación y de pru- 
dencia ; acaso consideraron que no era dable obtener 
la medida íntegra de justicia y de respeto á la 
soberanía de sus Naciones, en el primer esfuerzo, y 
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que ya era mucho alcanzar que se estableciera la 
necesidad de una sentencia arbitral sobre la cuantía 
de las deudas, los derechos de los reclamantes, y las 
obligaciones del deudor ; acaso también se juzgó que 
más adelante, en una nueva reunión de la Con- 
ferencia de la Paz, ó en alguna otra ocasión propicia, 
se podría completar la labor iniciada y obtener el 
reconocimiento, en toda su plenitud, de los principios 
cristalizados en la Doctrina Drago. 

Sea de ello lo que fuere, la proposición Norte- 
americana, aprobada por la Segunda Conferencia de 
la Paz, define el actual estado de las cosas. Las 
labores de esta ms^^tud no pueden realizarse con 
un solo empeño, ni en una sola ocasión ; ellas que- 
brantan tradiciones hondas en la conciencia de los 
hombres, militan contra intereses establecidos, y, para 
conquistar predominio y aceptación definitivos, ne- 
cesitan de una larga gestación, que eduque los 
espíritus y dé á las ideas la fuerza de opinión, sin la 
cual nunca podrían ser traducidas en hechos reales 
y positivos. 

Debe hacerse constar que la Doctrina Drago, aun 
á pesar de no haber sido específicamente estudiada 
y discutida en la Segunda Conferencia de la Paz, fué 
el único principio nuevo y fecundo sometido á la 
consideración de los Delegados de las naciones, en 
aquella asamblea universal. Ya se La visto el 
fracaso de la idea primordial que motivó la convo- 
catoria de las Conferencias de la Paz; las demás 
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cuestiones, tratadas en la primera y en la segunda 
ocasión, son en su mayor parte, y salvo la creación 
de un Tribunal internacional supremo y obligatorio, 
que tampoco fué aceptada, de orden que pudiera 
llamarse secundario, sin desconocer la importancia 
innegable que muchas de ellas entrañan. 

Corresponderá al Doctor Drago la gloria de haber 
preconizado, en un momento solemne, y, más que 
solemne, oportuno, un principio tutelar de la so- 
beranía de los pueblos latino-americanos: tocará á 
esos pueblos cumplir con su deber, haciendo que ese 
principio llegue á ser reconocido. 



No habremos de cerrar estas observaciones, 
dirigidas especialmente á los pueblos latino- 
americanos, sin mencionar un obstáculo para el 
reconocimiento de la absoluta soberanía nacional de 
esos pueblos en la forma preconizada por el Doctor 
Drago, que no porque se le haya callado, habrá de 
ser menos serio y ponderoso. 

Esa doctrina, repitámoslo una vez más, establece 
la inviolabilidad de la soberanía de las naciones; 
declara que esa soberanía es sagrada ; que no habrá 
de ser atacada, ni vulnerada, ni cercenada, en ninguna 
ocasión, por razón del cobro de deudas internacio- 
nales. 
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Por Otra parte, es preciso reconocer que esa 
soberanía puede prestarse á abusos que la desvirtúen, 
y que mancillen la majestad que le está privativa- 
mente adscrita. Puede suceder, y por desgracia ha 
sucedido en más de una ocasión, que los verdaderos 
enemigos de la soberanía de pueblos latino- 
americanos no hayan venido de fuera, sino que hayan 
surgido de entre sus propios hijos. Los gobiernos 
ejecutivos representan la soberanía nacional, dentro 
y fuera del país; sus actos, son los actos del 
soberano ; ellos obligan dentro del territorio y vin- 
culan, con las obligaciones que crean, fuera de él. Si 
llega á suceder que del mando supremo se apodere 
un hombre, ó una agrupación, que postergue la 
justicia, reemplazándola con la propia conveniencia ; 
que reduzca á meras fórmulas vacías los preceptos de 
la ley; que anule los derechos individuales; que 
suprima todo principio de derecho; que elimine el 
sufragio ; que haga enmudecer la voz popular por el 
terror 6 por el soborno ; y que, bajo el nombre de re- 
pública democrática, establezca un absolutismo cruel, 
intolerante y codicioso, el respeto y la veneración, 
convendonalmente establecidos para esa soberanía, 
se convierten en un nuevo elemento de fuerza para la 
perversidad triunfante é insaciable. 

No se tratará ya de la soberanía de un pueblo, sino 
del predominio de un hombre ó de un grupo, que la 
habrán de explotar para sus propios fines de tiranía 
y de despojo, de opresión y de ignominia. 
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Como en las condiciones sociales y políticas de la 
América latina, aunque ya en muchas partes estén 
establecidos de hecho los gobiernos vitalicios, todavía 
no se ha llegado á convertirlos en hereditarios, 
aplicando á las presidencias el principio de sucesión 
de las dinastías, los hombres ó los grupos que lleguen 
á dominar, en la forma que queda explicada, medirán 
el ejercicio de su abuso por el límite precario de su 
poder personal, y buscarán, dentro de ese límite, el 
grado máximo de satisfacción de sus ambiciones. 

¿ Serán objetivos de honor ó de gloría los que en 
tales casos predominen? ¿Qué ambición de honor ó 
de gloría cabe en el ánimo del usurpador de las 
libertades públicas de su país? La fortuna materíal, 
es decir, la adquisición de la ríqueza, será necesaría- 
mente el objetivo prímordial de esos usurpadores. 
Querrán esa riqueza para situarla en el extranjero, 
preparándose un refugio opulento á que poderse 
acoger en el caso, siempre posible, de perder su 
dominio. El camino más expedito para la pronta 
acumulación de ríquezas está en la consecución de 
empréstitos en otros países, que, obtenidos con ese 
críterío, gravitarán, como una maldición abrumadora, 
sobre las naciones tiranizadas. En tales casos la 
Doctrina Drago, protectora de la soberanía, pro- 
tegerá á los que de ella se hubieren adueñado, de 
todo ataque extranjero, que, por el temor que 
inspirara, pudiera, tal vez, contener al crímen im- 
perante sobre pueblos inermes, prívados de sus 
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derechos^ y humillados por los ladrones de su 
soberanía. 






Es principio elemental del derecho público ínter- 
nacional que los gobiernos de fado que imperen en 
un pais, cualquiera que sea su origen, son reconoci- 
dos como legítimos por los demás gobiernos; este 
procedimiento se impone por la naturaleza misma de 
las cosas, ya que sería imposible fijar reglas univer- 
sales á que hubieran de sugetarse los gobiernos de 
los distintos países para ser reconocidos como 
legítimos en el concierto de las naciones. Suponiendo 
que tales reglas existieran, el examen de si un go- 
bierno dado se ajustaba á ellas, impondría una 
intervención de extraños en las cosas internas de las 
naciones, irrealizable y casi inconcebible en la 
práctica. De ahí el que baste que un gobierno lo sea 
de hecho, para que se le reconozca en el mundo 
internacional; de ahí el que gobierno, en lo inter- 
nacional, quiera decir autoridad ejecutiva suprema 
dentro de un país, sin que los demás gobiernos se 
preocupen, ni tengan el derecho de preocuparse, de 
si es tiránico ó libre, absolutista ó popular, cruel y 
oprobioso, ó progresista y justo. 

Pero desde el momento en que el ejercicio de la 
soberanía, privativa de un gobierno, traspasando los 
límites del propio territorio, llega á afectar intereses 
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extraños, el críterío aceptado se modifica en razón y 
con intensidad directas al grado en que esos intereses 
extraños puedan ser afectados. La consecución de 
empréstitos que realice un gobierno, es decir, un 
soberano dentro del territorio de otros gobiernos, da 
derecho á ese otro gobierno para fijarle mayor ó 
menor alcance á la soberanía del que solicita y obtiene 
el empréstito. 

Por estas razones, lo que vicie, desvirtúe ó tuerza 
la esencia y el desarrollo de una soberanía, y lá 
convierta en instrumento posible de fraudes y 
concusiones en territorio ajeno, puede muy bien 
considerarse como asunto sobre el cual — ^aunque en 
apariencia solo se refiera á cosas internas — ^tengan 
derecho de formar juicio, que se cristalice en 
prácticas ó en preceptos, los gobiernos extranjeros. 

Esto no invalida la justicia de la Doctrina Drago, 
protectora de la soberanía de las naciones débiles; 
esa doctrina ni trata, ni podría tratar de soberanías 
espúreas, así como en las leyes sobre acuñación de 
moneda se tiene únicamente en cuenta á la de buena 
ley, y no á la que acuñen y pongan en circulación los 
monederos falsos. 

En el tiempo transcurrido desde la emanipación 
hasta nuestros días, las naciones latinas de América 
han alcanzado distinto grado de desarrollo industrial, 
político y social, y distinto grado de poderío y de 
prosperidad material. A los hijos de las más afortuna- 
das de ellas, podrá parecerles impertinente el que 
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se les parangone con las otras que han recorrido 
menor camino en las vías del progreso y de la civiliza- 
ción. Ese sentimiento es muy comprensible» y nace 
de que no se tiene en cuenta que para el criterio 
universal» la América latina, toda ella, es una entidad 
homogénea en sus flaquezas, en sus quebrantos y en 
sus imperfecciones ; salvo en el caso de criterios ex- 
cepcionales, se nos considera todavía, como una 
agrupación de naciones embrionarias, expuestas á los 
disturbios políticos y vacilantes entre la anarquía y el 
despotismo. 

Los que conocemos un poco más la verdad de las 
cosas, sabemos que eso es injusto para nuestros 
países en general, y absolutamente falso respecto de 
los más prósperos y más afortunados de entre ellos. 
Lo que privará, por desgracia, por mucho tiempo, 
es el criterio errado que, en el fondo, como ya queda 
shuntado, será el obstáculo principalísimo para la 
aceptación universal de la Doctrina Drago, ó de 
cualquier otro principio que entrañe el reconoci- 
miento de una absoluta soberanía para nuestros 
pueblos, igual á la reconocida para las naciones que 
han alcanzado lo que se considera como definitiva 
estabilidad interna. 

Aúnalos que reconocemos el adelanto y la prosperi- 
dad materiales, la relativa estabilidad de la paz á cuyo 
amparo se han creado, y los halagüeños horizontes de 
grandeza nacional que ya han alcanzado los más 
afortunados de nuestros países, no puede menos de 
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el ladrón; contúvolos el manto. Aquel hombre 
envuelto en sus pliegues, aquel infame violador del 
altar, aquel sacrilego, estaba protegido por el mismo 
fruto de su crimen, que investía á su persona con el 
atributo de inviolabilidad sagrada, y lo defendía hasta 
de las miradas de los hombres. Así, entre la consterna- 
ción y el furor de un pueblo, que veía alejarse su 
fortuna y el símbolo místico de sus destinos, el ladrón 
se puso en salvo. 

No es impertinente recordar lo que narra el 
egregio novelista francés, al hablar de las soberanías 
usurpadas, de que pueden sobrevenir ejemplos en la 
América latina. La soberanía, tal como la normalidad 
la establece y la crea, dentro del armonioso funciona- 
miento de las fuerzas activas de una nación, es 
digna de que para ella se viva, de que por 
ella se mate, y de que por ella se muera. La so- 
beranía usurpada, convertida en fuente de oprobio y 
de infamia, en elemento de tiranía y de vil especula- 
ción, no puede alcanzar, ni alcanzará los fueros de la 
soberanía legítima. Y sin duda en las ominosas posi- 
bilidades apuntadas que, aunque no surjan á los 
labios, habrán de palpitar en las conciencias, radicará 
la oposición que habrá de continuarse haciendo al 
reconocimiento, en toda su fecunda amplitud y en 
toda la serenidad augusta de su verdad abstracta, á 
la doctrina preconizada por el ilustre hijo de la 
República Argentina. 

S. PÉREZ TRIANA 

Londres, Mayo, 1908. 
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Hacia fines del año de 1902, ocurríósele al Go- 
bierno alemán que las circunstancias eran propicias 
para poner de manifiesto su autoridad en el Nuevo 
Mundo. Desde hacia mucho tiempo existía un 
penoso Utigio con el Gobierno de la República de 
Venezuela, relativo á ciertas sumas de dinero, re- 
damadas por subditos del Emperador alemán. Las 
dichas reclamaciones subían al formidable total de 
;¿'8.820,ooo. El Gobierno de Venezuela impugnaba 
la justicia de la deuda, es decir, discutía el monto 
reclamado. Alemania acabó por perder la paciencia ; 
y como había otras Potencias, cuyos subditos también 
se impacientaban porque sus reclamaciones no eran 
atendidas, se habilitó una expedición naval con el 
objeto de obligar á los recalcitrantes venezolanos á 
que pagaran sin mayor dilación. La Gran Bretaña, no 
sin muchos recelos, tomó parte en la aventura recauda- 
toria. Sucedía que el Gobierno, entonces imperante 
en la Gran Bretaña, estaba seriamente obligado para 
con el Kaiser, por la firme actitud que este último 
había asumido, contra el deseo casi unánime de sus 
subditos, de apadrinar la causa de los Boers — deseo 
que en manera alguna estaba limitado á los subditos 
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solamente. Fueron razones de Estado, provenientes 
de la guerra contra los Boers, las que indujeron á la 
Gran Bretaña á tomar parte en la expedición contra 
Venezuela. Había además otros acreedores en otras 
naciones ; pero solo Italia se decidió á echar su suerte 
con Alemania y la Gran Bretaña. 

Las flotas aliadas se presentaron ante las costas 
de Venezuela á principios de 1903, y establecieron 
un bloqueo naval. La idea original del Kaiser era 
ocupar el puerto de la Guayra, desembarcando tropas 
de marina, y apoderarse de las aduanas, como 
garantía material del pago del dinero en litigio. Este 
proyecto, dando por cierto que se le hubiera con- 
cebido, hubo de ser modificado ante la amenaza del 
disgusto de los Estados-Unidos. Las Potencias se 
limitaron á un bloqueo naval con bombardeos más 
ó menos ineficaces de los puertos situados en la costa, 
desde uno de los cuales un artillero — ^un hombre solo 
— que manejaba un cañón venezolano, obligó á un 
barco de guerra alemán á retirarse. El día 13 de 
Febrero el Gobierno venezolano convino en apartar 
el 30 por ciento de los derechos de aduana recauda- 
dos en la Guayra para el pago de cualquiera suma 
de dinero que fuese fijada, como debida en realidad, 
por una Comisión Mixta. 

El bloqueo fué levantado, y la controversia se 
siguió ante el Tribunal de Arbitraje de La Haya, que 
decidió, muy contra la opinión de los Estados-Unidos, 
que las Potencias que habían acometido la expedí- 
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ción naval para el cobro forzoso de sus reclamaciones» 
tenían derecho de prioridad en el pago del laudo 
dictado. 

En este estado las cosas» se nombraron Comisiones 
Mixtas para decidir la parte que Venezuela debía en 
realidad de las ;^8.820,ooo reclamadas. La suma re- 
conocida fué de ;^i. 537,240, es decir, una quinta 
parte de lo reclamado. Las Potencias bloqueadoras 
pagaban sus propios gastos, que hubieran de 
constituir tala muy considerable de la suma que en de- 
finitiva fué otorgada á sus nacionales ; sin embargo, 
como el costo de las demostraciones navales recaía 
sobre los contribuyentes, en tanto que las sumas 
distribuidas de acuerdo con las sentencias de las 
Comisiones Mixtas se pagaban íntegramente á los 
reclamantes, á estos últimos los tenía muy sin cuidado 
cuanto á ese respecto sucediera. 

El incidente venezolano fué visto con alarma en 
Europa, por las enmarañadas complicaciones que 
con facilidad pudieran resultar de una alianza entre la 
Gran Bretaña y Alemania. En los mismísimos mo- 
mentos en que barcos de guerra ingleses y alemanes 
se ocupaban conjuntamente en operaciones punitivas 
en el litoral venezolano, el Príncipe de Bülow y Mr. 
Chamberlain estaban empeñados en una discusión 
acalorada sobre el comparativo grado de atrocidades 
cometidas por los ejércitos británico y alemán 
respectivamente. En los Estados-Unidos el bloqueo 
naval fué visto con sospecha y con aversión, por las 
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posibilidades que pudiera entrañar de hacer necesaria 
una intervención norte-americana para vindicar la 
Doctrina Monroe. A Alemania se la acusaba de haber 
concebido el proyecto de la expedición punitiva, con 
el objeto de ocultar su verdadera intención de 
anexarse una isla venezolana» fértil y extensa, que 
se encuentra en la desembocadura del Orinoco. 
Descartando estas suposiciones indignas por falta 
de fundamento, es lo cierto que no podía negarse la 
posibilidad de que la fuerza de las circunstancias 
pudiera conducir á la ocupación militar, transitoria, 
de una parte del territorio venezolano, que la im- 
periosa Potencia ocupante tuviera que prolongar 
indefinidamente. La ocupación británica del Egipto, 
que en 1883 había sido declarada de carácter estricta- 
mente transitorio, es á todas luces permanente hoy 
en 1907. No es de extrañarse, pues, el contento 
general que hubo de producirse cuando se levantó 
el bloqueo y quedó cerrado el incidente. 

En lo que atañe á los Estados-Unidos y á Europa, 
el incidente venezolano fué uno de tantos que se 
presentan y terminan sin dejar más honda impresión 
en el curso de la historia y en el desenvolvimiento de 
la ley internacional, que una riña callejera ó un 
tumulto en la frontera. Si el incidente venezolano 
vino á ser uno de esos acontecimientos que modelan 
el destino de las naciones, y cambian de una manera 
permanente los límites dentro de los cuales la evolu- 
ción internacional está circunscrita por la ley inter- 
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nacional, eso se debió á un hombre, á un hombre 
solo. Se hallaba él, hacia esa época, felizmente para 
la humanidad, en el puesto de Ministro de Negocios 
Extranjeros de la República Argentina. Su nombre 
era solamente conocido en Sur América y en el 
mundo científico, al cual había sido presentado por 
el profesor Lombroso; de entonces para acá su 
nombre ha venido á ser merecidamente famoso en el 
mundo entero. Ese hombre era el Doctor Luis M. 
Drago. 

El día 29 de Diciembre de 1902, el Doctor Drago 
dirigió un despacho al Gobierno de los Estados- 
Unidos de Norte América, relativo al incidente 
venezolano. En ese despacho, por primera vez en la 
historia de la raza humana, formuló él una doctrina 
que vinculó su nombre con el de Monroe, como uno 
de los ** pioneers," es decir, exploradores adelantados 
del progreso humano. El documento es una larga y 
magistral exposición de derecho internacional, cuyo 
meollo consta en este párrafo : 

"Lo único que la República Argentina 
sostiene, y lo que vería con gran satisfacción 
consagrado con motivo de los sucesos de 
Venezuela, por una nación que, como I0& 
Estados-Unidos, goza de tan grande autoridad 
y poderío, es el principio ya aceptado de que 
no puede haber expansión territorial europea ea 
América, ni opresión de los pueblos de este 
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Contínente, porque una desgraciada situación 
financiera pudiese llevar á alguno de ellos á 
diferir el cumplimiento de sus compromisos. En 
una palabra, el principio que quisiera ver re- 
conocido es el de que la deuda pública no puede 
dar lugar á la intervención armada, ni menos á 
la ocupación material del suelo de las naciones 
americanas por una Potencia europea." 

Años más tarde, el Doctor Drago condensó su 
Doctrina, estando en La Haya, en los términos 
siguientes : 

"' No hay que convertir las obligaciones pecuniarias 
en cadenas políticas para la América del Sur." 

Esa fué la Doctrina Drago neta y clara, primera- 
mente promulgada en un despacho fechado el 29 de 
Diciembre de 1902, dirigido al Gobierno de Wash- 
ington, y finalmente proclamada por el Doctor 
Drago ante los Delegados de los Gobiernos del 
mundo entero en La Haya el día 18 de Julio de 
1907. 

En los primeros días de la Conferencia de La 
Haya, las gentes se preguntaban; ¿Es Drago una 
personalidad, ó simplemente una Doctrina? 

Para el mundo en general, era él más bien una 
-doctrina que una personalidad. Para la Conferencia 
•el Doctor Drago muy pronto se convirtió en una 
personalidad, y antes de que la Conferencia se 
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disolviera» ya se había convertido en una personali- 
dad para el mundo en general. 

Porque el Doctor Drago es todo un hombre, una 
criatura que vive, que respira, que piensa, que tiene 
un corazón y un alma, á la par que un cerebro. No 
es una Doctrina con pantalones, es esencialmente 
una criatura humana, que ya era un hombre antes de 
formular la Doctrina, y que continúa siéndolo, 
cuando para la generalidad del público aparece como 
un simple rótulo. 

Luis M. Drago nació de padres distinguidos en 
la ciudad de Buenos- Aires el año de 1859; ^^ ha 
cumplido, pues todavía los 50 años. Su nacimiento 
ocurrió en época tormentosa. Vino al mundo precisa- 
mente á tiempo para hallarse en la cuna, cuando la 
República Argentina realizaba su renacimiento 
constitucional con la adhesión de la ciudad de 
Buenos- Aires, en 1862, á las Provincias Unidas del 
Rio de la Plata. En el Viejo Mundo, Italia con- 
sumaba su independencia con la espada de Garibaldi, 
que había ganado sus primeros laureles en los 
campos de batalla argentinos. Era una época de 
convulsión; el mundo estaba lleno de la agitación 
y del tumulto de los grandes acontecimientos, que 
probablemente, sin que él se diera cuenta de ello, 
dejaron honda impresión en el carácter del joven 
Drago. 

Hada los mismos días en que Drago comenzaba 
á dominar los misterios del lenguaje, se tendieron 
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las bases para la más notable intervención europea 
ocurrida en América. Los famosos bonos mejicanos 
Tekyll fueron emitidos por un valor nominal de 
;^ 1 5.000,000, de las cuales solamente un cinco por 
ciento llegó al Tesoro Mejicano. Esta extraña opera- 
ción rentística preparó el camino para la intervención 
de Napoleón en Méjico, que había de culminar 
trágicamente en la ejecución de Maidmiliano. No 
se sabe si los ecos de esos acontecimientos mejicanos 
llegaron á oidos del joven Luis. Tanto él como el 
mundo asistían entonces á la escuela. El aprendía á 
conocer los números, en esos mismos años en que 
el mundo aprendía las lecciones elementales de los 
peligros de las intervenciones europeas en el Con- 
tinente Occidental, motivadas por reclamaciones 
pecuniarias, lecciones que el escolar argentino habría 
de condensar más tarde en la fórmula que ha inmor- 
talizado su nombre. 

Si Luis Drago no tuvo sino tal vez escasas noticias 
de los bonos Tekyll y de la intervención en Méjico, 
creció en medio de los recuerdos de una ciudad que 
60 años antes había rechazado victoriosamente á los 
invasores extranjeros. Durante las guerras napo- 
leónicas, los ingleses, que hacían guerra en todas 
las regiones del orbe contra Napoleón y sus aUados, 
tomaron posesión de Buenos- Aires, á la sazón capital 
de una colonia Española. El valor indomable de los 
ciudadanos venció á las fuerzas militares y navales 
del invasor británico. 
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Cada casa fué una dudadela ; de los techos caían 
como granizo tempestades de piedra sobre las tropas 
apiñadas en las estrechas calles; hombres, mujeres 
y niños, tomaban parte en la lucha á muerte con el 
extranjero. Al fin Buenos-Aires se libertó del con- 
quistador británico, hecho que ha tenido alcance 
decisivo en los destinos americanos y en las doctrinas 
americanas. 

Educado en medio de estas asociaciones, el joven 
Drago pasó de la escuela á la universidad ; se graduó 
en 1882; é inmediatamente empezó á ejercer su 
profesión de abogado. A pocas vueltas fué nombrado 
juez de los Tribunales Civiles, puesto en el cual se 
distinguió como hábil trabajador y perspicaz obser* 
vador. Durante esta época su atención fué atraída 
hacia el hecho de que, según la Constitución 
Argentina, los reclamantes que se crean con derecho 
á hacerlo, pueden proceder contra los Gobiernos en 
los Tribunales. Recientemente ha dicho lo 
siguiente : 

" En la República Argentina, así como en 
la mayoría de los Estados Sur- Americanos, los 
Gobiernos pueden ser demandados ante sus 
propios Tribunales, sin necesidad de obtener su 
previo consentimiento. Esto sucede en todas 
las provincias de la Confederación Argentina, y 
para toda clase de reclamaciones, sin ninguna 
distinción, ya sean ellas presentadas por 
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nacionales ó por extranjeros. En este particular, 
estamos mucho más adelantados que los 
Estados-Unidos, en donde no se permite de- 
mandar al Gobierno ante sus propios Tribu- 
nales." 

Esto le hizo meditar sobre las relaciones entre los 
Grobiemos y sus acreedores. La experiencia de la 
República Argentina en asuntos rentísticos, dio 
grande estimulo á sus reflexiones. 

El pago de la deuda Argentina de 1824 fué re- 
sumido espontáneamente por la República, después 
de una interrupción de 30 años, causada por la 
anarquía y las convulsiones civiles que habían 
turbado la vida nacional. Todo lo atrasado fué 
escrupulosamente pagado con sus intereses sin la 
intervención de los acreedores, y sin que éstos 
hubieran tomado medida alguna para obtener el 
pago. Más tarde, una serie de acontecimientos y de 
desastres rentísticos, enteramente fuera del dominio 
del Gobierno, puso á la República Argentina 
transitoriamente en el caso de suspender, una vez 
más, el pago de intereses sobre su deuda extranjera. 
La República siempre había tenido la intención de 
pagar tan pronto como las circunstancias se lo per- 
mitieran. Pagó algún tiempo después, imponiendo 
espontáneamente enormes sacrificios á su pueblo, j 
sin intervención de peticiones amenazadoras de 
ninguna Potencia. El resultado de las meditaciones 



INTRODUCCIÓN. Ixxi 

de Drago no vino á ser expresado sino algunos años 
después. 

Entre tanto había llegado á ser Juez del crimen, y 
como tal tuvo oportunidad de estudiar la naturaleza 
humana en sus peores aspectos. 

La Argentina es un país muy vasto, cuya pobla- 
ción, inferior á la de Holanda, está esparcida en un 
inmenso territorio, tan extenso como el que ocupan 
230 millones de Hindús en la India Británica. Ha 
sido una especie de Alsacia Americana, á que han 
ido los criminales del Viejo y del Nuevo Mundo á 
cometer asesinatos impunemente. Las escenas 
descritas por los testigos en el Tribunal del Juez 
Drago hacen recordar los dramas más sangrientos 
del teatro del tiempo de la Reina Isabel de liígla- 
térra. Como resultado de los años pasados en juzgar 
y en sentenciar criminales, Drago publicó un notable 
trabajo, intitulado ''Los Hombres de Presa," que 
impresionó de tal suerte al gran críminalogista 
Lombroso, que lo hizo traducir y publicar en 
Italiano. "Los Hombres de Presa" es un estudio 
del criminal humano. No tiene nada que ver con 
acreedores europeos que tratan de cobrar por la 
fuerza de los Estados deudores Americanos. Eí 
Doctor Drago describe al degenerado como lo ha 
visto centenares de veces en el banco de los acusados, 
aguardando la sentencia. Juzga que esas criaturas 
son irresponsables, y que en los casos eictremos 
deben ser eliminadas de la raza. 
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El Doctor Drago, que siempre había toniado 
grande interés en los asuntos políticos» entró al 
Congreso en 1902, y fué nombrado Ministro de Ne- 
gocios Extranjeros de la República Argentina. Fué 
durante el breve período en que desempeñó esa 
cartera, que se realizó la acción conjunta de 
Alemania, la Gran Bretaña é Italia, hecho que lo 
movió á obrar ; las ideas que por largo tiempo habían 
estado en gestación en su cerebro, tomaron forma 
en su famosa Nota de 29 de Diciembre de 1902, 
dirigidü al Gobierno de Washington, en la que la 
Doctrina de Drago aparece concreta y claramente 
expuesta por primera vez. 

Es innecesario en una breve introducción como 
esta, anticipar la historia de lo que el Doctor Drago 
realizó en la Haya. Todo eso aparecerá en las 
páginas subsiguientes en su respectivo capítulo y con 
su respectivo versículo. 

Solo es necesario describir aquí de la manera más 
breve posible la relación que existe entre la Doctrina 
Drago y la proposición Porter. 

Cuando el Doctor Drago pidió al Gobierno de 
Washington que adoptara su Doctrina, no exigió de 
ese Grobierno que obtuviera para ella la sanción de 
ninguna Conferencia Internacional. La Doctrina 
Drago, así como su predecesora la Doctrina Monroe, 
no está más necesitada de la aprobación de una 
Conferencia, que el Decálogo mismo. 

Los Estados-Unidos, sin embargo, no se sintieron 
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justificados en tomar las cosas tan por lo alto.. Y se 
reservaron el derecho de presentar la Doctrina 
Drago á la Conferencia; pero, una vez reunida 
ésta» retrocedieron, y no hicieron la afirmación 
de principios ante los representantes de todas las 
Potencias. Así, sin consultar al autor de la Doctrina, 
ni tomar consejo á los delegados de la América 
latina, la Delegación Norte-Americana introdujo la 
Proposición Porter, así llamada por haberla presenta- 
do el General Porter, segundo Delegado Norte- 
Amerícano. Esta proposición, que es á un tiempo 
más amplia y más débil que la Doctrina Drago, nunca 
hubiera sido introducida sin la atrevida iniciativa del 
Doctor Drago en 1902. 

La Proposición Porter se diferencia de la Doctrina 
Drago, en que no solamente se refiere á bonos de 
Estados, sino á todas las deudas contractuales. 
Además se diferencia de ella en que reconoce que 
después de que se haya apelado en vano al arbitraje, 
podrá emplearse la fuerza para cobrar. El Doctor 
Drago se hubiera limitado únicamente á establecer 
que los tenedores de bonos en ningunas cir- 
cunstancias podrán tener el derecho de invocar la 
ayuda de las bombas para el cobro forzoso de los 
intereses de sus bonos. Estas dos dificultades 
llevaron al Doctor Drago, y á muchos otros delega- 
dos de la América Latina, á hacer reservas á la 
aceptación que le dieron á la Proposición Porter. 
Estas reservas fueron dos: la primera rechazaba el 
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USO de la fuerza en toda circunstancia; la segunda 
afirmaba la autoridad de los Tribunales nacionales. 

Desde el punto de vista práctico hay poca 
diferencia entre la Proposición Porter y la Doctrina 
Drago. La interdicción que la primera de estas 
establece para el uso de la fuerza para el cobro de 
deudas contractuales, en tanto que un Tribunal de 
Arbitraje no haya declarado que la reclamación es 
válida y haya ordenado su pago, bastaría en noventa 
y nueve casos de cada ciento para impedir el empleo 
de la fuerza. Casi todas las reclamaciones que han 
servido de pretexto para el empleo de la fuerza, han 
sido tan absurdas que nunca hubieran sido aprobadas 
por ningún Tribunal de Arbitraje. La sanción in- 
directa que la Proposición Porter da á la fórmula de 
"Es preciso proceder al arbitraje antes de pelear" 
debe considerarse también como uno de los grandes 
adelantos hechos por la Conferencia de La Haya en 
el sentido de establecer la paz internacional. 

La Proposición Porter deja abierta la cuestión 
importante de si los bonos de Estados pueden ser 
considerados como deudas contractuales. Sobre este 
punto no se logró decisión ninguna en la Con- 
ferencia. El mismo General Porter no tenía opinión 
definida en la materia. La falta de pago de un cupón 
de deuda pública apenas pudiera considerarse como 
asunto sometible al arbitraje. Ante este hecho la 
Proposición Porter queda limitada á reclamaciones 
que puedan ser sometidas al arbitraje. La inferencia 
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es que esa proposición no puede aplicarse á los bonos 
de Estado, sino únicamente á deudas contractuales» 
que con propiedad puedan llamarse asi. 

Si así son las cosas, la Conferencia no ha previsto 
el caso en que los Estados suspendan el pago de 
intereses de sus deudas públicas. Ese sería un vacío 
muy peligroso, si no hubiera quedado colmado por la 
declaración del Doctor Drago sobre su famosa 
Doctrina en la Sesión de 1 8 de Julio. 

El alcance de esa declaración fué acentuado al 
día siguiente por el Courner de la Conférence en 
un artículo que decía así : 

" LA INDEPENDENCIA DE LA AMÉRICA DEL SUR. 

" Felicitamos á la América del Sur. 

" £1 día de ayer ha sido un día histórico para ese Continente. 
Desde la proclamación de la Doctrina de Monroe, los anales de 
la América del Sur no han registrado ningún acontecimiento 
que constituya un episodio más memorable de su historia que la 
proclamación de la Doctrina Drago, que tuvo lugar ayer en la 
Sala de los Caballeros. Sin la Doctrina Drago, la Doctrina 
Monroe queda incompleta. La América del Sur ha continuado 
la obra de la América del Norte. Por primera vez la inde- 
pendencia del Nuevo Mundo ha quedado asegurada. 

^ Puede decirse que ayer las Repúblicas Sur- Americanas 
fueron declaradas mayores de edad. Debería celebrarse eop la 
América del Siu- la fecha del i8 de Julio, como se celebra el 
4 de Julio en la América del Norte. Para esto veamos cuál es 
la significación de la Doctrina Drago. Ella implica nada menos 
que el reconocimiento de la América del Siu- como una entidad 
civilizada que tiene derecho á todos los privilegios de las otras 
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entidades civilizadas. Es la constatación de que el principio que 
desde hace mucho tiempo ha sido aplicado de hecho á la 
Europa y á la América del Norte, principio reconocido como 
de evidencia indiscutible, de hoy más también será aplicado 
á la América del Siu*. Este hecho marca un progreso real en la 
evcdución histórica de la América latina, y merece que se le 
felicite por todas las demás naciones del mundo. 

" Es un hecho verdaderamente feliz y oportuno que el primero 
de los Estados que han aprobado la audaz iniciativa del Doctor 
Drago, haya sido el famoso Reino histórico, del cual la Re- 
pública Argentina en otro tiempo fué provincia. Los vínculos 
creados por el idioma y por la raza son más duraderos que las 
reivindicaciones de un imperio, y nadie podrá contemplar el 
flujo y el reflujo de los sentimientos humanos entre los Delegados 
de la Conferencia, sin recibir la impresión de que los lazos de 
sangre son más eficaces que los que resultan de las relaciones 
políticas. La América e^>añola es todavía la América española, 
y la aprobación pública y cordial de la Doctrina Drago por 
parte del Señor de Villa-Urrutia ha sido una demostración de 
que el corazón de la madre patria palpita siempre con simpatía 
y con afecto por sus valientes hijos del otro lado del Océano. 

" Podrá obs^varse que la Doctrina Drago no ha sido aceptada 
por la Conferencia, y que, por consiguiente, las felicitaciones 
son prematuras. El hecho es exacto, como es también cierto que 
esta Doctrina nunca será aceptada, por la sencilla y clara razón 
de que jamás se ha pedido á la Conferencia que la acepte ó 
que la rechace. Nunca ha habido Conferencia en La Haya 
para votar la Doctrina Monroe. Fué proclamada como una 
Doctrina política que los Americanos del Sur consideran como 
unsk verdad absoluta y están dispuestos á defender con todas 
sus fuerzas. La declaración de la independencia de América 
del 4 de Julio no ha sido sometida á las deliberaciones de las 
demás naciones, y sin embargo es imo de los monumentos 
históricos. 

** Es indiscutible que la promulgación de la Doctrina Drago 
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disminuirá la facilidad de obtener empréstitos, de que '' gozan " 
actualmente los Estados de la América del Sur. Esa es una 
excelente razón para preconizarla. Ese mismo argumento ha 
servido cuando se ha tratado de abolir la prisión por deudas 
contraidas por individuos. Pero se ha reconocido universal- 
mente que esa abolición se imponía. Cuando se trata de Estados, 
militan argumentos más importantes todavía en favor de la 
abolición adicional é ilegítima de que goza el que da el 
préstamo. Porque los políticos que contratan empréstitos, se 
encuentran en la posición de curadores temporales que ad- 
ministran los bienes de menores, cuyo crédito pueden hipotecar 
sin limitación para pagar las deudas de ju^o de sus tutores. 

" El temor de que la proposición sea simplemente sinónimo 
de coerción un tanto retardada se justifica ampliamente por la 
experiencia de Inglaterra. Hace muchos años que la Inglaterra 
suprimió la prisión por deudas con gran ruido de tambores y de 
trompetas. Pero las prisiones de Inglaterra, en la hora actual, 
contienen millares de deudores. Si nos pregimtamos cómo puede 
suceder tal cosa, se nos contestará que esos individuos no están 
detenidos como deudores, aunque si no hubieran tenido deudas, 
no se les habría encarcelado. El acreedor cita al deudor ante 
un tribunal civil presidido por un Juez de Tribunal Local. El 
Juez oye la demanda, y da orden de que el pago se haga por 
fracciones, dentro de un tiempo dado. Si el deudor no hace 
esos pagos, se le cita ante el Juez, y se le envía á la cárcel por 
rebeldía. Eso mismo podía resultar para la América del Sur 
si la coerción retardada no estuviera impedida por la Doctrina 
Drago» como lo ha hecho observar el Señor Pérez Triana, en 
su elocuente y convincente discurso. 

^De todos los Estados fuera de la América del Sur, los 
Estados-Unidos son los que deberían estar más agradecidos por 
la proclamación de la Doctrina Drago. Porque la Proposición 
Porter, en vez de defender á la Doctrina Drago, legaliza 
actos que reducen esa Doctrina á la nada. Actualmente 
Washington puede, por lo menos, oponerse á la ocupación por 



Ixxviii LA DOCTRINA DE DRAGO. 

fuerzas europeas del territorio de un Estado Sur Americano. 
Que se acepte la Proposición Porter, y el acreedor tendrá plena 
libertad, después de haber obtenido la sentencia arbitral, para 
apoderarse de un territorio en la América del Sur. Por 
consiguiente quien dice Monroe, quiere decir también Drago." 

Solo es preciso agregar algunas palabras sobre el 
derecho del Doctor Drago á que se le considere como 
el autor original de su propia Doctrina. En algunas 
partes se ha manifestado una opinión ruin que le 
niega al Doctor Drago su derecho de padre de la 
"Doctrina Drago." Esa negativa no se apoya en 
pruebas históricas de ninguna especie. Las 
pretensiones que se han formulado de que Hamilton 
y Palmerston se anticiparon al Doctor Drago en 
prohibir el uso de la fuerza armada para el cobro 
de los dividendos de los tenedores de bonos» no 
resisten un momento de examen. No faltan algunos 
controversistas, libre-pensadores, de los de más 
flaca naturaleza entre los suyos, que se complacen 
perversamente en tratar de probar que Jesucristo 
no tiene derecho á que se le considere como el 
fundador de la religión cristiana. Prueban con grande 
erudición que ésta ó aquella doctrina, que éste ó 
aquel rito considerados hoy como distintivamente 
cristianos, existían muchos siglos antes de la era 
Cristiana. Pero hasta los más perversos de esos 
polemistas se abstienen de proclamar á Nerón como 
uno de los fundadores del Cristianismo. En esto son 
más prudentes que aquellos Americanos del Norte, 
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que en su celo de probar que la Doctrina Drago 
existía antes que el Doctor Drago, han logrado con- 
vencerse á sí mismos de que Lord Palmerston — ¡que 
Dios nos ampare ! — ^fué uno de los padrinos origina- 
les de la doctrina de que la fuerza nunca debe usarse 
para el cobro de bonos extranjeros. La verdad de las 
cosas es que Lord Palmerston no solo opinaba de 
manera opuesta, sino que obraba de acuerdo con su 
opinión ; y cuando sucedía que por razones de con- 
veniencia obraba de otra suerte, ponía especial 
empefio en explicar que si no apelaba á la fuerza, no 
era por razones de principio. Se sirvió de la fuerza 
contra Portugal, contra Estados Sur-Americanos 
que faltaron al pago de intereses debidos á los tene- 
dores de bonos ingleses; y cuando se le pedía que 
usara la fuerza contra España, que también había 
dejado cierto pago en suspenso, rehusó hacer tal 
cosa en un discurso en que manifestaba con tal fuerza 
los principios opuestos á la Doctrina Drago, que 
Lord George Bentinck retiró la proposición que 
había hecho, diciendo que "después del tono 
adoptado por Lord Palmerston, estoy seguro que 
los tenedores de bonos españoles no tendrán nada 
más que desear." Todo esto consta de manera tan 
completa en la obra clásica " Derecho Internacional 
Americano*' — Bassett-Moore, vol. 6, p. 286, y es 
extraño que el error haya podido surgir. El Doctor 
Drago puede tener muchas faltas, pero nadie podrá 
acusarle de plagiario de Lord Palmerston. En cuanto 
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á Hamilton tuvo la fortuna de morir antes de que 
se iniciara la era de los tenedores de bonos ex- 
tranjeros ; de modo que la pretensión ie que Hamil- 
ton díó origen á la Doctrina Drs^o se parece á 
aquella otra que favorece al Patriarca Abraham 
haciéndolo autor del Sermón de la Montaña. Pero 
¿por qué pudiera alguien querer privar al Doctor 
Drago del derecho de haber sido el primero en 
formular explícitamente la gran doctrina de que las 
.bombas no deben usarse para recaudar bonos» y de 
que los tenedores de los bonos no deben tener sus 
dividendos garantizados por bloqueos? El instinto 
de la humanidad ha reconocido los derechos del 
inventor» y la historia estará tan dispuesta á poner en 
duda el derecho de autor del Presidente Monroe 
sobre la Doctrina Monroe, como el del Doctor Drago 
sobre la Doctrina que, ya sea que aparezca como 
Proposición Porter, ó que sea mantenida en su in- 
tegridad, siempre llevará su nombre. 

WILLIAM T. STEAD. 
Diciembre 4, 1907. 



ANTECEDENTES. 



Ar'TECEDENTES. 



El Ministro Drago ai Ministro argentino 
en Washington. 

Buenos Aires, Diciembre 29 de 1902. 

Señor Ministro : 

He recibido el telegrama de V. E., fecha 20 del 
corriente» relativo á los sucesos últimamente ocurridos 
entre el Gobierno de la República de Venezuela y los de la 
Gran Bretafia y la Alemania. S^^ los informes de V. E., 
el origen del conflicto debe atribuirse en parte á perjuicios 
sufridos por subditos de las naciones reclamantes durante 
las revoluciones y guerras que recientemente han tenido 
lugar en el territorio de aquella república, y en parte 
también i que ciertos servicios de la deuda extema del 
Estado no han sido satisfechos en la oportunidad debida 

Prescindiendo del primer género de redamaciones, para 
coya adecuada apredacián habría que atender siempre á las 
leyes de los respectivos países» este Gobierno ha estimado 
de oportunidad trasmitir i V. E. algunas consideradones 
idativas al cobro compulsivo de la deuda pública, tales 
oamo las had sugerido los hecbos ocurridoSb 

Desde hego se advierte^ á este respecto, que el cq>ita- 

B 2 
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Usta que suministra su dinero á un Estado extranjero, 
tiene siempre en cuenta cuáles son los recursos del pais 
en que va á actuar y la mayor ó menor probabilidad de 
que los compromisos contraídos se cumplan sin tropiezo. 

Todos los gobiernos gozan por ello de diferente crédito^ 
según su grado de civilización y cultura y su conducta en 
los negocios^ y estas drctmstandas se miden y se peisan 
antes de contraer ningún empréstito, haciendo más ó 
menos onerosas sus condiciones^ con arreglo á los datos 
precisos que, en ese sentido, tienen perfectamente r^^ 
trados los banqueros. 

Luego el acreedor sabe que contrata con una entidad 
soberana, y es condición inherente de toda soberanía que 
no puedan iniciarse ni cumplirse procedimientos ejecutivos 
contra ella, ya que ese modo de cobro comprometería so 
existencia misma, haciendo desaparecer la independencia 
y la acción del respectivo gobierno. 

Entre los principios fundamentales del derecho público 
internacional que la humanidad ha consagrado» es uno de 
los más preciosos el que determina que todos los Estados» 
cualquiera que sea la fuerza de que dispongan, son 
entidades de derecho, perfectamente iguales entre si y 
reciprocamente acreedoras por ello á las mismas consi- 
deraciones y respeto. 

El reconocimiento de la deuda, la liquidación de su 
importe, pueden y deben ser hechos por la nación, sin 
menoscabo de sus derechos primordiales como entidad 
soberana; pero el cobro compulsivo é inmediato, en un 
momento dado, por medio de la fuerza, no traería otra cosa 
que la ruina de las naciones más débiles y la absorción de 
su gobierno con todas las facultades que le son inherentes 
por los fuertes de la tierra. Otros scm los principios pro- 
clamados en este Continente de América. '' Los contratos 
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entre ana nación y los individuos particulares son obliga- 
torios scgCaí la conciencia del soberano, y no pueden ser 
objeto de fuerza compulsiva, decía el ilustre Hamilton. 
No confieren derecho alguno de acción fuera de la voluntad 
soberana." (i) 

Los Estados-Unidos han ido muy lejos en ese sentido. 
La enmienda undécima de su Constitución estableció, en 
efecto, con el asentimiento unánime del pueblo, que el 
poder judicial de la nación no se extiende á ningún pleito 
de ley ó de equidad seguido contra uno de los Estados- 
Unidos por ciudadanos de otro Estado, ó por ciudadanos 
6 subditos de un Estado extranjero. 

La República Argentina ha hecho demandables á sus 
provincias^ y aún ha consagrado el principio de que la 
nación misma pueda ser llevada á juicio ante la Suprema 
Corte por los contratos que celebra con los particulares. 

Lo que no ha establecido, lo que no podría de ninguna 
manera admitir, es que, una vez determinado por sentencia 
el monto de lo que pudiera adeudar, se le prive de la 
facultad de elegir el modo y la oportunidad del pago, en el 
que tiene tanto ó más interés que el acreedor mismo, 
porque en ello están comprometidos el crédito y el honor 
colectivos. 

No es ésto de ninguna manera defender la mala fé, el 
desorden y la insolvencia deliberada y voluntaría. Es 
smq>leniente amparar el decoro de la entidad pública 
internacional, que no puede ser arrastrada así á la guerra, 
con perjuicio de los altos fines que determinan la 
exístencta y libertad de las naciones. 



(i) Ftdtraiüta, No. LXXXI. Hamilton, que escribió en 1788, se lefieie, 
■■iBnüawnte, al r^men interno de la administración judicial americana 7 nó 
Él eobfo de empréstitos extranjeros, desconocidos en so época. 
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El reconocimiento de la deuda pública, la obligación 
definida de pagarla, no es» por otra parte, una declaración 
sin valor porque el cobro no pueda llevarse á la práctica por I 

el camino de la violencia i 

El Estado persiste en su capacidad de tal, y, más tarde ' 

ó más temprano, las situaciones oscuras se resuelven, 
crecen los recursos, las aspiraciones comunes de equidad y 
de justicia prevalecen, y se satisfacen los más retardados 
compromisos. 

El faUo, entonces» que declara la obligación de pagar 
la deuda, ya sea dictado por los tribunales del país ó por 
los de arbitraje internacional, los cuáles expresan el anhelo 
permanente de la justicia como fundamento de las rela- 
ciones políticas de los pueblos, constituye un titulo indiscu- 
tible que no puede compararse al derecho incierto de aquel 
cuyos créditos no son reconocidos y se vé impulsado á 
apelar á la acción para que ellos le sean satisfechos. 

Siendo estos sentimientos de justicia, de lealtad y de 
honor, los que animan al pueblo argentino, y han inspirado 
en todo tiempo su política, V. E. comprenderá que se haya 
sentido alarmado al saber que la falta de pago de los 
servicios de la deuda pública de Venezuela se indica como 
una de las causas determinantes del apresamiento de su 
flota, del bombardeo de uno de sus puertos y del bloqueo 
de guerra rigurosamente establecido para sus costas. Si 
estos procedimientos fueran definitivamente adoptados, 
establecerían un precedente peligroso para la seguridad y 
la paz de las naciones de esta parte de América. 

El cobro militar de los empréstitos supone la ocupados 
territorial para hacerlo efectivo, y la ocupación territorial 
significa la supresión ó subordinación de los gobiernos 
locales en los países á que se extiende. l 

Tal situación aparece contrariando visiblemente los 
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principios muchas veces proclamados por las naciones de 
América, y muy particularmente la doctrina de Monroe» 
con tanto celo sostenida y defendida en todo tiempo por 
los Estados-Unidos, doctrina á que la República Argentina 
ha adherido antes de ahora (i) 

Dentro de los principios que enuncia el memorable 
Mensaje de 2 de Diciembre de 1823, se contienen dos 
grandes declaraciones que particularmente se refieren á 
estas RepábUcas^ á saber: "Los Continentes americanos 
no podrán en adelante servir de campo para la coloniza- 
ción futura de las naciones europeas, y reconocida como 
k) ha sido la independencia de los gobiernos de América» 
no podrá mirarse la interposición de parte de ningún poder 
europeo, con el propósito de oprimirlos ó controlar de 
cualquier manera su destino, sino como manifestación de 
sentimientos poco amigables para los Estados Unidos." (2) 

La abstención de adquirir nuevos dominios coloniales en 
los territorios de este Continente, ha sido muchas veces 
aceptada por los hombres públicos de Inglaterra. A su 

(1) Véftse Sarii ixifTO, Obras y Memorim de Relacüim Bxterians^ 1886 : 
Molm del MiDistr^ Qnesada á la Cancilleiia americana de 9 de Diciembre 
ét 10$. 

(a) Lm palabras textuales del Mensaje de Monroe son las siguientes : " But 
witb the goremments who liare declared tbeir independence and maintained 
ít, aad whofe independence we haTe, on great considenttion and on jnst 
principies, sdnowledged, we coold not view any interposition for the parpóse 
ofop p t csBn gthem, or controlling in any other manner their destiny, by any 
EnropeaD Power, in any otber ligbt than as the manifestation of an anfriendly 
d i tp o siti o n towards the United Sutes." 

Pero eon los gobiernos que han declarado sn independencia y la han 
sostenido, y coya independencia hemos reconocido nosotros con gran conside- 
dffaciáii y por jnstos principios, no podremos mirar ningnna interposidóix de 
parte de ai^gna Potencia europea, eon el objeto de oprimirlos ó controlar de 
cadqnkr ■nacía sa destino^ de otro modo qne como nna manifestación de 
dhpoacioact poco amistosas para los Estados-Unidos. iRiekards&m Mtss^get, 



8 LA DOCTRIHA Dfe DRAGO. 

simpatía paede decirse que se debió el gran éxito que bi 
doctrina de MoniY>é alcanzó apenas promulgada. Pero eü 
loé últimos tiempos se ha observado una tendencia 
marcada en los publicistas y en las manifestatíones 
diversas de la opinión europea, que sefialan estos países 
como campo adecuado para las futuras expansiones terri- 
toriales. Pensadores de la más alta jerarquía han indicado & 
conveniencia de orientar en esta dirección los grandes 
esfuerzos que las principales potencias de Europa han 
aplicado i la conquista de r^ones estériles, con un clima 
riguroso, en las más apartadas latitudes del mundo. Son 
muchos ya los escritores europeos que designan los terri- 
tonos de Sud-América, con sus grandes riquezas^ con su' 
cielo feliz y su suelo propicio para todas las producciones» 
como el teatro obligado donde las grandes potencias, que 
tienen ya preparados los instrumentos y las armas de la 
conquista, han de disputarse el predominio en el curso de 
este siglo. 

La tendencia humana expansiva, caldeada así por las 
sugestiones de la opinión y de la prensa, puede, en cualquier 
momento, tomar una dirección agresiva, aun contra la 
voluntad de las actuales clases gobernantes. Y no se ne- 
gará que el camino más sencillo para las apropiaciones y 
la fácil suplantación de las autoridades locales por los 
gobiernos europeos, es precisamente el de las intervenciones 
financieras, como con muchos ejemplos podría demostrarse. 
No pretendemos de ninguna manera que las naciones sud- 
americanas queden, por ningún concepto, exentas de las 
responsabilidades de todo orden que las violaciones del 
derecho internacional comportan para los pueblos civiliza- 
dos. No pretendemos, ni podemos pretender, que estos 
paises ocupen una situación excepcional en sus relaciones 
con las potencias europeas, que tienen el derecho indudable 
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db jMOt^^er á sus subditos tan ampliamente como en 
cualquier otra parte del globo, contra las persecuciones 6 
las injusticias de que pudieran ser* víctimas. Lo único que 
la República Aigentina sostiene, y lo que vería con gran 
satisfacción consagrado con motivo de los sucesos de 
Venezuela, por una nación que, como los Estados-Unidos^ 
goea de tan grande autoridad y poderío, es el principio ya 
aceptado de que no puede haber expansión territorial 
emopea en América, ni opresión de los pueblos 
de este Continente, porque tma desgraciada situación 
financiera pudiese llevar á alguno de ellos á difetir el 
cumplimiento de sus compromisos. En una palabra, el 
principio que quisiera ver reconocido, es el de que la deuda 
pública no puede dar lugar á la intervención armada, ni 
menos á la ocupación material del suelo de las naciones 
americanas por una Potencia europea. 

£1 desprestigio y el descrédito de los Estados que dejan 
de satisfacer los derechos de sus latimos acreedores trae 
consigo dificultades de tal magnitud, que no hay necesidad 
de que la intervención extranjera agrave con la 
opresión las calamidades transitorias de la insolvencia. 

La República Argentina podría citar su propio ejemplo, 
para demostrar lo innecesario de las intervenciones 
armadas en estos casos. 

El servicio de la deuda inglesa de 1824 fué reasumido 
eqxAtáneamente por ella, de^ués de una interrupción de 
treinta aftos, ocasionada por la anarquía y las convulsiones 
que conmovieron profundamente el país en ese período de 
tiempo, y se pagaron escrupulosamente todos los atrasos y 
todos los intereses, sin que los acreedores hicieran gestión 
alguna para ello. 

Más tarde, una serie de acontecimientos y contrastes 
financieros, completamente fuera del control de sus hombres 
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gobernantes, la pusieron, por un momento, en situación de 
suspender de nuevo temporalmente el servicio de la deuda 
extema Tuvo, empero, el propósito firme y decidido de 
reasumir los pagos inmediatamente que las circunstancias 
se lo permitieran, y así lo hizo, en efecto, algún tiempo 
después, á costa de grandes sacrificios, pero por su 
propia y espontánea voluntad y sin la intervención ni las 
conminaciones de ninguna potencia extranjera Y ha sido 
por sus procedimientos perfectamente escrupulosos, regu- 
lares y honestos, por su alto sentimiento de equidad y de 
justicia plenamente evidenciado, que las dificultades 
sufridas, en vez de disminuir, han acrecentado su crédito 
en los mercados europeos. Puede afirmarse con entera cer- 
tidumbre que tan halagador resultado no se habria 
obtenido, si los acreedores hubieran creído conveniente 
intervenir de un modo violento en el período de crisis de 
las finanzas, que así se han repuesto por su sola virtud 

No tememos ni podemos temer que se repitan 
circunstancias semejantes. 

En el momento presente no nos mueve, pues, ningún 
sentimiento egoísta ni buscamos el propio provecho al 
manifestar nuestro deseo de que la deuda púbhca de los 
Estados no sirva de motivo para una agresión militar de 
estos países 

No abrigamos, tampoco, respecto de las naciones 
europeas, ningún sentimiento de hostilidad. Antes por el 
contrarío, mantenemos con todas ellas las más cordiales 
relaciones desde nuestra emancipación, muy particular- 
mente con Inglaterra, á la cual hemos dado recientemctnte 
la mayor prueba de la confianza que nos inspiran su 
justicia y su ecuanimidad, entregando á su fallo la más 
importante de nuestras cuestiones internacionales, que ella 
acaba de resolver, fijando nuestros límites c<m Chik, 
después de una controversia de más de sesenta afio& 



ANTECEDENTES. 1 1 

Sabemos que donde la Inglaterra va, la acompaña la 
civilizacián y se extienden los beneñcíos de la libertad 
política y dviL Por eso la estimamos, lo que no quiere de- 
cir que adhiriéramos con igual simpatía á su política en el 
caso improbable de que ella tendiera á oprimir las nacionali- 
dades de este Continente, que luchan por su progreso, que 
ya han vencido las diñcultades mayores y trítmfarán en 
defimtiva para honor de las instituciones democráticas. 
Laigo es^ quizás, el camino que todavía deberán recorrer 
las Naciones sud-amerícanas. Pero tienen f é bastante y la 
suñdente energía y virtud para llegar á su desenvolvi- 
miento pleno, apoyándose las unas en las otras. 

Y es por ese sentimiento de confraternidad continental 
y por la fuerza que siempre deriva del apoyo moral de 
todo un pueblo, que me dirijo al Señor Ministro, 
cumpliendo instrucciones del Excelentísimo Señor Presi- 
dente de la República, para que trasmita al Gobierno de 
los Estados-Unidos nuestra manera de considerar los 
sucesos en cuyo desenvolvimiento ulterior va á tomar una 
paite tan importante, á fin de que se sirva tenerla como la 
expresión sincera de los sentimientos de una nación que 
tiene f é en sus destinos y la tiene en los de todo este Conti- 
nente, á cuya cabeza marchan los Estados-Unidos, actua- 
lizando ideales y suministrando ejemplos. 

Quiera el Señor Ministro aceptar las seguridades de mi 
consideración distinguida 

LUIS M. DRAGO. 
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II. 



Nota del Secretario de Estado de la Unión Amerfoana 
al Minletro argentino en Washington. 

DEPARTAMENTO DE ESTADO. 

Washington, Febrero 17 de 190J» 

Mi estimado Señor Ministro : 

Indayo un memorándum referente i las instnic- 
ckmes del Sr. Drago, de 29 de Diciembre de 1902, de las 
coales se sirvió usted dejarme oopía. 
Soy con este motivo de usted muy atento, 

S. S. 
JOHN HAY. 

(Incluido un Memorandam.) 

Sr. Martin García MArou, eu., etc., etc. 

memorándum. 

Sin expresar asentimiento ni disentimiento con las 
doctrinas hábilmente expuestas en la nota del Ministro 
argentino de Relacicmes Exteriores» de fecha 29 de 
Diciembre de 1902, la posición general del Gobierno de los 
Estados-Unidos en este asunto está indicada en recientes 
Mensajes del Presidente. 

El Presidente declaró en su Mensaje al Congreso de 3 
de Diciembre de igoi, que por la doctrina de Monroe "no 
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garantizamos á ningún Estado contra la represión que 
pueda acarrearle so inconducta, con tal que esa represión 
no asoma la forma de adquisición de territorio por ningún 
poder no americano." 

En armonía om el anterior lenguaje, el Presidente 
anunció en su Mensaje de 2 de Diciembre de 1903 : 

"Ninguna nación independiente de América debe 
abrigar el más mínimo temor de una agresión de parte de 
los Estados-Unidos. Corresponde que cada una de ellas 
mantenga el orden dentro de sus fronteras y ctmipla sus 
justas obligaciones con los extranjeros. Hecho esto, pueden 
descansar en la seguridad de que, fuertes ó débiles^ nada 
tienen que temer de intervenciones extemas." 

Abogando y adhiriendo en la práctica, en las cuestiones 
que le oondemen, al resorte del arbitraje internacional para 
el arrezo de las controversias que no pueden ajustarse por 
d tratamiento ordenado de las negociaciones diplomáticas, 
el Gobierno dfc los Estados-Unidos vería siempre con satis- 
facción que las cuestiones sobre la justicia de los redamos 
de un Estado contra otro que surjan de agravios individua- 
les ó de obligadones nadonales, lo mismo que la garantía 
para la ejecudón de cualquier laudo que se dicte, sean 
libradas á la dedsión de un tribunal de arbitros imparda- 
Its, ante el cual las nadones Utigantes, las débiles lo 
mismo que las fuertes, pueden comparecer como iguales, 
al an^Kffo del deredio intemadonal y los deberes 
l edproco s . 
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III. 

Del Mensiye del Presidente de la Repúblloai General 

Roca, declarando inauguradas las sesiones del 

H. Congreso, el 4 de Mayo de 1903. 



La América se ha sentido conmovida recientemente con 
motivo de la intervención que algunas naciones europeas 
llevaron á Venezuela. Entre las causas invocadas para ello 
figurSiba el atraso en los servicios de la deuda contraída 
por aquella nación para ejecutar algunas obras públicas. 
Esto hada suponer que cuando los ciudadanos ó subditos 
extranjeros contratan empréstitos de carácter público, el 
Estado á que ellos pertenecen es parte también en esas 
operadcmes, aunque los prestamistas no hubiesen contado 
con esa intervención y hubiesen calculado bien las 
circunstancias de cada país para fijar las condiciones de 
la operacióa El contrato privado se convertiría así en 
obligación entre Estados. Me pareció que se establecía en 
ese caso una doctrina peligrosa ante la cual no debía 
permanecer indiferente. Es conocida ya la nota en que 
exponía este Gobierno al de los Estados-Unidos sus 
opiniones respecto de la acción que se desarrollaba en el 
Mar Caribe. Ella se limita á señalar los peligros que para 
las naciones de este Continente encierra la doctrina en 
cuya virtud los empréstitos de carácter público, contratados 
por ciudadanos ó subditos extranjeros^ teniendo en cuenta 
las condiciones de cada país é imponiendo con arreglo á 
ellas cláu3ulas más ó menos onerosas é intereses más ó 
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menos altos^ puedan convertirse en un momento dado, sin 
que la mala fé intervenga, en causa de agravio internacio- 
nal» que autorice el empleo de la fuerza, la ocupación de 
territorios en América y la subordinación y tutela de los 
gobiernos locales, cuando no su desaparición total, por obra 
de las intervenciones financieras. El comentario que se 
adelantó al conocimiento de los términos y del alcance de 
esa comunicación, no le fué favorable á veces, pero, luego 
de conocida, la opinión reaccionó, tanto en Europa como 
en América, hallándosela justificada, y reconociendo 
además que, en tales circunstancias, se imponfa esa actitud 
de nuestra parte. 

La nota argentina se concreta, en realidad, á enunciar 
principios elementales que comprenden el derecho indis- 
cutible de estas nacionalidades para crecer y desen- 
volverse al amparo de la ley internacional No excluye su 
doctrina ninguna de las obligaciones que el derecho de 
gentes impone á los pueblos civilizados^ no reconoce prima- 
daSk ni atenúa respcKisabilidades por ello. Limitándose á 
afirmar la soberanía de los pueblos^ expresa, al propio 
tiempo, las conmociones y las alarmas que causaría en ellos 
cualquier acto de colonización ó de conquista en una 
región del Continente. 

La respuesta de los Estados-Unidos concuerda en el 
fondo con estas declaraciones, y recomienda el arbitraje 
internacional para el arreglo de las cuestiones que surjan 
con motivo de obligaciones nacionales. Si no se ha pro- 
nunciado aquella candlleria respecto del cobro compulsivo 
de la deuda pública, lo que tampoco le fué solicitado en 
forma alguna, es satisfactorio hacer constar que la nota 
argentina no ha caído en el vacío, habiéndose levantado 
voces autorizadas y elocuentes, hasta en el seno del Parla- 
mento inglés^ en apoyo de nuestra misma doctrina. 
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Se ha comprendido, en ñn, que la República no ha ido en 
busca de protecciones y de alianzas^ habiéndose reducido 
á exponer lisa y llanamente sus ideas^ con .motivo de la 
intervención europea en una sección de este Continente, 
convocado más de una vez para oir la opinión de sos 
Estados y para establecer en consecuencia las bases de on 
derecho común. 



IV. 



Pro-Memoria pasada por el Embajador de Alemania 
al Gobierno de los Estados-Unidos. 

EMBAJADA IMPERIAL ALEMANA. 

Washington, Diciembre ii de jpoi. 

Contra el Gobierno de Venezuela existe un reclamo de 
la Compañia de Descuentos de Berlin (Berliner Disconto 
Gesellschaf t) por falta de cumplimiento de las obligaciones 
que el Gobierno venezolano tomó á su cargo relativamente 
al gran ferrocarril venezolano construido por dicho 
Gobierno. Esas obligaciones ascienden al presente á 
6.000,000 de bolívares (un bolivar representa 80 pfennigs). 
Las obligaciones siguen acreciendo, porque el interés de 
los títulos del empréstito venezolano de 5%, emitido en 
1896 por valor de 33.000,000 de boUvares, y que fué 
transferido á la compañía en garantía del pago del interés 
sobre el capital empleado en la construcción, no ha sido 
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pagado con regularidad desde hace siete años, como 
tampoco se ha pagado regularmente el fondo amortizante. 

Tal conducta por parte del Gobierno de Venezuela 
pudo, tal vez, hasta cierto punto, explicarse y ser excusada 
por la mala situación de las finstnzas del Estado; pero 
nuestras reclamaciones ulteriores contra Venezuela, que 
datan de las guerras civiles venezolanas desde 1898 hasta 
igoo, han asumido en los últimos meses un carácter más 
serio. Por causa de esas guerras, muchos comerciantes 
alemanes que viven en Venezuela y muchos propietarios 
alemanes» han sufrido serios perjuicios, en parte porque se 
les ha hecho hacer empréstitos compulsorios, en parte 
porque se les ha tomado como artículos de guerra muchos 
de sus bienes» especialmente ganado^))ara la alimentación 
de las tropas, sin que se les pagara previamente, y en parte 
también porque sus casas ó sus fondos han sido saqueados 
ó devastados. El monto de esos daños asciende á 2,000,000 
de bolívares Esa suma debe dividirse entre 35 reclamantes^ 
que, en su mayor parte, son gente pobre. Varios de los 
perjudicados han perdido todos sus bienes» con lo que han 
sufrido también sus acreedores» residentes en Alemania. 

Muy probablemente estas reclamaciones serán ahora 
sometidas á la consideración del Reichstag. 

Evidentemente, el Gobierno de Venezuela, si hemos de 
juzgarlo por su conducta actual, no quiere cumplir su 
obligadán de compensar estos daños. Después de haber 
fijado al principio un término de seis meses, durante el 
cual el Gobierno se negó á discutir todo reclamo por 
compensación, se ha expedido en Enero último un 
Decreto creando una comisión, compuesta solamente de 
oficiales venezolanos» para que decida de los reclamos que 
los interesados deben someterle en el término de tres meses. 
Los procedimientos que el Decreto establece constan en 

C 
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tres articulos que no pueden aceptarse. El primero determina 
que todas las redamaciones por daños ocurridos antes del 
23 de Mayo de 1899 (lo que significa antes del nombra- 
miento del actual Presidente Castxo) no serán tomados en 
cuenta, siendo asi que el Gobierno de Castro, como todos 
los gobiernos, es responsable por los actos de sus pre- 
decesores. Otro articulo estatuye que no se admitirán 
protestas diplomáticas contra los fallos de la comisión, 
concediéndose síAo un recurso de apelación ante la Suprema 
Corte venezolana. Los miembros de esa Corte dependen 
enteramente del Gobierno, y muchas veces han sido simple- 
mente destituidos por el Presidente. Finalmente, d 
Gobierno quiere pagar los reclamos reconocidos por la 
comisión con Ikhios de una nueva deuda revolucionaria» 
que, á juzgar por la pasada experiencia, no tendrá valor 
alguno. 

La conducta del Gobierno de Venezuela debe ser 
considerada, en consecuencia, como una frivola tentativa 
para eludir el cumplimiento de justas obligaciones. Como 
era de esperarse, varías de las reclamaciones alemanas 
presentadas á la comisión han sido simplemente 
rechazadas, y otras han sido reducidas de una manera 
«decididamente maliciosa. Así, por ejemplo, á un criador de 
ganados alemán á quien se tomaron, por fuerza, 3,800 
cabezas, de un valor de más de 600,000 bolívares, se le han 
adjudicado solamente 15,000 bolivares. Pero el Gobierno 
no ha pagado ni esas mismas reclamaciones reconocidas 
por la comisión, limitándose á decir á los damnificados que 
se sometería al próximo Congreso un proyecto de ley en 
su favor. 

El Gobierno alemán ha tratado primeramente de inducir 
al Gobierno de Caracas á que cambie los tres artículos en 
cuestión. Rechazado este temperamento, se ha declarado 
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pnmeramente al Gobierno de Venezuela, por orden dd 
Gobierno imperial, que en las circunstancias actuales nos 
vemos forzados á desconocer en absoluto el Decreto en 
cuestión. La mayoría dominante de las demás potencias 
interesadas ha hecho declaraciones semejantes, 
e^iedalmente los Estados-Unidos de América, cuyas re- 
damaciones, con ocasión de las guerras dviles venezolanas, 
ascienden á un millón de bolivares. El Gobierno de Vene- 
zuela arguye contra esas reclamadones que no puede 
tratar á los extranjeros de diferente modo que á los 
ciudadanos venezolanos, y que, en consecuenda, considera el 
anr^o de las reclamaciones en' cuestión como asunto 
interno del pab, en el que ninguna Potenda extranjera 
puede intervenir sin menoscabo de la soberanía nadonal. 
Otra tentativa que se ha hecho para convencer al Gobierno, 
ha resultado infructuosa El Gobierno declara en su res- 
poesta que debe repeler toda intervendón diplomática en 
d asunto, y que los damnificados, por haber ya venddo el 
ténnino fijado en el Decreto, no tienen otro camino que el 
de acudir á la Corte venezolana de justida 

En estas drcunstandas, el Gobierno imperial piensa que 
será inútil toda megoáajááa ulterior con Venezuela El 
Gobierno imperial se propone, en consecuencia, someter 
las redamadones en cuestión, que han sido cuidadosa- 
mente estudiadas y que se han encontrado bien fundadas, 
directamente al Gobierno de Venezuela, pidiendo su 
arralo. Si el Gobierno de Venezuela continúa negándose á 
hacerlo^ como hasta ahora, se pensará qué medidas de 
cocrdón han de tomarse contra él 

Consideramos de importanda que, ante todo, el Gobierno 
de los Estados-Unidos conozca cuáles son nuestros pro- 
pósitos, d^ modo que podamos evidendar que no tenemos 
en vista otra cosa que el amparo de nuestros dudadanos 

C 3 
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que han sufrido perjuicios, y, en primer lugar, tomaremos 
en cuenta las reclamaciones de los subditos alemanes que 
hayan sufrido con la guerra dviL 

Declaramos especialmente que en ninguna circunstancia 
nuestros procedimientos tendrán por objeto la adquisidón 
ó la ocupación permanente de territorio venezolano. Si 
el Gobierno de Venezuela nos obliga á la aplicación de 
medidas de coerción» consideraremos, además, si en esta 
ocasión debemos ó nó pedir mayores garantías para el 
cumplimiento de las reclamaciones de la Compañía de 
Descuentos de Berlin. 

Después de haber propuesto un ultimátum, se considerará 
si es suficiente medida de coerción el bloqueo de los dos 
puertos venezolanos más importantes, á saber, principal- 
mente los puertos de la Guayra y de Puerto Cabello, ya 
que el cobro de derechos de importación y exportación, 
que es casi la única fuente de renta de Venezuela, se haría 
de este modo imposible. Se dificultaría también de esta 
manera el aprovisionamiento del país, que principalmente 
depende de la importación de maiz como alimento. Si no 
pareciera eficiente esta medida, tendríamos que considerar 
la ocupación temporal por nuestra parte de diferentes 
puertos venezolanos, cobrando en ellos impuestos. 

Mr. Hay á Mr. Yon Holieben. 
Washington, D.C, Diciembre i6 de 1901. 

Estimada Excelencia : 

Incluyo un Memorándum en respuesta al que me 
hicisteis el honor de dejarme el sábado, y me repito, como 

siempre, 

Atento S. S., 

JOHN HAY. 
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MEMORÁNDUM. 

£1 Presidente, en su Mensaje de 3 de Diciembre de 
igoi, empleó el siguiente lenguaje: "La Doctrina de 
Monroe es una declaración de que no deberá haber 
engrandecimiento territorial por cualquier Potencia no 
americana á expensas de cualquier Potencia americana en 
suelo americana De ninguna manera encierra hostilidad á 
cualquiera de las naciones del viejo mundo." El Presidente 
dijo además: "Esta doctrina nada tiene que ver con las 
relaciones comerciales de cualquiera de las Potencias 
americanas, salvo que, en realidad, ella permite que cada 
cual establezca las que le parezca No garantizamos á 
ningún Estado contra la represión que su inconducta 
pudiera acarrearle, con tal que esa represión no tome la 
forma de adquisición de territorio por una Potencia no 
americana. 

S. £. el Embajador alemán, á su reciente regreso de 
Berlín, dio personalmente al Presidente la seguridad del 
Emperador alemán de que el Gobierno de S. M. no tenia 
ningún propósito ó intención de hacer la más mínima 
adquisición de territorio en el Continente sud-americano ó 
en las islas adyacentes. Esta declaración amistosa y 
espontánea fué posteriormente repetida al Secretario de 
Estado^ y fué recibida por el Presidente y el pueblo de los 
Estados-Unidos con el espíritu franco y cordial con que 
había sido hecha. 

En el Memorándum de 1 1 de Diciembre, S. E. el Emba- 
jador alemán repite estas seg^dades de la siguiente 
manera: "Declaramos especialmente que bajo ninguna 
drcunstanda proyectamos entre nuestros actos la adquisi- 
dóo ó la ocupación permanente de territorio venezolano." 

En dicho Memorándum de 1 1 de Diciembre, el Gobierno 
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alemán informa al de los Estados-Unidos que tíene ciertas 
justas redamaciones por dinero y agravios, que sin razón 
han sido denegadas á subditos alemanes por el Gobierno 
de Venezuela, y que se propone adoptar ciertas medidas 
de coacción, descritas en el Memorándum, para hacer 
efectivo el pago de esas justas redamaciones 

£1 Presidente de los Estados-Unidos, apredando la 
cortesía del Gobierno alemán, de ponerle al corriente del 
estado de cosas de que se hace mendón, y no consi- 
derándose llamado á examinar las reclamadcxies en 
cuestión, cree que no se tomarán medidas en este asunto 
por los agentes del Gobierno alemán que no estén 
conformes con el bien conoddo prepósito arriba enunciado 
de S. M. el Emperador alemán. 



Extracto del Blue Book^ Venezuela No. /• — /90;. 

No. 134. 
El Marqués de Lansdowne á 8ir M. Herbert. 

FOREIGN Office, Noviembre 11, igo2. 

Deseo que S. £. obtenga una entrevista con Mr. Hay 
tan pronto como sea posible, y le haga una comunicación 
en los siguientes términos: 

£1 Gobierno de S. M. ha tenido en dos últimos afios 
graves motivos de queja por los ataques injustiñcables del 
Gobierno de Venezuela á la libertad y á los bienes de 
subditos británicos. Se han hecho todos los esfuerzos, pero 
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sin resultado, para obtener un arreglo amistoso. En Junio 
éltimo un barco británico fué capturado en alta mar, y 
confiscado eventualmente, por la mera sospecha de que 
hubiera transportado armas á Venezuela. 

Se pensó que no podía tolerarse la continuación de una 
conducta semejante, y el Ministro de S. M. en Caracas 
recibió instrucciones para hacer una protesta formal, inti- 
mando claramente al Presidente y al Ministro de Relaciones 
Exteriores que, á menos de darse seguridades explícitas 
de que tales incidentes no se repetirían, y á menos de que 
ae pagara prontamente una compensación completa en 
todos los casos en que se demostrara su justicia, el 
Gobierno de S. M. tomaría las medidas necesarias para 
obtener la reparación á que tiene derecho en esos casos, 
lo mismo que en otros en que han resultado infructuosos 
los esfuerzos para obtener reparación. 

La respuesta obtenida no dio satisfacción, desoyéndose 
en ella, en realidad, las demostraciones del Gobierno de 
S. Bl 

Ante el carácter de esa respuesta, el Gobierno de S. M. 
se vé forzado á considerar qué procedimientos debe adoptar 
para que sus demandas sean respetadas. Pero antes de pro- 
ceder á ulteriores medidas, ha decidido comunicar cuánto 
lamenta la manera con que han sido recibidas sus de- 
mostraciones, dejando establecido que las serias quejas 
formuladas no pueden quedar eliminadas por la simple 
negativa á discutirlas. Si se persiste en esa negativa, será 
deber del Gobierno considerar qué medidas haya de 
adoptar para la protección de los intereses británicos. No 
quiere, sin embargo, exduir la posibilidad de continuar las 
asociaciones, y está dispuesto á tomar en consideración 
coalquier comunicación ulterior que desee hacer el Go- 
biemo venezolano. 
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No. 138. 
Sir M. Herbert al Marqués de Lansdowne. 

Washington, Noviembre ij de igo2. 

{Par Telégrafo,) 

Comuniqué á Mr. Hay esta mañana lo sustancial del 
telegrama de Vuestra Gracia de 1 1 del corriente. S. E. me 
dijo, en respuesta, que el Gobierno de los Estados-Unidos^ 
aun cuando lamenta que las Potencias europeas hagan uso 
de la fuerza contra Repúblicas Centro ó Sud-americanas, 
no puede hacer objeción á que adopten medidas para 
obtener reparación por agravios sufridos por sus subditos^ 
con tal de que no se tenga en vista ningima adquisición 
de territorios. 

No. 141. 

El Marqués de Lansdowne á Mr. Buchanan, 
Embajador inglés en Berlín. 

FOREIGN Office, 17 Noviembre 1902, 

El Consejo de Tenedores de Títulos de Deuda 
Extranjera y el Disconto Gessellschaft se han puesto 
recientemente en comunicación con respecto al arreglo de 
la deuda extema de Venezuela, acordando las bases que 
deben adoptar. Han pedido el apoyo de sus Gobiernos para 
apremiar al Gobierno de Venezuela relativamente á sus 
reclamaciones. 
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Na se ha pedido la intervención del Gobierno de S. M. 
en favor de los tenedores de títulos hasta Setiembre 
áltimo: su reclamación no estaba, por consiguiente, 
incluida entre aquellas por las cuales se pidió satisfacción 
en Julio. £1 Gobierno de S. M. desea, sin embargo, prestarle 
su apoyo, y cree que la manera más eficaz de hacerlo, será 
sostener las representaciones que el Gobierno alemán 
entiende hacer, uniéndose con él á objeto de urgir al 
Gobierno venezolano para que acepte el arreglo propuesto. 

El Conde Bemstoff explicó que el último párrafo del 
Memorándum de 13 de Diciembre tenía por objeto aclarar 
una duda que ocurrió al representante del Disconto 
Gessellschaft, actualmente en Londres, relativa á si el 
Gobierno de S. M. reconocerá las reclamaciones derivadas 
del empréstito de 1881. Se le dijo que en esto había algún 
mal entendido. El ajuste de las reclamaciones derivadas 
de ese empréstito formaba parte de las reclamaciones que 
el Gobierno de S. M. se había preparado á sostener. 

No. 351. 

El Marqués de Lansdowne á 8ir M. Herbert. 

FOREiGN Office, ai Ensro de ipoj. 
•<Ar TeMgrm/o.) 

Con referencia á sus telegramas de 29 del corriente, el 
Gobierno de S. M. no puede admitir que las seguridades 
ofrecidas por Mr. Bowen á las Potencias que no 
intervinieron ea el bloqueo puedan ser obligatorias para 
este paÍ9^ y d Gobierno de S. M. no puede aceptar un 
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arreglo qae lo forzará á colocar sus redamaciones en el 
mismo pié que las de las naciones no bloqueadoras. 

No será difícil hacer un arreglo separado con las 
Potencias bloqueadoras^ con sujeción á cuyos términos se 
les garantice el pago de ciertas anualidades, con la 
seguridad de una parte de la renta de aduanas que pro- 
duzcan los dos puertos, en cantidad suficiente para 
extinguir las reclamaciones. Esas reclamaciones alcanzan 
á la suma de ;f 900,000, y me imagino que el término de seis 
años sería suficiente para el pago. Pcnr este medio^ el 
Gobierno venezolano no se vería impedido de hacer con 
las otras Potencias arreglos simultáneos para satisfacer k» 
reclamos de compensación pendientes. Debe Vd. discutír 
el asunto con sus colegas alemán é italiano. 



Na 253. 

Sir M. Herbert al Marqués de Lansdowne. 

Washington, Enero 29 de igoj. 
(Par TeUgra/o.) 

Venezuela. — El Embajador de Italia, el Encargado de 
Negocios de Alemania y yo visitamos esta noche á Mr. 
Bowen ; le informé de que nos veíamos forzados á tomar 
en cuenta la opinión pública de Inglaterra, y que podría ser 
necesario recurrir al Tribunal de La Haya 

No pudimos obtener una respuesta satisfactcMÍa de Mr. 
Bowen, que se mostró muy obstinado. 

Dio, por último, su respuesta en los siguientes términos : 

" Me opoi^[0 á que se paguen primero las reclamadones 
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de las Potencias aliadas y deqiués las de las otras naciones^ 
poique: 

i.^ Pienso que es injusto, no equitativo é flegal atar las 
manos de las otras naciones referidas por un período de 
cinco ó seis afio% que seria el tiempo necesario para 
satisfarer las reclamaciones de las Potencias aliadas. 

2.^ Si reconociera que sólo la fuerza bruta puede ser 
repletada para el cobro de reclamaciones, induciría á las 
demás naciones á que también usaran de la fuerza. 

3.^ Si las Potencias aliadas querían que se les diera pre- 
ferencia, debieron solicitarlo así desde el principio, no pro- 
poniéndolo después que yo hube entendido que todas las 
condiciones de dichas Potencias aliadas se habían ya 
establecido. 

Si, sin embargo, el pedido de un tratamiento de pre- 
ferencia se hace simplemente como punto de honor, 
convendré en que un 30% se pague á las Potencias aliadas 
durante el primer me& 

No. 256. 

El Marqués de Lansdowne á 8ir M. Herbert. 

FOREiGN Office, Febrero i? 1903. 
{Par Telégrtrfo.) 

No es el deseo del Gobierno de Su Majestad oponer 
obstmcdóo alguna para un arreglo razonable entre el 
Gobierno de Venezuela y las demás Potencias. Al mismo 
tíempo^ considera esencial que se dé prioridad á las 
icdamadones de primera clase de las Potencias bloquea- 
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doras, y que se adopten medidas para la extinción, en 
tiempo razonable, de la segunda clase de redamaciones. 

Con sujeción al cumplimiento de estas condiciones, poco 
importan al Gobierno de S. M. los términos que Venezuela 
pueda ofrecer á las demás Potencias^ aun cuando sean tan 
ventajosos como los obtenidos por nosotros; pero^ á no 
ser como resultado de un arbitraje, no puede admitir la 
doctrina de que en casos como el presente se acuerde 
idéntico tratamiento á los beligerantes y á los no 
beligerantes. 



Comunioaoión de Mr. Elihu Root sobre la Segunda 
Conferencia en La Haya. 

DEPARTAMENTO DE ESTADO. 

Washington, Marzo 22 de igo6. 

A la Comisión de Programa de la Terura Conferencia 
Internacional de las Repúblicae Americanas. 

Señores : 

Recordarán ustedes que la Conferencia de Méjico 
adoptó un protocolo de adhesión á las convenciones de La 
Haya, y en el articulo tercero de ese protocolo conñrió 
á los Gobiernos de los Estados-Unidos de América y de 
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los Estados-Unidos de Méjico autorización para negociar 
con otros Poderes signatarios de la Convención para el 
arreglo padñco de las diferencias internacionales, la 
adhesión á los mismos de las Naciones americanas que 
así lo requirieran y no hubieran firmado dicha Convención. 

En diferentes épocas» desde la Conferencia de Méjico, 
los Estados-Unidos han tratado de aseg^urar la admisión 
de Estados individuales de Centro y Sud-América como 
signatarios adicionales á la Convención de La Haya, pero 
sin resultado, en razón de que no existia provisión expresa 
á ese efecto en la Convención de La Haya. 

En Octubre de 1904, Mr. Hay, al tomar la iniciativa en 
nombre de los Estados-Unidos para convocar una Segunda 
Conferencia en La Haya, comprendía entre los temas de 
la nota que dirigió á todas las Potencias signatarias, una 
indicación para que se considerara y adoptara un procedi- 
miento por el cual los Estados no signatarios de las actas 
originales de la Conferencia de La Haya pudieran 
adherirse á ella. Esto se recomendó de nuevo á las Po- 
tencias por una nota comunicada á todas ellas en Diciembre 
de 1904. De acuerdo con esto, cuando, en Octubre de 
1905, al terminar la guerra entre el Japón y la Rusia, el 
Presidente de los Estados-Unidos cedió á Rusia la 
iniciativa de retmir una Segunda Conferencia en La Haya, 
Rusia incluyó á todos los Estados sud-americanos en la 
convocatoria á la Conferencia, y casi todos ellos han 
aceptado la invitacióa Es evidente que al urgir de esa 
manera la inclusión de todos los Estados americanos en 
el acuerdo general de las naciones en La Haya, hemos 
asumido todos nosotros una responsabiUdad que debemos 
preparamos para afrontar cuando se cite la próxima 
Conferencia. Paréceme muy de desear que la manera en 
que ha de responderse á ese deber sea motivo de consulta 
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y discusiáo en la Conferencia de Río, de modo que k» 
delegados de los Estados americanos puedan asistir á la 
G>nferencia de La Haya con instrucciones bien conside- 
radas y maduras. 

Tengo el honor, por consiguiente, de proponer á la 
comisión que se incluyan en el programa de discusión de 
la Conferencia de Río, a^ que sea más ó menos como 
esto: Instrucciones á los delegados en la próxima 
Conferencia de La Haya. Bajo este rubro daré instruc- 
ciones para discutir separadamente : 

a) Instrucciones relativas á los neutrales en tiempo de 
guerra; 

b) Instrucciones relativas á inmunidades de la propiedad 
privada en el mar en tiempo de guerra ; 

c) Instrucciones relativas á medidas que reduzcan las 
probabilidades de guerra. 

Y bajo este rubro creo que si la aceptación del principio 
de que los contratos entre una nación y un individuo no 
son cobrables por la fuerza, relativamente á cuyo asunto 
Su Excelencia el Doctor Drago, d distinguido Ministro de 
Relaciones Exteriores de la República Argentina en igo2, 
dirigió una hábil nota al Ministro argentino en Washing- 
ton ; si la aceptación de este principio puede asegurarse en 
La Haya, creo que se habrá dado un paso muy importante 
en el sentido de disminuir las causas de guerra. Por ello 
eq>ero que la comisión incluirá este asunto con los demás 
á que me he referido. 

Tengo el honor, sefiores, de ser de ustedes muy obediente 
servidor. 

ELIHU ROOT. 
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VI. 

Declaración de la Conferencia Pan-Americana de 
Río Janeiro relativa al cobro de deudas públicas. 

La Tercera Conferencia Internacional de las Repúbli- 
cas Americanas reunida en Rio de Janeiro, resuelve 
recomendar á los Gobiernos representados en ella, que 
consideren el punto de invitar á la Segunda Conferencia 
de la Paz de La Haya para que examine el caso del cobro 
compulsivo de las deudas públicas, y, en general, los 
medios tendientes á disminuir entre las Naciones los 
conflictos de origen exclusivamente pecuniario. 

22 de Agosto de 1906. 



VIL 

Diecurso pronunciado por el Dr. Luis IM. Drago en el 
banquete ofrecido al Secretario de Estado de los 
Estados-Unidos, Mr. Eiihu Root, en el Teatro de 
la Opera, el 17 de Agosto de 1906. 

Honorable SeSor: 
Señores : 

Las xmmerosas personas aquí coi^fregadas, repre* 
scntativas de lo que Buenos Aires tiene de más en- 
cambrado en las dendas^ en las letras, en la industria y en 
d comerdo, me han conferido el honor insigne de ofrecer 
eite banquete al Ministro eminente de uno de los pueblos 
más grandes de la tierra, vinculado á nosotros desde sus 
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or%enes por muchos y muy reales sentimentos de 
solidaridad política y moral 

Este país no ha olvidado que en las horas difíciles de la 
emancipación colonial, nuestros padres contaron con la 
simpatía y la adhesión calurosa y desinteresada del pueblo 
americano, nuestro predecesor y nuestro guía en los 
caminos de la libertad. Los acentos vibrantes con que 
Henry Clay nos defendiera cuando todo parecía conjurarse 
en contra de la revolución, no han sido superados en su 
arrebatadora elocuencia, y debido á la acción generosa y 
previsora de sus grandes hombres de gobierno, fueron los 
Estados-Unidos los que primero nos abrieron los brazos, 
reconociéndonos sus iguales en la comunidad de las 
Naciones Soberanas. 

La afinidad espiritual, de tan feliz manera establecida, 
ha venido robusteciéndose desde entonces» sin damos 
cuenta de ello, por la reproducción de las instituciones y 
de las costumbres legales. 

Nuestra Constitución se ha inspirado en la Constitución 
americana, y funciona por la operación de leyes semejantes. 

Los ejemplos de la Unión son también nuestros 
ejemplos, y, amantes sinceros de la libertad, nos com- 
placemos en los triunfos, que, en cierto modo, consideramos 
nuestros, de la más grande de las naciones democráticas. 

Washingrton es, para nosotros^ entre los héroes de la 
historia, la personalidad tutelar, el modelo supremo, pro- 
totipo de la abnegación, el honor y la sabiduría, y una 
extensa é importante región de la provincia de Buenos 
Aires ostenta el nombre de Lincoln, en homenaje al 
austero patriotismo dd estadista y del mártir. Los nombres 
de Jefferson, de Madison y de Quincy Adams nos son á 
todos familiares, y en los grandes debates parlamentarios^ 
como en las asambleas populares, se recuerda con 
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frecuencia á los hombres de Estado, los oradores y bs 
jueces de nuestra grande hermana del Norte. 

Ya existe, pues^ honorable señor, de antiguo establecido 
ese consorcio moral, esa compenetración de los pen- 
samientos y de los propósitos que aproxima á los pueblos 
de una manera más eficiente, más íntima y más indivisible 
que las fórmulas, muchas veces estériles» de las cancillerías. 

Y á la verdad que el momento es propicio para los 
acercamientos á que vuestra visita dá relieve, y que ha 
encontrado su expresión elocuente en el Congreso Pan- 
Americano ahora mismo reunido en Río. 

£1 patriotismo ilustrado ha ccMnprendido, por fin, que en 
este Continente, con sus tesoros inmensos y sus vastas 
extensiones inexploradas, el poderío y la riqueza no están 
en la conquista y el desplazamiento, sino en la colabora- 
ción y el esfuerzo solidario, que poblará los desiertos y 
fertilizará los campos. 

Ha comprendido, además» que la América, por el origen 
de las nacionahdades que la constituyen, por la naturaleza 
de las instituciones representativas que todas ellas han 
adoptado, por el carácter de su pueblo, alejado de las 
oomf^icaciones y los conflictos de los Gobiernos europeos, 
y hasta por la misma gravitación de las cosas y de los 
sucesos, constituye un factor político de índole distinta» 
algo como un nuevo é inmenso escenario para el desen- 
volvimiento de la raza humana, destinado á servir de 
contrapeso á las grandes civilizaciones de ultramar y á 
mantener de esa manera el equilibrio del mundo. 

Es por eso nuestro deber sagrado conservar la int^;ridad 
de la América, material y moral, contra las asechanzas» 
nwy reales y efectivas» que desgraciadamente la drcundaa 

No hace mucho que uno de los más grandes juriscon- 
sultos vivos de Inglaterra denunciaba la posibilidad del 

D 
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peligro. "Los enemigos de la luz y de la libertad, decía, 
no están muertos ni dormidos, son vigilantes, activos» 
militantes y astutos.'* 

Y fué precisamente obedeciendo á ese sentimiento de 
defensa común que en un momento solenme la República 
Argentina proclamó la ilegitimidad del cobro coercitivo 
de deudas públicas poi las Naciones europeas, no como 
un principio abstracto de valor académico ni como una 
TegldL jurídica de aplicación universal, que no tendríamos 
personería para sostener, sino como un enunciado político 
de diplomada americana, que, si bien se apoya en razones 
de derecho, tiende exclusivamente á evitar á los pueblos 
de este Continente las calamidades de la conquista cuando 
«lia asume el disfraz de las intervenciones financieras» de 
la misma manera que la política tradicional de los Estados- 
Unidos, sin acentuar superioridades ni buscar predominios, 
condenó la opresión de las Naciones de esta parte del 
mundo y el control de sus destinos por las Potencias de 
Europa. 

Los sueños y la utopías del momento presente son las 
verdades triviales de mañana, y el principio proclamado 
ha de triunfar más temprano ó más tarde. 

Es muy grande el reconocimiento que debemos á las 
Naciones de Europa, y mucho lo que aun tenemos que 
aprender de ellas; admiramos sus instituciones seculares» 
nos inspiramos más de una vez en sus grandes ideales, y, 
por ningún concepto, quisiéramos romper ' ó debilitar 
siquiera los vínculos de una amistad de largo tiempo 
«establecida. Pero también queremos, y es equitativo y 
justo, asegurar el respeto á la tendencia y al genio de 
-nuestras comunidades democráticas, que avanzan lenta- 
mente, es cierto, que luchan, se debaten á veces, y hacen 
I>ausas, pero son fuertes y progresivas, y revelan ya los 
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signos inequívocos del éxito en el ensayo más considerable 
que la humanidad haya realizado del sistema republicano 
de gobierno. 

Entretanto^ para alcanzar su definitiva grandeza y pesar 
en los destinos del mundo, estos pueblos sólo necesitan 
aproximarse y conocerse mejor, romper el viejo sistema de 
aislamiento colonial, realizar, en una palabra, la contrac- 
ción de la América, como )ra se ha efectuado lo que se 
Dama la contracción del mundo, con el acortamiento de las 
distancias por el ferrocarril, por el telégrafo, por los mil 
medios de comunicación y de intercambio de que dispone 
la civilización moderna. 

Vendrá, sin duda, de ese modo el acrecentamiento del 
comercio y de la fortuna pública; pero ese resultado, 
relativo á la prosperidad material, será muy pálido si se 
le compara con los incalculables beneficios de orden moral 
que alcanzarán estos pueblos, cuando, penetrando el 
sentido intimo de las cosas y movidos por el noble estímulo 
de la comunión espiritual, rivalicen tan sólo en las ciencias^ 
en el arte, en la literatura, en el gobierno y, más que todo, 
en las virtudes, que son el mejor ornamento del Estado 
y la base en que reposa la grandeza duradera de las 
colectividades humanas. 

Sefiores: 

Por los Estados-Unidos» la más noble, como la más 
grande, de las Naciones democráticas. 

Por Mr. Roosevelt, el Presidente de las iniciativas 
trascendentales y de la vida activa y enérgica. 

Por so ilustre Ministro, nuestro huésped, el más alto 
y elocuente de los representantes de la solidaridad 
americana, á quien no hallo palabras bastante expresivas 
para significar todo el placer con que lo recibimos y nos 
honramos con tenerlo en medio de nosotros. 

D 2 
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VIII. 

LOS EMPRÉSTITOS DE ESTADO 

— Y — 

LA POLÍTICA INTERNACIONAL. 



La República Argentina, como toda la América, se 
sintió conmovida con los procedimientos militares que la 
Inglaterra, la Alemania y la Italia, en el mes de Didembfe 
de 1902, pusieron en práctica contra Venezuela para el 
cobro de reclamaciones de diversa índole. Entre esas re- 
clamaciones, provenientes unas de contratos deñnidos y 
otras de perjuicios materiales, inferidos á los subditos de 
las naciones citadas por las conmociones revolucionarias y 
las guerras civiles de la desgraciada República Sud- 
americana, se hacía ñgurar el cobro de los servicios atrasa- 
dos de la deuda pública extranjera, proveniente de bonos 
ó títulos emitidos por el Gobierno para la construcción de 
ferrocarriles y otras obras. La coerción astmiió en cierto 
momento un carácter de extremada violencia, habiéndose 
llegado á apresar la escuadra de Venezuela, á bombardear 
las ciudades de la Guayra, Puerto Cabello y Maracaíbo y 
á establecer un riguroso bloqueo de guerra para las 
costas, (i) 

(i) Los anteoedentes politicof y las negodacioaes diplomáticas que úrígL- 
naron el conflicto Tenesolano, pneden estudiarse en el excelente artícnlo pu- 
blicado en la Jíeume Genérale de Droit IntermUwnal PubUc por el ProfisMir 
Jules Basdevant (Tomo II, 1904, páginas 362 y siguientes.)— Véase también 
Dkago, " La República Argentina y él Cas» de Vemnteia^''^ paginas 312 y 
siguientes, donde se reproducen los documentos publicados oficialmente en 
** Phpers relating to the foreign relations of the United States.*' 
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Fué en esos momentos de verdadera consternación para 
la América que la República Argentina envió á su Ministro 
acreditado en Washington la nota de 29 de Diciembre de 
1902, que ha tenido la rara virtud de suscitar controversias 
y debates importantísimos, que, después del largo tiempo 
trascurrido, están muy lejos de haberse agotado. Ese 
documento^ de carácter político^ tenia por principal objeto 
llamar la atención del Gobierno de los Estados-Unidos 
respecto de los peligros que para la seguridad y la paz de 
este Ccmtinente envolvía la conducta de las grandes 
Potencias comprometidas en la campaña venezolana, que 
le habían consultado antes de emprenderla. De índole 
esencialmente diplomática, la nota argentina discutió, 
empero^ rápidamente, la cuestión de principios que afecta 
el cobro coercitivo de la deuda pública proveniente de 
empréstitos de Gobierno, (i) 



Las reclamaciones pecuniarias de Estado á Estado pueden, 
en efecto, técnicamente, agruparse en varías categorías dife- 
rentes^ s^^ su orígea Unas veces provienen de delitos ó 
cuasí-delitos y de agravios, ó sea de perjuicios sufridos 
por los subditos de una Nación, emanados de actos ilegales 
de los gobiernos ó los ciudadanos de otra, ó bien son el 
resoltado de obligaciones puramente contractuales entre 
los subditos del país reclamante y las autoridades ex- 
tranjeras. La Constitución política y las leyes locales de 
los diferentes Estados, la organización y mecanismo de sus 
poderes judiciales, determinan la forma y los procedimientos 

(1) Lft noU aigtDtiiiA puede Tcne en Drago^ ap, ai. — Drago, " Cbirü 
Cmftíüm 4§ Deudas Fúó/üaSi Buenos Aires, 1906, y en U /íitmg de DroU a 
dt Lígidmwm Cewtparée, is/o^y y en " Papen reUting to the foreign reUtíoBS 
ol tbe United States,** 1903. 
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que deben s^[uirse en cada caso, siendo sólo una regla ya 
admitída del derecho internacional que los remedios locales 
deben agotarse cuando se trata de contratos, cuasicontratos 
y delitos, antes de acudir á la vía y á los procedimientos 
diplomáticos. Y aun hay que hacer algunas veces, á este 
respecto, concesiones en obsequio á la paz y la armonía 
internacionales. "Es claramente absurdo, decía Lord 
Salisbury, establecer que cada uno de los Estados con 
quienes mantenemos relaciones, hubiera de llegar á nuestro 
propio grado de encienda en lo relativo á la prontitud y la 
certidumbre en el castigo del crimen." (i). 

Relativamente á las obligaciones puramente convencio- 



(a) Essays^ by the late Robbrt, Marquess of Salisbary. Forrígn Palüüs, 
pág. i6i, Londres, 1905. — Respecto délos perjuicios ocasionados por guerras 
dWles y revoluciones, no podría decirse nada mejor que lo expuesto por el 
ilustre Profesor F. de Martbns, en el estudio que, con el nombre de ** Par la 
fustUt vers la Paix^^ San Petersburgo, 1904, ha dedicado á la nota ax]geB- 
tina, y cuyos conceptos benévolos nunca podría agradecer bastante el autor de 
estas lineas : " La historia de los Estados americanos de raza latina está, 
desgraciadamente, llena de guerras civiles 6 de insurrecciones, que han produ- 
cido no sólo cambios súbitos de gobierno, sino también expoliaciones y 
violencias respecto de particulares. Entre estos últimos ha habido, con fre- 
cuencia, extranjeros lesionados en sus derechos é intereses incontestables. Sin 
embargo, me parece imposible afirmar que los extranjeros puedan pretender 
una seguridad mayor en sus personas ó propiedades, en los casos de guerra 
dvil ó de revolución, que la población indígena del país. En principio, los 
extranjeros no pueden pretender ninguna posición prívilqriada, y sus su- 
frimientos y pérdidas. deberían serles cargados en la cuenta de las autori- 
dades territoriales en la misma medida que las de los indígenas. Desgracia- 
damente, los gobiernos extranjeros se han creído, muy frecuentemente, con 
derecho á reclamar dafios y perjuicios en provecho de sus subditos á 
quienes hicieron sufrir las guerras ó las insurrecciones, sin tener en cuenta 
las causas de fuerza mayor de que fué víctima el gobierno locaL Si el de* 
recho á una reclamación debe ser reconocido, es preciso que una autoridad 
judicial competente fije su principio y sus límites. Es muy enojoso que esta 
cuestión de derecho se resuelva por consideraciones políticas y la ausencia de 
fuerza material de la Nación demandada. En este caso se abre la puerta á los 
abusos más irritantes de la arbitrariedad y de la fuerza brutal." — Op. citada 
pág. 13. 
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nales» el subdito de un país que celebra contratos con un 
gobierno extranjero, cc»itrae con él un vínculo definido de 
derecho, relativo á los bienes» que crea obligaciones recí- 
procas perfectamente determinadas. £1 gobierno, en tal 
caso, actúa como persona ideal ó jurídica susceptible de la 
vinculación que se le viene á crear. No procede en realidad 
como soberano, sino como parte, en un contrato sinalag- 
mático, sujeto en ese concepto á las reglas y á las estipula- 
dones del derecho privado. Sus facultades jurisdiccionales, 
como entidad política, no se amenguan en lo mínimo; 
actuá como persona civil y no afecta otra cosa que el 
patrimonio del fisco. ^ 

Si el gobierno contratante falta á sus compromisos, el 
particular tiene una acción judicial clara y definida ante los 
tribunales ó ante las comisiones administrativas, de cuentas 
ú otras, que equivalen á un tribunal, designadas para estos 
casos, en el país del contrato. 

La dificultad podría surgir si el gobierno se excepcionara, 
excusándose en su condición de soberano, para no responder 
ante los tribunales de sus obligaciones de derecho 
privado. Pero esa dificultad puede considerarse puramente 
académica en la realidad de los hechos. Las legislaciones 
de la gran ma)roría, si no de todos los países civilizados, 
establecen para estos casos tribunales especiales ó cortes de 
redamaciones, con jurisdicción competente. 

Algunas veces una ficción legal viene á salvar la 
susceptibilidad soberana. Así, en Inglaterra, no habría, en 
rigor, manera de reparar agravios emanados de la Corona, 
porque es principio fundamental de las instituciones inglesas 
el de que el Rey no puede equivocarse ni incurrir en actos 
il^fales Los derechos privados están, sin embaí^, per- 
fectamente garantizados por un ingenioso procedimiento 
que salva en absoluto la prerogativa real La ley permite 
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al particular presentar un escrito al Rey llamado ^'peúááa 
de derecho/' que, en realidad, equivale á una demanda, y 
como se presume " que el Rey no puede saber de ningún 
agravio sin repararlo iiunediatamente/' se apresura á 
someter el caso á la justicia (i). 

En la República Argentina, y en la mayoría de los 
Estados Sud-amerícanos, el Gobierno federal es demanda- 
ble, sin necesidad de su consentimiento previo, y lo mismo 
ocurre en todas nuestras provincias^ relativamente á las 
administraciones locales, sin distinguir si los reclamantes 
son nacionales ó extranjeros^ 

A este respecto hemos ido más lejos que los Estados- 
Unidos. En aquel país el Gobierno general no puede ser 
llevado á los tribunales, ni tampoco pueden serlo los Es- 
tados particulares, de acuerdo con la doctrina de Hamilton 
(2), pero los ciudadanos tienen facultad de hacer valer las 



(i) Aunque el Sobenmo no pneda penonalmente hnoer nada malo {cúh d§ 
nc wr0Mg)f sin embargo, sos actoc en si mismos pueden ser contrarios á la ley 
en cualquier caso en que, por mala información 6 inadvertencia, se haya visto 
induddo á invadir los derechos privados del subdito y es informado de ello 
(por medio de la correspondiente petición) ; la ley presóme entonces que el 
saber de la existencia de un agravio y el repararlo son cosas inseparables en 
el ánimo real, expidiéndose en el propio nombre del Soberano, como es na~ 
tnral, una orden i sus jueces para que hagan justicia á la paite agraviada. — 
Stkphbns, "New Commentaries on the Laws of England," tomo III» 
pág. 6ai. 

(2) Modificación que introdujo la enmienda XI de la Constitución, de 
acuerdo con la doctrina de Hamilton. Hamilton, que escribió en 1788, se 
ocupó solamente del r^men interno de la administración judicial americana, 
para demostrar que dios no pueden ser Uevados á pleito ante la Suprema 
Corte, y no, como algunos han afirmado erróneamente, del cobro de emprés- 
titos extranjeros, desconocidos en su época. {Federalista^ LXXXI.) — Es 
sabido que el ilustre estadista murió en 1804, y desde 1789 el mundo estuvo 
lleno con los episodios de la revolución francesa y las guerras de N^wleóa, 
que no tuvieron, por cierto, por origen el cobro de deudas ni la reparación de 
agravios. £1 primer empréstito extranjero que se conoce fué negociado en 
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acciones derivadas de contratos con el Ejecutivo Nacional 
ante la corte de reclamaciones. Los extranjeros no tienen 
esa facultad, á menos que los gobiernos de que son sub- 
ditos concedan el mismo derecho á los ciudadanos de los 
Estados-Unidos. (2) 

La nota argentina de 29 de Diciembre de IQ02 prescindió 
deliberadamente de este género de relaciones y reclamos 
** para cuya adecuada apreciación, decía, habría que atender 
siempre las leyes de los respectivos países," y contrajo 
ánicamente su atención al cobro coercitivo de los servicios 
de bonos ó títulos de la deuda extranjera. Esos títulos cons- 
tituyen, en efecto, una clase ó categoría excepcional de 
obligaciones no confundible con ninguna otra Son emitidos 
en virtud del poder soberano del Estado, como la moneda, 
surgen en virtud de autorizaciones legislativas y no ofrecen 
los caracteres generales de los contratos de derecho 
privado, toda vez que no hay persona determinada á favor 
de la cual se establezcan obligaciones, prometiéndose, 
como se promete, el pago indeterminadamente al portador. 
El prestamista, por su parte, adelanta el dinero, no en 
la forma de los contratos ordinarios de "mutuum," sino 
comprando el título en el mercado, sin otra formalidad ni 
relación con el gobierno deudor. Cuando el servicio de la 
deuda pública se suspende, no hay medio de interpelar al 
gobierno ni procede acción judicial ante sus tribunales, 
porque la interrupción de los pagos se produce en virtud 
de la autoridad soberana del Estado, manifestada "jure 
imperiL" Y e^to es lo que determina la diferencia esencial 



iSao, dioiy ids afiot despnés de haber dcnpueddo HamütOQ. '* Dedr que 
HsBÜtos ae ocnpó de deudas interaacionales, ha cacríto con mocha gracia 
m critieo de talento, es como afirmar qne el Patriarca Abiaham predicó el 
Sermán de U Montalia.'' 

(a) Xtpiud StúhUa^ 1S78, párrafo 1,068. 
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en el derecho de gentes de los dos órdenes de obligaciones 
del Estado: las que derivan de contratos de derecho 
privado propiamente tales, y las que proceden de emprésti- 
tos públicos. En las primeras, el gobierno que actúa admi- 
nistrativamente como parte, jure gestioni, es ó puede ser 
llevado, como hemos dicho, á responder de sus actos ú 
omisiones ante una corte ó tribunal de reclamos, con arreglo 
al orden jurisdiccional establecido por sus instituciones 
políticas. Si no hay tribunal que entienda de ese género de 
litigios, se concibe que él pueda crearse en cualquier mo- 
mento, espontáneamente ó por interposición diplomática. 
La falta de todo tribunal ó corte de reclamaciones, en un 
momento dado, y las injusticias flagrantes que, donde éstos 
existen pudieran cometer con violación de las leyes, caen 
bajo la clasiñcación general de " denegación de justicia " ó 
"injusticia notoria," que es su equivalente, y dan lug^r á 
acciones diplomáticas perfectamente bien determinadas 
por los usos internacionales, como en los demás casos ordi- 
narios de violación del derecho de gentes. A este respecto 
la nota argentina establece bien claramente que no pre- 
tende para los países sud-americanos ninguna situación 
excepcional en sus relaciones con las potencias " que tienen 
el derecho de proteger á sus subditos tan ampliamente co- 
mo en cualquiera otra parte del globo contra las persecu- 
ciones ó las injusticias de que pudieran ser víctimas." (i) 



(i) "En caso de inejecución de tales contratos ó compromisos, los tribu- 
nales competentes son los únicos llamados ¿ dirimir los conflictos y i aplicar 
las leyes. Antes de que an examen previo de las relaciones reciprocas entre 
.as partes contratantes, hecho por los tribunales, no se haya producido, d 
gobierno de los extranjeros no debería nunca intervenir efectivamente. La inter- 
vención seria eficaz y no podifa ser aprobada sino en el caso de una denegadóa 
de justicia evidente y formalmente comprobada.** — Par la Justia vers la 
Paix, pág. 14. 

<* Es sólo cuando la justicia ha sido denegada ó retardada inconsidenuia- 
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En la aplicación de estos principios, los Estados-Unidos 
han dado un gran ejemplo de ecuanimidad y prudencia. 
El eminente Secretario de Estado Seward escribía en 1866, 
dirigiéndose al Ministro norte-americano acreditado en 
Colombia: "Desgraciadamente, nos hemos familiarizado 
mucho con las quejas relativas á dilaciones é ineñcacia de 
los tribunales de las RepúbUcas sud-amerícanas. Debemos 
continuar, sin embaído, depositando nuestra conñanza en 
su independencia é integridad, ó asumir, lo que 
es yá demasiado, el concepto excesivo de que esos 
Estados son semejantes á los países orientales semi- 
civilizados y están colocados, por lo mismo, fuera 
del palio de la ley de las naciones, tal como rige en 
los países de la cristiandad Debe considerarse que las 
gentes que van á esas regiones han tomado en considera- 
ción todas las circunstancias, y no pueden razonablemente 
pedir á su Gobierno que reclame, porque se les coloca en 
el mismo pié que á los nativos, relativamente á la falta de 
un poder judicial hábil, rápido y concienzudo. No podemos 
emprender la revisión de los métodos de substanciar litigios 
en todo el mundo, porque haya ciudadanos americanos 
que se expongan á comprometerse en sus deñciencias." (2). 

Los reclamos provenientes de empréstitos extranjeros, 
tienen, por fuerza, que seguir una tramitación diferente, y, 
por lo mismo, se prestan á reflexiones de otro orden. No 
hay ni puede haber respecto de ellos denegación de justicia, 
porque el tribunal para interponer demanda contra el 

ncBte por k» tribunales de pafses extnuijeros, cuando esos tribunales son un 
nwtnnnmto para oprimir á loa ctndadanos americanos, que ¿stos tienen el 
dcfecho de apelar á su Gobierno, para que él se interponga."— £1 Secretario 
dt Estado Bnchaaan al Ministro Moore, en Moo&B, Di^ 0/ Inttmatianal 
Lam^ tomo II, pág. 87. 

(s) Moou, D^ut 0/ Inigmatíonai Zow, tomo VI, pág. 66a 
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iniciazse ni cumplirse procedimientos ejecutivos contra 
ella" (i). 

El traductor ha trasformado en su versión las palabras 
"procedimientos ejecutivos" (procedure executoire) en "pro- 
cederes ejecutivos" (procedes executoiies), y es entonces 
con razón que el profesor Westlake observa que aceptar 
ese principio equivaldría á decir que la guerra, proceder 
ejecutivo por excelencia para sostener las reclamaciones 



(i) Ladicalar del Sr. Calvo y las respuestas de los jnrisconsoltos fueron 
publicadas en un folleto titulado La Doctrina di Monroe^ Paxis, 1903. — 
Pueden vene también en Drago, La República Argmtina y el Caso de 
Vemetuela, págs. 16 y siguientes, y en la líetme Générai de Droit Interna^ 
tíonai et de Ligislation Comparie^ 1903. — Se ha dicho que el Sr. Calvo 
habla preconizado con anterioridad la doctrina de la nota de 29 de Di- 
ciembre de 1902. Eso está lejos de ser exacto. El Sr. Calvo, en su obcm 
monumental, no ha hecho distinción alguna en las reclamaciones pecuniarias 
de Estado á Estado, ya provengan de delitos, de dafios causados por güeñas 
ó por revoluciones, ó de contratos ordinarios y empréstitos. El Sr. Calvo no 
rechaza la intervención armada en ninguno de estos casos, á condición de que 
las reclamaciones se estudien cuidadosamente como condición previa de la 
intervención. Hé aquí sus palabrss textuales: '* En derecho internacional 
estricto, el cobro de créditos y la persecución de reclamaciones privadas no 
justifican '* de plano^ la intervención armada de los gobiernos ; y como los 
Estados europeos siguen invariablemente esa regla en sus relaciones reci- 
procas, no hay motivo para que no se la impongan también en sus relaciones 
con las naciones del Nuevo Mundo.'* — Calvo, Lé Dreit InUmaHcmal 
Thíorique tí PraÜquey tomo I, pág. 351. '* Si, en principio, agrega en otra 
parte, es difidl admitir que los gobiernos tengan fundamento para otorgar el 
apoyo de su autoridad y de una intervención directa á aquellos de sus nacio- 
nales que consienten libremente en prestar su dinero á gobiernos extranjeros» 
á lo menos la razón y la equidad exigen, cuando se producen tales ingerencias 
en los contratos privados, que se cumplan con pleno conocimiento de causa y 
nó con la ligereza y la fiüta de mesura que tenemos que lamentar en la inter- 
vención europea en Méjico.** (Ibid^ tomo I, pág. 340.) — Por último, Don 
Carlos Calvo fué quien inició en su propio nombre la enquite entre los grandes 
intemacionalistas, á que nos referimos en el texto, sin referirse i doctrinas 
que él haya preconizado con anterioridad, y en carta dirigida al Dr. Drago 
con fecha 4 de Julio de 1903, publicada en el libro Cobr» CoerdHvo de Deudas 
Páólicas (pág. 134), le dice : " Si alg&n mérito puedo reivindicar, es el de 
haber contribuido i poner de relieve la personalidad de Vd.*' 
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nacionales» no es nunca justa. "La soberanía no es una 
fueiza moral de origen natural, agrega, que una vez intro- 
ducida eleve á los hombres á un nivel en el cual no haya 
necesidad de una sujeción cualquiera para refrenar sus 
codicias y sus violencias. La soberanía no es más que un 
hecho histórico que indica el grado de adelanto á que ha 
libado la organización social de la humanidad." 

Con el nombre de "procedimientos ejecutivos" se 
designan, entretanto, en el tecnicismo legal de nuestros 
países de habla castellana, los métodos de apremio para 
el cobro de cierto género de créditos. Los procedimientos 
son " ordinarios," y en ellos se discute á fondo el derecho de 
las partes, 6 " ejecutivos»" de "apremio" ó "sumarios," 
cuando se hace efectivo inmediatamente el cobro de la 
suma redamada, teniendo en cuenta la legitimidad 
sqiarente, " prima f acíe," del titulo que se exhibe. Una letra 
de cambio vencida y protestada da lugar á procedimientos 
" ejecutivos»" sin perjuicio de las restituciones á que pudiera 
dar lugar la prueba ulterior de la injusticia del cobro. Una 
indenmización por cobro de perjuicios debe ventilarse 
siempre por los trámites del juicio ordinario, para justificar 
con pruebas plenas que realmente se han producido los 
daños de que se redama. 

La nota argentina se limita á enundar que contra el 
Soberano no pueden, en ningún caso, iniciarse juicios ó pro- 
cedimientos sumarios, por ser privilegio inherente á la 
naturaleza de las fundones de aquél, que la legitimidad de 
las redamadones que se formulen, cuando consiente en 
discutirlos ante las cortes» se debata ampliamente y por 
todos los trámites y solemnidades. Salvado así el error 
verbal, que, una vez advertido, el texto entero del docu- 
mento contribuye á aclarar, la divergenda de opiniones es 
ya muy pequefia 
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La soberanía es un hecho histórico» y puede estudiarse 
en cada una de las fases de su larga y lenta evolución, pero 
tiene atributos y prerogativas que no podrían ser descono- 
cidos sin peligro para la estabilidad de las instituciones 
sociales. 

Las colectividades humanas no son meros agregados: 
constituyen organismos vivos con caracteres peculiares y 
derechos inalienables precios de su naturaleza, entre ellos 
el de crecer y desenvolverse independientes y sin trabas. 

El juez Story definía la soberanía como ''el poder 
supremo, absoluto, inomtrolable, el jus summi imferii; 
el derecho ilimitado de gobernar." (i). En principio^ los 
actos del Soberano no pueden discutirse en sus propios 
tribunales, ni en los de otros Estados, sin su consenti- 
miento ; y cuando ese consentimiento se presta, atribuyendo 
jurisdicción á cortes de reclamaciones ó de otra manera, 
no puede suponerse que, por el hecho^ queden autorizados 
los métodos de apremio, para substanciar el litigio ó para 
ejectuar la sentencia. (2). 

Una soberanía se limita por otra, pero la agresión de 
una á otra no se justifica á menos que sea necesaria para 
asegurar la propia finalidad. 

Así, la guerra es muchas veces justa, como es justo el 
homicidio que se comete en Intima defensa; pero sólo 
en casos excepcionales aparecerán autorizadas las medidas 



(i) Brkwbr y Butlbr, InteruatUf$al Zmv, Nueva York, 1906, pá- 
gina aa 

(2) La Suprema Corte de los Estados-Unidos ha declarado á este respecto : 
"Un Soberano no puede ser demandado en sus propios tribunales sin su 
eonsentimienta Su propia dignidad, lo mismo que la dignidad de la Naddn 
que representa, le impiden presentarse ¿ responder á una interpelación en los 
tribunales de otra Soberanki á no ser en cumplimiento de obligaciones esta- 
blecidas por contrato 6 de otra manera Toluntaria.'* — U. S. ▼., EUGBNE 

DiCKBLMAN, 92 U. S. S^O-530- 
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militares cuando se trata de reclamaciones que entran en 
el domino del derecho privado, del contrato ó del 
cobro de empréstitos. No puede, en efecto, perderse 
de vista que el subdito de una nación, tenedor 
de los bonos de un gobierno extranjero que suspende 
los servicios de su deuda, soporta en realidad la 
misma pérdida del que compromete su capital en una 
empresa privada adquiriendo, por ejemplo, las acciones de 
una sociedad anónima que cae en bancarrota. La única 
diferencia consiste en que el tenedor de los bonos tiene 
una ventaja muy grande sobre el accionista, porque el 
Estado no desaparece y, más tarde ó más temprano, llega 
i la solvencia, mientras que la sociedad fallida se desvanece 
para siempre, sin esperanza de rehabilitación. Si, como es 
evidente las desventuras mercantiles privadas de los sub- 
ditos en países extranjeros no comprometen la existencia, 
ni la felicidad, ni el desarrollo ulterior de la colectividad i 
que pertenecen ni imponen deber alguno de protección de 
parte de ésta, ¿ cómo podría justificarse una guerra porque 
esos subditos, en vez de contratar con particulares, se 
hayan acercado á los gobiernos, tal vez con la esperanza 
de mayores ganancias? £1 argumento económico relativo 
á la fortuna pública, en que se apoya Rivier, rige para uno 
como para otro caso, y ambos debieran resolverse de 
acuerdo con los mismos principios, con lo que se llegaría á 
condusicMies evidentemente inadmisibles (i). 

(i) Lo minno puede decine de U teork sostenUda por otro escritor distin- 
fuido (el Profesor Basdevant, Htvng d§ Drmt InttrmoH&mml), legán U cual 
los dogos indinduales de los snscritores de empréstitos extranjeros debería 
pesar á caigo de la colectividad ¿ que pertenecen los prestamistas. Seria 6ita, 
tcgáo A, ana Innción social que hark menos pesada la carga del riesgo y 
aaventaifa las probabilidades de cobro con el uso de los métodos militares. 
Si las loadones de defensa y garantía social de la comunidad en fiívor de cada 
«K> de sos miembros se llevaran á ese extremo^ no deberla hacerse diferencia 

E 
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A estas consideraciones se agregan otras muy funda- 
mentales Los títulos de empréstitos están en su totalidad 
concebidos al portador ; son objeto de un activo comercio 
en los mercados del mundo y pasan de una mano i otia, 
de momento á mcxnento, sin más formalidad que la de la 
simple entrega. No hay posibilidad entonces de que el 
Estado que se decide á llevar á cabo una intervendón, 
tenga la s^[urídad de que está procediendo en favor de 
sus propios subditos, y no de los extraños. Interpuesta la 
reclamación en nombre de un determinado individuo ó 
grupo de individuos, la noticia sola de la expedición militar 
proyectada baria subir las cotizaciones del mercado^ y 
podría muy bien darse el caso de que un bloqueo ó una 
demostración naval inglesa ó alemana viniera á ejercerse 
cuando la mayoría de los títulos en gestión hubieran pasado 
i manos de belgas ó italianos. 

Puede ocurrir también, y el caso es frecuente, que loe 
títulos de la deuda extranjera de un país estén repartidos 
en diversas Naciones ; que una parte de ellos se encuentre 
en Francia y otra en Inglaterra, en Holanda, en Alemania. 
Si todas estas Naciones intervinieran separadamente en 
defensa de sus subditos, y si cada una de ellas propusiera, 
como tendría derecho de hacerlo, un modo diferente de 
reclamación y de arreglo, fácil es concebir la confusión 
insalvable á que podría llegarse con períuido de todo& 

No puede prescindirse tampoco de las razones relativas 
al nesgo en que voluntaríamente incurre el acreedor en la 
esperanza de ganancias que aumentan proporcionalmente 



CBtie los sábditos que contiaton con particvlues y los que contrataa eos 
foibienios en los casos de insohrencia de unos y otros. Repartidos entre todos 
loa castos y los asares de la cobranza, siempre serian más livianos. Lo qae no 
se explica es por q«é esos indindoos particalares reportaiian para sí solos las 
, y la eomaaidad compartiría sos ríeigos. 
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á los peKgios de pérdida. A este respecto nada más apro- 
piado ni conceptuoso que las palabras del actual jefe del 
gabinete i&glés» Sir Henry Campbell-Baimennan, al dis- 
cutirse ea la Cámaia de los Comunes la acción del Gobierno 
inglés en Venezuela. " Me atrevo á decir que no podría 
haber nada más pernicioso que el solo hecho de que 
puredéramos aceptar la doctrina, si merece llamarse 
doctrina» de que, cuando nuestros compatriotas invierten 
sus capitales en empresas arriesgadas en países extranjeros, 
y los comprcnnisos no se cumplen, es deber páblico 
«escatar esos capitales Todo el que invierte dinero en un 
país cono Venezuela sabe muy bien lo que hace. Me parece 
que no sería muy exacto dedr que los grandes riesgos 
signibcaa siempre grandes dividendos; pero mucho más 
aproximado á la verdad sería afirmar, invirtiendo los 
términos, que los grandes dividendos imptican por lo 
general grandes riesgos Ahora bien, si todo el poder del 
Imperio Británico fuera á ponerse detrás del capitahsta, 
d riesgo desaparecería para éste, y los dividendos tendrían 
que ledwjise en proporcién." (i). 

La ie¿lA caveai imptar — protéjase á sí mismo el com- 
piador de títulos — parece así afirmarse de más en más en 
la conciencia pública. Sin embargo, nada hay xesuelto hasta 
ahora en d dominio de las relaciones entre Estados El 
Tribunal de La Haya, al que se sometió arbitralmente la 
cnestidn de si debían tener tratamiento preferencial las 
redamaciones de las Naciones bloqueadoras, decidió por 
la afirmativa, por razones de orden diverso, pero sin pro- 
nunciarse sobre el punto relativo á la legitimidad del empleo 
de la fuerza para el cobro de deudas públicas, que no le 
fué sometido. Según el fallo, el Gobierno de Venezuela, en 
los protocolos de 13 de Febrero de 1903, "había recono- 
cí) Hawsakd. — CiaMia de lot Comimcs, Seti6n d« 17 Febrero de 1903. 

£ 2 
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cídOf en principip, la justicia de las reclamaciones de Ale- 
mania, Inglaterra é Italia, mientras que en los protocolos 
firmados entre Venezuela y las Potencias no bloqueadoras» 
la justicia de las reclamaciones no había sido reconocida ; 
hasta Enero de 1903 el Gobierno de Venezuela no pro- 
testó contra la pretensión de las Potencias bloqueadoras 
de obtener garantías especiales para el arreglo de sus 
reclamacioneSi y en todas las negociaciones diplomáticas 
distinguió formalmente las "Potencias aliadas" de las 
" Potencias neutrales ó pacíficas ; " las Potencias neutrales 
que reclamaban smte el tribunal igualdad en la distribución 
de las rentas de aduana afectadas al pago de las reclama- 
ciones extranjeras, no habían protestado contra la pre- 
tensión de las Potencias bloqueadoras á un tratamiento 
preferente, ni en el momento de cesar la guerra con Vene- 
zuela, ni inmediatamente después de la firma de los 
protocolos de 13 de Febrero de 1903; en todas 
las negociaciones que terminaron coa la firma de dichos 
protocolos, los Gobiernos británico y alemán habían in- 
sistido en que se les otorgaran especíales garantías para 
el cumplimiento de sus compromisos, razones todas por las 
cuales las Potencias bloqueadoras tenían derecho á un 
tratamiento preferenciaL" (i) 

Si las circunstancias de hecho en que la decisión se 
apoya se hubieran originado, como todo induciría á creerlo, 
bajo la presión de las armas, se habría demostrado una 
vez más que la acción militar de una ó varias Potencias 
contra el Estado deudor perjudica casi siempre de una 
manera ó de otra á los demás acreedores. Era lo que el 



(a) MOOM, op. dt., tomo VII, págs. 118 y 119. — V¿ase también Augvst 
Gachb, Zi Can/lü VánAtuítm #/ VAr^itragt de La Ht^, pág. 200, Pmrís, 
1905. 
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Secietano de Estado de los Estados-Unidos, Freling- 
huysen, en .30 de Marzo de 1883, manifestaba en sus ins- 
trucciones al Ministro norte-americano en Inglaterra, 
buscando una repartición á "prorata" de las rentas 
disponibles de la misma Venezuela entre varias Naciones 
acreedoras» en oposición á las pretensiones de Francia, que 
redamaba un doce por ciento prefeiendal y amenazaba 
con adc^tar medidas de guerra contra el Estado deudor, 
si no se k pagaba " Indicará usted, decía el Secretario de 
Estado, que el fracaso de un arreglo pacifico entre Francia 
y Venezuela, y el recurso á la fuerza de parte de la primera 
para cobrar su deuda, afectará de una manera desastrosa 
la capaddad de Venezuela para que ésta cumpla sus justas 
obligadones con los otros Gobiernos acreedores, y en el 
interés común de todos está el obtener una soludón 
amable del complejo problema que se presenta ; los 
Estados-Unidos, acreedores también, subordinarán, em- 
pero, sus intereses al bien común." (i). 



(i) Mr. Frelinghnysen á Mr. Fhelps, Ministro de Inglaterra, Marzo 30 de 
1883. en Mocee, Digest of International Law^ tomo VI, páginas 711 
á 713. Moorc, en la liltima edición ofidal del Digesto, critica qne Wharton 
(Digesto párrafo 232, tomo a,662) haja hecho equivocadamente la glosa de 
cslft instrvcdón de la manera siguiente : " £1 Gobierno de los Estados- Unidos 
mil» ooD grande ansiedad la intenaóm de un gobierno extranjero de compeler 
por la imam al pago de deudas prorenientes de contratos delndos á subditos de 
didio gobierno por un Estado Sad- Americano." Está muy lejos de ser ese el 
significado de la instrucción de Frelinghuysen, quien, además, no hizo distinción 
cmic los cobros procedentes de contratos y los derivados de agravios ó de 
dalos j pcijuidos, ni buscó otra cosa que evitar el pago preferente de los 
crédilos de Franda en perjuicio de otras naciones, entre las cuales debían, 
scgés ¿I, prorratearse los bienes de la República deudora." — La misma posi- 
cíóo telífa sido asumida antes por el célebre Secretario de Estado Mr. Blaine. 
Eo 1881, diiígióndose al Ministro francés, Mr. Noyes, á propósito de las 
desdas de Venencia, le deda : <' El Gobierno de los Estados- Unidos colocará 
un agente en Caracas, encargado de recibir del Gobierno venesolano la suma 
qne se convenga que debe pagar — no menor de la que ahora entrega — y 
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Una de las dijeciones que más generalmente se faa& 
hecho i la proposición de la nota argentina, es la de que; 
acq>tando sus conclusiones, se daría ampUo canpo al 
fraude, quedando habilitados los gobiernos de mala fé para 
despojar á mansalva á sus acreedores. La nota exdsjre» 
por otra parte, muy claramente, los casos de dolo. *^ No es 
esta, dice, la defensa de la mala f é, del desorden y de la in- 
solvencia deliberada y voluntaría." La mala fé demostrada 
es, por si sola, un agravio que haría incurrir en graves 
re^xmsabilidades internacionales de orden coman. Por lo 
demás, cuando se añrma que es inherente á la soberanía 
la facultad de determinar la ^>oca y la oportunidad de los 
pagos que le sean atribuidos por sentencia de sus tribunales, 
ello no quiere decir que tal derecho, como los demás que 
s(xi de la esencia del Estado, inclusive el de aceptar de- 
mandas» no pueda ser restringido voluntariamente por tra- 
tados, colocándose de esa manera las cosas en la situación 
normal de las relaciones del derecho de gentes. Asi, un 



que se distribuirá entre las varias naciones acreedoras. Si el Gobierno de 
Venesuela suspende por más de tres meses los pagos convenidos, el agente de 
los Estados-Unidos procederá, como representante de las naciones acreedoras» 
7 tomará posesión de las aduanas de La Guayn y Puerto Cabello, reservaad» 
de las entradas mensuales una suma suEdente para pagar las cantidades ettí- 
puladas, con más un dies por ciento adicionaL" — Basset Mookb, Digett^f 
InUmational Lam^ tomo VI, pág. 585, § 96. 

El Secretario Seward, el Secretario Cass y hasta el mismo Presidente 
Artfaur, no han sido menos csplícitos en la recomendación de la feerxa pan el 
cobro de deudas contratadas á naciones extranjeras, y las intünaetoues y 
uUimaiums de pago se han sucedido con no poca frecuencia en Ñapóles, en 
San Salvador, en el Paraguay, sobre todo en Nicaragua, donde La Umém 
Americana bombardeó la dudad de San Juan, reduciéndola á oenicas. Ea, 
pues, destituida de todo fundamento la afirmadón formulada en los dltimos 
tiempos de que los Estados-Unidos han seguido una política thuüdonal de 
prescindenda en lo relativo al cobro de deudas. La sola respuesta del Secre- 
tario Hay al Dr. Drago, en 1902, cuando el ooilflicto de Venenela, praeba 
por si tolo todo lo contrario. 
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arbitraje podría establecer, en los casos de duda, la sítua- 
ci6a financiera del deudor y la capacidad y tiempo en que 
se liallarfal en situación de atender á sus pagos. La decisión 
que se dictara con arreglo á los protocolos de compromiso^ 
tendría toda la fuerza y todas las consecuencias de las 
obligaciones que surgen de los tratados, (i). 

En los casos de insolvencia bien averiguada no se recur- 
riría, naturalmente, á la fuerza ni á las medidas militares 
de coerción. La ley de las XII Tablas, que autorizaba á 
los acreedores á repartirse los miembros del deudor 
descuartizado, no puede regir para las Naciones dentro de 
los principios de la civilización moderna. 

Respecto de los intereses atrasados de la deuda pública, 
propiamente dicha, no susceptible de decisiones judiciales» 
como hemos explicado, parece que la buena fé del Gobierno 
moroso quedaría evidenciada y no habría lugar á observa- 
dones, con el solo hecho de que los tenedores nacionales 
y los extranjeros recibieran el mismo tratamiento. Y con 
el temperamento de la moderación, que es el del derecho, 
se evitarían muchos inconvenientes y muy grandes in- 
justicias; se atribuiría á cada Gobierno el crédito que 
realmente mereciera tener en los mercados de finanzas; 



. (1) Un interamntc estudio publicado en la revista IHt CrtmAúim^ de Ldpdg, 
eoffrespoodiente al 24 de Mayo de 1906, con el titulo de El Tercer Cettgme 
i^m-Amerüam y la Doctrina Drage^ dice á este respecto : " El estudio de 
la CQ^tióo demuestra que Drago no ha pretendido jamis la liberación de 
YeBemela, ¿, en casos futuros iguales, la liberación de otros deudores de ana 
obligaciofies de pago, sino que solamente ba protestado contra las cjecudanea 
iatcmadonalcs basadas en la fuerza propia de una Potencia, sin £Ulo de tri- 
boMU arbitral que resuelTa primero la cuestión de derecho del asunto, y, de 
acuerdo con las circunstancias, condene al deudor á pagar. La nota no resuelve 
la owstión de cómo se debe proceder á la ejecución en caso de que el deudor 
■• eumpia el fiük». La forma en que éste se hubiera de llevar á la práctica 
podik quedar resuelta por ulteriores acuerdos í 
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se harían más difíciles las especulaciones desatentadas y 
los empréstitos dolosos, y, más que todo, se contribuiría á 
afianzar de una manera estable la fraternidad, la concordia 
y la buena voluntad entre las Naciones del mundo. 

IL 

Hemos dicho que la nota argentina de 29 de Diciembre 
de 1902 fué im documento eminentemente político, que» 
por lo mismo, tuvo sólo en vista las relaciones de las 
Potencias europeas con los Estados de América. Sefiala 
un peligro, y un peligro próximo, y tiende á conjurarlo. En 
el momento en que fué remitida todo contribuía, en efecto, 
á inspirar las mayores alarmas. Una propaganda constante 
en los círculos políticos y diplomáticos que trascendía y se 
exteriorizaba en los grandes diarios del mundo, en las más 
importantes y acreditadas revistas como en los libros de 
los íilósofos y los pensadores, señalaba estos países como 
el mejor campo para la expansión colonial de las grandes 
Potencias, una vez cerrados los caminos del Airíca y del 
Oriente, (i). 

" A medida que vaya disminuyendo la superficie de ter- 
ritorio apto para la colonización, decía Somers Somerset, 
irá haciéndose cada vez más evidente, no sólo que no hay 
tiempo que perder, si se quiere fundar un imperio, sino 



(i) La nota dice: "Pensadores de la más alia jerarquía han indicado la 
conveniencia de orientar en esta dirección los grandes esfuerzos que las prin- 
cipales Potencias de Europa han aplicado á la conquista de regiones estériles, 
con un clima riguroso, en las mis apartadas latitudes del mundo. Son 
muchos 7a los escritores europeos que señalan los países de Sud- América, con 
sus grandes riquezas, con su suelo feliz y su clima propicio para todas las 
producciones, como el teatro obligado donde las grandes Potencias, que tienen 
ja preparadas las armas y los instrumentos de la conquista, han de dispntarse 
el predominio en el curso de este siglo." 
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que ha ido elevándose el precio que un pueblo puede per- 
mitirse pagar por la adquisición de ese territorio. La presión 
constante de las poblaciones europeas, la lucha por el 
comercio y el natural deseo de ei^prandecimiento nacional 
tienen que ser factores poderosos ; y la política de " ahora 
ó nunca '' será muy pronto la consigna de varias cancillerías 
europeasw Ya hemos visto que el Viejo Mundo ofrece pocos 
atractivos; queda sólo por considerar el Nuevo." 

"£1 veto de la doctrina Monroe, agregaba el autor, ha 
preservado hasta hoy á esos países de la agresión ex- 
tranjera; pero hay que tener presente que ello ha sido 
en una época en que el mundo ofrecía á la colonización 
muchas oportunidades en otras regiones. Este período se 
acerca ya á su término, y á menos que el equilibrio actual 
del poder guerrero se altere de una manera bastante 
marcada, difícilmente puede esperarse que una fórmula ú 
opinión siga protegiendo á esos países por mucho tiem- 
po. (1). 

Ya anteriormente el duque de Argyle había escrito en 
la Deutsche Revue : " Hay un país, el ánico país donde nada 
es despreciable sino los hombres. . . ., un país con una 
hermosa capital, con un espléndido puerto, con un buen 
suelo, en que todo es excelente con excepción del Gobierno. 
Ese pais, que sólo reclama un protectorado europeo para 
que se le haga entrar en el orden anhelado, es la 
Argentina." (2). 

(1) Nimtéemtk CetUury amd Afttr^ Abril, 1903. 

(a) Stbad, TIu Ámtrüaniutím tf ihe World^ pág. 223. — Vésse, entre 
otras BnchUy lai ligiiientes pobticacioncs : Atíamtic Mü9§thfy^ Diciembre 
1901 ; Ftrtmgktfy RtvUw^ Diciembre 1901 ; N^rtk Amtricún Ríüúw^ en 
q«e le predice la expansión alemana en el Brasil, Febrero 1903 ; RofUw tf 
Rtvuw$^ Marzo 1903 ; Tima^ de Londres, 12 Marzo 1902 y Enero 26 de 
1903; né Pibiy Enero 3 de 1903 ; Maming Past, Enero i.« 1903 ; Núrth 
Awtirütm RtvUm^ Abril 1903 ; LUtrary Digisi^ Febrero 3 de 1903. 
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A manera de propaganda preparatoria de las futuras 
empresas, se afirmaba, y aun hoy mismo se sigue aseve- 
rando, que Sud-Améríca está en poder de razas de- 
generadas, sin aptititd para el gobierno, que, por lo mismo, 
deben ceder el paso á los más civilizados y á los más 
fuertesw No es esta, en verdad, sino una de las tantas 
aplicaciones de la doctrina darwiniana de supervivencia 
final de los más aptos^ el dominio del tipo superior que 
avasalla y excluye á las organizaciones más débiles ó más 
pobremente dotadas. Toda la filosofía pcriitica contem- 
poránea se inspira, más 6 menos, en esa áspera 
idea de lucha y de prevalencia de los fuertes. El Doctor 
Juan A. García lo ha dicho coa «z^^ular {xedsión y elo- 
cuencia : " Los sucesos de Venezuela no son hechos aisla- 
dos, medidas de policía ó reparación de agravios, sino la 
oportunidad que exterioriza una tendencia latente en 
Europa desde mediados del siglo pasado, y que en estos 
últimos años se acentúa y robustece por las nuevas necesi- 
dades económicas, las ideas de razas predestinadas, su- 
puestas sucesoras del imperio romano, vulgarizadas por la 
filosofía germánica. Mucho antes de que apareciera en la 
política esta tendencia, comenzó en las universidades ale- 
manas el trabajo de transmutación de valores morales, 
necesario para arrancar de raíz los escrúpulos, las dudas 
ideológicas que dificultan la obra y quiebran la eficacia de 
los guantes de hierro. Y la moral, el derecho, la justída de 
los conquistadores se sistematizan con la filosofía de Dar- 
win, de Hegel, Savigny, von Hiering, de Sybil y Mommsen, 
en Alemania." (i). 



(i) Juan A. Gakcí a (Hijo), Nodcta biUográfica del libro La RepéNkm 
Argentina y el Caso dé Venefoiela^ por Luis M. Dngo, cb los AmaUt ée §a 
Facultad de £>erecha^ Btteaos Aires, 1903. 
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Pero las especuladones abstractas, llevadas á la c eali d ad 
de los hechos^ obedecen á las mismas leyes que los rayos 
de luz, y cuando pasan al medio más denso y más comf^ejo 
de las modalidades humanas, tienen que sufrir las muchas 
desviaciones que la refracción impone á la linea recta 
Mginaria. No basta que un pueblo que preseote los rasgos 
cardinales de la civilización cristiana sea débil ó momen- 
táneamente mal gobernado para que se proceda á 
eliminarlo. Ese pueblo, por ley de la naturaleza, es 
susceptible de mejoramiento, se desarrolla con arralo á 
ana evolución definida, y sus intereses» por estrechos y 
aislados que se les suponga, repercut^i en d movimiento 
generaJ, y, de cerca ó de lejos, contribuyen á mantener su 
equilibrio. 

Las Naciones europeas que han llegado á las cumbres 
de la civilización, en la lenta elaboración de los siglos, no 
tienen, por otra parte, razón para atacar á las nacionalidades 
jóvenes de América porque no hayan alcanzado, en corto 
tiempo, el mismo grado de desenvolvimiento y cultura. 
La edad adulta no maltrata á la infancia porque no tenga 
la discreción y las maneras de la madurez. La edad adulta 
prot^e á la infancia, y le tiende la mano, y la levanta, y la 
alienta, y la encamina. 

Por lo demás, son en extremo pdigrosos estos criterios 
fundados en la fuerza. La dvilizadón superior, las institu- 
ciones perfectas, y, sobre todo, el poder y la eficiencia, son 
factores muy variables y muy relativos. Tal nación, 
formidable con relación á otra, es débil y atrasada si se la 
compara con una tercera ''On est toujours le Maroc de 
quelqu'un," decia hace poco M. Izoulet, con palabra 
espiritual y profunda. Los criterios violentos de lucha por 
la vida y de supervivencia de los más aptos, pueden as{ 
kerir de rechazo á los mismos que los proclaman, ex- 
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poniéndolos á que surjan, en el fragor de los universales 
conflictos á que quisieran arrastramos, nuevos grupos 
hiunanos, superiores ó más fuertes, capaces de aplicar la 
regla de hierro á los vencedores de la víspera 

La acción coercitiva ejercida sobre Venezuela parecía, 
entretanto, ser el comienzo de las hostilidades anunciadas 
contra la América La deuda pública servía aparentemente 
de pretexto para la acdón, y el apremio del cobro sólo 
podía hacerse efectivo con el desembarco de tropas y la 
ocupación de puertos y aduanas. La República Argentina 
protestó. " £1 camino más fácil, dijo, para las apropiaciones 
y la fácil suplantación de las autoridades locales por los 
Gobiernos europeos, es precisamente el de las interven- 
ciones financieras, como con muchos ejemplos podría 
demostrarse." 

Y precisando los términos de la defensa, dentro de los 
límites que correspondían á la ocasión y á las exigencias 
del momento, proclamó el principio de que "la deuda 
pública no puede dar lugar á la intervención armada, ni 
menos á la ocupación material del suelo de las Naciones 
americanas por una Potencia europea.'' 

Nuestra tesis, inspirada en la solidaridad de las Na- 
ciones de este Continente, vino á tener así alcance y pro- 
pósitos puramente americanos. La enunciamos con motivo 
del conflicto de Venezuela por ser Venezuela una Repú- 
blica hermana, y porque en la acción que contra ella se 
desarrollaba podían con razón sospecharse intenciones 
mucho más trascendentales que las derivadas de un 
simple cobro de deudas. No habríamos hablado sí el país 
competido por la fuerza á arreglar sus deudas hubiera sido 
la regencia de Túnez ó Turquía, porque lo que nos inte- 
resa políticamente, y lo único que está de acuerdo con 
nuestra historia, con las exigencias actuales de nuestra 



ANTECEDENTES. 6l 

civilización y sus futuras proyecciones, es suprimir, en el 
estado presente de nuestras relaciones internacionales, la 
única forma ó, si se quiere, el único pretexto con que los 
poderosos de la tierra pudieran perturbar la marcha de las 
nacionalidades de este hemisferio, que se desenvuelven, 
prc^^san y Ufarán á ser el asiento de una gran civiliza- 
ción al amparo de sus instituciones liberales. 

Cuando los Estados- Unidos proclamaron, hace casi un 
siglo, que considerarían acto poco amistoso el de cualquier 
Potencia '' que oprimiera á las nacionalidades de este Con- 
tinente ó controlara de cualquier manera sus destinos," 
circunscribían su acción á lo que en realidad les concernía. 
Más generoso y conforme á la razón y al ideal humanitario 
hubiera sido, quizás, generalizar aquel enunciado, protes- 
tando contra la opresión de las razas civilizadas en toda la 
extensión del orbe, pero ello hubiera resultado infinita- 
mente menos acertado. En el discurso pronunciado en 
Buenos Aires en 1902, dando la bienvenida al ilustre 
Secretario de Estado de la Unión Americana, Mr. Elihu 
Root, tuvimos ocasión de confirmar las mismas ideas. ''Fué 
obedeciendo, decíamos, á un sentimiento de defensa común, 
que en un momento solemne la República Argentina 
proclamó la ilegitimidad del cobro coercitivo de deudas 
públicas por las Naciones europeas, nó como un principio 
abstracto, de valor académico, ni como una regla jurídica 
de aplicación universal, que no tendríamos la personería 
para sostener, sino como un enunciado político de diplo- 
macia americana, que, si bien se apoya en razones de 
derecho, tiende á evitar á los pueblos de este Continente 
las calamidades de la conquista, cuando ella asume el dis- 
fraz de las intervenciones financieras, de la misma manera 
que la política tradicional de los Estados-Unidos, sin 
acentuar superioridades ni buscar predominios, condenó la 
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Opresión de las Naciones de esta parte del mundo y el 
control de sus destinos por las Potencias de Europa." (i) 

De este punto de vista ^pi^^aremos que aun en el caso 
de que las intervenciones financíelas pudieran justificaiae 
jurídica y filosóficamente, lo que está lejos de suceder, y 
constituyeran un medio legítimo de protección de los 
Estados á sus subditos en el extranjero^ sostendríamos que 
ellas no pueden ser aplicables en Sud-Am6íca. El principio 
circunscrito proclamado, presenta así, en razón misma de su 
limitación, una nueva faz que es independiente, en absoluto, 
de su ccmtenido y su s^ificado jurídicos. 

Las intervenciones financieras son hoy, y han sido 
siempre, una arma política en manos de los Gobiernos. 
Todos han procedido de acuerdo con la fórmula de Pal- 
merston. Se proclama como indiscutible el derecho de in- 
tervenir para cobrar deudas; pero el hecho mismo de la 
intervención se subordina á consideraciones dcnnésticas y 
transitorias. (2). Y las consideraciones domésticas se refieren 



(1) El Picsídeote Rootc^t ha hecho ti sntor el insipie honor de 1 
críbir con elogio estas últimas palabras en sn último Mensaje al Congctso át 
la Unión (3 de Diciembre de 1906). El discurso filé editado por la casa Coni, 
7, con la respuesta del Secretario Root, pnede verse también en SpeedUt 
incidmt to tké VisU of Stcrttáty Roat U SmUh Awurica^ Washington» 
1906, págs. 151 á 157. 

(2) La circnlar de Lord Palmerston dice asi textualmente : *' Si la ptotec^ 
don de los tenedores de bonos extranjeros se considera solamente á la Inz dd 
derecho internacional, no poede caber duda del periecto deiedio qne asiste á 
los gobiernos de los diferentes patees para oonsideiar como asonto sosceplibie 
de negociaciones diplomáticas coalqnier qneja bien fondada qne tengui snt 
subditos contra el gobierno de otro pais, 6 cualquier agravio que los referidos 
subditos hayan sufrido de parte de un gobwmo extranjero ; y si el g oh iem o 
de una naddn está en el derecho de exigir reparaciones en benefido de caal- 
quiera de sus subditos, individualmente considerado, que tenga una redama- 
ción justa y no satisfecha contra el gobierno de otro país, el deredio de exigir 
esa repartdón no puede considerarse disminuido solo porque la magnitud del 
da2o se acreciente, y porque en ves de tratarse de la exigencia individual dt 
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síeoqxe é índefectíUemenle i la politíca militante Asi 
«las rtct& se deaeta y otias se niega la intervendán en 
Turqsfai» en Túnez, en Marruecos» á solicitud de los mismos 
acreedores^ con titolos idénticos» s^ún que al equilibrio 
enropeo convenga ó nó la acción en determinado momento. 
Las intervenciones van siempre contra naciones d¿fiiles 
6 sin aliados» incapaces por lo mismo para resistirlas. Nunca 
y en ningán caso se ejerce presión contra Estados podero- 
sos 

Portngal» por ejemplo, repudió abiertamente un em- 
fMréstito extranjero, sin incurrir en ningún conflicto inter- 
nadonaL Hizo más. Entró en negociaciones con sus 
acreedores y obtuvo la reducción temporal de su deuda á 
cincuenta por ciento de su valor, asegurando el resto con 
diversas garantías y un interés progresivo (24 de Mayo de 
1892). No satisfecho con esto» por simple decreto expedido 
el 15 de Junio de 1892, la deuda extema quedó reducida á 
33 por ciento^ sin consulta alguna con los acreedores. Este 
decreto fu¿ ratificado por ley de 20 de Mayo de 1893» 
estaUeciéndose con tal motivo que los acreedores sólo 
obtendrían el pago del tercio de sus créditos á condición de 



■M wBa idativAaentc peqnefia, haja na gian niwagMO de pcnoDM á quienes 
•e deba w» onfidad coosideimble. El, por coniigoiente, simple coestída 
djscwcionsl pem el Gobíenio Britáaico k de saber si hA de trsUr 6 nó el 
asmlo pos k vk diplomátia^ y k resdiidóii, afinnatiTa 6 negativa, tiene qne 
basaos en consideíacioaes puramente británicas y dom^ticas." — Hall, 
Ut^aL El texto compkto de k circukr se encuentra también en DftAGO, 
CiArw CúiniHvo dé Deudas AíUúaSt pág. 124. 

No bn kltado quien diga muy seriamente, Pmdier Foderé entre otros, que 
^skscnton cm contrario á ks interrendones financieras de los gobiernos y 
«1 eobio de deudas por k lueca. Un escritor de talento, Mr. Stcad, bu dicbo 
qiae lal a firsaaci dn vektíva al Ministro que con mayor énks» pieoonia6 en k 
ioock y con más grande rigor reiteró en k práctica el cobro militar de ks 
seckmacinnes pccunUrias de tod» especie, equivak á k de quien asegure que 
Mer^ fué uno de ks Inndadoics del Cristianismo. 
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aceptar lo que el Parlamento portugués decidiera ulterior- 
mente respecto de los dos tercios de saldo. Urgido en la 
Cámara de Diputados para que tomara alguna medida ea 
favor de los acreedores franceses, el Ministro de Relaciones 
Exteriores» M. Ribot, contestó que " estudiaría lo que 
hubiera de hacerse" y en el Senado "que el Gobierno 
tenia conciencia de los muy numerosos intereses com- 
prometidos^ y haría lo que de él dependiera para obtener 
un tratamiento equitativo de parte del Gobierno de Portu- 
gal" No sólo no se hizo, sino que no se tuvo en vista otra 
cosa que una interposición amistosa de buenos oñcios 
que no dio resultado. Por su parte^ Alemania 
notificó al Gobierno portugués "la protesta fonnsl 
del Gobierno imperial contra un decreto que vulnera 
los derechos garantizados por tratado á los acreedores 
alemanes" El Ministro de Relaciones Exteriores de Portu- 
gal, se contentó con replicar que "lamentaba proceder 
como lo habia hecho, en presencia de la dificultad extrema 
de la situación financiera." (i). 

(i) Véase Hbnry Joubert, Lss Emprtmts d^États Étrangers^ Piufa, 190$, 
pág. 78 y 79. — " HasU ahon, dice Ma&tkns, solo loa pequeftos Bstadoa 
han sido objeto de represalias de hecho, de bloqueos pacíficos, con ó sin bom- 
bardeo de las costas, á causa de reclamaciones no ajustadas pacificamente. 
Jam¿s reclamaciones semejantes hechas ¿ las grandes Potencias han llegado á 
las represalias de hecho. £5 un hecho irrecusable que debe tener su razón de 
ser. Es evidente que entre las grandes Naciones surgen igualmente conflictos 
más 6 menos serios ¿ causa de reclamaciones <S denegaciones de justicia. Sin 
embargo, ellas se guardan muy bien de bombardear en tiempo de paz sus- 
costas reciprocas y de establecer el bloqueo pacifico para obtener satisfacción 
de sus redamaciones, igualmente en sus derechos é intereses, por la mala 
voluntad de los otros Estados más fuertes que ellos. Esto no obstante, se han 
abstenido de proclamar el bloqueo pacífico de las costas del adversario ó de 
bombardear en tiempo de paz sus ciudades abiertas ó villas ribereRas. E!;te he- 
cho positivo dá en qué pensar. ¿ Es posible que solo los pequtílos Estados sean 
culpables de haber violado los compromisos contraidos ? ¿ Se pnede pretender 
que solo en los Estados débiles 7 pequeffos las reclamaciones justas de los. 
subditos extranjeros sean ignoradas y subleven el sentimiento de la justicia ? **' 
— Par la Justkñ vers la Paix^ pág. 9. 
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Con esto conduyeron las reclamaciones, de una manera 
muy distinta, según se vé, de lo que ocurrió en Venezuela. 

Como este caso hay muchos que nos llevarían á la con- 
dusión de que la intervendón finandera se ejerce solamente 
coando no hay obstáculos mayores de resistencia militar 
que vencer, y, sobre todo, cuando se tienen en vista acdones 
de política colonial, sola ó concertada con otras Potencias, 
para obtener pred<xninios, esferas de influencia ú otras 
ventajas de expansión imperialista. 

Y como nunca el retardo en el servicio de empréstitos ha 
constituido un casus belli entre nadones soberanas que se 
tratan en pié de igualdad, se comprende la sospecha que 
en los países sud-americanos despiertan las costosas ex- 
pedidcmes navales y los bloqueos tan fuera de propordón 
con su objeto inmediato y su aparente propósito. Decíamos 
por eso que^ independientemente de su significado jurídico» 
las intervenciones de este género debieran desaparecer de 
Sod-América. Ellas plantean en verdad y muy de lleno 
la cuestión vital de la doctrina de Monroe. "Los Con- 
tinentes americanos no están sujetos á la futura coloniza- 
dón europea," y reconodda como lo ha sido la indepen- 
dencia de las Naciones de este hemisferio, es acto poco 
ambtoso ''el de cualquier Potenda europea que pretenda 
oprimirías ó controlar de cualquier manera su destino." 
Esos dos postulados constituyen la famosa fórmula de 
emandpadón y defensa que tan hondas raíces ha echado 
en el pensamiento y en el corazón americanos. Puede 
descubrirse su inspiración y su or^;en en el Farewell Address 
ooQ que Washington se despidió de su pueblo, para seguirla 
en la correspondenda de Jefferson, de Monroe, de Rush y 
de Quincy Adams, como en las conferencias é insinuadcmes 
de Canning, hasta que viene á culminar en el memc^able 
Mensaje de 3 de Didembre de 1823, y casi simultánea- 

F 
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mente en la declaración del Ministro británico al Emba- 
jador francés, M. de Polignac (i). Recibida con entusiasmo 
por la opinión pública de Inglaterra, Lord Brougham 
declara que "el Mensaje del Presidente es un aconteci- 
miento de tal naturaleza, que no ha habido ningún otro ca- 
paz de producir mayor satisfacción, orgullo y gratitud en 
los hombres libres de Europa;" agregando Sir John 
Mackintosh que "la coincidencia de las dos grandes 
Naciones inglesas (porque asi me complazco en llamarlas 
y de todo corazón deseo que por siempre estén unidas en la 
causa de la justicia y de la libertad), tiene que ser mirada 
con la mayor complacencia por todos los hombres ilustrados 
de la tierra." (2). El vigor del principio proclamado se 
evidencia con sólo recordar que, después de trascurridos 
ochenta años de vicisitudes y fortunas diversas, uno de 
los publicistas de más autoridad en Inglaterra, Sir 
Frederick PoUock, ha podido á su vez escribir : " No hemos 
repetido formalmente la afirmación de la política de Can- 
ning en sus aplicaciones modernas, no hemos declarado 
que aceptamos un interés conjunto y deberes conjuntos 
respecto de los principios incorporados en la doctrina de 
Monroe, pero hemos hecho algo más, hemos obrado de 
acuerdo con esa política y con esos principios." (3). 



(i) La doctrina de Monroe ha sido magistralmente tratada por Hkn- 
DERSON, Amerüan Diplomatic QuesHons^ pAgs. 289 y siguientes; Lbf. 
FosTKR, A Ceniury of American DipUmacy^ pág. 438 ; Roosrvblt, *' The 
láonroe Doctrine,*' en Amerüan Ideáis, p¿g. 228; Sir Frbderick Pollock, 
" The Monroe Doctrine,'* en Nineteenth Ceniury and Afier^ Octubre 1902; 
Barsbt Moorb, Digeít of Intemaiumal Law, tomo VI, págs. 368 y si- 
guientes. — Véanse también las inspiradas palabras que sobre la doctrina de 
Monroe ha pronunciado Mr. Root en su discurso ante el Congreso Comercial 
4e Kansas, 20 Noviembre 1906. 

(2) Moorb, D^st cf IntemaiioHal Laiw, tomo VI, pig. 411. 

(3) Nineteenth Ceniury and After, Octubre 1903, pág. 553. 
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Establecida para detener los avances de la Santa Alianza 
en su intención de sojuzgar á las colonias españolas que 
luchaban por su independencia en Sud- América, la doctrina 
ha ido evolucionando, adaptándose á las necesidades de 
los tiempos y extendiendo su influencia hasta llegar á 
convertirse en la fórmula de la política exterior del Nuevo 
Mundo. Repitiendo la expresión pomposa y profética de 
Jefferson, podría decirse que ella " nos marca el derrotero 
que habremos de seguir en el océano del tiempo que se abre 
ante nosotros." 

La doctrine de Monroe es, en realidad, una fórmula de 
independencia. No impone dominaciones, ni jerarquías, ni 
menos establece protectorados ó influencias de superior á 
inferior. No crea obligaciones ni responsabilidades entre 
las naciones de América, comprometiéndose solamente 
todas ellas á excluir con sus propios medios y sin auxilio 
extraño, dentro de las respectivas fronteras, la jurisdicción 
de las Potencias europeas. Proclamada por los Estados- 
Unidos para obtener su paz y su seguridad, las demás Re- 
públicas del Continente han ido aceptándola á su vez, con 
el mismo propósito individual de bienestar y de tranquili- 
dad interior, (i). Ese consorcio moral de las intenciones y 
de las tendencias, constituye por sí solo una gpran fuerza, 
sin necesidad de tratados ni de formales alianzas, ni de 
obligaciones definidas. Entendido de ese modo el principio 



(i) £• conoto que los Romuios presmtienn U doctrina de Monroe y la 
apBcaran á in manera, obedeciendo á consideraciones politícas mny análogas 
á las que acabamos de exponer. Puede leerse, en efecto, en Montesquien el 
sigmente párrafo : " Sabiendo basta qué ponto eran los pueblos de la Europa 
aptos para la guerra, (los romanos) establecieron como ley que no seria 
sanca permitido á los reyes de Asia entrsr en Europa y conquistar ningún 
poeblo, coalquiera que íoese. El principal motivo de la guerra que bideron á 
Ifitridates fué qoe, contra esa probibici^, sometió algonos bárbaros. ** — 
Gnmdemr it Déitdmce des R9maim^ cap. VI. 

F 2 
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monroista, que no es en definitiva sino la afirmación de la 
voluntad de los pueblos de mantenerse libres, se asegura 
la independencia de los Estados de este Continente, los 
unos respecto de los otros, de la misma manera que con 
relación á las Potencias de Europa. Jc^n Quincy Adams, 
inspirador principal, si no redactor, del Mensaje de Monroe. 
lo ha dicho bien expresamente : " Una de las consecuencias 
necesarias de este estado de cosas (la independencia de las 
Repúblicas de origen latino) será que, en adelante, los 
Continentes americanos no quedarán sujetos á la coloniza- 
ción. Ocupados por Naciones independientes y civilizadas» 
serán accesibles para los europeos y para sus ciudadanos 
entre sí, á condición de que respeten ese principio." (i). 

No existe, pues, para los Estados-Unidos una esfera de 
influencia, lo que en Europa se entiende por esfera de in- 
fluencia, establecida en Sud-América. El comercio entre 
nuestras Repúblicas y su poderosa hermana del Norte es 
casi nulo^ si se le compara con el de las Naciones europeas. 
El Presidente Roosevelt lo ha dicho en tmo de sus últimos 
Mensajes: "La doctrina nada tiene que ver con las rela- 
ciones mercantiles de ninguna Potencia americana, si no 
es para dejar que cada una de ellas forme las vinculaciones 
que desee. En tma palabra, es tma garantía de la inde- 
pendencia comercial de las Américas." (2). 

No se trata tampoco, como lo insinúan algunos, de un 
principio anticuado que deba, por lo mismo, caer en 



(i) '* American ContinenU, hencdforth, will no longer be sabjecU of 
colonizatíon ; occapied by civiliied independent nations, they will be aoocsible 
to Enropeans and to each other on that footing alone." Quincy Adams 
á Rush, en Julio de 1823. ^ Hbmobrsom, AnurUan DipUmútic Questimu^ 
P^. 33*. 

(2) Pü^s relatíng t$ ths Fonign Rehtiom rf the Urnted States^ 1903, 
pág. XXVI. 
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desuso. Hace apenas ocho años que una publicación tan 
seria como el Annual Register, inglés, denunciaba la exis- 
tencia de un proyecto de coalición europea para sostener 
á España en el dominio de Cuba. (i). Llegó por último á 
saberse, dice, que Austria, movida por amistades de familia, 
había sondado á Francia y Alemania respecto de una in- 
tervención. La primera, cuyos ciudadanos tenían enorme 
interés en la solvencia de España, por ser muy fuertes 
tenedores de sus títulos, prontamente aceptó. La Alemania 
hizo depender su conformidad de la cooperación de la Gran 
firetaña, cooperación que ninguna Potencia ponía en duda, 
dadas las repetidas disputas entre Inglaterra y los Estados- 
Unidos. Mr. Balfour, sin embargo, que actuaba como Secre- 
tario de RelacicHies Exteriores en ausencia de Lord Salis- 
bury, desbarató muy pronto el plan tan cuidadosamente 
forjado. Apreciando en su verdadero valer el significado 
de la mediación amistosa que se le proponía, dio instruc- 
ciones á Sir Julián Pauncefote (Embajador en los Estados- 
Unidos), en el sentido de que en ningún caso la Gran 
Bretaña adoptaría una política que pudiera ser considerada 
poco amistosa para el Gabinete de Washington. (2). Sir 
Frederick Pollock acepta esta versión como sustancial- 
mente verídica, y agr^^a: ''La proyectada coalición, que 
hubiera sido una amenaza injustificable contra el derecho 
y el poder de los cubanos para elegir su propia forma de 
gobierno, no llegó á realizarse. Hasta qué punto se formu- 
laron las propuestas, en qué medida fueron categóricos los 



(i) 7^ Anmtal Registtr^ A Rtuiew tf Public Evenis ai Home a$td Abroada 
Ibé tedada á fines del liglo XVII I por Edmundo Barke, el &mo6o orador y 
lidiili, 7 es lioy una de las publicaciones más Terídicas é impaidales y de 
las que gotan de mayor antoridad en Inglaterra. Sus datos se consideran casi 



(a) Amtmai RegisUr^ 1898, cap. I, pág. 82. 
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términos del rechazo de Inglaterra y positiva la intimación 
de que no podría contarse ni aun con su neutralidad, son 
cosas que al fin y al cabo no tienen tanta importancia. Lo 
que desde 1898 ha quedado establecido como cierto, es 
que si alguna nueva empresa de ese género se intentara, 
la fuerza moral y también la fuerza física del Imperio Britá- 
nico, apoyarían á los Estados-Unidos." 

La doctrina, ó lo que podríamos llamar el principio de 
"no colonización" de la doctrina, ha hecho así mucho 
camino en los últimos años, mucho más del que hubiera 
podido sospecharse cuando Bismark, con más espiritualidad 
que visión del porvenir, la calificó de simple ''im- 
pertinencia internacional" Conformándose á los recursos 
y á las drctmstancias, los Estados-Unidos han debido 
limitarse algunas veces á la mera expresión de su simpatía 
y apoyo moral á sus hermanas oprimidas, como ocurrió en 
1846, cuando el bloqueo del Río de la Plata por las 
escuadras de Francia y de Inglaterra. 

"El último Mensaje anual del Presidente, escribía en 
esa ocasión el Secretario Buchanan, dirigiéndose al re- 
presentante de los Estados-Unidos en Buenos Aires, ha 
presentado tan claramente la gran doctrina americana en 
oposición á la ingerencia de los Gobiernos europeos en los 
asuntos internos de las Naciones de este Continente, que 
es innecesario agregar nada á ese respecto. Que la Gran 
Bretaña y la Francia han violado ese principio de una 
manera flagrante por su intervención armada en el Plata, 
es notorio para todo el mundo. Ya que las presentes cir- 
cunstancias hacen imposible para los Estados-Unidos 
tomar parte en esa guerra, el Presidente desea que toda 
la influencia moral de esta República se eche en la balanza 
en favor de la parte agraviada. Cordialmente deseamos 
todo éxito á la República Argentma en esta lucha contra 
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la intervención extranjera." Aunque en 1846 los Estados- 
Unidos tenían los informes requeridos para reconocer á 
la República del Paraguay como Estado independiente^ 
sin embargo el Presidente determinó postergar la resolu- 
ción del asunto en obsequio á la República Argentina y en 
consideración ''á la lucha heroica que sostenía contra la 
intervención armada de la Gran Bretaña y de Francia en 
las cuestiones de las Repúblicas del Plata y sus tri- 
butarios." (i). 

En otras ocasiones la Unión Americana se ha visto 
forzada á contemporizar, como en Méjico durante la in- 
vasión napoleónica, hasta que, terminada la guerra de 
secesión, pudo exigir el retiro inmediato de las tropas 
francesas, principio de los sangrientos episodios que ter- 
minaron en la tragedia de Querétaro. Otras veces, por ñn, 
ha impuesto el arbitraje, como en la primera cuestión de 
Venezuela, ó ha contribuido, como en Cuba, con sus 
tesoros y su sangre, á la emancipación de un pueblo. 

Pero siempre y en todos los casos ha ido imponiéndose 
á la conciencia universal como im principio respetable de 
política militante. 

Algunas grandes Naciones la han reconocido expresa- 
mente: "Aceptando como aceptamos, francamente y sin 
reservas la doctrina de Monroe á que los Estados-Unidos 
parecen atribuir tanta importancia," decía no há mucho 
el Duque de Devonshire, en la Cámara de los Lores. (2). 
Lord Cranbome añrmaba en la de los Comunes que " nin- 
guna Nación ha cuidado más que Inglaterra de apoyar á 
los Estados-Unidos en el sostenimiento de la doctrina de 
Monroe." (3). El Primer Ministro, Balfour, manifestó por su 

(i) Digm of InUmaimuu Law, tomo VI, cap. 941, págt. 422 y 423. 
(a) Hamttrd^ 15 Diciembre 190a, House of Lords. 
(3) ^% 17 Febrero 1903, House of Commons. 
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parte, en un discurso pronunciado en Liverpool, que "la 
doctrina de Monroe no tiene enemigos en Inglaterra. No 
deseamos, dijo, ni colonización ni adquisición territorial 
en el hemisferio occidental. No tenemos la menor intención 
de ingerimos en el modo de gobierno de ninguna porción 
de ese Continente." (i). 

Nadie podria esperar que la Alemania aceptase con igual 
entusiasmo la doctrina de Monroe ; sin embargo, algo muy 
parecido á un reconocimiento implícito resulta de la 
Memoria en que el Embajador del Imperio comunicaba á 
los Estados-Unidos la acción que su Gobierno pensaba 
desarrollar en Venezuela. ''Consideramos de importancia, 
decía, hacer conocer nuestros propósitos al Gobierno de los 
Estados-Unidos, de modo de poder demostrar que no tene- 
mos otra cosa en vista que la defensa de nuestros ciuda- 
danos que han sufrido perjuicios. . . Declaramos especial- 
mente que en ninguna circunstancia tendremos en mira en 
nuestros procedimientos la adquisición ** 6 la occupación 
permanente " de territorio venezolano." (2). 

No es esto solo. En la primera Conferencia de La Haya, 
los Estados-Unidos firmaron el tratado de arbitraje hoy en 
vigor, con la reserva expresa — que las demás Potencias 
aceptaron por unanimidad se hiciera constar en los pro- 
tocolos — de que "nada contenido en la presente Con- 
vención será interpretado de manera de exigir que los 
Estados-Unidos tengan que apartarse de la política tradi- 
cional de no entrar, ni intervenir, ni complicarse en las 
cuestiones de administración interna de ningún Estado 
extranjero, ni nada que esté contenido en dicha Conven- 
- 

(i) ^evitw of Jíeviews^ Marzo 1903. 

(2) Pro- Memoria de ii Diciembre 1901, en Papera rehiimg i9 tke Farngn 
RekaUns t^the üniitd States^ 1902, pág. 194. 
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don se interpretará de modo que requiera el abandono 
por los Estados-Unidos de América de su actitud tradi- 
cional en las cuestiones puramente americanas" (i). 

Aceptada la doctrina de Monroe en esa forma de 
silenciosa aquiescencia por parte de las Potencias signa- 
tarias» é incorporada, en cierto modo, al derecho de gentes, 
parece que las operaciones de guerra financiera debieran 
haber quedado excluidas de la América del Sur. Ello no 
es asi, sin embargo. Hasta el momento presente se supone 
en Europa que los bloqueos y la ocupación de las aduanas 
son perfectamente compatibles con la independencia 
y la libertad de acaón de los gobiernos americanos. 
" Los Estados-Unidos mismos reconocen, decía Lord Cran- 
bome en la Cámara de los Comunes, que en la conducta 
de Inglaterra respecto de Venezuela no hay nada de con- 
trario á la doctrina de Monroe." Esta afirmación parece, 
por lo demás, estar de acuerdo con las palabras del Presi* 
dente Roosevelt en su Mensaje de 1901, que, trascritas» 
sirvieron de respuesta al Embajador alemán primero, y 
más tarde á la nota argentina. " No garantizamos á ningún 
Estado contra la represión que su mala conducta pudiera 
acarrearle, siempre que el castigo no asuma la forma de 
adquisición de territorio por una Potencia no ameri- 
cana.*' (2). 

Queda por averiguar si la insolvencia en que se incurre 
de buena fé, por la pérdida de las cosechas ú otros fenó- 
menos de la naturaleza por ejemplo, insolvencia de cuya 
verdad se erige en único juez el acreedor, puede calificarse 
de mala conducta y merecer represión. 



(1) HOLLS, Tké Pmci Cmfirence ai The Hague, pág. aya 
(3) l'lí^én ftiatit^ tú ihi FanigH JíéüiUms qf ike ümUd States^ 1909» 
píg. «95. y «903, P<g. 90a 
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La forma de castigo que el Embajador alemán proponía^ 
era la siguiente: "Después de haber presentado un ulti- 
mátum, se considerará si es suficiente medida de coerción 
el bloqueo de los dos puertos venezolanos más importantes : 
La Guayra y Puerto Cabello, ya que el cobro de los de- 
rechos de importación y exportación, que es casi la única 
fuente de renta de Venezuela, se haría de este modo im- 
posible. Se dificultaría así también el aprovisionamiento del 
país, que principalmente depende de la importación del 
maíz como alimento. Si esto no bastara, tendríamos que 
considerar la ocupación temporal por nuestra parte de 
diferentes puertos venezolanos y el cobro de derechos en 
esos puntos." (i). 

Rigurosas medidas eran estas y muy bien calculadas 
para forzar la mano al Gobierno venezolano y arrancarle 
concesiones y reconocimientos justificados ó no. (2). 

Era precisamente la cuestión que la nota argentina había 
planteado. " El cobro militar de los empréstitos supone la 
ocupación territorial para hacerlo efectivo, y la ocupación 
territorial significa la supresión ó subordinación de los 
gobiernos locales en los países á que se extiende, lo que 
es contrario á la doctrina Monroe." 



(O Ihid, ¡oc, cii,, pág. 194. 

(2) En ese concepto es proverbial U ligereza con que los Gobiernos pro- 
ceden á exagerar el monto de las reclamaciones. Napoleón III intimó el pago 
de quince millones de dólares por la emisión de los títulos del banquero 
Jecker, que en realidad habia entregado setecientos cincuenta mil pesos al 
gobierno revolucionario de Méjico. Digest cf International Law^ tomo VI, 
pág. 494. — En el último conflicto de Venezuela, Alemania reclamaba 
7.50O,cxx) bolibares, de los cuales la comisión mixta reunida en Caracas le 
adjudicó solamente 3.000,000. Las reclamaciones italianas ascendían á 
39.000,000 de bolívares, y fueron reducidas por las comisiones á menos de 
3.000,00a Digtst rf International LaWt tomo VI, pág. $91. Cf» Atlantic 
Monthly, Octubre de 1906, pág. $46. 
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El Mensaje de 1823 establece, en efecto, como lo hemos 
dicho, no sólo que este Continente no será entregado en 
adelante á la colonización europea, sino también que las 
Potencias de £unq>a no podrán oprimir á las nuevas 
nacionalidades ni r^^ir (control) de ninguna manera sus 
destinos (i). Y preciso es reconocer que no puede haber 
influencia más efectiva, ni opresión más iimiediata que la 
resultante del embargo de las rentas y de los recursos de 
un país. La afirmación de que la posesión material del suelo 
y los embargos son transitorios, no altera en forma alguna 
esta manera de pensar. Basta recordar que la Gran 
Bretaña administra desde hace veintiséis afios el Egipto 
á título temporal y transitorio y con el solo objeto de 
ordenar sus finanzas. Los cobros coercitivos, con su cortejo 
de violencias, vendrían así á dejar más de una vez en 
descubierto á la doctrina de Monroe. 

Esta situación anormal es la que los Estados-Unidos 
han querido evitar por diversos arbitrios. 

Cuando en 1861 Inglaterra, España y Francia resolvieron 
intervenir en Méjico, á consecuencia de la suspensión de 
los servicios de empréstitos extranjeros decretada por el 
Presidente Juárez, el Secretario Seward, temeroso de la 
violación del suelo americano por las Potencias expediciona- 
rias» ideó la negociación de tm tratado con la República 
deudora por el cual los Estados-Unidos se harían cargo del 
servicio de la deuda de aquel país por un término de cinco 
años, apartando asi todo motivo de intervención exterior. 
£1 Senado norte-americano desaprobó el procedimiento, y 



(i) Esta flegunda declaración, según Foster, el distinguido ex-Secretario 
de Estado do la Unión Americana, encarna un principio viTÍente que debe 
aplicarse cada res que las circ un stan ci as lo hagan necesario. — ^Fostbr, A 
CetUury rf Ammcan Diplomoey, pág. 442. 
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los sucesos se desarrollaron en la forma que es conocida, 
hasta la evacuación del territorio por parte de Francia, que 
desde el primer momento habia quedado scJa en la con- 
tienda. La doctrina de Monroe tuvo así que oponer, en 
definitiva, un veto directo á las ambiciones de Napokóa 

En igo4 pareda inminente una nueva coerción de parte 
de las Naciones europeas contra la República de Santo 
Domingo, caída en plena bancarrota. El Presidente Roose- 
velt evitó la reproducción de las escenas de Venezuela, 
concluyendo el tratado de 4 de Febrero de 1905, que ofrece 
más de una semejanza con el proyectado en otro tiempo 
por Seward. 

Por el arreglo actual los Estados-Unidos, á la vez que 
garantizan la integridad territorial de la República domini- 
cana, toman á su cargo las aduanas, administran las rentas 
y hacen repartos parciales á los acreedores á cuenta de sus 
respectivos créditos, exactamente como lo haría el admi- 
nistrador ó síndico de una casa comercial concursada. 
Entendemos que ese tratado acaba de obtener la ratificación 
del Senado americano, pero antes de ello había comenzado 
á regir por un convenio provisional, en cuya virtud el 
Gobierno de la isla designó como receptores de aduana á 
las personas confidencialmente indicadas por el Presidente 
de la Unióa 

Las razones del tratado han sido expuestas en forma 
conceptuosa por el Presidente americano en su Mensaje 
al Senado : " Cuando la condición de los negocios toma 
el carácter que ha asumido en Santo Domingo, ó tenemos 
que sometemos á la probabilidad de que se infrinja la 
doctrina de Monroe, ó tenemos que convenir en algún 
arreglo como el que ahora se somete al Senado. Según él, 
las aduanas serán administradas pacíficamente, honesta- 
mente, económicamente y de su producto se entregará el 
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45 % al Gobierno dominicano, empleando los Estados- 
Unidos el remanente para ps^ar las deudas en proporción 
equitativa En cuanto á nosotros, cumplimos simplemente, 
de una manera pacífica, — ^no sólo con la cordial 
aquiescencia, sino por apremiante solicitud del Gobierno in- 
teresado, — una parte de los deberes internacionales que 
están involucrados en la doctrina de Monroe. Debemos 
mostrar que cumplimos esos deberes de buena fé y sin 
intención de engrandecemos á expensas de nuestros 
vecinos más débiles» ó de obrar de otra manera que la que 
ccmduzca á beneficiar á esos vecinos débiles y á las Po- 
tencias europeas que puedan ponerse en contacto con ellos. 
Es necesario en el más alto grado que probemos por 
nuestra acción que el mundo puede confiar en nuestra 
lealtad y entender que ese deber internacional será 
cumplido por nosotros de buena fé, no sólo en nuestro 
propio interés, sino en el de otras naciones y con estricta 
justicia para todas. Si esto sucede, la aceptación general 
de la doctrina de Monroe se producirá, y eso significará 
una ampliación de la esfera en que los recursos pacíficos 
para el arreglo de las cuestiones internacionales ha de 
excluir gradualmente las medidas de guerra." 

En su Mensaje al Congreso de Diciembre de 1905, el 
mismo Presidente decía : 

" Debemos poner de manifiesto que no nos proponemos 
permitir que la doctrina de Monroe sea usada por ninguna 
Nación de este Continente como un escudo para defenderse 
de las consecuencias de su propia mala conducta contra los 
Gobiernos extranjeros." . . Pero luego observaba: "Es 
posible que en cualquier tiempo nos veamos confrontados 
con muy desagradables alternativas. Por una parte este país 
no irá ciertamente á la guerra para impedir que un Gobierno 
extranjero cobre una deuda justa, y por otra no es conve- 
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niente permitir que ese Gobierno extranjero tome posesión* 
aunque sea temporalmente, de las aduanas de una Re- 
pública americana para imponerle el pago de sus obliga- 
ciones. . . La única salida en tal alternativa es que hagamos 
algún arralo." (i). 

Dentro del principio inspirador del tratado dominicano 
se reconoce así á las Potencias el derecho de cobrar por la 
fuerza, en este Continente, los créditos de sus subditos; 
pero como esto sólo puede hacerse efectivo con la ocupa- 
ción de territorios y aduanas, los Estados-Unidos, en salva- 
gruarda de la doctrina de Monroe, asumen una especie de 
magistratura suprema ó superintendencia sobre las 
Naciones sud-amerícanas caídas en mora, haciéndose admi- 
nistradores de sus finanzas y recaudadores de sus rentas 
para repartirlas equitativamente entre los acreedores, muy 
felices por cierto, cuando no tengan ulteriores miras, de 
encontrar un agente de tal magnitud para la defensa de 
sus intereses. 

El expediente es sin duda eficaz en el sentido de apartar 
momentáneamente las intervenciones europeas, pero tiene 
inconvenientes muy graves. 

La seg^dad del cobro inmediato y sin molestia tenderá 
en algrunos países á fomentar los empréstitos sospechosos 
y las negociaciones poco escrupulosas, contratadas, no 
pocas veces con gobiernos revolucionarios ó con fortuitos 
dictadores que no vacilan en gravar á las generaciones 
futuras, comprometiendo el porvenir económico y el desen- 
volvimiento ulterior de las Repúblicas 

Tiene, además este método el defecto más serio de que, 
en cierto modo, lastima la soberanía y por lo mismo hiere 
las susceptibilidades del Estado caído en interdicción, por 

(i) Annual Register^ 1905, pág. 450. 



ANTECEDENTES. 79 

más que éste convenga por tratado en delegar al poderoso 
gestor una parte de sus facultades de gobierno. 

Esta situación, de suyo delicada, contribuirá seguramente 
á producir alejamientos y á despertar recelos de protecto- 
rados y otros predominios entre los Estados-Unidos y las 
demás Naciones de América, cuando todo debe hacerse 
para allanar el camino de una perfecta cordialidad y buena 
inteligencia. 

"Si la doctrina Drago se aceptara, decía hace poco la 
" National Review " de Londres, la doctrina Monroe tendría 
pocos terrores para Sud-América, desvaneciéndose el 
espectro de los Estados-Unidos en el ejercicio de un poder 
internacional de policía. El temor de que los Estados- 
Unidos desplieguen ese poder es lo que mantiene separados 
á los dos Continentes." (i). 

Pero las ideas de gobierno son, ó deben ser ante todo, 
experimentales, y por lo mismo marchan y se abren paso 
lenta y laboriosamente. 

Las sociedades, con su vasto intrincado y complejo me- 
canismo, tienen que ser manejadas con gran tacto y pre^ 
cauciones infinitas, merced á una serie de transacciones y 
de circunstancias que cambian y se diversifican de momento 
á momento. 

£1 problema es más arduo en el terreno internacional, 
porque deben conciliarse los requerimientos de grandes 
grupos humanos, de tendencias encontradas cuando no 
hostiles. 

Como en el polígono de las fuerzas, la dirección del 
movimiento es siempre una resultante de solicita- 
ciones divergentes. Bienaventurada la acción cuando, 



(i) Nati9na¡ Riview^ '* American AflUrs,'* Londres, Noviembre 1906, 
P^. 507. 
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como en este caso, se puede trazar una linea constante de 
avance. 

Mr. Hay contestó á la nota argentina con una evasiva 
ceremoniosa, pero cordial " Sin aceptar ni rechazar, decía 
su despacho, las doctrinas hábilmente expuestas por el 
Ministro argentino de Relaciones Exteriores." Mr. Root 
fué más explícito. En la nota dirigida á la Comisión del 
Programa para la Conferencia de Rio de Janeiro, se ex- 
presó de este modo: " Si la aceptación del principio de que 
los contratos entre una nación y un individuo no son cobra- 
bles por la fuerza, asunto sobre el cual el Dr. Drago 
dirigió una hábil nota en igo2. . ., si la aceptación de este 
principio puede asegurarse en La Haya, creo que se habrá 
dado un paso muy importante en el sentido de disminuir 
las causas de guerra.** (i). Por último, en el banquete cele- 
brado en su honor en el teatro de la Opera de Buenos 
Aires, el eminente Secretario de Estado acentuó aún más 
su opinióa " Pensamos, dijo, que el cobro por la fuerza, de 
deudas provenientes de contratos, es una incitación á que 
se cometan abusos que en sus resultados necesarios son 
mucho peores^ mucho más funestos para la humanidad, 
que si quedaran sin pagar las deudas de cualquier Nación. 
Consideramos que el uso del ejército y la armada de una 
gran Potencia para compeler á una Nación más débil á 
responder de contratos con un particular, es una incitación 
á especular con las necesidades de países débiles, y una 
infracción de la soberanía de los mismos ; y como siempre 
hemos sido contrarios á ella, creemos que quizá no hoy ni 
mañana, pero sí en el proceso lento del futuro, el mundo 
ha de llegar á compartir esta opinión." (2). 

(i) Nota dirigida á la Comisión del Programa de la Conferencia de Río 
Janeiro por el Secretario Root, 22 Enero 1906. 
(2) Spteches m South Amerüa^ pág. 158. 
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Por últímo, el Presidente Roosevelt ha escrito en su 
Mensaje de 6 de Diciembre de 1906 : '^ £n mi Mensaje de 
5 de Diciembre de 1905 llamé vuestra atención hacía 
la situación difícil que podría crearse á este Gobierno si 
las Naciones extraajeras ejercieran el derecho de cobrar 
por la fuerza de las armas las deudas de las RepúbUcas 
americanas, emanadas de contratos celebrados con 
dudadanos de las naciones recaudadoras, y del peligro que 
habría de que el proceso de cobro compulsivo pudiera con- 
cluir en una ocupación de territorio con tendencia á hacerse 
permanente. Dije entonces que nuestro Gobierno se ha 
nagado siempre á exigir el cumplimiento de las obligaciones 
contractuales apelando á las armas. Es muy de desear que 
todos los Gobiernos extranjeros adopten esta manera de 
pensar.'' 

Todos estos antecedentes han traído la resolución del 
Congreso Pan-Americano de Río Janeiro recomendando á los 
Gobiernos allí representados, que consideren la convenien- 
cia de someter á la Segunda Conferencia de La Haya " la 
cuestión relativa al cobro compulsivo de la deuda púbHca, 
y en general los medios que tiendan á disminuir entre las 
Naciones los conflictos de or^n pecuniario," lo que, á 
dedr verdad, ha oscurecido en cierto modo el problema» 
extendiéndolo á toda clase de reclamaciones de dinero» 
cualquiera que sea su orígea (i). 



(i) En nn ardcnlo pablicado ea la ^ortA American Jíetniw, oorrespon- 
dimtesl 15 de Octubre 1906, con el título de £1 Dtntho /nUmaeiomal y Ut 
Dúcttma Drago^ el Profesor George Windfield Scott dice lo siguiente : ** £ 
Doctor Dimgo solamente quiso que los Estados-Unidos adoptaran una política 
suplementaria de la doctrina de Monroe, coo el objeto de que la deuda pública 
de los Estados americanos no dé lugar á la intervend^ armada ni ¿ la ocupa- 
ción efectiva de territorio por las Potencias europeas. Llamamos la atendía 
sobre la diferencia que existe entre la proposición originalmente formulada 
por el Doctor Dn^ y la cuestión presen t ada en la discusión en Rio de 

G 
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Resumamos las ideas expuestas y las conclusiones que de 
ellas se desprenden. 

Hemos hecho notar la diferencia que existe entre los 
contratos ordinarios en que el Estado procede como per- 
sona jurídica, adquiriendo derechos y aceptando obliga- 
ciones definidas respecto de determinados individuos par- 
ticulares. Esos contratos van á los tribunales ó cortes ccki- 
tendosas de reclamaciones en caso de falta de ejecución 
por parte de los Gobiernos, rigiéndose cuando hay denega- 
ción de justicia por principios comunes y aceptados de 
derecho internacional, sobre los cuales no habría para qué 
volver. 

La deuda proveniente de empréstitos internos ó ex- 
temos, con emisión de bonos ó títulos de determinado in- 
terés^ constituye lo que técnicamente se llama "deuda 
pública " propiamente dicha^ ó " deuda nacional" Ella no 
dá ni puede dar lugar á acciones judiciales, según quedó 
explicado, porque los bonos ó fondos púbUcos que la cons- 
tituyen salen á la circulación como el papel-moneda, y su 
servicio se atiende ó es suspendido en virtud de actos 
de soberanía, perfectamente caracterizados como tales. 

Digimos que á esa deuda pública, y nó á otra, se reñrió 
la nota argentina de 29 de Diciembre de 1902, porque es 



Janeiro. El Doctor Drago propuso una cuestión de política á los Estados 
Pan- Americanos. La resolución adoptada en Río de Janeiro entraña el someter 
al Congreso de La H^jk una cuestión de derecho." 

Agregaremos, por nuestra cuenta, que ese carácter politico y la forma en 
•que la proposición fué avanzada como doctrina de América, destinada á regir 
en este Continente, es lo que individualiza y dá fisonomía propia á la inicia- 
tiva de la cancillería argentina, y probablemente lo que ha valido á la tesis, 
entonces enunciada por primera vez, el nombre tan halagttefto para nosotros 
■con que es hoy generalmente conocida en los Estados-Unidos y en Europa, y 
á que sólo nos referimos para excusamos de la necesidad en que nos hemos 
-visto de conservarlo en algunas de las trascrídones y citas de este estudio. 
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SU cobro manu miliiari lo que origina consecuencias más 
graves. 

Puede siempre, en efecto, hacerse frente, con dificultad 
ó sin ella, á las reclamaciones individuales aisladas, pro- 
venientes de contratos ordinarios^ evitándose en último 
caso, por medio del pago, la acción, aun injusta, que pudiera 
ejercer un Gobierno extranjero. 

Con la deuda pública propiamente tal, no ocurre lo 
mismo, porque la suspensión de su servicio acusa siempre 
una perturbación profunda de las finanzas y de los recursos 
económicos del país deudor. 

Sobreviene entonces la intervención, y laintervenciónpor 
tiempo indefinido, el doble ccmtrol del Egipto, las comi- 
siones de Turquía, la subordinación, en fin, de los gobiernos 
locales á las Naciones acreedoras, tantas veces repetida en 
la historia reciente. 

Eso es lo que la República Argentina ha querido evitar. 

Su doctrina es por eso, ante todo y sobre todo, una doc- 
trina política. 

Si jurídicamente la deuda pública no puede ser objeto 
de compulsión internacional, como todo induce á pensario^ 
no hay razón para que las Naciones europeas intenten 
cobrada de ese modo en Sud- América. 

Pero, si se ll^^ara á demostrar, por el contrario, que la 
coerción es legítima con arreglo á derecho, nosotros 
seguiríamos sosteniendo que los métodos violentos de 
cobro no nos son aplicables, porque ellos representan 
desde el primer momento, ó pueden llevar muy pronto, á 
la subordinación y la conquista, que la política tradicional 
de ambas Américas ha excluido para siempre de sus 
territorios. 

LUIS M. DRAGO. 
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PROPOSICIÓN AMERICANA 

Concerniente al empleo de la fuerza para el cobro 

de deudas públicas ordinarias, originadas de 

Contratos. 

Con el fin de evitar entre las naciones los conflictos 
armados de origen puramente pecuniario, prove- 
nientes de deudas contractuales, reclamadas al 
Gobierno de un país por el Gobierno de otro país 
como debidas á sus subditos ó ciudadanos, y á fin 
de garantizar que todas las deudas contractuales de 
esa naturaleza que no hayan sido arregladas ami- 
gablemente por la vía diplomática sean sometidas 
al arbitraje, se conviene en que ningún recurso á me- 
didas coercitivas que implique el empleo de fuerzas 
militares ó navales para el cobro de tales deudas 
contractuales podrá tener lugar hasta que no se 
haya hecho una oferta de arbitraje por el recia- 
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luante, que haya sido rechazada ó dejada sin res- 
puesta por el Estado deudor, ó hasta que el 
arbitraje no haya tenido lugar y el Estado deudor 
haya dejado de conformarse á la sentencia pro- 
nunciada. 

Queda convenido que este arbitraje se hará de 
conformidad con el procedimiento del Capítulo III 
de la Convención para el reglamento pacífico de 
los conflictos internacionales, adoptada en La 
Haya, y que determinará la justicia y el monto de 
la deuda, el tiempo y modo de su arreglo y la 
garantía, si hay lugar, que haya de darse durante 
los plazos del pago. 
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PRIMERA COMISIÓN DE LA CONFERENCIA 
DE LA PAZ. 



Extracto de la Sesión de i6 de Julio de 1907. 

iVersiém O/kiai,^ 

Su Excelencia el General HORACIO PORTER. 
Delegado de los Estados-Unidos^ toma la palabra y 
recuerda que la Delegación de los Estados-Unidos ha 
sometido, hace ya algunas semanas, á la Sub-comisión una 
proposición ccmcemiente al pago de deudas contractuales 

Desea precisar hoy, muy brevemente, su carácter y su 
alcance. 

Existe un sentimento general, que va creciendo, según 
el cual el empleo de la fuerza armada para el cobro de 
una deuda contractual no legitimada á ima Nación deudora, 
st no se le restringe por algún acuerdo general inter- 
nacional, puede U^;ar á ser la fuente más fecunda de con- 
flictos» ó, á lo menos, puede dar lugar á bloqueos, á ame- 
nazas de hostilidades, á rumores de intenciones belicosas, 
muy propias para inquietar al ccMnerdo, para impresionar 
desfavorablemente el mercado, para crear un sentimiento 
de malestar, y para perturbar así, no solo á los países in- 
teresados en la querella, sino también á aquellos que son 
eztraík» á ella. 

Si la Nad^ deudora resiste, la guerra se hace inevitable 
Si para obligarla á que ceda se recurre á lo que se llama, 
un ''bloqueo padñco»" hay de parte de las naciones 
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comerciales neutras una tendencia creciente á no re- 
conocerlo, y la guerra tendrá entonces que declararse para 
poderlo hacer efectivo. Además, puede ocurrir que otros 
Estados tengan reclamaciones que formular contra el 
mismo país^ y no dejarán de protestar contra el embargo 
arbitrario llevado á cabo por un acreedor aislado, sobre 
la propiedad de su deudor común. 

El caso que se presenta más frecuentemente es el de 
un capitalista ó de un especulador que, privando á su país 
de sus servicios y de su dinero, va á correr aventuras en 
el extranjero, con el único objeto de aumeiftar su fortuna 
particular. 

Si gana millones, no compartirá su beneñcio con su 
Gobierno; pero si pierde, llegará á pedirle que haga la 
guerra para asegurarle las sumas que pretende le son 
debidas^ y que frecuentemente son desmesuradamente 
exageradas. Las condiciones onerosas exigidas para el 
préstamo prueban que el prestamista se dá cuenta de la 
importancia del riesgo que corre. Con bastante frecuencia 
compra á vil precio en el mercado los títulos de renta del 
Estado deudor y pide que le sean reembolsados á la par. 

En realidad, en el juego que emprende cuenta con hacer 
admitir el principio de: ''con cara gano, con cruz tú 
pierdes." 

El Ministerio de Negocios Extranjeros de su país^ al 
que acude, no tiene en general ningún medio á su disposi- 
ción para realizar una investigación completa sobre la 
cuestión, para procurarse y examinar todos los documentos 
necesarios, para informarse de las pruebas de la parte 
adversa y para darse una idea exacta de los verdaderos 
méritos del caso que le es sometido. No tiene ningún 
jurado para verificar los hechos, ninguna Corte com- 
petente é imparcial que le ilustre sobre la cuestión de 
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jurisprudencia^ para pronunciarse sobre la equidad de la 
reclamación. Si toma una resolución, el Ministerio de 
Negocios Extranjeros comprenderá que viola uno de los 
principios primordiales de la administración de justicia, 
admitiendo que una sentencia pueda pronunciarse única- 
mente por una de las partes interesadas en el litigio. 

Si se obtiene el monto de la reclamación por un medio 
tan grave como el empleo de la fuerza armada, los con- 
tribuyentes de la Nación que ejerce la coacción tendrán 
que pagar para enriquecer á un capitalista ó un especulador 
que ha querido correr el riesgo de ganar ó de perder en un 
país extranjero, aim cuando los gastos del cobro sean 
cien veces superiores al monto de su reclamación 

Entre las cuestiones de que puede tener que ocuparse 
un Ministro de Negocios Extranjeros, ningunas son más 
fastidiosas ni más llenas de embarazo que las reclama- 
ciones pecuniarias de los particulares contra im Gobierno 
extranjero^ cuando se formulan según las propias avalúa- 
dcxies de los interesados, y se exige su pago aun cuando 
ello deba traer la formidable eventualidad de un acto de 
guerra. 

Si se hiciera saber á los capitalistas y á los especuladores 
que emprenden negocios financieros con un Gobierno ex- 
tranjero que deben atenerse al principio caveat emptor. 
ó si se les hiciera comprender, por lo menos, que el Go- 
bierno de su país no pondría sus medios de coerción al 
servicio de sus reclamaciones hasta tanto que ellas no 
hubieren sido legitimadas por una sentencia, hasta tanto que 
una Corte competente ó un arbitraje no hayan deter- 
minado su verdadero valor y no hayan reconocido que la 
Nación deudora ha rehusado arbitrariamente someterse á 
la sentencia dictada, las cancillerías se verían aliviadas de 
uno de sus deberes más vejatorios y más embarazosos. 
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La historia registra el hecho de qae la mayor parte de 
esta dase de demandas presenta una exageración en bs 
sumas reclamadas verdaderamente asombrosa. 

Las estadísticas muestran que durante los últimos se- 
senta aflos comisiones mixtas y tribunales de arbitraje 
han examinado trece reclamaciones de las más importantes 
por daños, indemnizaciones» deudas contractuales no 
pagadas» reclamadas como debidas por los subditos ó 
ciudadanos de un país al Gobierno de otro pa(& La suma 
más fuerte que se haya acordado, en ningún caso ha sido 
mayor del 8o % del monto de la reclamación, en tanto 
que en otros casos el porcientaje ha caido á la cifra ridicula 
de tres cuartos de uno por ciento. 

Uno de nuestros compatriotas americanos celebró con 
un Gobierno extranjero un contrato que le permitía fabricar 
materiales de construcción; habiéndose suscitado dificul- 
tades sobre la ejecución de ese contrato, fué rescindido. El 
concesionario aprovechó la ocasión para pedir una in- 
demnización de unos 450,000 pesos, que le fué rehusada. 
Obtuvo que el Gobierno de los Estados-Unidos se hiciera 
cargo de su causa, y después de larga correspondencia^ 
trámites y negociaciones» acabó por enviar una escuadra 
de 19 buques de g^rra para apoyar la redamación del 
americano. En fin, después de 16 años de esfuerzo, nuestro 
Gobierno no consiguió cobrar un solo centavo, y gasto 
más de doce millones para llegar á ese resultado. Con- 
sideramos esta lección como instructiva, pero también 
costosa. Para emplear una expresión corriente : '' el juego 
no vale la candela." 

Sucede a^[unas veces que los nacionales de una Potencia 
llegan á decidir á su Gobierno á que envíe una flota paxa 
f orzar á otro Gobierno, por razón de una falta de pago de 
los intereses de obligadones pertenedentes á ellos. £1 



EN LA CONFERENCIA DE LA HAYA. 93 

anuncio de tal medida causa una alza en los mercados. Estos 
nacionales se aprovechan de ello para vender sus obliga- 
ciones con un beneñdo en mercados extranjeros, de suerte 
que después de que la Potencia reclamante ha hecho gastos 
y ha soportado barahundas para obtener un pago, el 
beneficio va sobre todo á extranjeros. Estos ejemplos 
deberían apartar para siempre á las naciones civilizadas de 
recurrir á medidas arbitrarias de coerción para imponer á 
un país extranjero el pago de una deuda (bien entendido 
de una deuda contractual) que no hubiere sido previamente 
sancionada por un Tribunal imparcial. 

Tales medidas coercitivas equivalen á la práctica en vigor 
antiguamente de aprisionar por deudas á los particulares^ 
salvo que esa coerción no podía ser ejercida contra el 
deudcn: hasta tanto que un Tribunal competente no hubiera 
pronunciado r^^larmente una sentencia en favor del 
acreedor. De la misma manera que el sostenimiento del 
prísicxiero se convertía en una carga para el Estado, y que 
su reclusión le impedía ganar con qué pagar su deuda y aun 
proveer á las necesidades de su familia, de la misma manera 
el bloqueo de un puerto de una Nación deudora, la destruc- 
ción de sus bienes por las escuadras enemigas^ que inter- 
rumpen su comercio con el extranjero, la privan de las 
rentas que saca de su aduana, y pueden VLegax aun á 
obligarla á haoer gastos para oponer la fuerza á la fuerza. 
Esto no sirve sino para disminuir los medios que podría 
tener de pagar sus deudas. 

La prisión por deuda que se aplicaba á los particulares 
ha acabado por ser mirada como ilógica, cruel é ineficaz, 
y ha sido generalmente abolida. La práctica análoga' em- 
pleada por las Naciones contra un Estado deudor debería 
ser igualmente abandonada 

Los cobros forzosos pueden dar lugar á una demanda 
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de pago en el momento en que la Nación deudora haya 
tenido que soportar tal vez una insurrección, una revdu- 
ción, la pérdida de sus cosechas, una inundación, un temblor 
de tierra ó cualquiera otra calamidad que no haya podido 
impedir, y cuando por lo mismo no tiene recursos para 
pagar inmediatamente, en tanto que podría hacer honor 
á sus obligaciones si se le concediera un plazo razonable. Se 
podrían citar ejemplos ntmierosos de Estados que en cierto 
momento no pudieron pagar sus deudas á su vencimiento, 
pero que, habiendo obtenido un plazo conveniente, cum- 
plieron, comprendiendo los intereses, todas sus obligaciones, 
y gozan ahora de un gran crédito en la familia de las 
Naciones. 

Ni el prestigio ni el honor de im Estado pueden ser 
considerados en juego si rehusa imponer por la fuerza el 
pago de una deuda contractual debida ó reclamada como 
debida á uno de sus nacionales por otra Nación. Ellos 
mismos no tienen ningún derecho á que un contrato privado 
sea convertido en una obligación nacional Si así fuere, ello 
equivaldría acaso á concederles desde el principio la 
garantía de su Gobierno para el pago. 

Los más eminentes escritores de Derecho Internacional 
son de opinión que el Estado no tiene aquí ninguna obliga- 
ción respecto de sus subditos ó nacionales, y que su acción 
es» en semejante caso, puramente facultativa. 

A la par que esos autores difieren en lo que concierne á 
la conveniencia de la intervención, las investigaciones 
demuestran que la mayor parte de entre ellos admite que 
tal estado de obligación no existe. 

Las citas siguientes, sacadas de los escritos de hombres 
de Estado, diplomáticos» y jurisconsultos eminentes sobre 
este asunto, son preciosas é instructivas: 

Lord Palmerston, en 1848, en una circular dirigida á 
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los representantes de la Gran Bretaña en el extranjero, 
respecto de reclamaciones hechas en vano por subditos 
ingleses portadores de títulos de renta y de obligaciones 
de Estados extranjeros^ después de haber afirmado que la 
cuestión de saber si el Gobierno debía hacer del asunto 
objeto de negociaciones diplomáticas era enteramente una 
materia de apreciación y de ningún modo *'na cuestión de 
Derecho Internacional, decía: "Los Gobiernos sucesivos 
de la Gran Bretaña han pensado hasta aquí que no era de 
desear que los subditos ingleses colocaran sus capitales en 
empréstitos de Gobiernos extranjeros, en vez de emplearlos 
en empresas provechosas en su propio país ; y con el objeto 
de apartarlos de consentir en préstamos aventurados á 
Gobiernos extranjeros, que por impotencia ó por mala 
volimtad no pagaran tal vez el interés estipulado, el Go- 
bierno británico ha pensado hasta aquí que la mejor 
política era abstenerse de tomar á su cargo, para con- 
vertirlas en cuestiones internacionales, las quejas formu- 
ladas por los subditos ingleses contra los Gobiernos 
extranjeros que, á consecuencia de semejantes operaciones 
financieras^ han faltado á sus compromisos." 

En 1 86 1, Lord John Russell, en una comunicación, 
escribía : " No ha entrado en la política del Gobierno de 
S. M., aun cuando se haya reservado siempre la libertad 
de hacerlo, intervenir autoritariamente en favor de 
aquéllos que han decidido prestar su dinero á Gobiernos 
extranjeros." 

Lord Salisbuiy, en 1880, se pronuncia en favor de la 
misma política. 

En el curso de una discusión en el Parlamento británico, 
Diciembre de 1902, pendiente aún la diferencia con Vene- 
zuela, Mr. Balf our. Primer Ministro, se expresaba así : " No 
niego, admito de buena gana que los portadores de renta 
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pueden ocupar una situación internacional susceptible de 
exigir una acción internacional ; pero considero tal acción 
internacional con el mayor recelo y la mayor sospecha, y 
dudo que en el pasado hayamos ll^[ado á hacer la guerra en 
favor de los portadores de renta, en favor de aquellos de 
nuestros compatriotas que han prestado dinero á .^ Go- 
bierno extranjeix), y con&eso que vería con el mayor pesar 
que este procedimiento entrara en las prácticas de este 
país." ^ 

Alejandro Hamilton, en los primeros tiempos del Go- 
bierno de los Estados-Unidos» afirmaba los mismos 
principios diciendo: "Los contratos entre una Nación 
y los particulares son obligatorios según la conciencia del 
Soberano, y no pueden ser objeto de medidas coercitivas. 
No confieren ningún derecho .de acción contrario á la 
voluntad del Soberano." 

En 1871, Mr. Fish, entonces Secretario de Estado de 
los Estados-Unidos, escribía: ''La política y la práctica 
que nos hemos propuesto desde hace mucho tiempo han 
sido las de rehusar la intervención formal del Gobierno, 
salvo en los casos de perjuicios, de daños causados á las 
personas y á los bienes, que el derecho común define bajo 
el nombre de agravios y considera iníligidos por la fuerza, 
y nó como consecuencia de compromisos voluntarios ó 
contratos." 

En 1 881, Mr. Blaine, Secretario de Estado de los 
Estados-Unidos, escribía que una persona "que celebra 
voluntariamente un contrato con el Gobierno ó con los 
nacionales de un país extranjero, cualesquiera que sean los 
agravios que pueda tener ó las pérdidas que pueda ex- 
perimentar por causa de ese contrato, debe someterse, para 
repararlos, á las leyes del país á que pertenece el Gobierno 
ó los nacionales con los cuales ha contratado." 
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En 1885, Mr. Bayard, entonces Secretario de Estado de 
los Estados-Unidos» escribía en un despacho á este 
respecto : " Todo lo que nuestro Gobierno admite cuando 
la reclamación es puramente contractual, es interponer sus 
buenos oficios, en otros términos, llamar la atención del 
Soberano extranjero hacia la reclamación; eso es todo 
lo que se hace si la reclamación se funda en una prueba 
sólida y clara" 

El Presidente Roosevelt, en 1906, se expresaba á este 
respecto como sigue : " De mucho tiempo atrás la política 
constante de los Estados-Unidos ha sido no emplear la 
fuerza armada para el cobro de deudas contractuales or- 
dinarias» debidas á sus nacionales por otros Gobiernos. 
No hemos creído que el empleo de la fuerza para seme- 
jante objeto fuera compatible con el debido respeto á la 
independencia y á la soberanía de los otros miembros de 
la familia de las naciones." (i). 



(i) Respecto de la política de Palmenton, véanse más adelante los discarsos 
dd Dr. Drago en la sesión de 18 de Julio y el Apéndice. Palmeiston y los 
Ministros que lo sucedieron han sostenido siempre el derecho de la Gran 
Bretalla de intervenir por la ínerEa para el cobro de deudas. Véase la cir- 
cular de 1848, que se publica completa en el Apéndice. G>n respecto á 
Hamilton, léase el citado discurso del Dr. Drago y el Apéndice. En cuanto ¿ 
Blaine, el despacho de 1881, citado por el General Porter, sostiene precisa- 
mente lo contrario, pues acaba proponiendo á Frauda la toma de posesión 
de las aduanas de Venezuela para distribuir á prorata sus entradas entre los 
acreedores eztnnjeros. (Discurso del Dr. Drago en el Comité de examen de 
la Primera Comisión, y Apéndice.) Los Estados-Unidos han proclamado 
muchas veces la política de intervención por la fuerza para el cobro de 
deudas ¿ los Gobiernos, como k> demuestra el mismo General Porter en el 
caso dtado por él en que se gastaron doce millones para obtener d cobro de 
una leclamadón de 450,000 pesos. Esa política de intervendón ha sido soste- 
nida y llevada ¿ cabo muchas veces. Véase los despachos del Secretario de 
Estado Cass y de Fredlinghuyse en el Apéndice. 

En d primer Congreso Pan-Americano de Washington, en 1899, el repre- 
sentante de los Estados-Unidos sostuvo el cobro por la fuerza de toda espede 

H 
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Se vé que la opinioa pública moderna se opone resuelta- 
mente al cobro de deudas contractuales por la fuerza. £1 
American faurnai of InternationíU Lánv, en su última 
entrega trimestral dice : ** La tendencia entre los publicistas 
se inclina ciertamente á admitir el principio de no inter- 
vención como regla correcta normal y constante del 
derecho internacional y de la práctica." 

En el número de los juríconsultos modernos más versados 
en las cuestiones de derecho internacional que ni^^ el 
derecho de intervención ó admiten el principio de no inter- 
vención, con ó sin reservas, se pueden citar los siguientes: 
De Martens, Bonfils» Jefter, Woolsey, Wilson y Tucker, 
Walker, de Floecker, Listz, Despagnet, Riviere, Nys> 
Merignac y otros 

No es necesario recordar la consideración y el estudio 
profundo de ese asunto y la discusión completa de esta 
cuestión y de otras que se refieren á ella, contenidos en las 
obras del ex-Secretario de Estado de aquel país, actual- 
mente uno de nuestros colegas, altamente estimado en esta 
CcMiferencia. La manera de ver de la mayoría parece ser 
que la no intervención es la regla correcta del derecho 
internacional, pero que la intervención es permitida legal 
ó moralmente en algunos casos extremos y excepcionales. 

Las expediciones emprendidas con el objeto de cobrar 
deudas rara vez han sido felices. Es asumir una grave 
responsibilidad en nuestra época la de relegar al dominio 
de la fuerza las reclamaciones pecuniarias en litigio, en 
vez de colocarlas bajo el régimen de la ley, sustituyendo 



de leclamaciones pecnniariAt como un derecho al que ningún Gobierno podrk 
renunciar. Muchos de los autores que dta el General Porter como &voraUes 
al principio de no intervención han sostenido lo contrario con gran fnerxa» 
como, por ejemplo, Riviere. 
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asi la denda de la destrucdón á las artes fecundas de la 
paz. 

£1 principio de no intervención por la fuerza sería un 
benefido inestimable para todas las partes interesadas, desde 
luego para la Nadón cuyos nadonales sean acreedores de 
un Gobierno extranjero, porque seria una advertencia para 
una dase de personas demasiado dispuestas á especular 
con las necesidades de un Gobierno débil y embarazado, 
y que cuentan con el suyo para responder del éxito de sus 
operaciones. Eso serviría para desalentarlos en sus tran- 
sacciones. Permitiría al Gobierno que continuara man- 
teniendo reladones normales con el Estado extranjero, le 
evitaría que incurriera en su mala voluntad y tal vez que 
perdiera su comercio. Esta actitud lo libraría también del 
riesgo de complicaciones con las Potendas neutrales. 

En segundo lugar, el reconocimiento de este principio 
seria un alivio real para los neutrales, porque los bloqueos, 
las hostilidades, al detener todo tranco, son una amenaza 
para el Gobierno extranjero. 

En tercer lugar, los Estados deudores encontrarían en 
ello una ventaja, porque se impediría que en adelante los 
prestamistas de dinero no tomaran en cuenta, para dar 
base á sus operadones, sino la buena fé del Gobierno, el 
crédito nadonal, la justida de los Tribunales locales y la 
economía que se llevaría á la administradón de los ne- 
gocios públicos. Ello libertaría á estos Estados de las 
importunidades de los aventureros e^)eculadores que los 
tientan con la oferta de grandes empréstitos, muchas ve- 
ces preludio de extravagancias nadonales, y que al fin 
amenazan apoderarse de lo que les pertenece y violar su 
soberanía La certidumbre de que todas las reclamadones 
pecuniarias litigiosas serían sometidas á la apredadón de 
un Tribunal impardal, haría comprender á los grandes 

H 2 
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financistas, á los garandes empresarios, que esas reclama- 
ciones serian arregladas con prontitud, sin perturbaciones 
graves para la administración de los negocios públicos del 
país, y sin que se vieran personalmente obligados á asumir 
la tarea de obtener de su propio Gobierno que se encargara 
de cobrar sus créditos por la fuerza de las armas. En 
semejante caso, los financistas y los establecimientos de 
crédito en el Extranjero que ofrecieran toda garantía, 
estarían más dispuestos á negociar los empréstitos y á 
concertar condiciones fáciles y razonables. 

La Corte Permanente de Arbitraje de La Haya, tendría 
naturalmente la preferencia para el arreglo de tales 
cuestiones. 

Uno de los aspectos significativos de esta Conferencia 
es que, por primera vez en la Historia, las Naciones 
acreedoras y deudoras del mundo están amigablemente 
reunidas en consejo ; la ocasión no puede, por consig^uiente, 
ser más propicia para que se haga un esfuerzo serio con el 
objeto de ponerse de acuerdo sobre algunas r^las con- 
cernientes al tratamiento de las deudas contractuales» 
reglas que, una vez recibida la aprobación de esta 
Asamblea, podrían llevar entre las Naciones aquí re- 
presentadas á un tratado general sobre la materia en favor 
de los verdaderos intereses de la paz del mundo. 
(Aplausos.) 
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Extracto de la Sesión de i8 de Julio de i^oy. 

eversión Oficial.) 

Su Excelencia el Dr. LUIS M. DRAGO, Delegado 
de la República Argentina, pronuncia el discurso si- 
guiente : 

Señor Presidente: 

Los diversos proyectos presentados para someter al arbitraje 
los conflictos relativos á reclamaciones pecuniarias entre 
Estados, señalan, á la verdad, en sus grandes lineamientos, una 
marcada tendencia de progreso. 

Todos ellos convienen, en efecto, en la necesidad de sustraer, 
ya que no de una manera definitiva en el primer momento, por 
lo menos, al imperio de la violencia y de la fuerza brutal, 
cuestiones que son de suyo delicadas y complejas, y respecto 
de las cuales no podría llegarse á conclusiones ciertas sino 
después de un examen detenido y prolijo. 

Conviene observar, ante todo, á este respecto, que las reclama- 
ciones de que se trata pueden provenir de orígenes diversos que 
les imprimen caracteres y modalidades diferentes. Unas veces 
derivan de daños sufridos por subditos extranjeros, que emanan 
de actos ilegales cometidos por el Gobierno 6 por los ciudadanos 
del país donde aquéllos se encuentran. Surgen, en otros casos, 
de convenciones celebradas entre los ciudadanos del Estado 
reclamante y las autoridades de un país extranjero. Una cate- 
goría que presenta rasgos peculiares bien marcados, la 
constituye la Deuda Pública propiamente dicha, proveniente 
de empréstitos nacionales, con emisión de bonos 6 títulos, 
cotizables en el mercado como valores de bolsa. De ella me 
ocuparé separadamente. 

En lo relativo á los daños resultantes de actos ilegales, 
delitos 6 cuasi delitos, la investigación de los hechos que 
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determinan la responsabilidad, la realidad misma de los per- 
juicios sufridos y el monto de las indemnizaciones que hayan 
de acordarse, corresponde, en el derecho de gentes, á los 
Tribunales del país deudor. Sucede lo mismo con las con- 
venciones celebradas por los subditos de una Nación con 
Gobiernos extranjeros. Se trata, en estos casos, de relaciones 
puramente contractuales en que los Gobiernos proceden en su 
carácter de personas jurídicas con relación al patrimonio del 
Estado, y están sometidos, como otras corporaciones ó 
entidades, á las leyes y estipulaciones del derecho privado. 

Las Constituciones políticas de todos los paises civilizados 
determinan, en semejante caso, el procedimiento que ha de 
seguirse; pero es regla umversalmente admitida y aplicada 
entre Estados soberanos que si se trata de contratos, cuasi 
contratos ó delitos, se deben, en general, agotar los remedios 
locales antes de acudir á la vía y á los procedimientos diplo- 
máticos. No puede decirse que haya dificultad alguna que 
impida el ejercicio del referido recurso, porque en todas partes 
existen Tribunales ó Cortes de reclamaciones con la jurisdic- 
ción necesaria para entender en esta clase de litigios. 

En la República Argentina, y en la mayoría de los Estados 
americanos, el Gobierno puede ser demandado ante los 
Tribunales sin necesidad de su consentimiento previo. A este 
respecto hemos ido más lejos que los Estados-Unidos, cuya 
Constitución se inspira en los principios proclamados por 
Hamilton, uno de los autores del "Federalista," según los 
cuales ni la Nación m los Estados particulares que la 
constituyen pueden ser llevados ante los Tribunales. 

No podría reprocharse al ilustre estadista americano que 
solo se haya ocupado de la cuestión desde el punto de vista de 
la organización judicial interna de los Estados-Unidos, para 
sostener que los Estados particulares de la Union no pueden 
ser citados á juicio ante la Corte Suprema. Hamilton escribió, 
en efecto, en 1778, á propósito del proyecto de Constitución 
que se preparaba para su país, y murió en 1804. El primer 
empréstito extranjero que se conoce data de 1820. ¿Cómo 
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hubiera podido ocuparse de él Hamilton, fallecido 16 años 
antes? 

La ausencia de todo Tribunal de reclamaciones y la negativa 
de formarlo, lo mismo que las sentencias abiertamente con- 
trarias á las leyes y á los principios fundamentales del derecho» 
constituirían lo que la jurisprudencia califica de "den^ación 
de justicia/' y quedarían bajo la acción del derecho de gentes 
coo todas las consecuencias y responsabilidades que éste com- 
porta para los Estados que desconocen la ley de las Naciones. 

Sería en presencia de opiniones contradictorias sobre la 
legitimidad de los ftmdamentos y la justicia de las sentencias 
pronunciadas por los Tribunales del país deudor, y no antes, 
cuando habría lugar á la aplicación del arbitraje, que todos los 
proyectos han propuesto. El laudo versaría, en primer término, 
sobre la validez de la sentencia, y en su caso, sobre el monto 
de la reclamación. En una palabra, solo después de agotados 
los recursos pacíficos podría justificarse el empleo de métodos 
de otra especie, ó, para recordar los términos del célebre 
despacho del Duque de Newcastle, ''cuando la justicia se 
hubiere denegado por todos los Tribunales primero y después 
por el Príncipe." 

En lo que concierne á los empréstitos extranjeros, por lo 
mismo que c(xistituyen una categoría especial de obligaciones 
distinta de las demás, las reclamaciones á que pudieran dar 
lugar tienen que seguir una marcha diferente. Son lanzados 
á la circulación en virtud de autorizaciones legislativas que 
derivan directamente de la soberanía nacional y son inseparables 
de ella. 

La emisión de bonos ó fondos públicos, como la de moneda, 
es, en efecto, una manifestación positiva de soberanía. Por un 
acto de soberanía el Estado ordena el pago de los cupones á su 
vencimiento, y también por otro acto del mismo carácter, 
determina en algunos casos excepcionales la suspensión del 
servicio de la deuda. No es, por otra parte, tal individuo 
particular quien contrata con el Gobierno; son personas 
inciertas, indeterminadas, quienes adquieren los títulos por 
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su valor actual del mercado, que es más ó menos variable, pero 
que demuestra siempre, desde su origen, la seguridad y los 
riesgos de los servicios prometidos. 

Como no existe en parte algtma un régimen político que 
permita á los particulares emplazar al Gobierno ante sus 
propios jueces por suspensión del servicio de la deuda pública, 
le denegación de justicia, es decir, la lesión de Derecho Inter- 
nacional capaz de provocar intervenciones diplomáticas, no 
apárese manifiesta desde el primer momento. 

Es, por lo demás, un hecho que si la distinción jurídica entre 
los contratos ordinarios y los empréstitos que constituyen la 
deuda pública no estuviara claramente establecida, como lo 
está, desde el punto de vista de los principios, se podría llegar 
siempre á esta conclusión de orden práctico : que en todas partes 
se encuentran Tribunales cuando se trata de los primeros, en 
tanto que no los hay en parte alguna para juzgar de los últimos. 

Esto sentado, debe considerarse, ante todo, que cuando un 
Gobierno suspende el servicio de su deuda, los tenedores ex- 
tranjeros de los títulos emitidos sufren la misma pérdida que 
quien compromete su dinero en una empresa privada, 
comprando, por ejemplo, las acciones de una sociedad anónima 
que cayera más tarde en bancarrota. £1 portador de valores 
del Estado, y esta es la única diferencia, tendría una situación 
más ventajosa que el accionista, porque el Estado no desaparece, 
y tarde ó temprano llega á ser solvente, mientras que la 
sociedad fallida, desaparece para siempre, sin esperanza de 
rehabilitación. 

Si, como es evidente, las desgracias financieras privadas ex- 
perimentadas en el extranjero por los subditos de un Estado, 
no comprometen ni la existencia ni el progreso ó la felicidad de 
la colectividad á que pertenecen y no imponen á ésta ningún 
deber de protección, ¿cómo podría justificarse una guerra so 
pretexto de que esos mismos subditos, en vez de negociar con 
particulares, hubieran contratado con los Gobiernos en la 
esperanza de mayores y más seguras ganancias? 

A estas razones se agregan otras de im peso muy considerable. 



EN LA CONFERENCIA DE LA HAYA. I05 

Los títulos de empréstitos al portador son objeto de transac- 
ciones muy activas en. los mercados financieros del mundo, y 
pasan sin cesar de mano en mano sin ninguna inscripción ni 
otra formalidad que la de la simple entrega. Es imposible, 
pues, que un Estado, en el momento en que procede á una 
intervención armada, pueda tener la seguridad de que la lleva 
á cabo en interés de sus propios subditos. Lanza su reclama- 
ción en nombre de un grupo determinado de tenedores de títulos, 
pero estos títulos suben y se venden en gran número con la sola 
noticia de que la reclamación va á ser apoyada por una ex- 
pedición militar. Puede muy bien ocurrir, entonces, que 
cuando las naciones A y B emprenden un bloqueo ó una de- 
mostración naval, la mayor parte de los valores que tales actos 
coercitivos tuvieron por objeto salvaguardar, hayan pasado á 
subditos de X ó de Z. 

Podría también ocurrir el caso de un sindicato compuesto de 
subditos de una nación débil que simulara una transferencia de 
títulos á favor de ciudadanos de una gran Potencia para obtener 
su cobro forzoso, gracias á ese concierto fraudulento de ejecu- 
ción muy sencilla. 

Sucede igualmente que los títulos de la deuda de un Estado 
se encuentran diseminados en diveros países; que los hay en 
Francia, en Inglaterra, en Hollanda, en Alemania. Si todos 
esos Gobiernos intervinieran, separadamente, para defender los 
derechos de sus subditos, y si cada uno de ellos, como tendría 
derecho de hacerlo, diera á sus reclamaciones una forma 
distinta y propusiera diferentes maneras de areglo, fácil es 
concebir la confusión inextricable que de ello resultaría, con 
perjuicio de todos. 

Por lo demás, y como he tenido ocasión de decirlo, no hay 
que olvidar en las operaciones que nos ocupan los riesgos 
en que voluntariamente inciirre el acreedor con la mira de 
realizar considerables ganancias. 

"Me parece que no sería muy exacto decir— exclamaba 
Sir Henry Campbell-Bannermann, — que los grandes riesgos 
implican siempre grandes dividendos; pero más próximo de la 
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verdad estaría el decir, invirtiendo los términos, que los grandes 
dividendos implican, por lo general, grandes riesgos. Ahora 
bien, si todo el poder del Imperio Británico se pusiera detrás 
del capitalista, el riesgo desaparecería para éste, y los divi- 
dendos tendrían que reducirse en proporción." 

Estos elementos de apreciación y de juicio y las reflexiones 
diversas que el estudio de la cuestión sugiere, nos llevan á la 
conclusión de que la suspensión del servicio de la deuda no 
puede constituir un cas$is belli entre naciones soberanas, y, por 
tanto, iguales. 

No puede haber guerra legítima cuando no existe un grave 
ataque, que afecte ó pueda afectar los intereses vitales, el 
honor ó el desenvolvimiento legítimo de un Estado. 

Se justifica, en el orden privado, el homicidio cometido en 
caso de legítima defensa, pero eso no impide castigar, en la 
defensa misma, todo acto que se extralimite de lo que es 
extrictamente necesario para salvar la vida de la persona objeto 
de la agresión. 

Por la misma razón, la guerra no se justifica en ausencia de 
causas capaces de poner en peligro ó de afectar de una manera 
profunda los destinos de una nación, y, entre esas causas, jamás 
podrá colocarse la falta de pago de una deuda á sus tenedores 
eventuales. 

El arbitraje es siempre bienvenido. Representa un paso, y 
un paso muy considerable, en el camino de la justicia. Ninguna 
Nación que se respete podría rechazarlo, pero sus efectos deben 
variar necesariamente en los casos de denegación de justicia y 
en los de empréstito. La denegación de justicia, demostrada 
por el arbitraje, constituye tm delito común del derecho de 
gentes, que debe dar lugar á una reparación. Una denegación 
de justicia, como un acto de piratería, es tm hecho que rompe 
el equilibrio de la comunidad universal, que la pone en peligro, 
y que, por lo mismo, cae bajo el dominio inmediato de ia re- 
presión internacional, prevista, aceptada y aplicable por el 
consentimiento general de todas las Naciones. 

Pero las cosas cambian totalmente de aspecto cuando se trata 
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de empréstitos. Hemos visto que esas empréstitos, oomo las 
emisiones de moneda y de papel fiduciario» son actos de so- 
beranía y deben ser considerados como tales, antes y después 
del arbitraje. 

Es, por otra parte, sumamente difícil determinar, en cada 
caso, la situación financiera y la solvencia de un país deudor, 
sin penetrar en lo más profundo de su administración, que está 
estrechamente vinculada con lo que tiene de mas íntimo la 
organización política y social de la Nación. 

Puede entonces ocurrir que, á consecuencia de un error de 
apreciación cualquiera ó de alguna imposibilidad de hecho 
impuesta por las circtmstancias, casi siempre imprevistas y 
variables, la sentencia no lloare á cumplirse. ¿Se procedería 
entcxices, como algunos proyectos lo indican y otros lo dejan 
entender, al cobro coercitivo por medio de la fuerza ? 

Habríamos alejado el problema, lo habríamos retardado, 
pero estaríamos muy lejos de haberlo resuelto. 

En todo caso, aceptando la parte de la proposición de los 
Estados-Unidos que recurre á la fuerza para ejecutar las sen- 
tencias de arbitraje desconocidas, se daría un gran paso atrás; 
se reconocería la guerra como resorte ordinario de derecho; se 
establecería un caso más de guerra legítima, lo que sería, en 
realidad, contradictorio para una Conferencia de la Paz, que 
tiene precisamente por objeto evitar las causas de guerra, ó 
disminuirlas por lo menos. 

El empleo de la fuerza implicaría siempre la despiopoición 
entre la represión y la ofensa, con los mismos peligros para 
las soberanías locales, con los mismos inconvenientes y per- 
juicios para las Naci(xies neutras y con la misma protección 
excesiva respecto de los tenedores de títulos, cosmopolitas y 
cambiantes. 

¿Se pondrían en movimiento para ejecutar la sentencia los 
ejércitos y las escuadras de las Naciones acreedoras; se pro- 
cedería al desembarco de tropas, á la ocupación de territorios, 
á la administración de aduanas; se establecerían contribuciones, 
en una palabra, se subordinaría el país deudor al predominio 
y Gobierno del acreedor? 
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La verdad es, entretanto, que los métodos de violencia no 
harían sino aumentar las dificultades financieras del deudor, 
contribuyendo tal vez á su ruina total, mientras que la restric- 
ción cierta del crédito, la mala opinión que afectaría al Estado 
que no hiciera frente á sus compromisos, serian, en sí mismas, 
una sanción suficiente, una fuerza moral mucho más eficaz que 
la fuerza física, en favor de los acreedores. 

En todo caso no podríamos aceptar á este respecto la doctrina 
de Lord Palmerston, que nuestro distinguido colega, el General 
Porter, ha creído deber mencionar como contraria á la inter- 
vención financiera de los Gobiernos, y que nosotros, los 
americanos del Sur, encontramos particularmente peligrosa. Se 
sabe, en efecto, que Lord Palmerston, como más tarde Lord 
Salisbury, proclamó el derecho indiscutible de intervenir para 
el cobro de los créditos de subditos ingleses, pero subordinó 
el hecho mismo de la intervención á lo que él llamaba 
^consideraciones puramente británicas y domésticas," que 
pueden muy bien convertirse, más de una vez, en considera- 
ciones políticas. Nuestro colega nos ha citado textualmente 
una parte de la célebre Circular de 1848, según la cual se 
considera como de buena política inglesa no estimular á los 
subditos que colocan sus capitales en países extranjeros, 
prestándoles, en general, la fuerza del Imperio; pero en el 
mismo despacho se pueden leer estas palabras, que explican 
muy bien cuál era el pensamiento del Ministro : 

" Si el Gobierno de una Nación tiene el derecho de exi^ 
reparaciones en beneficio de uno cualquiera de sus subditos, 
individualmente considerado, que tenga una reclamación justa 
y no satisfecha contra el Gobierno de otro país, el derecho de 
exigir esa reparación no puede considerarse disminuido sólo 
porque la magnitud del dafk) se acreciente, y porque, en vez 
de tratarse de la exigencia individual de una suma relativa- 
mente pequeiía, haya un gran numero de personas á quienes se 
deba una cantidad considerable. Es, por consiguiente, simple 
cuestión discrecional para el Gobierno Británico la de saber si 
ha de tratar ó no el asunto por la vía diplomática, y la resolu- 
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don, afírmatíva ó negativa, tiene que basarse en considera- 
ciones puramente británicas y domesticas." 

Y para que no quede la menor duda sobre el verdadero 
sentido de la doctrina de Palmerston, se puede leer lo que sigue 
en la página 286, tomo VI del IrUernational Law Digest, que, 
como se sabe, es una excelente y muy fidedigna publicación 
americana. Se trataba del cobro forzoso de los bonos españoles de 
un empréstito de Estado. Lord Palmerston reconocía el derecho 
del Gobierno británico de declarar la guerra á España para el 
cobro de esa deuda, pero estimaba qué ello no era entonces 
oportuno. " Que las naciones extranjeras, dijo, no se ilusionen con 
la falsa impresión de que la Nación británica ó el Parlamento 
britá^co estarán siempre prontos á tolerar la ofensa, ó que 
si el Gobierno inglés es llamado á defender los derechos del 
pueblo de Inglaterra, no tendrá á su disposición las más amplias 
facultades y los medios necesarios para obtener justicia." Lord 
Bentinck se sintió tan satisfecho con el discurso de Lord 
Palmerston, que retiró la moción que había hecho para dirigirse 
á Su Majestad pidiéndole que adoptara medidas para asegurar 
en favor de los tenedores británicos de bonos españoles una 
amplia reparación de parte del Gobierno de España. *^ Después 
de lo que acaba de decir mi noble amigo, exclamó, los tenedores 
de bonos del empréstito español nada tienen que desear. El 
lenguaje de mi noble amigo y la conducta por él observada en 
otras ocasiones respecto del pago de los títulos de Portugal y 
de algunos Estados sud-americanos, dan á los tenedores de bonos 
españoles la seguridad completa de que ha de usar de la misma 
energía en el momento oportuno, en favor de otros subditos de 
la Corona." 

Lejos de mi espíritu la suposición de que ninguna de las 
Potencias aquí representadas tenga proyectos de conquista y 
de expansión imperialista en detrimento de las Naciones más 
débiles de América, que no tienen más defensa que la d^l 
derecho y la justicia inmutable. Pero la Naturaleza ha sido 
pródiga con nuestros países, cuyo clima suave y cuyo suelo 
fértil se prestan para todas las producciones y para todos los 
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cultivos. Vastos, con una población poco numerosa y muy 
diseminada, fueron en otro tiempo, )¡ pueden ser de nuevo, 
objeto de codicia. Acaso ocurra entonces que, no hoy ni 
mañana, pero en un porvenir más ó menos remoto, se produzcan 
en la opinión europea corrientes i^esistibles, capaces de ar- 
rastrar á los Gobiernos á asumir una actitud agresiva con- 
traria á sus intenciones del momento presente. Y no se podría 
negar que el predominio primero, y después el definitivo so- 
juzgamiento de los pueblos, no podrían obtenerse mejor, en ese 
caso hipotético, que por el camino de las intervenciones finan- 
cieras, que, por la misma razón, tratamos de evitar. 

Señor Presidente: 

En un momento memorable, la República Argentina 
proclamó la doctrina que excluye del Continente americano las 
operaciones militares y la ocupación de territorios, derivadas 
de empréstitos de Estado. Aun cuando se apoya en considera- 
ciones muy serías y muy fundamentales, se trata de un principio 
de política, y de política militante, que no puede ser, y que no 
admitiríamos que fuera, discutido ni votado en esta Asamblea. 

Lo enuncio, sin embargo, para reservarlo expresamente, y 
para declarar en nombre de la Delegación Argentina, que ella 
entiende mantenerlo como doctrína de su país en toda la in- 
tegrídad del despacho de 29 de Diciembre de 1902, que nuestro 
Gobierno dirígió á su representante en Washington, con ocasión 
de los sucesos de Venezuela. Con esa reserva, que será debida- 
mente consignada, y que versa sobre la deuda publica ó deuda 
nacional proveniente de empréstitos de Estado, la Delegación 
Argentina aceptará el arbitraje, rindiendo así nuevo homenaje 
al principio que tantas veces sii país ha consagrado. (Aplausos.) 

Su Excelencia el Sr. DE VILLA URRUTIA, Em- 
bajador de España, hace en seguida la declaración si- 
guiente : 

La Delegación de España se adhiere á los principios de 
moderación en que se ha inspirado la proposición de los Estados- 
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Unidos de America, relativa á la limitación del empleo de la 
fuerza para el cobro de deudas publicas, porque son esos mismos 
^íncipios los que han regido y regirán siempre la conducta del 
Gobierno del Rey. España ha deseado ardientemente desde 
la última Conferencia de la Paz lo que es hoy un hecho 
realizado, ver entre nosotros á los representantes de todas las 
Naciones americanas, hermanas de la nuestra por la lengua y 
por la raza, y se sentiría dispuesta á aceptar toda proposición 
que en los límites del Derecho Internacional, ante el cual somos 
todos iguales, los grandes como los pequeños, los fuertes como 
los débiles, tuviera por fin facilitar el desenvolvimiento legí- 
timo y pacíñco de las Repúblicas hispano-americanas. La 
doctrina cuya exposición acabamos de oir de labios de su ilustre 
autor, el Dr. Drago, no entra, como él mismo lo reconoce, en 
el cuadro de nuestros trabajos, y no podría por ello contar 
aquí con nuestro apoyo; pero merece, á título de generosa pro- 
testa contra los abusos posibles de la fuerza, toda la simpatía de 
España. 

Su Excelencia el Sr. CRISANTO MEDINA, primer 
Delgado de Nicaragua, apoya en estos términos las opi- 
niones que acaba de expresar la Delegación de la Repú- 
blica Argentina: 

Señor Presidente : 

Tomo la palabra en nombre de la República de Nicara- 
gua para insistir sobre la necesidad, de parte de la Confeiencia 
de la Paz, de pronunciarse de una manera definitiva, sobre un 
punto que interesa en el más alto grado á todos los países de 
la América latina, y que es conocido con el nombre de un 
americano eminente que se sienta entre nosotros. 

Cuando digo que ese punto nos interesa, no entiendo hacer 
alusión á un interés material inmediato, y me atrevería á 
decir mezquino, como sería el de evitamos el cumplimiento de 
un compromiao contraído. 
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La Nación que tengo el honor de representar no se ha yisto 
jamás en el caso de que la doctrina de Drago pudiera servirle 
de égida saludable, porque, como la casi totalidad de los 
países del Nuevo Mundo, ha pagado sus deudas con escrupulosa 
regularidad y goza en todos los mercados europeos de un crédito 
absoluto. 

£1 inteiés de que hablo, es un interés trascendental que no 
puede menos de preocupar á todos los que, como los plenipo- 
tenciarios reunidos en La Haya, buscan de buena fé los medios 
de suprimir las ocasiones de conflicto, de rencores y de odios. 

En su discurso al inaugurar nuestros trabajos, el eminente 
Presidente de la Conferencia nos ha dicho : 

" No olvidemos que las Naciones son seres vivientes, como los 
individuos, y que tienen las mismas pasiones.'' 

Si, pues, entre los pueblos como entre los individuos, lo que 
con mayor frecuencia da lugar á dificultades son las pasiones de 
la susceptibilidad y el amor propio, lo primero que debe hacer 
una Asamblea de la Paz es trabajar por la disminución de los 
casos en que un pueblo pueda sentirse lastimado en su noble 
y legitimo amor propio por otro más poderoso. 

Pero no quiero entrar en largas consideraciones y voy á 
limitarme á exponer brevemente mi proposición. 

I^ honorable Delegación de los Estados-Unidos de América 
Ha presentado la proposición que conócenos y que han ampliado 
nuestros colegas de Chile y de la República Dominicana. 

Esas enmiendas, lo mismo que la proposición de los Estados- 
Unidos, se han inspirado, lo sabemos todos, en el espíritu más 
grande de justicia; pero unas y otras carecen, que me sea per- 
mitido decirlo, de la franqueza de la idea original del Sr. 
Drago, según la cual un país no puede en ningún caso rebajarse 
hasta emplear su ejército, cuya misión es defender el honor 
de la Nación y la integridad de su territorio, al papel que 
corresponde á los oficiales amanuenses que se llanuui alguaciles. 
El Sr. Drago en persona nos ha dicho los motivos políticos que 
dictaron su despacho inmortal. Por mi parte, quiero agregar 
solamente que ese despacho y la doctrina que en él se desarrolla 
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fueron concienzudamente estudiados por el cuerpo de juris- 
consultos más importantes que exista en pais de habla 
espa£k)]a, por la Academia de Jurisprudencia de Madrid, y 
que ese Cuerpo ha expresado su opinión en el sentido de la 
más completa aprobación. 

Es por esta razón que, aun cuando acepto el proyecto pre- 
sentado por la Delegación de los Estados-Unidos, formulo en 
nombre de mi país las mismas restricciones y reservas que ha 
hecho la Delegación de la República Argentina. 

El Sr. SANTIAGO PÉREZ TRIANA, Delegado de 
Colombia, pronuncia la alocución siguiente: 

Señor Presidente, Señores: 

He escuchado en el más respetuoso silencio las edificantes 
discusiones sobre los métodos, reglas y sistemas para el ex- 
terminio de los hombres y la destrucción de las cosas materiales, 
es decir, sobre el arte de la guerra, que tan largamente han 
ocupado la atención de esta Conferencia de la Paz, hecho que 
por si sólo demuestra cuan difícil es establecer la paz entre los 
hombres. 

Se trata hoy de una cuestión que nos toca muy de cerca á nos- 
otros los latinos de América. El cobro por la vía coercitiva de 
las deudas publicas, es necesariamente del mayor interés para 
los países de la América Latina, cuya extensión es muy vasta y 
cuyas riquezas naturales sin duda continuarán requiriendo para 
su explotación en el futuro, como hasta ahora lo han requerido, 
capitales que será preciso buscar en el extranjero; esos capitales, 
en más de una ocasión, serán obtenidos directamente por los 
Gobiernos de los respectivos países ó con su garantía oficial. 

El principio dd cobro forzoso sólo puede aplicarse cuando el 
deudor es débil y el acreedor es fuerte. En el caso, que muy 
bien pudiera presentarse, de un acreedor militarmente débil 
ante una fuerte potencia militar, el derecho de ejercitar el cobro 
forzoso seria irrisorio. 

I 
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Tratándose de países deudores, es posible que, á pesar de la 
mayor prudencia, el Gobierno se encuentre en la imposibilidad 
de hacerles frente á sus obligaciones pecuniarias. Pueden so- 
brevenir revoluciones internas, guerras internacionales ó 
cataclismos de la naturaleza, que destruyan ó disminuyan las 
rentas públicas en grado incalculable ; pueden sobrevenir malas 
cosechas durante varios años sucesivos ó la baja sostenida y 
ruinosa del precio de venta de los productos nacionales; todo 
esto es de la mayor gravedad, cuando se trata de países 
nuevos que, á diferencia de los viejos países de Europa, no 
poseen riquezas acumuladas durante siglos. 

La proposición presentada por la Del^ación de los Estados- 
Unidos establece que "se conviene en que no se recurrirá á 
ninguna medida de fuerza, que implique el empleo de fuerzas 
militares ó navales para el cobro de deudas contractuales, sino 
después de que se haya hecho una oferta de arbitraje y ésta 
haya sido rechazada ó dejada sin respuesta por el deudor, 6 
hasta que, habiendo tenido lugar el arbitraje, el Estado deudor 
haya dejado de cumplir con la sentencia dictada.'' 

Se desprende de esta exposición que el Estado deudor que 
hubiere dejado de cumplir con la sentencia dictada, podrá ser 
sometido á medidas coercitivas para el cobro de las deudas 
contraídas por él y definidas por la sentencia arbitral. 

El Estado que se encuentre en las condiciones descritas será 
atacado por las fuerzas militares y navales del acreedor; será 
una guerra en que el Estado deudor será condenado de antemano 
por la conciencia universal como culpable de una guerra injusti- 
ficable, según su propia declaración. 

En la proposición de que se trata y en todas las demás que 
aceptan el empleo de la fuerza una vez que el arbitraje haya 
sido agotado, hay un vacío; ese vacío consiste en olvidar, ó en 
dejar de tener en cuenta el caso, que muy bien puede presentarse, 
de que se trate nó de falta de voluntad, sino de falta de posibili- 
dad de pagar; se olvida que im Estado, lo mismo que un indi- 
viduo, puede hallarse en condiciones en que, aún con la mejor 
voluntad, le sea imposible cumplir sus comprondsos pecuniarios. 
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La decisión dictada por el Tribunal de Arbitraje no puede 
ni cambiar las condiciones del país deudor, ni aumentar sus 
recursos. Una vez dictada la sentencia arbitral, sin embargo, el 
país deudor que no pueda pagar sus deudas, deberá sufrir la 
agresión armada del acreedor, quien podrá bombardear sus 
puertos é invadir su territorio. Y lo que es peor, los golpes no 
caerán sobre los culpables ó sobre los responsables, sino sobre 
víctimas inocentes, á quienes les tocará sufrir todo el peso de 
los errores, de las faltas ó de los crímenes de aquellos que las 
gobiernan. Este modo indirecto de cobrar deudas es inquisitorial 
en cuanto al método, y no es más aceptable ante la moral, que 
la aplicación del tormento para arrancar confesiones de culpa de 
labios inocentes. 

Es evidente que, á pesar de la aceptación anticipada del 
empleo de la fuerza, el país deudor habrá de defenderse; en tal 
caso, sus hijos hallarán, á la hora de la guerra en que defiendan 
el suelo sagrado de su Patria, que de antepiano habrán legiti- 
mado la acción del sable que los degüella y de la mano que los 
estrangula. 

Si im país deudor como el nuestro no paga después de la 
sentencia arbitral, será porque no puede pagar. Nosotros no 
podemos aceptar la hipótesis de mala fé para nuestro país; no 
podemos aceptar que el ataque á nuestra integridad y á nuestra 
independencia, puedan jamás llegar á ser justificados por esa 
hipótesis. Los hijos y los representantes de un país deben poner 
la integridad y la soberanía de su país fuera del alcance de toda 
suposición vergonzosa ó indigna, como cuando se trata del 
honor de un hombre ó del pudor de una mujer. 

Bien comprendo que estas ideas son muy distintas de las de 
los acreedores. Pero cada uno de nosotros debe hablar aquí 
desde su punto de vista y apoyándose en sus propias razones. 
Todavía es casi omnipotente en nuestra civilización moderna 
el espíritu de Shylock; antaño el acreedor podía vender como 
esclavo al deudor insolvente ó reducirlo á prisión si bien le 
parecía. Algo hemos adelantado de entonces para acá, pero 
Shylock continuará exigiendo su libra de carne humana en todo 

I 2 
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tiempo y tomándola cada ves que pueda hacerlo. Por lo demás, 
como deda M. de Bnmuetíére, yo no acuso, solamente hago 
constar los hechos. 

La ley de casi todos los países civilizados ha suprimido la 
prisión por deudas. Al deudor insolvente se le deja en libertad; 
en la proposición de que se trata la Nación insolvente, aún 
en el caso de imposibilidad material y notoria, tendrá que sufrir 
la guerra; es decir^ que se establece el castigo para la desgracia, 
como si la desgracia fuera un crimen. La conclusión á que se 
llega así es monstruosa. 

En el caso del acreedor individual, el deudor puede llegar á 
«sperar en un rayo de caridad humana; el acreedor colectivo 
es inexorable; el sentimiento de la humanidad se disipa en la 
<x)lectividad, coboo el humo en el espado. Las multitudes, como 
las aguas, buscan y hallan su nivel por lo más bajo. 

Al establecer el cobro forzoso de las deudas, se trata de 
establecer en favor del acreedor internacional una preferencia, 
que consiste en suprimir para él ^a condición de fuerza mayor, 
que es condición tácita pero obligatoria de todos los contratos. 
Si un hombre pierde su haber sin haberlo asegurado de ante 
mano, por naufragio ó por incendio, ó por el fracaso de una 
<xxnpañía anónima, tiene que resignarse á su pérdida; en el 
-caso del acreedor que se encuentre ante un Estado que no 
pueda pagar sus deudas, se pide el recurso de la fuerza para 
aumentar, con la violencia sangrienta, la desgracia del país 
deudor. 

Me permito llamar la atendón de mis colegas que repre- 
sentan aquí á la América Latina hacia lo que dejo dicho; y me 
permito recordarles que la aceptación del recurso de la fuerza 
•en cualquier estado del desarrollo de las cosas, implica la 
aceptación anticipada de mala fé por parte de la Nación 
respectiva, de la que resultará, como corolario inevitable y justo, 
la agresión armada contra la independencia y la int^ridad del 
país deudor. Si la proposidón llega á ser aceptada, nos 
quedará á los que no la aceptamos el derecho de defender 
nuestra bandera, llegado el caso, sin que nuestra Patria haya 
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sido declarada capaz de mala fé, por sus propios representantes, 
en una ocasión histórica y solemne. 

Proclamamos la inviolabilidad de la soberanía de los Estados, 
de acuerdo con la Doctrina Drago. 

Acaso el vacío que se advierte en la proposición no proceda 
de olvido, sino de las exigencias de la política internacional» en 
la que la verdad entera no suele siempre tener cabida. Es de 
temerse que la Conferencia de la Paz se estrelle en más de una 
ocasión contra semejantes obstáculos; por ejemplo» es de temerse 
que en los casos más serios de arbitraje para impedir guerras, 
nada se logre, porque ni de una ni de otra parte en el caso 
especial, se querrán confesar las verdaderas causas de la guerra 
inminente. 

En cuanto al Tribunal de Arbitraje para definir y precisar la 
condición verdadera de las deudas, todos debemos aceptarlo; 
su institución es justa, y, además, la experiencia enseña que las 
exorbitantes pretensiones de los a\creedores, sometidas á los 
Tribunales de Arbitraje, sufren siempre reducciones incal- 
culables. 

El establecimiento del cobro forzoso crea un nuevo peligro 
para la paz del mundo. Los financistas aventureros en liga con 
los Gobiernos codiciosos fonnarán un maridaje amenazador; los 
corredores podrán decirle á sus clientes: "Este es un valor 
absolutamente seguro; contamos con el ejército y con la marina 
para hacemos pagar." 

Rechazamos el empleo de la fuerza. Si se pregunta qué ha 
de hacerse, yo contestaría: Si no podéis resolver el problema 
satisfactoriamente y en justicia, dejad que las cosas tomen su 
curso. 

Es preciso recordar que las Naciones son inmortales, por 
decirlo así; que las deudas nacionales no prescriben, y que 
lo que una generación no paga lo pagará la siguiente. 

A pesar de la buena voluntad de todos sus miembros y de la 
indiscutible habilidad de los hombres ilustres que presiden á 
sus deliberaciones, la Conferencia de la Paz no puede hacer 
milagros, y sería un milagro as^;urar á los acreedores interna- 
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clónales contra toda posibilidad de pérdida. Sería nó un milagro, 
sino un grave error, poner en manos *de los financistas, entre 
quienes hay algunos que no son ángeles, los medios de facilitar 
guerras imperialistas, más ó menos veladas en sus tendencias, 
contra Naciones débiles. De esas chispas pueden brotar con- 
flagraciones de alcance incalculable. 

No terminaré sin agregar que Colombia, mi país, tiene su 
crédito bien establecido, que sus rentas aumentan á ojos vistas 
y que no hay sombras ni nubes que amenacen la paz pública. 

Su Excelencia el Sr. CARLIN, primer Delegado de 
Suiza, hace la declaración siguiente : 

Conformándose á instrucciones de su Gpbiemo, la Delega- 
ción de Suiza se complace en reconocer que la proposición de 
la Delegación de los Estados-Unidos de América persigue un 
fin altamente humanitario y deseable, pues que tiende á 
restringir la eventualidad de hostilidades futuras. Pero la Dele- 
gación cree deber recordar que en Suiza los extranjeros gozan, 
por las leyes y los Tratados internacionales, de la misma protec- 
ción y de las mismas garantías de derecho que los nacionales, 
y que, como los suizos mismos, con las mismas facilidades y 
la misma seguridad de obtener justicia imparcial y completa, 
deben llevar ante la jurisdicción competente del país las 
reclamaciones por deudas contractuales que estimen deban 
formular contra la Confederación, vm Cantón ó una corpora- 
ción de derecho público constituida en territorio suizo. Por 
ello la Confederación suiza no puede suscribir una proposición 
que podría tener por efecto invalidar, refiriéndolas á una Corte 
arbitral, las sentencias de los Tribunales nacionales sobre 
litigios de derecho privado que derivan de su jurisdicción. 

Solo en este sentido y bajo estas reservas expresas la Del^a- 
ción de Suiza podrá tomar parte eventualmente en la discusión 
de la proposición de los Estados-Unidos de América, ó de 
cualquiera otra proposición del mismo género y con el mismo 
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alcance que pudiera llegar á presentarse en el curso de nuestros 
debates. 

Su Excelencia Sir EDWARD FRY, Embajador de 
la Gran Bretaña, ruega al Presidente que le permita hacer 
una corta declaración antes de que termine la sesión. Sir 
Edward Fry pronuncia entonces las palabras siguientes : 

''La Delegación de la Gran Bretaña presta su apoyo á la 
proposición de los Estados-Unidos de América introducida por 
el General Porter. La encontramos igualmente justa y equita- 
tiva para los acreedores y para los deudores." 



Extracto de la Sesión de 2j de Julio de 1907. 

(Versión 0/uiaL") 

Su Excelencia el Sr. J. P. CASTRO, primer Delegado 
del Uruguay, refiriéndose á las deudas públicas, pronuncia 
las palabras siguientes : 

Los proyectos americano y chileno se refieren ambos á las 
deudas contractuales. Entiendo que no comprenden en esos 
términos el servicio de la deuda pública. Esta opinión es 
fundada, porque los partidarios de la doctrina de Drago, con 
su autor, cuyo elocuente discurso hemos oido, sostienen que 
no se trata en este caso de " contratos " en el sentido propio de 
la palabra, sino de simples actos de soberanía, semejantes á 
la emisión (fe moneda. £1 Uruguay, con finanzas sólidas y ex- 
cedentes anuales muy considerables en sus presupuestos, que 
no tiene en la cuestión, como la Argentina, sino un interés in- 
directo y de solidaridad americana^ tal vez aceptaría el arbi- 
traje, aun en lo que concierne á la deuda pública; pero con- 
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sidera irreprochable esta tesis : los Estados de Europa no deben 
aplicar á la América otras reglas de conducta que las de 
Jurisprudencia internacional que rigen sus relaciones reciprocas. 
La América tiene, en verdad, derecho á ese tratamiento, porque 
es absolutamente civilizada. Puedo agregar que, á excepción de 
una parte territorial comparativamente mínima, está mucho 
más adelantada de lo que la Europa cree, y, sobre todo, avanza 
con una rapidez que el antiguo mundo, llegado á la cumbre 
de la civilización, difícilmente puede imaginar. Sea esto dicho 
en honor de Europa, que fué en todo tiempo nuestra precursora 
y que continúa siendo nuestro guía en la vía del progreso. Es 
evidente entonces que el sacrificio de los principios establecidos 
por el derecho de gentes importaría im precio demasiado 
crecido para los provechos que hombres de negocios atrevidos 
buscan algunas veces, prestando su dinero con intereses 
usurarios á algimos países perpetuamente desequilibrados en 
sus finanzas, que ya tienen la desgracia de ser mal administra- 
dos. Y esto con mayor razón ya que casi siempre, y sin el apoyo 
armado de sus Gobiernos,' esos capitalistas realizan grandes 
beneficios, puesto que aun los deudores arruinados acaban por 
reembolsarlo. Los pueblos jóvenes no perecen ; tarde ó temprano 
pagan lo que deben, porque está en su propio interés con- 
quistar su crédito con la estimación de otras Naciones. 

El Dr. HENRIQUEZ y CARVAJAL, primer De- 
legado de la República Dominicana, emite las considera- 
ciones siguientes : 

Señor Presidente: 

En la antepenúltima sesión de esta Comisión, S. E. el 
General Porter, en ncmibre de la Delegación de los Estados- 
Unidos de América, nos ha hecho una elocuente exposición 
de los motivos en que .se apoya la proposición presentada por 
dicha Delegación, relativamente al cobro de deudas contrac- 
tuales entre los Estados. En la historia de la cuestión nos ha 
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recordado cómo notables hombres de Estado» asi como 
eminentes intemacionalistas de todos los países, han rehusado 
y rehusan hoy mismo admitir que para tal objeto, los medios 
coercitivos, que implican el ejercicio de la fuerza armada, 
sean en la práctica los más convenientes y en derecho los más 
legítimos. Una intervención militar, motivada en la necesidad 
internacional de mejorar la situación financiera de un Estado 
deudor y llevada á cabo por otro Estado bajo pretexto de pró- 
tejer á sus nacionales, podrá ser defendida por consideraciones 
de orden político, pero no será jamás de extrícta Justicia. 

La proposición de la Delegación de los Estados-Unidos de 
América reconoce y establece la prioridad del arbitraje sobre 
la facultad de cada Estado reclamante para decidir por sí solo 
el fondo de la cuestión. Ese principio entraña un progreso real 
en las relaciones de las Naciones, porque permite esclarecer los 
hechos en litigio y considerar la verdadera situación en que 
se encuentra el deudor y las circunstancias excepcionales que 
han podido crear esa situación, así como las razones en que 
se apoye su negativa para aceptar la naturaleza ó la cantidad 
de las reclamaciones. 

La primera parte de dicha proposición no podría, pues, 
inspirar objeciones; entra naturalmente en el cuadro de las 
cuestiones que, según el sentido general que parece ya presidir 
la orientación de las opiniones de la Conferencia, deberán ser 
incluidas en la Comisión de Arbitraje, porque las diferencias 
de origen puramente pecuniario no podrían ser comprendidas 
en ninguno de los tres grandes puntos: el honor, la inde- 
pendencia y los intereses vitales que han sido hasta aquí 
exceptuados del principio del arbitraje por la pluralidad de 
las Potencias. Esta observación nos parece de tal modo exacta 
que la Delegación de la República Dominicana se decide á 
creer que desde el momento en que proposiciones sobre el 
arbitraje de un espíritu tan lato como las de las Delegaciones 
del Uruguay, de Servia, de Portugal, de Suecia, del Brasil 
y aun la de la Del^ación de los Estados-Unidos de América 
fueran admitidas, la proposición americana sobre cobro de 
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deudas contractuales, en su parte fundamental, que es la que 
rige por arbitraje las diferencias de origen pecuniario, seria 
redundante. 

Por otro parte, la parte condicional de la proposición 
americana constata un hecho. No establece, en nuestra opinión, 
una regla; no deduce una consecuencia, sino que afirma 
simplemente la situación en que se hallaban los Estados en 
litigio antes de que el arbitraje fuera propuesto ó practicado como 
el mejor medio de llegar á la solución pacifica de un litigio 
entre dos Estados, y después de que todos los recursos diplo- 
máticos se hubieren debido agotar. 

£1 hecho, que es de actualidad, es el siguiente: nfhgima 
Potencia desearía despojarse de la fuerza de que dispone para 
apoyar lo que cree que es de su derecho. Esta apreciación ha 
prevalecido siempre entre las grandes Potencias, y la acción 
que de ella se desprende no ha tenido jamás otra limitación que 
la que le imponen los intereses y las necesidades de la política 
internacional. Subordinarla á la discusión pacifica ante un 
tribunal internacional, es sin duda im gran progreso; es 
también una garantía de defensa para los Estados pequeños, 
machas veces, en circunstancias muy variables, maltratados 
por presiones diplomáticas. Importa, sin embargo, hacer notar 
que, como en la universalidad de las otras proposiciones 
presentadas respectivamente por varias Delegaciones y que 
se refieren al arbitraje, no se pone de ninguna manera en 
cuestión el ejercicio de la fuerza de un Estado contra otro 
Estado, en el caso en que este último rehusara someterse 
al arbitraje propuesto ó á la sentencia arbitral pronunciada 
sobre uno ó varios de los puntos señalados en dichas proposi- 
ciones, ó en los artículos en vigor de la convención, de donde se 
sigue que la parte condicional de la proposición americana no 
encontraría lugar ni aplicación desde el momento que la primera 
parte de la misma proposición estuviera, en su esencia y en su 
alcance, incluida y votada en una de las proposiciones que ae 
refieren al arbitraje en general. 

Puede suceder, sin embargo, que la proposición americana 
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sea considerada y aceptada antícipadamente como caso com- 
pletamente especial, en la esperanza de que al principio que 
contiene, por consecuencia y por el desenvolvimiento progre- 
sivo de las grandas cuestiones que son motivo y fin de esta 
Conferencia, se haya incorporado la doctrina general del 
arbitraje. 

Ante esta probabilidad que parece grande, la Delegación de 
la República Dominicana, aun cuando acepta el fondo de la 
proposición americana, se siente inclinada, empero, á votar con 
preferencia las proposiciones que la implican sobre el arbitraje 
en general, por lo cual se ha permitido someter á la alta con- 
sideración de la Conferencia algunos cambios en el texto de 
dicha proposición. 

Desde luego la Delegación de la República Dominicana 
amplía el sentido en que debe ser considerada la cuestión de 
las reclamaciones pecuniarias sostenidas por los Estados que 
ejerzan el derecho de protección de sus nacionales. Esas re- 
clamaciones provienen, en la práctica, ó de la situación particu- 
lar en la cual, desde el punto de vista de su deuda pública 
exterior, se coloca en ciertos casos el Estado deudor, ó bien de 
litigios sobrevenidos en el curso de la interpretación y de 
la ejecución de contratos concluidos entre particulares ex- 
tranjeros y un Estado, ó bien aun de daños y pérdidas sufridas 
en ciertas circunstancias por los subditos del Estado recla- 
mante. 

Es un hermoso pensamiento liberal y fecundo que será un día, 
no lejano, universalmente aceptado, que los empréstitos 
públicos no deben ser sometidos á otras leyes y principios que 
los que rigen el crédito de los Estados. Todo Estado necesita 
de su crédito sarK), robusto, floreciente. Para levantarlo cuando 
desfallece, así que las circunstancias se lo permiten, aplica en 
ese sentido todos sus esfuerzos, y se impone para alcanzar su 
fin los más grandes sacrificios. Esta tesis, brillante y poderosa- 
mente desarrollada y considerada aim desde otros puntos de 
vista por nuestro eminente colega el Dr. Drago en una me- 
morable nota diplomática, en la Retnsta di Derecho Inier- 



124 LA DOCTRINA DE DRAGO. 

nacUmal Público, de París, y en su última comunicación oral 
á esta Asamblea, es evidente; y, sin embargo, en la práctica 
desgraciadamente esta consideración no siempre ha prevale- 
cido. A pesar de la declaración de Lord Palmerston en 1848 
y las sabias opiniones de los publicistas, los ejemplos no 
son raros de Estados poderosos que aplican el método de la 
fuerza al arreglo de la situación financiera de los Estados 
deudores. 

En cuanto á las reclamaciones de otro orígen, son muy fre- 
cuentes los casos ocurridos en varios países de la América 
latina. Una divergencia de interpretación y la consecuente in- 
ejecución de los contratos, concertados entre el Estado y 
compañías industriales extranjeras, es ordinariamente el orígen. 
Muchas veces en el texto de esos contratos las partes han con- 
venido en no recurir, para los casos de litigios entre ellas, 
a otra jurisdicción que á los Tribunales del mismo Estado, 
lo que no ha impedido empero que intervenga la acción diplo- 
mática. A este respecto, el Professor Frantz Despagnet, en 
su Tratado de Derecho Internacional Público (París, 1905, 
pág. 218), dice: "Las Potencias europeas han abusado muchas 
veces de su fuerza para arrancar á los Estados de la América 
latina sentencias favorables á las reclamaciones de sus nacio- 
nales, muchas veces fuera de proporción con el perjuicio real- 
mente sufrido por actos de esos Estados ó de las personas 
por las cuales ellos eran responsables. Así se comprende 
la resistencia de esos países contra los abusos de las reclama- 
ciones diplomáticas con las cuales los europeos apoyan contra 
ellos sus exigencias más excesivas." 

Hablando de pérdidas y de daños, la Delegación de la Re- 
pública Dominicana no quiere dejar pasar en silencio que no 
pretende incluir aquellos que nacen de actos de violencia que 
en su persona ó en sus bienes haya podido sufrir un extranjero 
de parte de ima facción política armada. 

£1 Gobierno no puede ser responsable de los hechos cometidos 
por esa rebelión que reprime por la fuerza. Los nacionales han 
sufrido los mismos daños. Sería, pues, injusto conceder al extran- 
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jero que habita el territorio en comunidad con los nacionales 
una situación privilegiada. Una reparación pecuniaria no pro- 
cede sino en los casos de delitos ó cuasi-delitos, imputables al 
Estado por su falta ó negligencia en cuanto á la protección que 
debe á los extranjeros. La diversidad de apreciación de los 
hechos puede, sin embargo, dar lugar á reclamaciones diplo- 
máticas. Mal informadas en cuanto á la naturaleza y á la 
importancia de esas reclamaciones, las Cancillerías algunas 
veces han apoyado las que eran excesivas ó injustas. Es por 
esto que la Delegación de la República Dominicana cree que 
conviene, en el interés de suavizar las relaciones entre los 
Estados y de dar más valor y brillo á la justicia internacional 
y más confianza á los pequeños Estados, someter, sin excep- 
ción, todas las diferencias de naturaleza pecuniaria á la decisión 
del arbitraje. 

En el último párrafo de su enmienda á la proposición ameri- 
cana, le Delegación de la República Dominicana no ha inscrito 
los términos '^ y la garantía si hay lugar.'* Es esta una expresión 
vaga que inspira serias inquietudes. Para concluir su exposición 
de motivos, y fiel al sentido de la interpretación de la parte 
condicional de la proposición americana, que no podría de 
ningún modo ser conteste con el principio del arbitraje, ni 
menos aun su consecuencia necesaria y sistemática, la Dele- 
gación de la República Dominicana propone agregar, en 
seguida del primer párrafo de su enmienda ó de la proposi- 
ción americana, la siguiente frase: ''A excepción, sin embar- 
go, de que ese rechazo no sea formulado en presencia de circims- 
tancias graves que creen una imposibilidad material de 
cumplir." 

Su Excelencia el Sr. D. AUGUSTO MATTE, De- 
legado de Chile, se expresa en estos términos: 

Me permito, en nombre de la Delegación de Chile, algunas 
breves consideraciones concernientes á la proposición que hemos 
tenido el honor de formular hace algunos días. Esa proposición 
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es'muy sencilla. Trata de establecer el arbitraje obligatocio p^ra 
la resolución de toda diferencia de carácter pecuniario/ y no 
afecta, en consecuencia, ni el honor, ni la soberanía, m^ los 
intereses esenciales de un Estado. 

La Delegación de Chile no viene aquí á sostener lo que ' 
podría considerar como la mejor doctrina. Profundamente 
respetuosa de la opinión de todos, se ha limitado á indicar la 
vía conciliatoria del arbitraje para ciertas cuestiones que se pre- 
sentan con frecuencia, y que algunas ofrecen un carácter grave. 
Por eso nuestra proposición nos ha sido inspirada por el 
espíritu de conciliar tendencias ó aspiraciones diferentes. Es un 
hecho que sobre el territorio de cada Estado existe una 
colectividad, más ó menos considerable, que ha abandonada 
su país natal para incorporarse al movimiento económico y 
social de otro Estado. 

¿Cuál es la situación de los extranjeros que han fijado su 
residencia ó domicilio en otro país? Si se exceptúan las con- 
venciones especiales, tienen obligación en principio de 
someterse en todo á las leyes y á las autoridades que constituyen 
el organismo político del nuevo Estado. 

Pero el Estado al cual pertenece el extranjero tiene de su 
parte el derecho y el deber de protegerlo en su persona y en 
sus bienesv C2yda vez que, en su opinión, sea víctima de im acto 
injustificado. Es un principio generalmente aceptado que, 
cuando el daño ha sido causado por particulares, el extranjero 
debe buscar reparación por todos los medios legales que le 
ofrece la ley común, y que la intervención diplomática no se 
justifica sino en los casos de denegación de justicia. 

Pero el principio deja de ser uniformemente reconocido 
cuando el extranjero se considera, con razón ó sin ella, lesionado 
en sus intereses por consecuencia de un acto ó de un descuido 
culpable del Estado mismo ó de sus funcionarios. 

Algunos sostienen que en estos casos, lo mismo que en los 
precedentes, se debe igualmente buscar la reparación del daño 
causado ante los Tribunales del país, con tal de que, confonne 
á las leyes territoriales, el Estado pueda ser considerado como 
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una persona jurídica susceptible de ser llevada ante la justicia y 
de ser condenada á reparar el daño. 

Otros estiman que en estos casos la protección del Estado á 
que pertenece el extranjero debe manifestarse directamente, y 
que ese Estado debe apoyar la reclamación, ante el Gobierno 
al cual se atribuye la responsabilidad del daño. 

La delegación de Chile no pretende desarrollar ó sostener 
una doctrina en esta ocasión. Se limita á señalar que sobre este 
punto no hay, en la práctica, uniformidad de ideas, y que, 
por esta razón, surgen con frecuencia controversias que debilitan 
la cordialidad de las relaciones entre los Gobiernos, cuando no 
dan motivo á consecuencias más peligrosas aún. Evitar esas conse- 
cuencias, tal es el fin de nuestra proposición. Si de antemano se 
está de acuerdo sobre la obligación de recurrir al arbitraje como 
solución final de las reclamaciones pecuniarias, las partes harán 
uso de ese recurso antes de que la diferencia haya tomado un 
giro poco amigable. Además, la certidumbre de que un arbitro 
imparcial y desinteresado tendrá que resolver en última ins- 
tancia la dificultad, no dejará de influir sobre el espíritu de 
cada ima de las partes, y las llevará á ajustar sus exigencias 
y 8U actitud á lo que consideren como equitativo y justo. 

La proposición de la Delegación de Chile no establece sola- 
mente el arbitraje para la solución de reclamaciones de daños 
y perjuicios que, con razón ó sin ella, se atribuyen á la culpa 
de un Gobierno; comprende también todas las reclamaciones 
de orden pecuniario, cualesquiera que sean su nombre y su 
importancia, provenientes de una infracción, real ó supuesta, 
de parte de un Gobierno, á las obligaciones contraídas con 
subditos extranjeros por ese mismo Gobierno. Es un principio 
reconocido de derecho internacional el de que toda persona que 
ha celebrado un contrato con un Gobierno queda, por ese hecho, 
sometida, en cuanto á los efectos de ese contrato, á la jurisdic- 
ción territorial de dicho Gobierno. 

Según ese principio, las reclamaciones provenientes de esa 
clase de contratos deberían ser juzgadas por los Tribunales del 
Gobierno contra el cual se reclama; pero como al lado de ese 
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principio existe igualmente el derecho del Estado de proteger 
los intereses de sus nacionales; ese derecho, justificado hasta 
cierto punto, asume algunas veces, en la práctica, proporciones 
exageradas. 

Si se acepta el arbitraje obligatorio para ese género de 
obligaciones siempre que las negociaciones diplomáticas no 
hayan dado resultado satisfactorio se llegaría á apartar una 
causa eminentemente perturbadora de las buenas relaciones 
entre los Estados. La sentencia arbitral seria un correctivo para 
los Estados que no cumplen sus obligaciones ó que las difieren 
sin razón. Sería también un correctivo para los Estados que 
patrocinan las reclamaciones injustas ó exageradas de sus 
nacionales. 

El arbitraje traería una solución madura y friamente pensada 
apartando toda presión incompatible con la cortesía inter- 
nacional. 

Queda bien entendido que toda Nación que acepte el arbitraje 
se compromete á someterse de buena fé á la solución arbitral. 
Toda infracción á esta regla afectaría el honor nacional, y el 
Estado que rehusara reconocer una sentencia arbitral dictada 
con toda regularidad, perdería no solamente por ese hecho la 
consideración y la simpatía de los otros Estados, sino que 
también pondría á la parte adversaría en mejor situación para 
el íntegro ejercicio de todos sus derechos en la forma que 
las circunstancias entonces se lo indicaran. 

La proposición de la Delegación de Chile tiende, por lo 
demás, á servir ideas y aspiraciones que cuentan ya con la 
adhesión de numerosas naciones. En efecto, los representantes 
de diez y siete Estados, reunidos en Congreso, firmaron en 
Méjico el 30 de Enero de 1902 un Tratado cuya cláusula 
principal está así concebida : 

"Las altas partes contratantes se comprometen á someter 

' al arbitraje todas las reclamaciones de daños y perjuicios de 

orden pecuniario que se hayan presentado por sus ciudadanos 

respectivos y no hayan podido ser arregladas amigablemente 

por la vía diplomática, en tanto que dichas reclamaciones 
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tengan importancia suficiente para cubrir los gastos del 
arbitraje." 

Los países que en esa ocasión mostraron un deseo común 
firmando el pacto cuya cláusula fundamental acabamos de 
citar, fueron: 

Los Estados-Unidos de América» la República Argentina, 
Bolivia, Colombia, Costa Rica, Chile, La República Domini- 
cana, Ecuador, Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Méjico, 
Nicaragua, Paraguay, Perú y Uruguay. 

La proposición de la Delegación de Chile, á la par que con- 
sidera el pensamiento que inspiró el Tratado de Méjico, va un 
paso más adelante, estableciendo el arbitraje obligatorio, no 
solo para las reclamaciones de daños y perjuicios, sino además 
para aquéllas que resulten de pretendidas infracciones á 
contratos. 

La Delegación de Chile considera, en consecuencia, que la 
adopción del arbitraje obligatorio, como medio de resolver 
todas las reclamaciones de orden pecuniario, sería un factor 
importante en la obra de paz y de justicia internacional que 
representa el noble ideal que persigue esta Conferencia. 

Su Excelencia el Sr. RUY BARBOSA pronuncia el 
discurso siguiente: 

No nos es permitido votar en silencio la proposición que se 
debate. La situación de nuestro país nos impone la necesidad 
inevitable de bosquejar por lo méno^ las razones de nuestro voto. 
No lo haré, sin embargo» sino en los términos más reflexivos, 
teniendo siempre en vista el sentido de la responsabilidad de 
nuestra posición y de la delicadeza del asunto que se discute. 
Hace cerca de sesenta años que esta cuestión se agita en los 
actos de los Gobiernos y en las controversias de los publicistas. 

La política de los Estados en Europa y en América se ha 
pronunciado de diferente manera respecto del empleo de las 
armas contra los Estados insolventes. La Gran Bretaña, antes 
de 1902, había rehusado siempre iitervenir, pero nunca ha 
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«toado la cuestióa ai el teneno jinidico. Según el lenguaje 
de Lord Palmerston en 1848 en una circular célefaie, 
dirigida á los representantes de Inglaterra ante de los Gabinetes 
eztran jerosy era asunto ** de pura discreción y no cuestión ínter- 
nadonal " el saber si tales reclamaciones serían ó no <''^"*^t^ilaft 
como objeto de negociaciones diplomáticas. La oonc^dón 
británica no ba cambiado después de Lord Palmerston; bajo 
Lord Clarendon, bajo Lord Russd en 1861» bajo Lord Derby 
en 1876, bajo Lord Salisbury en 1882, se ha reservado siempre 
el derecho de consultar las circunstancias y de re^xmder á 
las quejas de los portadores de títulos de deudas extranjeras 
a^gún la inspiración política del día» sin reconocerse ligada por 
ningún principio de derecho. 

La regla del Gabinete de Saint- James ha ádo abstenerse, y 
no ha hecho á ella sino raras excepciones; las de Méjico, del 
Egipto, de Venezuela. Pero en estas últimas hipótesis n^ó 
siempre que el interés de los portadores de títulos de deudas 
extranjeras haya pesado sobre la resolución de intervenir. 

£n los Estados-Unidos se ha procedido de diferente manera. 
£1 GolHemo de Washington ha observado como principio el 
rechazo de la presión intemadcHial á los acreedores americanos 
de Estados extranjeros. Es lo que se ve en los términos en 
que se expresó el Secretario Fish en 1871, el Secretario Blaine 
en 1881, y, sobre todo, el Secretario Root en 1906, en las ins- 
trucciones dadas á los representantes á la Conferencia Pan- 
Americana de Río Janeiro. Este último documento, al recordar 
la práctica establecida de la República Norte-americana en 
la materia, calificaba el empleo de la fuerza para obtener el 
cobro de tales deudas cuando resultaban de compromisos con- 
tractuales, como inconciliable con la independencia y la 
soberanía de los Estados. Se podrían hallar en la historia diplo- 
mática de los Estados-Unidos algunos ejemplos en contrario, 
pero ellos no alteran la estabilidad de la regla general casi 
constante, (i). 

(i) Respecto de la política de los Estados-Unidos, que en más de nna 
ocasión han usado de la fuenta para d cobro de deadas á otna Naciones, 
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Se tre bien que las dos maneras de ver son distintas. Mientras 
que en Inglaterra se atenían á simples oonveniendas, en los 
Estados-Unidos se invocaban consideraciones de derecho. Bajo 
este aspecto esa opinión ha penetrado en la doctrina, gracias 
especialmente á la grande obra de Calvo, cuya autoridad en la 
materia es bien conocida. (2). 

Cuando revistió, en Diciembre de 1902, la forma diplomática, 
bien que en términos no tan latos, todo estaba dispuesto para la 
acogida que encontró en las dos Américas, sobre todo en los 
Estados-Unidos, cuya prensa la aplaudió con el mayor fervor. 

No fué tal la impresión que produjo entre nosotros. En el 
Brasil se hacía justicia á la actitud de la Cancillería Argentina. 
Nadie ponía en duda entre nuestros compatriotas la generosidad 
de los motivos que debieron inspirarla. La intervención de las 
tres Potencias en Venexuela no ha obtenido entre nosotros la 
aprobación de nadie, y se reconocía á nuestros vecinos la altives 
con que defendieron los intereses y la independencia de los 
países débiles contra los excesos de la fuerza. Nuestros amigos 
del Plata no estaban en verdad interesados en el éxito de la 
doctrina cuya celebridad actual va unida al nombre de uno de 
nuestros colegas más estimados, el Sr. Drago, tan distinguido 
en las letras como en la política. Se trata de un pueblo cuya 
honorabilidad es reconocida, que ha sabido mantener siempre 
su crédito y cuyo progreso, tan notable por su rapidez como por 
su brillo, le asegura con un gran porvenir una posición 
financiera inaccesible á las dificultades de la insolvencia. No era, 
pues, sino por un generoso movimiento de fraternidad americana, 
de solidaridad con otros Estados de la misma raza, menos seguros 
de so posición, que el Gobierno de Buenos Aires tomó la inicia- 
tiva de su elocuente protesta. 



yéue Apéndice. La actitud del Secretario Blaine en 1S81 ha sido explicada 
por el Dr. Drago en su diioino ante el Comité de Examen. Viát ¿t/r». 

(2) Lat opiniones del Sr. Calvo no eran contraria» al nao de la íbem paia 
el cobro de reclamaciones. Él solo hoscaba qve se hiciera previo examen y 
con pleno conocimiento de cansa. 

K 2 
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Pero sin dejar de hacer honor á los sentimientos que 
movieron á nuestra benévola y caballeresca vecina en esa vía» 
se me permitirá que diga que la opinión pública en el Brasil 
tomó la cuestión por otro lado y, pronunciándose en sentido 
diverso de nuestros buenos amigos, no ha obedecido á senti- 
mientos menos respetables, ni menos americanos tampoco. Es 
preciso que yo sea aquí su intérprete. Os ruego, pues, que me 
escuchéis con indulgencia. 

La tesis de la irrecobrabilidad coercitiva de las deudas de 
Estado en sí mismas y con relación á los Estados americanos, 
nos presenta aspectos diferentes, que se hubieran debido con- 
siderar tmo por uno, y que, desgraciadamente, se han confundido, 
descuidando la importancia de ciertas consideraciones para dar 
mayor relieve á otras. Según que se estudie desde uno ü otro 
de estos diferentes puntos de vista, el pimto de vista jurídico, 
el punto de vista humanitario ó el punto de vista moral, político, 
financiero, ó que se les tome todos en conjunto poniéndolos en 
la balanza según su valor relativo, la conclusión que se deduce 
para las Naciones de América respecto de la consagración del 
principio que se trata de introducir en el derecho internacional, 
desde el caso de Venezuela, será muy diversa. Si se trata 
de abolir la guerra, entonces, seguramente, estaremos de 
todo corazón con quienes nos den los medios de convertir 
en ley esa aspiración. Si no se trata de ir más lejos, 
si no se piensa mas que en hacer preceder la vía ejecutiva del 
ensayo de conciliación, como lo hace la proposición americana, 
no vacilaremos en seguiros. Pero si lo que se pretende es, ad- 
mitiendo como legítimos otros casos de guerra, crear una 
categoría jurídica de inmunidad absoluta para ésta, entonces 
será preciso examinar si vuestros argumentos de derecho son 
en verdad irrefragables. 

Felizmente en este país del derecho nos encontramos en una 
región serena, donde ni las pasiones ni los intereses deben 
penetrar. Sin intereses ni pasiones, como aquellos de nuestros 
honorables colegas á quienes ya debemos tanta luz en este 
debate, abordaré el asunto con calma, puesto que la divergencia 
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que al respecto nos separa, no aminora en nada nuestra 
estimación, nuestro respeto y nuestra simpatía hacia nuestros 
contradictores. Que nos perdonen, pues, el uso de una libertad 
que nuestro deber nos impone, y de la cual nos serviremos sin 
amargura, con el solo pensamiento de poder ser útiles en el 
esclarecimiento de un asunto del mayor alcance para nuestro 
porvenir. 

Se ha ido hasta los escritos de Hamilton, el gran hombre de 
Estado, el gran publicista americano, para apoyar con sus 
palabras de autoridad tan fascinadora, que los contratos entre 
** una Nación y los individuos no obligan sino á la conciencia 
de la soberanía, y no pueden ser objeto de ninguna fuerza de 
coerción ni confieren ningún derecho fuera de la voluntad so- 
berana." ¿£s esto verdad, señores? ¿Se trata realmente de un 
axioma jurídico? ¿Acaso la soberanía en las ideas modernas 
constituye ese poder sin otros límites que los de su propio 
albedrío? No lo creo; á mis ojos es una aberración peligrosa que 
sorprende ver defendida por espíritus tan liberales de demócratas 
avanzados y por amigos tan esclarecidos del progreso humano. 

Si la soberanía política fuera ese infinito de albedrío» se 
comenzaría por no comprender esa admirable Constitución de 
los Estados-Unidos, que ha sido el ejemplo y el modelo de casi 
todas las Constituciones americanas. El carácter más específico 
de esa organización no reside en la distribución federativa de 
la soberanía, que equilibra las Repúblicas locales en el seno 
de la gran República nacional ; ello se ha visto en otros especí- 
menes de régimen federativo. Pero lo que fué el rasgo más 
original y más recomendable de esa Constitución, que cuenta 
entre sus fundadores más ilustres el nombre de ese Hamilton 
mismo invocado hoy por los que ponen la soberanía por encima 
de la justicia, es que en esa obra incomparable de los hombres 
que organizaron los Estados-Unidos de América, se ha puesto 
la justicia como un límite sagrado y una barrera infranqueable 
de la soberanía. Por ello se han declarado derechos que la 
soberanía no podría infringir, y se ha investido á los Tribunales, 
sobre todo en último resorte á los Tribunales federales, con la 
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autoridad inmensa como intérpretes supremos de la Constitución 
de eTaminar los actos de la soberanía, aunque ellps fueren 
leyes federales, y de negar su ejecución cuando esos decretos, 
esas leyes, esos actos formales de la soberanía no respetan los 
derechos consagrados por la declaración constitucional. 

Hé ahí una primera, pero ya una inmensa, una incomensu- 
rable restricción de la soberanía, que no se concebiría en otra 
época, y que aun en nuestros días en muchos países bastante 
adelantados, se podría creer incompatible con su esencia nisma. 
Sin embargo, ella existe ya para todo un Continente. 

Hay, sin embargo, una consecuencia de esa premisa que la 
Constitución de los Estados-Unidos no ha adoptado; la de 
subordinar el Gobierno, encamación orgánica de la soberanía, 
á ser llevado directamente por acción civil ante los Tribunales 
de Justicia. La idea entonces dominante era la del derecho 
británico, inspirado en el derecho romano, según la cual el 
Gobierno no puede ser demandado ante la justicia sino cuando él 
mismo lo consiente. Hé ahí cómo se explica la doctrina de 
Hamilton, hoy invocada, según la cual los contratos con la 
Nación no establecen ningún derecho de acción judicial contra 
la voluntad del soberano. Es una concepción que ha pasado al 
sistema de varía$ Constituciones americanas posteriores á la 
de los Estados-Unidos, en las cuales se ha dado á las Cortes 
de justicia autoridad para conocer de los litigios en que el 
Estado es citado como demandado. El Estado puede, pues, 
ser juzgado y condenado á pesar suyo, á consecuencia de obliga- 
ciones contractuales ó de otra especie, á indemnisar á los 
individuos ó á pagarles lo que les debe. 

¿Qué es lo que falta á la soberanía para que en el terreno 
de la justicia esté colocada al mismo nivel que los particu- 
lares en cuanto á las obligaciones civiles? Únicamente la 
posibilidad de embargar sus bienes. El Estado, á lo menos entre 
nosotros, es demandado y ejecutado. El demandante saca testi- 
monio de la sentencia, y con ésta, por la vía judicial, obliga 
al Gobierno á pagar. Apenas falta el mandamiento de embargo. 

Pero desde luego, esa excepción no implica para el Gobierno 
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el derecho de sustraerse al imperio de la sentencia. Muy al 
contrarío, entre nosotros á lo menos, las leyes en vigor estatuyen 
que, si existe cosa juzgada, el Poder ejecutivo no tiene sino 
qoe someterse, y debe abrir los créditos necesarios para satisfacer 
la sentencia. Sin duda el patrimonio del Estado es siempre in- 
embargable. Pero ese prívil^o no es inherente á la soberanía, 
puesto que de él gozan igualmente las provindas y las comunas, 
que no son soberanas. Suponiendo, sin embargo, que lo sea, 
¿es acaso irrenunciable ? ¿Es acaso más esencial á la soberanía 
que esos otros elementos de su integridad primitiva de que se ha 
desprendido en las Constituciones más avanzadas? ¿No se 
concebiría, aun en ese sentido, otra capitulación de la soberanía 
ante el principio del Estado jurídico? 

Pero, en fin, aun cuando sobre ese punto el Estado no 
transige absolutamente, el Estado no quiere ceder jamás; acaso 
ese arbitrio de que goza en tanto que se dicta la ley para sí 
mismo y para sus propios subditos, ¿subsistirá cuando se trata 
de sus relaciones con otros Estados? Es la primera vez que entre 
Nación y Nación, entre soberanía y soberanía, se invocaría la 
regla interior, doméstica, de la inembargabilidad de los bienes 
del Estado, para establecer la ilegitimidad de la guerra. La 
guerra no se ha considerado jamás injusta porque el patrimonio 
de una soberanía sea inaccesible á la captura militar. Lo 
que hace las guerras injustas, es la injusticia de sus motivos. 
Lo que importaría, pues, saber aquí, es si la violación de de- 
recho, practicada por la nación que no paga sus deudas, basta 
para autorizar contra ella, intemacionalmente, el uso de la 
fuerza. Hé aquí la cuestión. ¿Cómo resolverla? 

No se contesta que si el Gobierno de un país atenta contra 
la persona de un extranjero ó lo despoja de sus bienes, el Estado 
á que pertenece tiene el deber de protegerlo, de exigir satisr 
facción, y, si no la obtiene, de imponerla por las armas. Y 
bien, ¿no es éste un caso de espoliación del extranjero, la 
Sttspención del pago de los títulos de la deuda pública de que 
es portador? 

Un hombre puede haber puesto toda su fortuna muy honesta- 



136 LA DOCTRINA DE DRAGO. 

mente en la adquisición de valores de una deuda extranjera. 
Si el deudor falta á su compromiso solemne, viene la ruina 
á toda ima clase de acreedores que iiabían empleado todo su 
haber en esos valores, persuadidos justamente de que el carácter 
elevado de tal deudor los garantizaba contra la bancarrota. De 
manera que si su patrimonio consistiera en inmuebles edificados 
sobre el territorio extranjero, el Estado á que el individuo 
pertenece tendría que protegerlo contra la confiscación; pero 
si el patrimonio del mismo individuo toma la fortna de una 
colocación en rentas extranjeras, aunque se le reduzca á la 
indigencia, negándose á pagarle, ese deber de protección del 
Estado hacia sus subditos ya no existe. ¿ Dónde está la lógica, 
dónde la equidad en esa solución que se impondría por lo 
demás como una solución de derecho? No se niega, es verdad, 
la obligación de pagar; se la reconoce; pero no se cree estar 
obligado á respetarla sino en tanto que. según la propia opinión, 
se tengan los medios para ello. Pero entonces se trata apenas de 
una obligación moral; no es una obligación jurídica. Y ¿cómo 
admitir que se haga un contrato en forma jurídica para no 
llegar, sin embargo, sino á un efecto moral ? Si no hay sanción 
para el compromiso del que se obliga, evidentemente no hay 
contrato. 

En ese sistema, pues, el empréstito de Estado no sería una 
convención jurídica, sino un acto de confianza. Al colocar 
las sumas que presta, el capitalista se resignaría de antemano 
al arbitrio del deudor irresponsable; al abrir la bolsa, el 
prestamista sabía perfectamente la condición privilegiada de 
su futuro deudor, sabía bien que éste no podía tomar á su 
cargo la obligación de dejarse ejecutar. Pero verdaderamente, 
una vez consolidada en el derecho la teoría de que los Estados, 
al tomar dinero prestado, no contraen ninguna obligación 
coercitiva, es decir, que sus acreedores están completamente 
desarmados respecto de sus deudores, ¿ se podría concebir que 
hubiera todavía capitalistas bastante insensatos para confiar 
sus bienes á tales privilegiados? 

Otros no contestan que sea absolutamente obligatorio para 
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los Estados el pago de sus deudas; lo que reivindican para esa 
categoría de prestatarios es la manera de fijar el modo 7 el 
tiempo del rescate. 

En el fondo hay una inconsecuencia palpable entre estas dos 
proposiciones. Quien tuviere el arbitrio de fijar término para 
el pago de sus deudas, podría eludirlo muy fácilmente re- 
mitiéndolo para fechas tan lejanas, ó postergándolo con tanta 
frecuencia, que el derecho de los acreedores quedara entera- 
mente burlado. 

En vano se pretendería que la honestidad y el interés bien 
entendido de los Gobiernos se oponen á ello, que no sería de 
ninguna manera justo creerlos capaces de tales evasivas; peio 
jurídicamente no es ésta una respuesta, y al debatir una tesis 
jurídica no se pueden traer sino consideraciones de orden 
jurídico en respuesta á objeciones de derecho; y, jurídicamente, 
no hay duda de que si tengo el derecho de pagar cuando yo 
lo quiera, no me aparto de mi derecho postergando siempre el 
momento de pagar. 

Esta teoría no es la teoría del derecho de la soberanía: es 
la teoría del abuso de la soberanía. Aplicada á la vida interior 
de los Estados, anularía el orden jurídico, como lo destruiría 
si se le admitiera en las relaciones internacionales. 

Ni la doctrina ni la jurisprudencia han admitido jamás, entre 
nosotros, esa manera de ver, en nuestro sentir incorrecta, sobre 
la situación del Estado en los empréstitos que contrata. En 
nuestra opinión, el Estado, al tomar dinero prestado, no hace 
un acto de soberanía, sino un acto de derecho privado, como 
sucede en tantos otros contratos en que su personalidad se 
desdobla, es decir, en que sale de su réh político para ejecutar 
actos de un carácter civil. 

O esos empréstitos son actos de derecho civil, ccxno los otros 
contratos de dinero y no entran en la esfera de la soberanía, 
ó, si constituyen actos de soberanía, no son contratos. Pero si 
no son contratos, hay que advertirlo de antemano á los 
prestamistas; cuando se va á golpear á sus puertas, hay que 
decírselo abiertamente en las cláusulas propuestas á su suscrí- 
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ción y en el texto de los títulos de fenta. Veremos entonces si 
habrá suscritores para su colocación 6 mercados para ponerlos 
en circulación. Se ha dicho que el prestamista no adelanta su 
dinero en la forma de los contratos ordinarios de muitmm: 
compra un título en el mercado, y eso es todo; peio ¿acaso no 
ocurre la misma cosa cuando compra en el mercado un título 
comercial cualquiera al portador ? Se ha dicho también que no 
ofrecen los caracteres de los contratos de derecho privado» 
porque no expresan un compromiso en favor de persona deter- 
minada; pero ¿acaso no hay en derecho privado toda una cate- 
goría de contratos con personas indeterminadas? Se ha dicho, 
en fin, que la emisión de esos títulos implica un ejercicio de la 
soberanía» pues se requiere para crearlos una autorización 
legislativa; pero ¿no es verdad que otros actos de administra- 
ción ó de finanza, que las concesiones de obras públicas, no se 
hacen igualmente de ordinario, sino en virtud de concesiones 6 
facultades legislativas? ¿Y se podría acaso desconocer á esas 
convenciones el carácter civil de verdaderos contratos? Hé ahí 
la jurisprudencia de nosotros los brasileros» la de nuestros 
maestros y de nuestros Tribunales» de nuestros legisladores. 
¿Podríamos tener dos medidas» la una para nuestros acreedores 
domésticos» la otra para nuestros acreedores extranjeros? Ahora, 
si nos referimos al punto de vista de la humanidad, es otro 
asunto. Entonces se puede desear para esas diferencias la ex- 
clusión del empleo de la fuerza. Sin embargo, aun los mismos 
que están por el privilegio de la soberanía en toda su extensión, 
exceptúan el caso de '' desorden y mala fé» así como los de 
insolvencia voluntaria»" pero dada esa restricción» hé ahí que 
la soberanía se limita» hé ahí que puede tener jueces, hé ahí 
que sufre también legítimamente la represión de la fuerza. 

Ese límite se le encontrará siempre, porque aun suponiendo 
que establezca para todos los conflictos entre Estados el régimen 
general del arbitraje contra aquéllos que rechazan los Tribu- 
nales, que desconocen su sentencia ó que deliberadamente las 
violan, ¿podría evitar la sanción militar? ¿No existe para la 
sociedad de las Naciones la misma ley de necesidad que para 
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la sociedad de cada Nación? Desde el momento que uno se 
somete á magistrados, preciso es tener gendarmes» para hacer 
ejecutar su sentencia. 

Pero ¿cdmo, exclaman, dais la libertad al débil, habéis 
abolido la prisión por deudas 7 mantenéis la intervención át 
la fuerza para el cobro de las deudas de Estado? ¿Acaso las 
dos cosas se contradicen? ¿Acaso la imposibilidad de la 
prisión por deudas quiere decir la inembargabilidad de los 
bienes del deudor? Y ¿qué es el procedimiento de quiebra sino 
el apoderamiento judicial de ios bienes del insolvente y su 
reparto entre los acreedores ? Hé ahí por qué, señores, no hemos 
suscrito y no suscríbicemos ese sistema. En el terreno jurídico 
nos parece seriamente discutible. En el terreno humanitarioi 
no puede excluir en absoluto la sanción de la fuerza. En el 
terreno político, apelando altamente á la doctrina de Monroe, 
comprometería esa doctrina, puesto que por una parte atraería 
la antipatía del mundo sobre ella, y por otra le acarrearía 
responsabilidades abrumadoras. 

Nuestro punto de vista es diferente. 

Tenemos, nosotros también, la preocupación más seria de 
nuestra honorabilidad internacional, y tememos vivamente oom- 
prcnneterla. Nos parecía que el aspecto moral y el aspecto 
financiero de la cuestión, uno y otro extremadamente delicados, 
lo dominaban todo y no nos dejaban el arbitrio de adherimos á 
esa opinión aun cuando no pudieran oponérsele objeciones de 
otra naturaleza. Nuestro crédito, siempre intacto, es una obra 
cuidadosamente levantada que no quisiéramos exponer á los 
ataques de la malevolencia, tan despierta siempre en las rela- 
ciones entre Naciones, como lo está en las de los individuos. 

Eramos, somos deudores, y podríamos tener necesidad de 
volver á lecurrir á los mercados extranjeros. No quisiéramos, 
pues, arriesgamos á la desconfianza de los que con frecuencia 
hemos encontrado dispuestos á concurrir al desenvolvimiento de 
nuestra prosperidad, porque Dios nos ha permitido no conocer 
la usura, no encontrar nunca esa ferocidad del capital contra 
la cual se pretende armarse. Nuestros acreedores han sido los 
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colaboradores inteligentes y razonables de nuestro progreso. 
No quisiéramos inquietarlos en el celo de sus legítimos intereses, 
y comprometidos como nos sentimos por los nuestros, no nos 
creemos con la libertad de espíritu necesaria para hacerlos que 
Consagraran una doctrina en cuyo éxito se podría suponer que 
adquiríamos ventajas. 

Y no era nuestro crédito solamente lo que pensábamos 
consultar, sino también «n la misma medida el de la América 
latina en general. No queremos alejamos de los otros Estados 
americanos. Al contrarío, la misma preocupación fraternal de 
los autores de la doctrina que no adoptamos nos conducía, 
bien que en divergencia con ellos, nos llevaba á ver en el 
principio que niega á los acreedores extranjeros todo medio de 
ejecución contra los Estados deudores, un peligro común para 
toda la América latina, ávida siempre de capitales para 
fecundarla, y, por consiguiente, esencialmente interesada en 
ensanchar su crédito en el extranjera 

Nuestra impresión á este respecto es muy viva. Nos 
imaginamos que cuando se debe y se tiene la desgracia de no 
poder pagar, no hay como sustraerse á las consecuencias 
naturales de estas dificultades. Creemos que el peligro y el temor 
de tales consecuencias pueden obrar algimas veces como im 
freno saludable contra la imprudencia de contraer deudas. 
Tememos que sea un halago funesto para el que tiene necesidad 
de recurrir á los capitales de otro el privilegio, imperiosamente 
invocado, de no poder ser ejecutado jamás por sus acreedores. 
Pensamos que el crédito del país, cuya seguridad invocan los 
que sostienen la necesidad de ese principio, no resistirá sino 
con dificultad extrema á la conmoción que produciría su instala- 
ción como ley universal en las relaciones internacionales. Nos 
sentimos inclinados á concluir, pues, que la introducción de esta 
nueva norma en el derecho de gentes sería embarazosa y per- 
judicial para aquellos á quienes se cree será provechosa. Nos 
sentimos persuadidos, en fin, de que dadas estas considera- 
ciones, en nuestro sentir evidentes, no se podría acogerla como 
un beneficio si ella no nos fuera ofrecida por nuestros acieedores 
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mismos en homenaje expontáneo á su confianza; y aun en ese 
caso, muy improbable por lo demás, no sabemos si no sería más 
seguro para nuestra estabilidad moral 7 material el que pres- 
cindiéramos de tal concesión. 

Pero desde el momento en que ella fuera establecida poP 
nuestra iniciatira ó por nuestros esfuerzos, el resultado in- 
evitable seria la baja general del crédito de los pueblos pro- 
tegidos por esa innovación mal vista; y si después de su ad- 
misión como principio internacional, se viera en la necesidad de 
recurrir al crédito extranjero, no sería sino á expensas del 
principio mismo, mediante condiciones y garantías que práctica- 
mente lo anularían. Los contratos de préstamo á los Estados 
favorecidos por la nueva inmunidad no se harían desde entonces 
sino con prendas de orden material, con hipotecas de rentas 
aduaneras, con seguridades opresoras y humillantes, como deben 
serlo aquéllas de que se rodean previamente los prestamista^ 
cuando la ley les rehusa los medios de ejecución. Es en los 
casos de régimen paternal respecto de los prestatarios que la 
usura se desarrolla generalmente con sus fraudes, sus ex- 
torsiones y sus miserias. Solo los especuladores, en efecto, 
querrían aventurar su dinero en los riesgos de un préstamo á 
que el derecho positivo no reconociera el carácter de coercitiva- 
mente ejecutable. Los capitalistas honrados no prestarían jamás 
sino con el reembolso garantizado. Si no pueden ejecutar al 
deudor, preciso es que se instalen de antemano en el patrimonio 
de éste, para evitar que la renta del prestamista no se emplee 
en otros usos, asegurándose con relación á ella que la renta del 
prestatario sea de una manera palpable una preferencia que 
baste para garantizarla. Hay en nuestra historia doméstica un 
caso cuya lección pudiera aprovechar á los que ponen tan 
gran confianza en esta reivindicación. 

En un tiempo se quiso entre nosotros proteger á la clase 
agraria, y con ese fin se imaginó un privilegio en favor de los 
bienes agrícolas contra la ejecución por deudas; se le de- 
nominaba el privilegio de los bienes agrícolas, i Sabéis cuál fué 
su efecto? El crédito de los propietarios rurales bajó y 
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desapareció; no se les prestaba, ó solo se les prestaba bajo 
las cláusulas más usurarias. Al fin, seSoreSy fué el agricultor 
mismo quien imploró que se le libertara de ese privilegio 
especioso. Se a»icedió su petición. Las propiedades rurales 
entraron entonces en el derecho común; y entonces despojadas 
de la falsa protección, susceptibles de ser libremente ejecutadas, 
libado el caso, se han convertido para sus poseedcves en 
la fuente de un crédito noimal y sin trabas. 

Aplicad la lección, señores, y sabréis por qué la doctrina de 
que hablo no ha encontrado absolutamente un solo adepto entre 
nosotros, y ha tenido una oposición general, unánime en la 
prensa, no obstante cierta plausibilidad de su aspecto jurídico* 
combatido por opiniones respetables, con raiones excelentes. 
Todos los órganos de la opinión brasilera le han sido hostiles. 
Ha disgustado á todo el mundo; pero con el cambio que ha 
sufrido en la proposición americana, y lo que no nos importa 
menos, con la adhesión de los grandes Estados acreedores, ya 
presumible en vista de la declaración favorable de la Gran 
Bretaña en la sesión última, la solución ha cambiado de 
naturaleza y de resultados. 

La proposición americana no hace mas que reducir los 
litigios internacionales concernientes á deudas de Estados ex- 
tranjeros al derecho común del arbitraje obligatorio. No rechaza, 
desde el momento que el arbitraje haya malogrado su objeto, la 
admisibilidad de los medios de fuerza para la defensa del 
derecho de los acreedores. 

En vista de esta considerable trasformación, no podríamos 
rehusarle nuestra voto, suponiendo siempre que los Estados 
prestamistas se asocien al pacto. Sin ello la deliberación no 
sería recomendable, tanto más cuanto que sería inútil. 

Se podría creer que se persigue una especie de Intimación 
de la guerra en este acto de la Conferencia de la Paz, pero ello 
no es de ninguna manera una legitimación. Es la admisión 
legal de la necesidad que no se podría destruir. Todo queda 
reducido á dejar el hecho en su dominio inevitable, allí donde 
termina el del derecho y sus remedios. 
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La fórmula americana, si fuera ménoe sincera, podría callar 
sobre el empleo de la fuerza en los casos de arbitraje frustrado; 
pero la diferencia sería entonces que habría la necesidad de 
sobreentender en el texto lo que ahora aparece expresamente. 
Pofque es de toda evidencia que, aun suscribiendo la estipula- 
ción pura y simple del arbitraje obligatorio, tan pronto como 
se evita ó no se respeta el juicio, la hipótesis de la intervención 
de las armas se presenta siempre como el único correctivo 
posible contra el recharo del contrato arbitral ó la desobediencia 
á su ley. Esto es lo que la cláusula de arbitraje calla y la 
proposición americana hace constar. I.as dos no difieren sino 
en esta apariencia: la una tiene más habilidad; la otra más 
franqueza. Es enojoso que nos veamos siempre obligados á 
dejar la guerra en la extremidad de lo que hacemos por la 
pas. Pero en tanto que la guerra exista y que los hombres se 
atengan á hacer de ella un medio de restablecer el derecho, 
no se sabría cómo evitar el espectáailo melancólico en que 
forrosamente norotros mismos actuamos, de considerarla, por 
decirlo así, como la última corte de apelación de los que, 
creyéndose poseedores de un derecho ó teniendo en su favor una 
decisiva arbitral, la ven desafiar por los rebeldes á las vías de 
la conciliación y á las formas de la justicia. Y hé aquí como 
ocurre que una Asamblea reunida para organizar la paz y el 
arbitraje se encuentra en la contingencia de reconocer en la 
guerra una especie de instancia extrema para los casos de 
obstinación contra las sentencias del arbitraje ó para las ne- 
gativas de aceptar su aplicación. 

Nada podía mostramos de una manera más rolemne cuan 
limitada es nuestra misión ante la esencia de las cosas y qué 
inmensidad de imposible se opone mas allá de ciertos 
límites á nuestros deseos más ardientes, á nuestros esfuerzos 
más heroicos. Pero dentro de estos límites rolo depende de 
nosotros, es decir, rolo depende de las Naciones representadas 
en esta Conferencia, el poner bajo la jurisdicción de nuestra com- 
petencia todo lo que ella abarca, dilatando de una manera 
considerable el régimen de la paz y estrechando en proporciones 
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enormes el dominio de la guerra. Para ello no tenemos mas que 
abrazar el principio del arbitraje obligatorio ensanchando lo 
más posible los casos de su obligación, aun bajo la reserva, 
casi universalmente considerada hasta aquí como necesaria para 
cada pueblo, de su independencia, su honor, sus intereses 
esenciales ó vitales. 

Es bien entendido que al hablar de arbitraje obligatorio no 
es nuestro ánimo comprender en la obligación del arbitraje 
la obligación del tribunal. No, eso no; una cosa no implica la 
otra. Por el contrarío, se excluyen. £1 abandono del derecho 
de elegir sus propios jueces está en antagonismo con lá esencia 
misma del arbitraje. Y luego la sumisión á una Corte inevitable 
implicaría para Naciones soberanas una abdicación flagrante de 
la soberanía. Sería, por consiguiente, un pacto caduco; que no 
haya, pues. Corte obligatoria, sino solamente la obligación del 
arbitraje. Mi Gobierno no aceptaría otra fórmula. 

Pero una vez adoptada por todos la reserva de los casos en 
que el arbitraje no podría ser objeto de una estipulación 
coercitiva, hay una cuestión grave, la más importante de todas 
para la paz del mundo y para la civilización del globo á que 
dicha reserva no alcanza, y que, si se pudiera resolver, sería la 
bendición de esta Conferencia. Porque sobre todo, después 
dé la timidez de nuestros últimos votos, después de no habernos 
atrevido á hacer nada sobre el derecho de propiedad en el mar, 
la opinión del mundo civilizado nos acusaría de haber fracasado 
en nuestra misión, si no nos pusiéramos de acuerdo sobte algo 
considerable contra la calamidad de la guerra. 

La medida de la reducción de los armamentos sería la menos 
realizable, en vista de la diversidad infinita de situaciones á 
las cuales habría que proveer mediante una fórmula general. 
Pero hay otra mucho más accesible. 

Cuando me propongo aumentar mi terrítorío á expensas del 
de un extraño, no es mi independencia la que defiendo, no es 
mi honor el que salvo, no son mis intereses esenciales los que 
aseguro; es mi ambición lo que levanto por encima de los 
intereses vitales, del honor y de la independencia de otro. Hay, 
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pues, en este caso precisamente la violación más directa, más 
formal y más definida de la excepción que imponéis al precepto 
del arbitraje. Luego entonces este caso cae necesariamente, de 
una manera ineludible, bajo la regla del arbitraje, no solo 
porque no se encierra en la limitación que se le fija, sino 
también porque esa limitación misma lo prescribe. 

Por otra parte, ese caso es la transgresión más manifesta 
del orden jurídico de nuestra civilización. Los Estados que 
forman parte de ella tienen todos im territorio delimitado por 
los siglos, consentido por los vecinos, reconocido por el mundo. 
Los que atentan contra la estabilidad de esa herencia con- 
solidada por el tiempo, se rebelan contra la felicidad común 
de nuestra especie. Su ambición es una amenaza que se cierne 
siempre sobre la tranquilidad del globo, una fuente continua 
de inqinetud, de empobrecimiento y de desgracia. Si hay, pues, 
un vínculo que deba reunir hoy á todos los Gobiernos cuya 
existencia se funda en el derecho, es el de una resolución 
común contra el azote de la conquista, siempre en el horizonte 
de los pueblos como un signo de miseria y de desolación. 

No habrá en nuestros días, según creo, un Gobierno 
jurídico. . . Ved bien que no hablo de los individuos; hay 
entre ellos hombres que son de sistema, de fanatismo ó de 
odio. . . No hablo sino de los Gobiernos organizados según el 
derecho de nuestro tiempo. No creo que ninguno de ellos se 
atrevería á anunciar su ambición de territorio como im tíBilo 
contra la posesión de sus semejantes. Es siempre bajo pretexto, 
bajo apariencias más ó menos jurídicas que tales empresas 
disfrazarán su carácter reprobable. I.41S cuestiones de este 
género caen, pues, naturalmente, bajo el resorte de la justicia 
internacional. Por consiguiente, solo seríamos lógicos al ex- 
tender á esta categoría de casos la idea de la proposición 
americana. 

Hay una región del mundo que ha conocido muchos más 
grandes sufrimientos, que ha experimentado con frecuencia la 
violencia y el desorden bajo otras formas, pero que está aun 
pura de esta, la máa odiosa de todas. Es en esa parte de los 

L 
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Contínentes americanoi que se encuentra el país dd cual tengo 
«1 lionor de ser Primer Representante. Ese país ha declarado 
en el texto de su Constitución^ que no se comprometería jamás, 
directa ó indirectamente^ por sí ó como aliado de otxo cual- 
quiera, en una guerra de conquista. 

Estoy seguio que tales son hoy igualmente los sentimientos 
•de la América entera. Me imagino que ellos son también com- 
partidos en este momento por la Europa. Sospecho que encon- 
trarán en otras partes adeptos notables por su inteligencia, por 
su grandeza, y por la masa de su número. No me toméis, pues, 
en mala parte si al dirigirme á éstos en nombre de aquéllos, en 
este recinto consagrado á la prudencia, pero también á la 
humanidad, me animo á suscitar esta idea bienhechora, ex- 
presando el deseo de que en esta Conferencia se extienda á 
casos más graves la legla de la proposición americana. Lo que 
se quiere dificultar cuando se desliza bajo la alegación de deudas 
de Estado, es preciso con mayor razón hacerlo más difícil cuando 
el mismo atentado se disimula bajo otras formas evasivas. 

No sería esta aun la fórmula radical de la Constitución 
brasilera; sólo se llegaría á una transacción colocando entre la 
«deliberación de la violencia y los derechos del derecho, si se 
me permite la palabra, la intervención moderadora de una 
^sentencia. Con ese fin, y con un pensamiento que se aleja de la 
utopia y solo se dirige á las inclinaciones de justicia y de buena 
'Voluntad entre los pueblos, la adopción de la fórmula 
americana que me atrevería á proponeros, si no os disgustara, 
aería, por ejemplo, ésta, salvo las modificaciones que os 
parecieran convenientes al éxito de la idea: "Ninguna de las 
Potencias signatarias tratará de alterar por medio de la guerra 
los límites actuales de su territorio, á expensas del de ninguna 
«otra de esas Potencias, sino después del rechazo del arbitraje 
propue.sto por aquella que pretendiera la alteración, ó cuando 
ésta desobedezca al juicio arbitral. Si alguna de estas Potencias 
violara el compromiso, la enajenación de territorio impuesta 
por las armas no tendtfa validez juriaca. "^ 



EN LA CONFERENCIA DE LA HAYA. 14/ 

Sn Excelencia el Bafon MARSCHAL DE BIEBER- 
STEIN dice: 

Bn cuanto á la cuestión del cobro de deudas contractuales, 
que luí sido objeto dd interesante discurso que acabamos de 
oír, tengo una simple declaración que hacer: aceptamos sin 
reservas la ¡noposición presentada á este respecto por la Dele- 
gación de los Estados-Unidos de América. 



Extracto de la Sesión de 2y de JtUio de 1907. 

Su Excelencia el Sr. fZUDZUKI hace la declaración 
siguiente : 

La Delegación del Japón se siente muy felia en poder apoyar 
la proposición de ios Estados^Unidos de América relativa á 
la limitación del empleo de la fuerza armada para al cobro de 
las deudas contractuales, y rinde homenaje al espíritu 
humanitario que inspira dicha proposición y la interpreta como 
una condición restrictiva y una fomialidad obligatoria que debe 
llenarse antes del recurso facultativo á la fuerza armada, que 
ella tiene por único fin limitar. Sin embargo, en lo que con- 
cierne á los motivos sobre los cuales dicha proposición parece 
fundarse, la Delegación del Japón se reserva el derecho de 
pronunc i arse ulterionnente cuando haya una proposición de- 
finitiva sobre d arbitraje obligatorio en general." 

El Sr. PIERRE HUDICOURT, Delegado de Haití, 
desarrolla las consideraciones siguientes : 

La Delegación de Haiti, al dedsrar que apoya con la reserva 
qne se conoce la proposición de los Estadoa^Unidos de América, 

L 2 
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concerniente al cobro de deudas públicas que tengan por origen 
los contratos, no ha propuesto admitir que en somejante materia 
el empleo de la fuerza pueda ser legitimo. La República de 
Haití» que también ha tenido, en el curso de su existencia 
nacional, que sufrir actos de violencia, no los ha considerado 
jamás con la resignación de hechos consumados, no ha sido 
nunca sino protestando y apelando á la historia y á la humanidad 
que se ha doblado ante las exigencias que le fueron impuestas. 
Pero ha querido, teniendo en cuenta el estado actual de las 
cosas, contribuir al progreso del derecho internacional. En 
el punto á que hemos llegado en estos debates, no esperéis de 
mí un discurso; pero en presencia de la contradicción aparente 
de los argtmientos respectivamente opuestos, estimo que es 
absolutamente necesario precisar algo. 

Para apreciar el carácter filantrópico de la proposición de los 
Estados-Unidos, basta recordar el año 1902, en que fué 
formulada por la República Argentina la doctrina conocida 
desde entonces bajo el nombre de Doctrina de Drago. ¿Cuál 
era en ese momento y cuál es en la hora actual la práctica 
internacional en materia de cobro de deudas públicas por las 
Potencias? En virtud del derecho de soberanía, que hace que 
cada Potencia en la reglamentación de sus relaciones inter- 
nacionales no se guie sino por sus intereses, el poderoso 
Estado reclamante organiza una expedición. La escuadra llegada 
á su destino, después de un ultimátum de corto término 
(algunas veces tres horas), apresa ó echa á pique los navios 
que encuentra en el puerto, bombardea los edificios públicos, 
mata algunas personas inocentes ó inofensivas, establece un 
bloqueo y no cesa en sus actos de hostilidad hasta que obtiene 
satisfacción. En otras ocasiones, cuando ya se ha entregado el 
dinero á bordo, se exige una carta de excusas con salvas de 
cañón para saludar el pabellón que acaba de provocar tan 
justos rencores. Hé ahí compendiado el cuadro de las humilla- 
ciones á que dá lugar la práctica corriente del empleo arbitrario 
de la fuerza para el cobro de deudas públicas. 

Y bien, para evitar en adelante esos actos de ejecución 
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sumaría, ha sido formulada la proposición de los Estados- 
Unidos de América; para evitar que el amor propio de las 
grandes Cancillerías, que el subdito extranjero sabe siempre 
explotar, se comprometa sin examen previo y contradictorío de 
los hechos en esta clase de operaciones que, con demasiada 
frecuencia, han perturbado la conciencia de la humanidad. 

¿Cuál es la economía de la proposición americana? Tiende 
á someter á jueces imparciales, á la Corte de Arbitraje de La 
Haya, ha dicho su Excelencia el General Porter, los hechos de 
la causa, en las condiciones previstas en el capítulo III de la 
Convención para el Reglamento Pacífico de los Conflictos 
Internacionales. Ante esta Corte, las partes tendrán la facultad 
de hacer valer sus pretensiones respectivas, comprendiendo en 
ellas las demandas de reconvención, y, si una condena ha de 
seguir, la Corte determinará la forma y duración del pago. 
¿No son esas las condiciones según las cuales se arreglan de 
ordinario los conflictos que tienen por objeto derechos privados ? 
¿Acaso todas las garantías que los particulares encuentran ante 
los Tribimales ordinarios, no se encuentran también ante esta 
Corte de arbitraje considerablemente agrandados, justamente 
en relación con los grandes intereses que están en presencia ? 

Es innegable que el mejoramiento de las condiciones de la 
vida ha seguido una marcha progresiva desde el siglo XIX. El 
hombre tiende sin cesar hacia un ideal de paz y de perfección 
desconocido en los tiempos antiguos. Los códigos de leyes, como 
las prácticas judiciales, han sido impregnados por un gran soplo 
de humanidad ante el cual se abaten las barreras internacionales. 
£1 vínculo de solidaridad entre los hombres se ha hecho más 
fuerte, y no está tal vez lejano el tiempo en que las nuevas 
condiciones de la vida de los pueblos hagan mentir al viejo 
adagio: homo hominis lupus, ¿^^Y Q^^ temer acaso que los 
mismos hombres que en el seno de su patria contribuyen tan 
eficazmente á perfeccionar las instituciones públicas y á 
humanizar las relaciones sociales, olviden sus principios y sus 
ideas una vez que ocupen sus asientos de magistrados inter- 
nacionales? Parece por el contrarío que esos principios y esas 
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ideas han de ampliarse, porque en adelante será mudio 
vasto el campo de su aplicación. Justos y equitativos cuando 
aoo llamados á conciliar los intereses de un acreedor que ao 
puede ser obligado á recibir en parte el pago de una deuda, 
aunque ella sea divisible con los de un deudor desgraciado j de 
buena fé que lucha contra los embates de la adversidad, ^de- 
jarían de serlo cuando en vez de dos particulares se trate de 
dos Estados ? Por mi parte no puedo creerlo. 

Es verdad que las circunstancias de fuerasa mayor que 
colocaran á un Estado en la imposibilidad, siempre momentánea 
por otra parte, de pagar una deuda, serían del resorte de la 
Corte de arbitraje; porque las circunstancias de fuerza mayor« 
es decir, los hechos independientes de la voluntad del hombre, 
pueden, paralizando su buen deseo, impedir muy á menudo la 
ejecuciéo de las óbligadones. 

Por otra parte, y lo digo para gloria de la humanidad, no veo 
la gran Potencia acreedora en virtud de sentencia arbitral que 
se olvidara á si misma considerando de mala fé al Estado deudor 
en la imposibilidad de hacer frente á sus compromisos á conse- 
cuencia de una inundación, de una erupción volcánica, de una 
cosecha malograda, etc. Los testimonios de la historia con- 
temporánea son demasiado evidentes para admitirlo; la com- 
pasión pública internacional se ha afirmado demasiado bajo 
las manifestaciones más diversas, con ocasión de las catástrofes 
del Almirante Slocum, de la Martinica, de Courriéres, de San 
Francisco, de Santiago de Chile y de Jamaica. 

Pero lo que parece preocupar á algunos de nuestros colegas 
es que se trata en la proposición americana del en^leo eventual 
de medidas de coerción. Se ha pretendido que ello equivaldría á 
reconocer el derecho de una Potencia á emplear la fuerza. No 
creo que ese temor sea fundado. El deredio absoluto de cada 
Potencia soberana es reglamentar sus relaciones internacionales 
de la manera que juzgue más conveniente á sus intereses. Y ese 
derecho absoluto no puede ser limitado sino por el derech» 
absoluto de una Potencia soberana rival. De donde surge la ne- 
cesidad de ser bastante fuerte para oponer la fuerza á la fuensa. 
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En estos téiminoK, es imposible invocar una relación de derecho 
que tenga la elasticidad necesaria de todo vinculo jurídico. 

En la proposición de los Estados-Unidos de América se trata 
de un deiecho convencional que ha de crearse para la protección 
exclusiva de los Estados débiles. No hay nada de deshonroso ó 
de humillante en apoyar esa proposición, que pide á las 
Potencias reunidas en esta Conferencia la firma de una Con- 
vención por la cual ellas se limitarían momentáneamente el 
derecho de hacer pesar sobre un Estado en desgracia el peso 
abrumador de sus armas. Y la consecuencia de tal acuerdo 
sería que los que no pueden oponer la fuerza á la fuerza, tendrán 
por lo menos la facultad de oponer el derecho á la fuerza. 

Soy de los que piensan que hay concesiones de las cuales 
debe uno guardarse, prefiriendo las peores calamidades; pero 
que hay sacrificios que es preciso saber imponerse cuando 
tienen por objeto conducimos á un fin noble y generoso. 

Obtener que se den explicaciones ante una jurisdicción des- 
interesada, que se trate de ll^ar á un acuerdo antes de recurrir 
á la guerra, no es hacer una concesión á lo que se llama im- 
propiamente el derecho de la fuerza. No es tampoco imponerse 
un sacrificb cualquiera: es ejecutar un acto laudable, porque 
es conjurar la discordia; es disminuir las probabilidades 
aventuradas de la fuerza brutal y ciega, es marcar un progreso 
real y cierto hacia el ideal común : la pacificación imiversal. 

Al adoptar la proposición de los Estados-Unidos de América, 
los Estados débiles no reconocen la l^itimidad del empleo 
eventual de la fuerza, como no renuncian al derecho de defender 
su honor, su soberanía y su independencia. 

Sa Excelencia el Sr. BELDIMAN, Delegado de Ru- 
mania, se expresa en los siguientes términos : 

Pido permiso para exponer brevemente las consideracioDes 
que han motivado la proposición que he tenido el honor de 
presentar en nombre dd Gobierno Real. Desde luego quiero 
precisar que no entra de manera alguna en nuestras intenciones 
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el oponernos á la proposición de los Estados-Unidos de 
América, relativa á la limitación del empleo de la fuerza para 
el cobro de deudas públicas. 

Si se tratara de votar en pro ó en contra de dicha proposición, 
la Delegación rumana se abstendría, motivando su abstención 
en la razón muy sencilla de que mi Gobierno no cree que nos 
corresponda examinar las causas y las circtmstancias 
especiales que han dado lugar á la proposición de 
los Estados-Unidos, ni apreciar su alcance y sus conse- 
cuencias prácticas. No habría, pues, intervenido en este 
debate si no fuera otra la cuestión que se nos presentaba. 
En calidad de signatarios de la Convención para el Arreglo 
Pacífico de los Conflictos Internacionales en 1899, debemos 
pregimtamos si la proposición de los Estados-Unidos tiene su 
lugar en esa convención ó si no sale del cuadro de los principios 
que la rigen. 

En efecto, ese acto internacional ha establecido para los 
buenos oficios y la mediación las comisiones de investigación, 
el arbitraje internacional, la Corte permanente y el procedi- 
miento arbitral, estipulaciones de orden general, unánimemente 
adoptadas y que tienen su origen, no en circunstancias 
especiales, pertenecientes á tal ó cual grupo de Estados, sino 
en los principios fundamentales del Derecho Público Inter- 
nacional. I.a adhesión de los Estados que no tomaron parte en 
la primera Conferencia de la Paz, adhesión efectuada al co- 
mienzo de nuestros trabajos, ha dado á la Convención de 
1899 un carácter mundial que excluye, en cuanto á la aplica- 
ción de los principios que ha consagrado, toda diferencia entre 
el Antiguo y el Nuevo Mundo. 

En la gran vía humanitaria, trazada por la Convención de 
1899, no puede tratarse de estipulaciones especiales que se re- 
fieran á im hemisferio más bien que á otro. No es ese el caso 
de la proposición americana sometida en este momento á 
nuestras deliberaciones. Hemos oído una serie de exposiciones 
y de declaraciones de parte de los representantes de la América 
del Sur, directamente interesados, que al par que aceptan d 
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arbitraje previsto para los litigios que provienen de deudas 
públicas, se oponen categóricamente á toda medida coercitiva 
para el cobro de tales deudas, aun en los casos en que los pro- 
cedimientos arbitrales fueran ineñcaces de una manera ó de 
otra. En ese orden de ideas, hemos oido una doctrina que 
parecería proclamar la insolvencia de un Estado como una de 
las prerogativas intangibles de la soberanía nacional. 

Todos estos discursos han confirmado ampliamente la im- 
presión que la proposición de los Estados- Unidos produjo desde 
el principio, á saber, que no se trataba en ella de un principio 
de orden general, que hubiera de insertarse en la Convención 
de 1899, sino más bien de ima disposición especial, surgida de 
circimstancias y acontecimientos particulares, que se han pro- 
ducido en la América del Sur, disposición que por ningún 
titulo podría encontrar aplicación en Europa. 

¿Sería conforme al espíritu de la Convención de 1899 in- 
sertar ima estipulación sui generis estableciendo una distinción 
marcada entre los dos hemisferios? No lo creemos. En efecto, 
¿no sería extraño que en esa misma Convención, donde hemos 
estipulado que las cuestiones relativas al honor nacional y á los 
intereses vitales de un Estado no pueden ser sometidas á ar- 
bitraje, introdujéramos tm nuevo artículo previendo el arbitraje, 
y aun el empleo eventual de la fuerza, precisamente para los 
casos en que el honor nacional y los intereses vitales están 
comprometidos en el más alto grado ? Estimamos, I contrario, 
que el deber primordial de un Estado es dirigir sus finanzas 
y sus relaciones económicas de tal manera que en toda cir- 
cunstancia pueda hacer frente á sus compromisos. Se ha ob- 
jetado que existen casos de fuerza mayor, grandes crisis 
económicas, que podrían, en un momento dado, comprometer 
la solvencia del Estado. Pero desde luego tales eventualidades 
son demasiado raras para que haya necesidad de prever sus 
consecuencias en estipulaciones internacionales. Y luego, es 
precisamente en esas grandes pruebas excepcionales cuando se 
manifiestan la vitalidad, la energía y el espíritu de abnegación 
de una nación con el fin de mantener intacto el crédito del 
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Estado fespecto de los extranjeros, aun en las drcunstaadas 
más difíciles. Solo así un pueblo, consciente y cuidadoso de 
sus deberes y de sus obligaciones, asegura, por sus propias 
fuerzas, la salvaguardia de su honor nacional y de sus intereses 
vitales. 

Sería, pues, caer en singular contradicción si se inscsilMeni 
en la Convencían de 1S99 una nueva est4>ulaci6n, que, lejos 
de corresponder á los principios generales, que son el funda- 
mento de esta Convención, le llevara un ataque sen»ble« 
previendo eventualidades incompatibles con la dignidad de los 
Estados. 

£1 representante de una de las Rqpúblicas de América del 
Sur, nos ha dicho aquí que ningún Gobierno podría firmar 
un compromiso que previera su mala fé. Esto es muy justo* 
pero menos podría concebirse una estipulación internacional, 
que reposara sobre la hipótesis de la insolvencia eventual del 
Estado. 

Tales son, señores, las consideraciones que militan en favor 
de la proposición que tengo el honor de someteros. 

Si la Comisión quiere conocer la exactitud de nuestras ob- 
servaciones, la proposición de los Estados-Unidos debiera ser 
objeto de un acuerdo especial entre las Potencias interesadas, 
sin ninguna conexión con la Convención de 1899. 

Su Excelencia el CONDE TORNIELLI, Delegado 
de Italia, pronuncia el discurso siguiente : 

La Delegación italiana se sentiría feliz si pudiera prestar su 
aprobación sin reserva á la proposición que la Delegación de 
los Estados-Unidos de la América del Norte ha presentado 
para introducir el arbitraje en las diferencias de origen pura- 
mente pecuniario, provenientes de deudas contractuales, re- 
clamadas al Gobierno de un país por el Gobierno de otro país, 
como debidas á sus ciudadanos. La Italia se sabe está dispuesta 
á dar al principio del arbitraje internacional la más amplía 
aplicación. Si no puede pretender que todas las Potencias re- 
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presentadas en la Conferencia la sigan hasta el punto á que 
ella misma ha llegado en esta vía de progreso civil, no podría 
rehusarse á prestar su concurso, toda vez que se trata de dar 
una extensión un poco mayor á la aplicación del principio que 
ella ha adoptado, casi sin ninguna reserva, en algunos de sus 
tratados más recientes. 

Quien quiere lo más quiere lo menos. No podríamos apartamos 
de ese adagio popular. Pero la Delegación Italiana ha querido 
darse cuenta de las consecuencias del voto favorable, que se 
pn^nía dar á la proposición de los Estados-Unidos, y piensa 
que le es necesario reservar ese voto hasta el momento en que 
esté segura, por explicaciones explícitas, de que no corre ningún 
peligro de caer en un equívoco que sería desde todo punto de 
vista lamentable. 

No encontréis excesivo, señores, que á ese respecto me ex- 
plique ante vosotros con algunos detalles. La proposición de los 
Estados-Unidos, interpretada en su sentido literal, quiere decir 
que sí los ciudadanos de un país han hecho un con- 
trato con un Estado extranjero, y si el Estado á que 
esos ciudadanos pertenecen juzga á propósito hacerse 
cargo de sus intereses en los casos de contiendas que surjan 
sobre la ejecución de ese contrato, el recurso á los medios 
coercitivos queda prohibido hasta que haya habido una oferta 
de arbitraje de parte del acreedor. 

Pero la pr(^)osición olvida ilustramos sobre dos puntos 
esenciales. ' 

No nos dice por qué esa oferta no debe corresponder á las 
dos partes interesadas, y por qué se reserva solamente al 
acreedor el derecho ó el deber de hacerla. No se nos dice 
tampoco si, antes de someter la diferencia al juicio de áibitrot, 
deben haberse reoorrido todos los grados de la jurisdic- 
ción judicial ordinaria. ¿Por qué, además, hablar de medios 
coercitivos, que no pueden ser sino la última raiWt cuando 
sería 8iixq>le y fácil no hablar sino de la obligación recíproca 
de recurrir al arbitraje? Sabetnos bien que en los Estados- 
Uaidot, ni la Nación ni los Estados que la ooo^xHien, pueden 
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ser sometidos á semejante juridicdón; pero no es ese el caso 
en la mayor parte de los países, en que el Estado es justiciable 
ante los Tribunales ordinarios por las obligaciones pecuniarias 
contractuales que pueda haber estipulado. Se han complicado 
tal vez excesivamente las cosas considerando que esas obliga- 
ciones pueden nacer de contratos de empréstitos. Aun en los 
casos de empréstito contraído en el extranjero puede haber 
dos especies de obligacicxies. £1 Estado que en el ejercicio de 
su soberanía hace lo que se llama una operación financiera, 
puede contraer obligaciones de un orden especial con las casas 
de banca que garantizan sus emisiones, al mismo tiempo que 
contrae obligaciones de otra naturaleza respecto de los portadores 
de sus títulos. No tengo la intención de detenerme largo tiempo 
sobre el asunto. Las observaciones rápidas que acabo de hacer, 
no tienen en mi intención otro objeto que hacer constar que, 
si en vez de llamar nuestra atención sobre esta cate- 
goría de obligaciones que nacen de contratos que no son 
frecuentes, se nos hubiera hablado de otros contratos, que son 
usuales, cuando un Gobierno, á fin de procurarse lo que le falta 
de las grandes fábricas metalúrgicas que tienen clientela 
mundial, ó de los grandes astilleros de construcciones marítimas, 
contrac obligaciones pecimiarias. Tal vez la inteligencia de la 
proposición que examinamos se hubiera facilitado de una manera 
singular. I^ Delegación Italiana, al darse claramente cuenta 
de que la proposición de los Estados- Unidos puede tener un 
vasto campo de aplicación (aun cuando fuera discutible que 
pueda tener en vista las diferencias que surgen entre los 
acreedores portadores dé títulos y los Gobiernos deudores), no 
tendría dificultad ninguna en dar á esa proposición su asenti- 
miento sin reservas. 

Pero la proposición de que nos ocupamos, ha sido acom- 
pañada por mi distinguido colega y excelente amigo, S. E. el 
General Horacio Porter, con una exposición de motivos que 
todos hemos oido en la quinta sesión de esta Sub-comisión. Al 
principio de su interesante comunicación, el eminente Delgado 
de la Gran Confederación Americana del Norte ha dicho que 
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quería precisar el alcance y el carácter de la proposición. Lo ha 
hecho en excelentes términos y con una claridad que debemos 
agradecerle. Nos ha dicho, cito textualmente sus palabras: 
"Esta proposición se refiere únicamente á las reclamaciones 
fundadas en contratos celebrados entre un Estado y los particu- 
lares de otro país, y no comprende en ningún modo las re- 
clamaciones por perjuicios causados á residentes extranjeros, 
tales como una prisión injusta, por ejemplo, violencia de la 
muchedumbre, tratamientos inhumanos, confiscación de bienes, 
actos de injusticia flagrantes, por los cuales podría reclamarse 
una indemnización.'' Ignoro por qué la Delegación Americana, 
desde el momento en que nos suministraba una lista detallada 
de los casos en los cuales los extranjeros están expuestos á 
perjuicios graves, capaces de dar lugar á indemnizaciones, ha 
dejado de incluir también en esta nomenclatura los casos de 
denegación de justicia. Infiero solamente de su exposición de 
motivos que todos esos casos no están comprendidos entre 
aquéllos por los cuales ningún recurso á una medida coercitiva, 
que implique el empleo de las fuerzas militares ó navales, podrá 
tener lugar antes de que una oferta de arbitraje haya sido hecha 
por el reclamante y rechazada ó dejada sin respuesta por el 
Estado al cual han sido exigidas las indemnizaciones. 

La Delegación de Italia se pregunta, y tal vez algunos de 
entre vosotros se preguntarán también, si la regla conocida de 
que el caso previsto excluye el caso no previsto, inclusio unius^ 
exdusio alUrius, debe tener aquí su aplicación. Si así fuere, 
menester sería preocuparse de saber cómo podría llegarse á re- 
glamentar las diferencias que regularmente hubieran entrado 
en el período de las negociaciones diplomáticas, concerniente á 
denegaciones de justicia ó las reclamaciones por perjuicios 
causados á los residentes extranjeros. Puesto que la cláusula 
convencional que la Delegación de los Estados-Unidos nos pro- 
pone que aceptemos no comprenderá estos casos, ¿podrán ellos 
dar lugar al empleo Lunediato de los medios coercitivos, sin que 
haya habido oferta previa de arbitraje ? No se podría en verdad 
suponerlo. ¿Aceptaría el Gabinete de Washington, llegado el 
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caso, semejante inteipietación ? Otras consideraciones se im- 
ponen con mayor fuerza. La mayor parte de las diferencias 
diplomáticas que nacen de denegaciones áe justicia ó de re- 
clamaciones por perjuicios, no se elevan sino á sumas poco 
considerables. Desde el momento que se entiende que el deber 
de someter esas diferencias á la justicia arbitral no existe, los 
Estados que quisieran negarse á conceder las justas indemniza- 
ciones, ¿no podrían lanzar su desafio, diciendo al Estacki 
reclamante: nos rehusamos á valemos de vuestra oferta de 
arbitraje, venid á buscar con la fuerza las indemnizaciones que 
reclamáis? S. £. el General Porter nos ha dicho que es muy 
fácil exponerse á gastos que se cuentan por millones, si se 
persigue por esa vía el cobro de algunos centenares de millares 
de francos. 

¿ Nos será necesario perder toda esperanza de obtener por la 
aplicación de la justicia arbitral á los casos que nos interesan, 
y que cada uno de nosotros puede considerar fácilmente un 
estado de cosas que pusiera las relaciones de los países de 
Europa con las naciones lejanas al abrigo de dificultades que 
muchas veces se han producido? La Italia, cuya población 
superabundante se esparce en los Estados de América, tiene un 
interés demasiado vivo en el mantenimiento y en el desarrollo 
de sus relaciones de amistad y de fraternidad con esos países, 
para que pueda consentir en exponerlos á los azares y á las in- 
terpretaciones inciertas de una cláusula convencional que se 
preste al equívoco. La Delegación Italiana piensa que las Dele- 
gaciones de dichos Estados tendrían igual interés en asociarse 
á la exigencia de aclaraciones que ella hace á los Delegados de 
los Estados-Unidos. Darían prud>a así de apreciar todo el valor 
de los sentimientos de cordial amistad, cuyo testimonio me 
siento feliz en poder traerles en el momento en que, por primera 
vez, sus países ocupan un sitio en la gran Conferencia inter- 
nacional. 

Dependerá pues, de las respuestas que provoquen nuestras 
observaciones el que la Delegación Italiana pueda ella también, 
como lo desea, aceptar sin reservas la proposición de los 
Estados-Unidos. 
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Su Excelencia el MARQUÉS DE SOVERAL hace 
la declaración siguiente : 

La Delegación de Portugal se complace al poder declarar 
que votará con tanto más placer la proposición de la Delega- 
ción de los Estados-Unidos de América, cuanto que ella 
consagra indudablemente el principio del arbitraje obligatorio 
sobre uno de los puntos enumerados en la proposición que la 
Delegación portuguesa ha tenido el honor de presentar á la 
Secretada de la Conferencia. 

Su Excelencia el Sr. CARLIN : 

He pedido la palabra para apoyar la proposidón hecha por 
S. £. el primer Delegado de Rumania. Me parece que el curso 
mismo que han tomado hasta aquí nuestros dd>ates prueba 
suficientemente cuánto importa separar los dos asuntos que 
nos ocupan: arbitraje obligatorio por una parte, proposición 
de los Estados-Unidos concerniente al cobro de deudas con- 
tractuales, por otra parte. La separación de que se trata es 
también exigida por la lógica misma de las cosas. La Conven- 
ción de 1899 no se refiere sino al reglamento amigable de las 
diíeieDcias que surgen entre los Estados, mientras que la 
proposición de los Estados-Unidos de América prevée el 
arbitraje para reclamaciones pecuniarias de particulares, que 
solo indirectamente se convierten en litigios entre Estados por 
el hecho de que im Estado haga suyas las reclamaciones privadas 
de uno ó de varios de sus subditos. 

Por estos motivos, la Delegación de Suiza se une á la de 
Rumania para pedir que la proposición de los Estados-Unidos 
relativa al cobro de deudas contractuales sea objeto de un 
acuerdo especial separado de la Convención principal sobre 
arbitraje. Que no se objete que corresponderá al Comité de 
redacción resolver esta cuestión; ella tiene una importancia 
material, no de pura foima, y la comisión tiene á mi entender 
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d derecho y el deber de pronunciarse sobre este punto, que 
puede influir sobre el voto de las Delegaciones. 

Su Excelencia el Sr. DE MEREY toma la palabra 
y se expresa en estos términos : 

La Delegación de Austria-Hungria puede declarar que, por 
su parte, no tiene objeción que oponer á una estipulación 
eventual, según la cual las Potencias renunciarían al empleo 
de la fuerza armada para el cobro de deudas contractuales, 
antes de que una oferta de arbitraje hubiera sido hecha por 
la Potencia reclamante y rechazada ó dejada sin respuesta por 
la Potencia deudora, ó hasta que el arbitraje hubiera tenido 
lugar y la Potencia deudora no se hubiera conformado á la 
sentencia pronunciada. Estamos, pues, listos á aceptar la 
proposición relativa á este astmto de los Estados-Unidos de 
América sin formular la menor reserva. 

Su Excelencia el General PORTER dice : 

Después de varias semanas de conferencias y cambios dé 
opiniones que han permitido á todas las delegaciones expresar 
su pensamiento sobre la proposición de los Estados-Unidos re- 
lativa al cobro de deudas contractuales, llegamos al término 
de este debate tan interesante, tan instructivo, tan elocuente. Por 
ello pido que esta proposición sea votada, y, para responder á 
las cuestiones propuestas por los Señores Delegados de 
Rumania y de Suiza, pido un voto separado sobre mi pro- 
posición, que es distinta é independiente de las otras. 

El Sr. CARLIN pregunta si el General Porter quiere solo 
un voto separado sobre su proposición, ó si desea además que 
ella sea objeto de una Convención especial. 

El PRESIDENTE : Importa determinar bien antes de pasar 
al voto el terreno en que estamos colocados. La discusión 
general ha versado sobre dos objetos, que se han confundido y 
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mesclado en las observaciones generales que se han hecho. 
Hemos oido: primero, explicaciones sobre la proposición 
especial relativa á las deudas contractuales; segundo, declara- 
ciones y discusiones sobre el arbitraje obligatorio y sobre las 
modificaciones que deben hacerse á la Convención de 1899. 
Hemos llegado ahora al punto en que no podemos continuar con- 
fundiendo las dos cuestiones y en que tampoco podemos con- 
fundir por mayor tiempo la cuestión del voto de las proposiciones 
y la del sitio ó lugar que se les ha de atribuir. Muchas veces he 
considerado ya el caso en que, una vez votada la proposición 
del General Porter, vendría la cuestión de sabet dónde colocarla, 
y he llegado á convencerme de que no podremos pronunciamos á 
ese respecto antes del fin de la Conferencia. Solamente entonces 
será posible determinar el lugar que se haya de atribuir á las 
proposiciones que no se refieren á un articulo de la Convención. 
Entonces solamente será posible decidir si entrarán en el cuerpo 
de la Convención ó si serán objeto de un acto especial. Si se 
aplicara el método inverso, se llegaría á resultados contradic- 
torios y se haría inútil el papel del Comité de Redacción, que 
precisamente ha recibido de la Conferencia el mandato de 
asegurar el orden y la buena redacción de nuestras decisiones. 

Sería, en consecuencia, prematiiro declarar desde hoy que 
la proposición relativa á las deudas contractuales será incluida 
ó será excluida de la Convención general. Pero, por otra parte, 
nada nos impide votar desde ahora sobre el fondo de la proposi- 
ción. En cuanto á las reservas de los Sres. Beldiman y Carlin, 
no hay que decir que serán sometidas al Comité de Redacción. 

Si la Comisión acepta este método, estamos en presencia 
de dos votos de principios que se emitirán sucesivamente, dos 
votos perfectamente distintos: el primero se refiere á la pro- 
posición especial americana sobre cobro de deudas. La 
cuestión de saber si esa proposición especial constituye uno de 
los casos de arbitraje obligatorio, de los cuales tal ves tengamos 
que hacer una lista, ó si, por el contrario, se refiere á una 
situación independiente de esa lista, que ha de ser examinada 
á su tiempo. Pero en este momento tenemos que pronunciamos 
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sobre el fondo. Hecho esto, pasaremos al segundo voto, relativo 
á la consideración de las proposiciones concernientes al arbitraje 
obligatorio. Tal es, en mi opinión, el método que se impone. 

£1 General PORTER acepta esta manera de proceder. 

El Sr. BELDIMAN insiste en saber si el General Porter 
enti^de que su proposición deber ser objeto de una Convención 
especial fuera de la Convención de 1899. 

El General PORTER responde afirmativamente. 

El Sr. BELDIMAN toma nota de esta respuesta. 

El Sr. General PORTER objeta que ha aceptado las observa- 
clones del Presidente, que no es lógico pedirle más, en el caso 
en que su proposición sea enviada al Comité. 

El PRESIDENTE, sin querer volver sobre sus observaciones 
anteriores, hace notar que no dex)ende de un Miembro de la 
Comisión el decidir si ciertas proposiciones deben hacer parte 
de una Convención especial. Esta cuestión no depende de los 
autores de una proposición. Depende de la Conferencia entera, 
ó de los Delegados que haya podido designar á ese efecto. Ella 
sola es la que puede resolver. (Aplausos.) 

El Sr. CARLIN insiste en que la Sub-comisión se pronuncie 
•ella misma y desde ahora sobre la cuestión importante de saber 
si hay lugar ó no á establecer una Convención especial. 

El PRESIDENTE pide á la Comisión que se pronimcie 
levantando las manos sobre la proposición del Sr. Carlin. 

Esta proposición no es adoptada. 



Antes de pasar al escrutinio, el Presidente dá la palabra 
á los Delegados que deseen explicar el voto de su Del^a- 
ción, 
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S. E. el Sr. DE VILLA-URRUTIA hace la declara- 
ción siguiente : 

La Delegación de España se ha pronunciado ya en favor 
de toda proposición cuyo fin sea favorecer en los limites del de- 
recho el desenvolvimiento legitimo y pacifico de las Repúblicas 
hispano-amerícanasi poniéndolas á cubierto de los abusos 
posibles de la fuerza. 

Todo lo que en ese orden de ideas sirva para ampliar y 
reforzar el principio fecundo del arbitraje internacional, 
haciéndolo obligatorio para las diferencias de carácter pe- 
cuniario, tendrá nuestras simpatías y nuestro concurso. Kos 
adherimos, pues, al principio de la sustitución de la fuerza por 
el arbitraje en que se ha inspirado la proposición de los Estados- 
Unidos de América, > y estamos dispuestos á votarla, con la 
reserva, sin embargo, de que se adopte una redacción más 
confoime con ese mismo principio y que no se preste al equivoco 
sobre el cual S. E. el Sr. Conde Tomielli acaba de llamar 
tan elocuente y tan justamente la atención de la Comisión. 

S. E. el Sr. DOMINGO GANAS se expresa en estos 
términos : 

La Delegación de Chile considera que la proposición de los 
Estados-Unidos de América responde á sentimientos muy 
elevados de justicia y de concordia internacionales. El pensa- 
miento fundamental en que se inspira es el mismo que ha 
guiado á la Delegación de Chile al presentar su proposición. 

Las dos proposiciones se basan en la misma doctrina : las dos 
reconocen el derecho facultativo de exigir la ejecución de obli- 
gaciones pecuniarias, y las dos están de acuerdo en establecer 
el arbitraje obligatorio como el medio más razonable y más 
equitativo de poner punto final á esta clase de litigios. 

La Delegación de Chile se ha esforzado en su proposición 
en dar aun mayor alcance al arbitraje, extendiéndolo no solo 
á las reclamaciones provenientes de contratos, sino también á 
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las reclamaciones de daños causados par un Estado á los 
ciudadano^ ó subditos de otro Estado. 

Hemos pensado al presentar nuestra proposición que, sin 
modificar el fondo de la prqposición americana, se podría 
llegar á un acuerdo para hallar otra relación que tradujera 
mejor éf pensamiento de conciliación y de justicia que la 
inspiraron. 

Una vez hecha esta declaración, la Delegación de Chile está 
dispuesta á dar su voto en favor de la proposición de los 
Estados-Unidos, reservándose aprobar también cualquiera otra 
proposición que se aproxime más á sus aspiraciones. 

En cuanto á la proposición que hemos tenido el honor de 
presentar, aceptamos con placer la idea del Sr. Presidente, 
de enviarla al Comité de Examen y de Redacción encargado 
de estudiar todas las proposiciones concernientes al arbitraje. 

El Seftor Barón de ESTOURNELLES DE CONS- 
TANT declara lo siguiente: 

La Delegación Francesa presta su cordial adhesión al 
principio de la proposición hecha por nuestro honorable colega 
de los Estados-Unidos, S. £. el General Horacio Porter, rela- 
tiva al cobro de deudas contractuals. 

Consideramos que esta proposición es muy interesante, y la 
examinaremos con tanta mayor simpatía cuanto que es en 
cierto modo complementaría de las proposiciones que varías 
delegaciones, y principalmente la Delegación de los Estados- 
Unidos, han formulado ante nuestra Comisión relativamente 
al arbitraje obligatorío. 

S. E. M. PROZOR hace la declaración siguiente : 

Antes de asociarse por un acto á la obra de generosa inicia- 
tiva de los Estados-Unidos de Améríca, la Delegación de 
Rusia quiere recordar una vez más que se trata á nuestros ojos 
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de una medida de alta equidad» que debe, por consiguiente, 
realizar todas las oondiciones que esa palabra significa» com- 
prendiendo entre ellas el respeto de las situaciones adquiridas. 
Será, pues, bien entendido que el acuerdo que haya de inter- 
venir» no tendrá efecto retroactivo. Pienso, señores, que no 
podría haber duda sobre el fundamento de este modo de ver» 
que nos es inspirado por el deseo sincero de colaborar á un 
régimen de buena fé y de seguridad» basado en el debido 
respeto á todos los intereses legítimos. 



£1 Sr. CORRAGIONI D'ORELLI pronuncia las pa- 
labras siguientes: 

Declaro que conforme á las instrucciones del Gobierno Real» 
los Delegados de Siam apoyarán siempre toda proposición que 
tienda á confirmar el principio del arbitraje. Votaremos» pues» 
las proposiciones actualmente sometidas á la Comisión» que 
tienen por fin la extensión y la aplicación más general de ese 
principio. 



S. E. el Sr. LUIS M. DRAGO explica su voto en 
estos términos: 

La Delegación de la República Argentina vota afirmativa- 
mente en favor de la proposición de los Estados-Unidos de 
América, relativa á las deudas contractuales» con estas dos 
reservas» bien expresas» que deben ser consignadas: Primero: 
en lo que concierne á las deudas provenientes de contratos 
ordinarios entre el subdito ó ciudadano de una Nación y un 
Gobierno extranjero» no se recurrirá al arbitraje sino en el 
caso específico de denegación de justicia por las jurisdicciones 
del país del contrato» que deben ser agotadas previamente. 
Segundo: los empréstitos públicos con emisión de bonos, que 
constituyen la deuda nacional» no podrán dar lugar en ningún 
caso á la agresión militar ni á la ocupación material del suelo 
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de las Naciones americanas. Hacemos esta reserva de acuerdo 
con los términos del despacho que el Gobierno Argentino 
dirigió sobre este asunto á su Ministro en Washington, el 29 
de Diciembre de 1902. 

S. E. el Sr. SAMAD KHAN MOMTAZOS-SUL- 
TANEH declara que se adhiere á la reserva hecha por la 
Delegación italiana. 

S. E. TURKHAM PACHA se expresa en estos tér- 
minos : 

La Delegación otomana se reserva el derecho de pro- 
nunciarse respecto de la proposición de los Estados-Unidos da 
la América del Norte en el momento de la discusión del in- 
forme del Comité de Examen, cuando ese informe sea 
presentado á la Comisión. 

El Sr. GEORGES STREIT dice: 

La Delegación helénica, deseando á su vez explicar el voto 
que va á dar respecto de la proposición de los Estados-Unidos 
de América^ concerniente á la limitación del empleo de la 
fuerza para el cobro de deudas públicas ordinarias que tengan 
su origen en contratos, tiene el honor de declarar que en 
cuanto á la obligación de recurrir al arbitraje establecida en 
dicha proposición, se refiere á las declaraciones que en la ante- 
penúltima sesión creyó deber presentar á esta alta Asamblea. 
En cuanto á la adición contenida en la proposición de los 
Estados-Unidos relativa al empleo de medidas coercitivas, en 
el caso en que no tuviera lugar el arbitraje ó él quedara sin 
efecto, la Delegación helénica se pregunta, fuera de las con- 
sideraciones que han sido presentadas por diversas delegaciones, 
si hay oportunidad en comprender esa adición en un acuerdo 
internacional, que parecería destinado á reglamentar los medios 
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pacíficos propios para resolver los conflictos internacionales. 
La Delegación helénica no puede, por estas razones, votar 
en favor de la proposición de los Estados-Unidos. 

S. £. el Sr. DE MIER explica su voto en estos tér- 
minos : 

La Delegación de Méjico da su voto en favor de la proposi- 
ción de los Estados-Unidos de América, con la interpretación 
que ha tenido el honor de presentar á la Comisión. Es decir, 
que según la opinión expuesta por los honorables Delegados 
de los Estados-Unidos en la Conferencia Pan-americana de 
Río Janeiro, y en esta Sesión por S. E. el Sr. Conde Tomielli, 
entiende que la vía diplomática no procede sino después de 
haberse agotado los recursos legales, en los casos en que se 
llegue á recurrir á los Tribunales según los principios del 
derecho internacional. 

El Sr. GIL FORTOUL hace la declaración siguiente: 

La Delegación venezolana, á la par que reconoce que la pro- 
posición de los Estados-Unidos de América representa un esfuerzo 
considerable para la solución pacífica de los conflictos inter- 
nacionales, reserva su voto hasta que la Comisión de Examen 
haya presentado su informe sobre Us diversas proposiciones y 
reservas formuladas por varias otras Delegaciones. 

S. E. el General VARGAS pronuncia las palabras si- 
guientes : 

La Delegación de Colombia acepta la proposición de los 
Estados-Unidos con las reservas siguientes: no acepta en 
ningún caso el empleo de fuerza para el cobro de deudas; no 
acepta tampoco el arbitraje antes de recurrir á los Tribunales 
del Estado deudor. 
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S. E. el Sr. VÍCTOR RENDON explica su voto en 
estos términos : 

La Delegación dd Ecuador se complace en rendir homenaje 
al espíritu de progreso que ha inspirado la proposición de los 
Estados-Unidos de América, y declara que le da su yoto, porque 
estima que contiene tal vez el máximum de ventajas que sea 
posible obtener en este momento; pero expresa su pesar al no 
ver desaparecer la amenaza de la intervención armada, que 
parecería que debiera apartarse en la Conferencia de la Paz. 

Al adherirse á la proposición, hace las reservas siguientes: 
Primero: no podrá solicitarse el arbitraje sino en los 
casos de prestmción de denegación de justicia y después de 
haber agotado las jurisdicciones del país. Segundo: no podrá 
tener lugar la intervención armada una vez dictada la sen- 
tencia arbitral sino cuando la mala fé del deudor aparezca mani- 
fiestamente demostrada. 



El Sr. TIBLE MACHADO hace la declaración si- 
guiente : 

La Delegación de Guatemala se adhiere á la proposición 
americana, con la reserva, sin embargo, de que el Gobierno 
podrá no aceptar el arbitraje allí establecido sino cuando los 
subditos extranjeros, en conflicto con él relativo al cobro 
de créditos ordinarios procedentes de contrato, hayan agotado 
los recursos legales que les acuerdan las leyes constitutivas 
del país. Nó refiriéndose la proposición americana á las deudas 
públicas provenientes de empréstitos, la Delegación de Guate- 
mala quiere, sin embargo, declarar que á este respecto se 
adhiere á los principios expuestos por nuestro eminente colega 
el Sr. Drago. 

S. E. el Sr. BEERNAERT declara que la Delegación de 
Bélgica no se siente suficientemente ilustrada por los debates 
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que han tenido lugar sobre la proposición del General Porter. 
Se abstendrá, pues, de tomar parte en la votación. 

S. £. el Sr. HAGERUP (Noruega) declara que votará la 
proposición con las mismas reservas que las Delegaciones de 
España y de Italia. 

S. E. el Sr. HAMMARSKJOLD (Suecia) hace la de- 
claración siguiente : 

No puedo apoyar con mi voto afirmativo la proposición 
americana concerniente á la limitación del empleo de la fuerza 
para el cobro de deudas públicas ordinarias que tengan su 
origen en contratos. Esta proposición, tal como ha sido foimu- 
lada, parece prestar tma sanción indirecta al empleo de la 
fuerza en todos los casos que no están así expresamente con- 
signados. Ahora bien, aun el Estado que esté absolutamente 
al abrigo de toda sospecha en cuanto al cumplimiento escrupu- 
loso de sus obligaciones, no puede desear que la ejecución 
armada se sancione de una manera incompleta, que, por lo 
mismo, se preste á malas inteligencias y á abusos. 

El Sr. HENRIQUEZ CARVAJAL explica su voto 
en estos términos : 

La Delegación de la República Dominicana no entiende que 
la garantía de que se trata en la proposición de la Delegación 
de los Estados-Unidos pueda dejar de ser exclusivamente pe- 
cuniaria, sin implicar en ningún caso la ocupación territorial, 
y que será además compatible siempre con la soberanía del 
Estado, que en ninguna circunstancia podrá ser afectada 
por la sentencia arbitral. Con esta reserva, la Delegación de 
la República Dominicana acepta la proposición de la Delega- 
ción de los Estados-Unidos de América. 

S. E. el Sr. MILANOVITCH declara que la Delegación de 
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Servia votará la proposición del General Porter con las re- 
servas ya formuladas por las Delegaciones de España y de 
Italia. 

S. E. el Sr. CARLIN hace la declaración siguiente : 

La Delegación de Suiza se abstendrá en la votación, por 
dos razones: primero, en virtud de la declaración que ha 
hecho en la Sesión del i8 de Julio; y segundo, porque su pro- 
posición pidiendo que desde ahora se haga de este asunto un 
acto especial, no ha sido aceptada por la Sub-comisión. 

S. E. el Sr. VINAROFF (Bulgaria) declara que votará á 
favor de la proposición del General Porter con las reservas 
formuladas por la Delegación de Italia. 

El Señor CONDE DE VILLERS pronuncia las pa- 
labras siguientes : 

El Delegado de Luxemburgo declara que se abstiene con 
motivo de la situación particular creada al gran Ducado de 
Luxemburgo por el Tratado de Londres de 1867, que lo coloca 
en una condición de neutralidad permanente bajo la garantía 
de las grandes Potencias signatarias de ese Tratado. 

S. E. el Sr. CRISANTO MEDINA hace la declaración 
siguiente : 

La Delegación de Nicaragua se ad&iere á la proposición 
americana, pero hace las mismas reservas que han sido formu- 
ladas por el Delegado de la República Argentina. 

S. E. el Sr. CLAUDIO PINILLA (Bolivia) declara que 
participa de las opiniones expresadas por la Delegación 
Helénica. 
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S. E. el CONDE TORNIELLI quiere dilucidar ün punto 
muy preciso: ¿Es entendido que se va á votar no sobre el 
texto» sino sobre el principio del General Porter? 

El* PRESIDENTE responde que no hay el menor lugar á 
duda: se va á votar sobre la consideración del principio. 

En cuanto al texto, al Comité de Examen corresponderá re- 
dactarlo, asi como el lugar que haya de ocupar, para trasmi- 
tirlo en seguida, después de la aprobación de la Comisión, al 
Comité de Redacción final. No hay, pues, posibilidad de 
ninguna sorpresa. 

£1 Presidente pone á la votación la proposición del General 
Portel. 

Votaron en favor: Alemania, Estados-Unidos de América, 
República Argentina, Austria-Hungría, Solivia, Estados- 
Unidos del Brasil, Bulgaria, Chile, China, Colombia, Cuba, 
Dinamarca, República Dominicana, Ecuador, España, Francia, 
Gran Bretaña, Guatemala, Haití, Italia, Japón, Estados-Unidos 
Mejicanos, Montenegro, Nicaragua, Noruega, Panamá, Para- 
guay, Paises Bajos, Perú, Persia, Portugal, Rusia, Salvador, 
Servia, Siam, Uruguay. 

Se abstuvieron: Bélgica, Grecia, Luxemburgo, Rumania, 
Suecia, Suiza, Turquía y Venezuela. 

Total : 36 votos por la afirmativa y 8 abstenciones. 

A propuesta de varios Miembros, el PRESIDENTE 
consulta á la Comisión sobre la cuestión de saber si no con- 
vendría, como lo piensa, agregar varios miembros al Comité 
de Examen, particularmente de entre los autores de proposi- 
ciones que hayan de estudiarse: sería una medida de equidad 
y de cortesía. 

El PRESIDENTE piensa que sería útil hacer entrar en el 
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Comité de Examen nuevos miembros que representaran algunas 
de las delegaciones que han presentado proposiciones. 

Propone los nombres de SS. ££. los Sres. Hammarskjold, 
Milovanovitchy de la Barra, Carlin y Lange. 

Se les agregaría el Sr. Luis M. Drago, cuya gran compe- 
tencia será muy ütil al Comité; no hay que decir que el Sr. 
General Porter querrá venir á sostener en persona con su 
elocuencia habitual, conjuntamente con el Sr. Scott, su pro- 
posición. (Asentimiento unánime.) 
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Segunda Proposición de ios Estados- Unidos de 
América reiativa ai Tratamiento de ias Deudas 
Contractuaies. 

Texto corregido de 2g de Agosto de 1907. 

Con el fin de evitar entre Naciones los conflictos 
armados de origen puramente pecuniario, prove- 
nientes de deudas contractuales reclamadas al Go- 
bierno de un país por el Gobierno de otro país 
como debidas á sus nacionales, las Potencias sig- 
natarias han convenido en no recurrir á la fuerza 
armada para el cobro de tales deudas contrac- 
tuales. 

Sin embargo, esta estipulación no podrá ser 
aplicada cuando el Estado deudor rechace 6 deje 
sin respuesta una oferta de arbitraje, 6 en caso de 
aceptación haga imposible el establecimiento del 
compromiso, 6 después del arbitraje deje de con- 
formarse á la sentencia pronunciada. 

Queda además convenido que el arbitraje de que 
se trata se conformará, respecto de los procedi- 
mientos, al capítulo III de la Convención para el 
arreglo pacífico de los conflictos internacionales 
adoptada en La Haya, y determinará, cuando las 
partes no lo hayan convenido, la justicia y el 
monto de la deuda, el tiempo y modo de su pago. 
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PRIMERA COMISIÓN. — PRIMERA SUB-COMISIÓN. 

COMITÉ DE EXAMEN A. 



Extracto de la Sesión de j de Setiembre de 1907. 
Prssidbncia db S. E. M. LÉGN BGURGEGIS. 

El Comité procede en seguida á la discusión de la pro- 
posición del General Porter, relativa á la limitación del 
empleo de la fuerza armada para el cobro de deudas 
contractuales. 

El general PORTER: Al aceptar el programa de la Con- 
ferencia, el Gobierno de los Estados-Unidos de América, 
animado por la esperanza de que las guerras que tienen origen 
puramente pecuniario podrían evitarse, se ha reservado ex- 
presamente el derecho de proponer alguna limitación en el 
empleo de la fuerza para el cobro de deudas contractuales. La 
proposición que actualmente se estudia ha sido presentada con- 
forme á esta reserva, y se ha limitado, por consiguiente, al cobro 
de deudas contractuales, de modo de mantenerla extrictamente 
en el límite de los asimtos que habrá de tomar en consideración 
la Conferencia. 

El ñn de la proposición no es directa ó implícitamente tratar 
de justificar en los casos de deudas ó reclamaciones de cualquier 
naturaleza, ningún procedimiento que no esté basado en el 
principio de arreglo de las diferencias internacionales por el 
arbitraje, principio de que, en su aplicación más lata, los 
Estados-Unidos de América son hoy más que nunca sostenedores 
sinceros. 
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£1 Conde TORNIELLI: La proposición de los Estados- 
Unidos de la América del Norte, que se nos presenta de nuevo 
sensiblemente enmendada, no pudo ser aceptada por la 
Delegación italiana sino con ciertas reservas. £n la sesión de 
27 de Julio de la Primera Sub-comisión de la Primera Comisión, 
he tenido el honor de exponeros los motivos de esas reservas. 
Os dije entonces que dependería de las respuestas que pro- 
vocaran mis observaciones el que la Delegación Italiana 
pudiera también, como lo deseaba, aceptar sin reservas la pro- 
posición de los Estados-Unidos. 

Hoy, los esclarecimientos que habíamos pedido nos han 
sido dados, y me apresuro á hacer constar que apreciamos alta- 
mente su valor. La declaración de S. E. el General Porter 
equivale á decir que el compromiso que im Estado contrae al 
aceptar la obligación de recurrir al arbitraje antes de emplear 
los medios coercitivos para las diferencias de origen puramente 
pecuniario proveniente de deudas contractuales, no podrá en 
ningún caso producir el efecto de aminorar, para las otras 
cuestiones de orden jurídico que no pueden ser resueltas por 
la vía diplomática, la eficacia del principio general de arbitraje 
reconocido por las Potencias signatarias de la Convención de 
29 de Julio de 1899, ó adherentes á ese acto internacional. 

Habiendo alcanzado de esta manera el fin principal que se 
proponía la Delegación italiana, me complazco en poder retirar 
hoy aquellas reservas, prestando nuestra adhesión al texto 
nuevo de la proposición de los Estados-Unidos de la América 
del Norte. 

El Sr. MILOVANOVITCH dirige algunas preguntas á los 
autores de la proposición. Desea saber, en primer lugar, el 
significado exacto del término '' deudas contractuales." Esta 
expresión bastante vaga puede comprender también las deudas 
provenientes de convenciones concluidas entre un Estado y los 
nacionales de otro Estado, diversas de las que nacen de los 
contratos de Estado á Estado. ¿Entienden los autores indicar 
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con las palabras ''deudas contractuales" estas dos categorías 
de deudas? 

El Sr. Milovanovitch verüi, por otra parte, una gran ventaja 
en la supresión de la mención de la fuerza armada en el párrafo 
primero de la proposición. El recurso á los medios violentos 
está sobreentendido siempre en la hipótesis de que un Estado 
rehuse, por ejemplo, cumplir una sentencia arbitral» pero 
¿conviene inscribirlo aquí ex preciss verbist 

El General PORTER responde que la distinción hecha por 
el Sr. Milovanovitch entre las deudas existaites entre Estados 
y las que nacen entre un Estado y los sijbditos de otro Estado 
tiene aquí poca importancia. 

Si se trata de deudas públicas, como la emisión de obliga- 
ciones de renta, los acreedores estarán suficientemente protegi- 
dos por los principios generales del derecho de gentes. 

Si, al contrario, se trata de deudas contractuales, la protec- 
ción de los derechos de los acreedores estará asegurada por la 
proposición americana. 

En cuanto á la supresión de las palabras ''empleo de la 
fuerza armada,'* declara que es imposible suprimirlas, pero 
que desearía mucho que se entendiera bien que ese medio ex- 
tremo que él ha reservado es para los casos de falta de ejecución 
de una sentencia arbitral. 

Habiendo propuesto el Sr. NELIDOW la expresión " medios 
coercitivos," el General PORTER declara que personalmente 
hubiera preferido esos términos; pero que, según lo que ha 
pedido colegir, algunos jurisconsultos habrían objetado ya que 
tales palabras se prestan al equívoco. 



El Barón MARSCHALL declara que la Delegación de 
Alemania apoya sin reservas la proposición de los Estados- 
Unidos de América. 
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El Dr. LUIS M. DRAGO: Señor Presidente: 

Creo que la denominación " deudas contractuales/' em- 
pleada en la proposición de los Estados-Unidos, es demasiado 
vaga, en sí misma, para no dar lugar á posibles errores que de 
antemano se podrían prever y evitar en la redacción de un 
tratado. 

¿Están comprendidos los empréstitos de Estado dentro de 
esta denominación? A primera vista parecería que no. Se puede, 
en efecto, distinguir dos aspectos diversos que presentan los 
Estados cuando se obligan en el dominio del derecho. Por 
una parte, es sabido que el Estado es una persona jurídica ó 
moral, una entidad que actúa en el derecho privado exacta- 
mente como lo hacen las municipalidades, las sociedades 
anónimas ó cualquiera otra corporación debidamente reconocida 
por la ley. En los contratos de derecho privado (aprovisiona- 
mientos, obras públicas, etc.), el Estado procede como lo 
haría un particular, obligándose respecto de personas bien 
determinadas, que son co-contratantes suyos. Sus derechos y 
obligaciones están regidos, en ese concepto, por las disposi- 
ciones de la ley común, y consentirá, llegado el caso, en ser 
demandado ante sus propios Tribunales, que deberán aplicar 
las reglas del derecho común exactamente como lo harían en 
un litigio entre particulares. 

No sucede lo mismo cuando se trata de empréstitos de Estado. 
Los empréstitos de Estado son, sin duda, actos jurídicos, pero 
actos jurídicos de índole muy especial que no puede ser 
confundida con ninguna otra. La ley civil común no les es 
aplicable. Emitidos por un acto de soberanía que un particular 
nunca podría ejecutar, no representan en caso alguno un com- 
promiso respecto de persona determinada. Estipulan, en efecto, 
eo términos generales, que se pagarán cantidades fijas en una 
fecha cierta al portador, persona siempre innominada. El 
prestamista, por su parte, no adelanta su dinero como en los 
contratos de préstamo. Se limita á comprar un título en el 
mercado, y eso es todo. No existe acto notariado individual, 
ni otras relaciones con el Gobierno deudor. En los contratos 
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ordinarios, el Gobierno procede en virtud de facultades que sen 
inherentes á la persona jurídica ó corporación administratiTa, 
ejercitando lo que se llama el jure gestúmis, 6 derecho de que 
está investido el representante ó gerente de una sociedad 
anónima cualquiera. 

En el s^;undo caso, procede jure imperri en su calidad de 
soberano, ejecutando actos que solo la persona pública del 
Estado, como tal, podría llevar á cabo. En el primer caso se 
concibe que el Estado pueda ser llevado ante los Tribunales 
6 Cortes de reclamaciones, como ocurre todos los días, á fin 
de que responda de sus obligaciones de derecho privado. No se 
podría concebir en el segundo caso que el ejercicio de la so- 
beranía fuera discutido ante un Tribunal ordinario. Por lo 
menos habría que establecer esta distinción de orden práctico, 
que ya me he permitido hacer notar en la Comisión plenaria : 
existen siempre Tribunales cuando se trata de contratos 
ordinarios, y no los hay en parte alguna para juzgar de los 
empréstitos públicos. 

Si se dijera que los empréstitos nacionales implican en 
realidad un contrato como los demás, en el sentido de que crean 
obligaciones precisas de parte del acreedor, podría responderse 
asimismo que, en general, los contratos no son la única fuente 
de obligaciones, pero aun cuando así fuera, habría lugar de 
reconocer que en ese caso se trata de una categoría especialísima 
de contratos que tienen signos distintivos bien marcados, y 
que, por lo mismo, merecen una clasificación aparte. 

En cuanto á la mención de la fuersa que la Delegación 
Americana ha creido deber mantener en la nueva redacción de 
su proyecto, sigo creyendo que sería particularmente peligroso 
insistir en ella. Los términos que autorizan el uso de la 
"fuerza armada" van mucho más allá de la simple retorsión, 
ó lo que se llama una " demostración naval." Sería entonces d 
caso de preguntar hasta dónde llegarían esa clase de medidas 
coercitivas. Según Basset Moore, el eminente jurisconsolto 
americano, el Secretario de Estado Blaine, ocupándose en 1881 
del cobro de ciertas deudas de Venezuela, propuso al Gobierno 
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francés que los Estados-Unidos tomaran posesión de las 
Aduanas de la República Sud-Americana en la Guaira y en 
Puerto Cabello y que colocaran allí uno de sus agentes, encar- 
gado de percibir los derechos, que serían después distribuidos á 
frarata entre los diversos acreedores, recargando al mismo 
tiempo al país deudor con un 10% adicional. Esos mismos 
métodos de cobro fueron preconizados más tarde por el 
Secretario de Estado Frelinghujsen. 

Hé ahí una manera de entender la aplicación de las medidas 
coercitivas que podría muy bien dar lugar á controversias y á 
conflictos. ¿Estarían las naciones europeas y las americanas 
autorizadas, indistintamente, para administrar de esa suerte las 
aduanas del país deudor, ó nos atendríamos, por el contrario, 
al sistema de Blaine y de Frelinghuysen, segiin el cual dicha 
función correspondería únicamente á los Estados-Unidos? 

Propongo la cuestión solamente para demostrar cuan difícil 
es definir y r^lamentar de antemano el empleo de la fuerza, y 
cnán preferible sería dejar que cada caso fuera resuelto s^gún 
las circunstancias y las necesidades del momento. Pero debo 
limitarme aquí i formular simples indicaciones, ya que mi país 
ha excluido, en todas las hipótesis, el cobro por la fuerza 
cuando se trata de deudas públicas, únicas que pueden dar 
lugar á peligrosas divergencias, ' 

La Delegación Argentina, se vé, pues, obligada á mantener 
íntegramente las dos reservas que ya ha hecho al confirmar su 
voto en favor de la proposición americana. 

El Sr. CARLIN: En las sesiones de la Primera Comisión, 
Primera Sub-comisión, de 18 y 27 de Julio, la Delegación de 
Suiza ha tenido ya ocasión de rendir homenaje al espíritu y á 
la tendencia altamente humanitarios en que se inspira la pro- 
posición de los Estados-Unidos de América. Pero al mismo 
tiempo ha explicado las razones por las cuales no podía 
apoyarla. 

Los casos de conflicto que la proposición de los Estados- 
Unidos de América conádera, no nacen directamente entre los 
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Estados, sino que provienen de reclamaciones privadas de par- 
ticulares. Esas reclamaciones están, por su naturaleza misma, 
sometidas á la jurisdicción del Estado requerido, y á esa jurisdic- 
ción solamente. Ahora bien, los Tribunales suizos ofrecen i 
los extranjeros las mismas garantías de imparcialidad que á 
los nacionales. La Confederación no podría, pues, admitir una 
proposición cuyo efecto sería tal vez el de invalidar, difíríéndc^as 
á una Corte arbitral, las sentencias de los Tribunales na- 
cionales sobre litigios de derecho privado, que dependen 
exclusivamente de su jurisdicción. 

El Sr. Baion GUILLAUME : La proposición de los Estados- 
Unidos de America, tiene por fin disminuir, evitar, si es posible, 
el empleo de la fuerza en materia de conflictos provenientes de 
deudas contractuales* 

Pone la fuerza al servicio del derecho. La Delegación de 
Bélgica tiene que mostrar á semejantes concepciones uoa entera 
y completa simpatía. Pero como se podría preguntar si los 
conflictos que tiene en vista la proposición americana no serían 
en ciertas circunstancias de naturaleza que afecte los intereses 
vitales de los Estados, lo que haría el recurso al arbitraje poco 
deseable para ciertos Gobiernos; como también se podría pre- 
guntar si la determinación del tiempo de la manera del pago 
y las garantías á dar para el mismo entra ó no en el dominio 
del arbitraje, la Delegación de Bélgica declara que se abstiene. 

El Sr. de MARTENS pregunta si en el pensamiento de los 
autores de la proposición existe la idea de limitar su aplicación 
al caso en que los subditos de un Estado acreedores de otro 
Estado se dirigen i su Gobierno con el fin de cobrar el monto 
de lo que les es debido. 

Se le responde afirmativamente. 

El Sr. MILOVANOVITCH pregunta si no se podría, 
para evitar toda desinteligencia, agregar algunas palabras 
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á la propofiición en el párrafo primero y decir : " . . . 
provenientes de deudas publicas ü otras deudas contractuales. ** 

£] General PORTER dice que no es de su competencia 
entrar aquí en definiciones que sería casi imposible formular. 

Sir EDWARD FRY piensa que los términos " medios coerci- 
tivos'' podrían prestarse al equívoco; son empleados en el 
derecho interno para designar todos los modos de ejecución 
usados para las sentencias nacionales. 

£1 PRESIDENTE declara que la Delegación francesa dará 
á la proposición un voto favorable, y agrega : Sobre todo vemos 
en ella un caso de arbitraje obligatorio 

El Barón de MARSCHALL no comparte esta apreciación. 

El Sr. de NELIDOW declara que hoy, como el primer día, 
está dispuesto á votar en favor de la proposición de los Estados- 
Unidos. 

El Sr. STREIT declara que se abstiene. 



La proposición de los Estados-Unidos relativa á las 
deudas contractuales es aceptada por doce votos : Alema- 
nia, Gran Bretafta, Estados-Unidos de América, República 
Argentina, Italia, Servia, Méjico, Brasil, Portugal, Austria- 
Hungría, Rusia, Francia. 

En contra, un voto : Suiza. 
La sesión se levanta á las 445. 
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REYUE GENÉRALE DE DROiT INTERNATIONAL 
PUBLIQUE. 

Hasta aquí hemos prescindido sistemáticamente de colo- 
camos para apreciar la doctrina de Drago desde el pmito 
de vista especial que ha preocupado á los jurisconsultos 
americanos: la situación especial que el Nuevo Mundo 
tendría respecto de la Europa y los privil^os que las Re- 
públicas Sud-amerícanas reivindican en nombre de la 
doctrina de Monroe. Ese aspecto, sin embargo, de la 
doctrina de Drago es el que ha inquietado y escandalizado 
á la Europa, sin razón tal vez. Para sostener, en efecto, que 
el cobro compulsivo de las deudas de los Estados es 
ilegítimo, el antiguo Ministro argentino no se ha apoyado 
solamente en consideraciones de derecho de gentes general 
y de alta justicia internacional, como nosotros mismos 
hemos intentado hacerlo. El Dr. Drago ha insistido sobre 
todo en la idea de que las acciones coercitivas dirigidas por 
la Europa contra los Estados en bancarrota de la América 
austral son incompatibles con la doctrina de Monroe, y, 
por lo mismo, contrarias al " derecho internacional ameri- 
cano. 

Conviene, pues, averiguar si la doctrina de Drago es el 
corolario de la doctrina de Monroe, y definir los vínculos 
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que existen entre la doble doctrina americana, doctrina de 
Monroe y doctrina de Drago y los principios generales del 
derecho de gentes. Entre el derecho internacional 
americano y el derecho internacional universal 

Ha sido fácil á los publicistas del nuevo mundo demostrar 
que la doctrina de Monroe, si nó en su letra, á lo menos 
en su e^íritu, justifica la doctrina de Drago. 

Es verdad que en 1902-3, en el momento de la acción 
de las Potencias bloqueadoras contra Venezuela, el Go- 
bierno americano pareció creer que la doctrina Monroe no 
estaba comprometida en el asunto. Ya en su Mensaje 
anual de Diciembre igoi, el Presidente Roosevelt declaraba 
que con la doctrina de Monroe los Estados-Unidos no 
garantizaban á ningún Estado del Nuevo Mundo " contra 
la represión que pudiera acarrearles su mala conducta," ex- 
ceptuando el caso en que esa represión " tomara la forma 
de ima adquisición de territorio por una Potencia no 
americana." Y en el Mensaje de Diciembre de 1902, en d 
momento de los asuntos de Venezuela, el Presidente Roose- 
velt repetía que si las Repúblicas americanas no tenían que 
temer ninguna agresión de parte de los Estados-Unidosi 
'' era necesario que cada una de ellas mantuviera el orden 
dentro de sus fronteras y cumpliera sus justas obligaciones 
con los Extranjeros." A estas declaraciones se referia pura 
y simplemente el Secretario de Estado Hay en la recuesta 
cortés, pero evasiva, que dio á la Nota argentina de 29 
de Diciembre de 1902. Lu^o, s^;ún la doctrina Norte- 
americana de 1902, las Repúblicas americanas s^fuían 
siendo responsables respecto de las Potencias europeas por 
sus "agravios" internacionales; la Europa podía inter- 
venir, y aun comprometerse en una acción coercitiva, tan 
caracterizada como la acción colectiva de las Potencias 
bloqueadoras contra Venezuela, sin exp<xierse á una con- 
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traintervención de los Estados-Unidos, sin violar la 
doctrina de Moncoe, con tal de que las Potencias inter- 
Tentoras se abstuvieran de todo establecimiento territorial 
en el suelo dd Nuevo Mundo. 

No parece exagerado dedr, sin embargo, que la doctrina 
de Drago es la consecuencia lógica y necesaria de la 
doctrina de Monroe. Es ésta la tesis que los h<Mnbres de 
Estado argentinos han sostenido por primera vez, pero 
que el Gobierno de Washington ha hecho suya para en 
adelante, al trabajar para que se inscribiera la doctrina de 
Drago en el programa del Congreso de Río, al asociarse 
al voto de la moción emitida por aquella alta Asamblea, 
y al tomar recientemente la iniciativa de pedir que se agre- 
gara esta cuestión al programa de la Conferencia de La 
Haya. 

En el discurso que dirigió en Buenos Aires al Secretario 
de Estado Root, el Dr. Drago declaró que la doctrina 
afirmada por la República Argentina en 1902 era menos 
un principio jurídico abstracto que una f<kmula política que 
los pueblos Sud-americanos deben sostener por una especie 
de necesidad vital Actualmente es casi un lugar común 
señalar los peligros políticos que amenazan, en el mundo 
contemporáneo, la independencia y la integridad territorial 
de las Repúblicas Sud-americana& En un tiempo en que 
la competencia intemational es activa entre grandes Pa- 
tencias para la constitución de vastos imperios coloniales^ 
en que todos los ^ territorios sin dueftos " han sido ocupa- 
dos^ fuera tal vez de las r^ones antarticas, y en que los 
Estados de Occidente se han disputado hasta el protectora- 
do de esos reinos asiáticos en que hay ya superabundancia 
de población y en que el establecimiento de una domina- 
ción extranjera es siempre precario, se comprende 
mejor tal vez desde los acontecimientos de la guerra ruso- 
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japonesa, que la América del Sur puede atraer las ambi- 
ciones europeas. Rica y extensa, mal poblada y mal ex> 
plotada, verdadero país nuevo, en que las selvas salvajes 
cubren más e^ado aun que la maleza de los interlands 
africanos» ese Continente sería entregado á las empresas 
col<Maizad<»as de la Europa, si políticamente no pertene- 
ciera á las Repúblicas independientes que allí se cons- 
tituyeron en el siglo XIX, y si todo establecimiento 
europeo en la América del Sur no fuera á la vez contrario 
á los principios del derecho de gentes y á la doctrina de 
Monroe. Como el Dr. Drago lo observaba en su Nota 
oficial de 1902, los publicistas europeos designan ya á la 
América del Sur como el teatro obligado donde las grandes 
Potencias se disputarán la supremacía en el curso del siglo 
XX. Es allí principalmente que ha de pers^^irse "der 
Kamjtf um das Deutschtum." Es allí donde los hijos de 
la Germania engrandeciente, que buscan á la ventura, por 
el mundo, territorios de expansión, colonias que poblar, 
podrían fundar una nueva Alemania, la Alemania de 
Ultramar que ya se elabora en las colonias "nacionales" 
del Brasil meridional Más de una vez ya el ^'peligro 
alemán ".ha inquietado á los hombres de Estado Sud- 
americanos, y es esa ciertamente una de las causas del 
pan-americanismo nuevo, del llamamiento tácito, que las 
Repúblicas Sud-americanas hacen á la protección de esos 
Estados-Unidos, cuyas empresas imperialistas casi temían 
en otro tiempo. Es eso también lo que explica la insistencia 
de los Estados-Unidos en afirmar la doctrina de Monroe, 
según la fórmula un poco estrecha que los gobernantes 
americanos dan actualmente de aquella doctrina célebre: 
interdicción para la Europa de hacer ninguna adquisición 
territorial en el suelo del Nuevo Mundo. A primera vista, 
puede parecer singular que el Gobierno de Washington 
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prohiba autoritariamente á la Europa que funde colonias 
en América, que ocupe territorios, cuando desde hace 
ochenta afios la Eurc^a parece haber reconocido la inde- 
pendencia de las Naciones americanas y su dominio sobre 
el propio suelo, cuando no hay ya ni una pulgada de ter- 
ritorio jurídicamente vacante desde las Bocas del Yukon 
hasta el Cabo de Hornos. Pero los americanos conocen las 
condiciones actuales de la política internacional ; saben que 
si la partición teórica del globo ha terminado actualmente, 
las fronteras de hoy no son necesariamente perpetuas, ni 
las soberanías de todos los Estados igualmente respetables ; 
y que si la era de las expansiones coloniales en territorio 
libre está definitivamente cerrada, las colonizaciones del 
porvenir deben ser empresas de conquista, operaciones de 
desmembración territorial: los señores de Puerto-Rico y 
de las Filipinas saben que "las dependencias ' no se 
adquieren siempre "por primera ocupacióa" Y credn así 
oportuno hablar en voz alta para proteger la integridad del 
Nuevo Mundo, para prevenir la transformación de Vene- 
zuela ó de Rio Gran do Sul en " dependencias alemanas." 
Parece, pues, actualmente de interés para las Repúblicas 
Sud-americanas adherirse sin reservas á la doctrina de 
Monroe, que protege el suelo americano contra las con- 
quistas europeas. Y, si los pueblos de los dos Continentes 
americanos quieren sostener solidariamente la fórmula 
de la doctrina de Monroe : interdicción para los Estados 
europeos de todo establecimiento en el Nuevo Mundo, 
lógicamente deben apropiarse la doctrina de Drago, porque 
las acciones coercitivas ocasionadas por las quiebras de 
Estado, tienden eventualmente á la desmembración ter- 
ritorial de esos Estados ó i la restricción de su inde- 
pendencia. Es evidente, en efecto, que en nuestra época, 
si ocurre que una gran Potencia medita una empresa de 
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expansión territorial, evita sistemáticamente confesar sus 
proyectos» y se abstiene en todo caso de mía agresión 
brutal que parecería muy claramente contraria á los 
principios modernos del derecho de gentes. Preciso es una 
ocasión que autorice la iniciación de las violencias, y un 
pretexto jurídico que disfrace la ambición conquistadora. 
Las reclamaciones dijdomáticas en favor de nacionales 
lesionados suministran precisamente la ocasión y el pre- 
texto. Sería contrario al derecho internacional declarar re- 
gularmente la guerra á Venezuela para quitarle una pro- 
vincia ó un puerto, pero será legítimo emplear la fuerza 
para obligar á ese Estado á que pague sus deudas públicas^ 
y con tal motivo las Potencias dirigirán operaciones mili- 
tares contra el Estado recalcitrante ; se apoderarán de sus 
aduanas y ocuparán sus puertos, usurparán la administración 
de sus finanzas, y se harán por fin dueños políticos del país 
por medio de un "control financiero internacional," ó por 
uno de esos procedimientos que establecen indirectamente 
la supremacía de una nación ''organizadora" sobre un 
pueblo " incap)az de gobernarse á sí mismo," que, dejando 
al Estado local una independencia nominal, lo subyugan de 
hecho al "control" de una Potencia extranjera No ha 
sido gratuitamente que la Nota argentina de 1902 denunció 
el procedimiento de intervención financiera como "el 
camino más sencillo para las apropiaciones y la fádl 
suplantación de las autoridades locales por los Gobiernos 
europeos." 

Para intentar, sin embargo^ conciliar la práctica de las 
intervenciones financieras con la doctrina de Monroe, podría 
adoptarse la fórmula del Mensaje Norte-americano de 
1901 : que las Potencias europeas pueden ejercer una 
^cíón coercitiva contra las Repúblicas de la América latina 
respecto de sus deudas públicas y obligaciones pecuniarias 
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de todo orden, con tal de que la intervención europea no 
tome la forma de una ** adquisición de territorio." Pero si el 
Gobierno Norte-americano ha podido sostener esta tesis 
hace algunos años sobre todo para no tener que mezclarse 
en el embrollo venezolano^ ¿ no es acaso manifiesto que esto 
equivale á restringir de una manera extraña las con- 
secuencias de la doctrina de Monroe? Desde luego, en 
la práctica ¿dónde estará el limite entre la anexión 
caracterizada que constituiría una violación cierta de 
la doctrina de Monroe y la ocupación territorial 
indirecta que sería lícita? ¿Será preciso prohibir 
la adquisición de un puerto ó de una estación 
carbonera por un Estado europeo en cualquier pimto 
estratégicamente sin valor del litoral Sud-americano y 
tolerar el establecimiento de un " control " que, de hecho, 
subyugaría un Estatúo Sud-americano, colocándolo por 
entero bajo el protectorado de una Potencia europea? 
Sería esto un absurdo político; y también sería una inter- 
pretación singular de la doctrina de Monroe. Si, en efecto^ 
en la hora actual, seg&n la fórmula misma que nos dictan 
los Estados-Unidos» entendemos sobre todo la doctrina de 
Monroe en el sentido de que la Europa no debe adquirir 
territorios en América, la doctrina de Monroe ha tenido 
ciertamente en el origen un alcance más elevado. Como lo 
deda recientemente el Dr. Drago, ella fué para las dos 
Américas "una fórmula de emancipación y defensa," la 
Carta de liberación soberbia del Nuevo Mundo. Replicando 
á las pretensiones de las metrópolis de Europa, que querían 
mantener en perpetua sumisión política y en servidumbre 
económica á sus colonias de ultramar, los hombres 
de Estado de Washington proclamaron que en adelante 
los pueblos de las dos Américas constituían Naciones libres 
é independientes, exentas de todo control europeo, dueñas 
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de regir por si mismas sus destinos, sin intervención ex- 
tranjera. No solo imponían á la Europa el que se 
abstuviera en el pcMirenir de toda empresa colonizadora 
en tierra americana, sino que le ordenaban renunciar 
integramente á la supremacia política que en otro 
tiempo ejercía sobre el hemisferio occidental La 
Europa debía, pues, según el espíritu de la doctrina 
de Monroe, no solo reconocer la independencia de 
los pueblos americanos, ratificar el hecho cumplido de la 
emancipación, sino tratar á las Repúblicas jóvenes de 
América, en sus relaciones internacionales, como Estados 
plenamente soberanos, jurídicamente iguales á los Estados 
del Antiguo Mundo. Y esto no sucede con el procedi- 
miento sistemático de las intervenciones financieras, que 
tiende á relegar las Repúblicas Sud-amerícanas al rango de 
esos Estados " semi-civilizados>" á los cuales la Europa no 
parece conceder sino un reconocimiento internacional 
"parcial," arrogándose re^ecto de ellos prerogativas ex- 
cepcionales de dominio político. Esta es una de las ideas 
sobre las cuales los publicistas Sud-americanos insisten más^ 
y con raz(HL No sé si la suposición es exacta, pero me 
parece que allí debe buscarse el motivo de la iniciativa 
valerosa que la República Argentina tomó frente á la 
Europa por órgano de im Ministro eminente. ¿ Por qué, en 
efecto, un Estado como la República Argentina se ha con- 
movido ante la acción coercitiva que las Potencias 
bloqueadoras dirigían contra Venezuela? ¿Acaso porque 
la República Argentina misma pudiera entrever el día en 
que fuera incapaz de pagar los intereses de su deuda ex- 
tema y hablaba en vista de tal eventualidad para reivindicar 
leí derecho de faltar á sus compromisos sin exponerse á los 
cañones ingleses, alemanes ó franceses? Tal suposición 
sería absurda en el estado actual de las finanzas argentinas^ 
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y, por el contrario, preciso es decir que solo un Estado 
próspero como la Argentina del siglo XX podria tomar la 
defensa de Venezuela y sostener la doctrina de Drago sin 
ser acusada de abogar pro domo sua. Pero los hombres de 
Estado argentinos han hablado por espíritu de solidaridad 
continental, porque sentían la injuria que hace la Europa 
á la América del Sur recurriendo, respecto de las Repú- 
blicas de este Continente, á procedimientos cuyo empleo 
sería imposible entre Estados europeos. Cuando, en efecto, 
las Potencias europeas lanzan sus escuadras contra Vene- 
zuela insolvente, proceden como lo harían respecto del 
Egipto, respecto de Marruecos, respecto de los Estados 
que no tratamos como iguales en la comimidad inter- 
nacional, pero que consideramos, no sin razón tal vez, como 
Estados poco civilizados, respecto de los cuales en menester 
apoyar toda reclamación diplomática con "el clásico pro- 
ceder de la demostración naval; " donde, por lo demás, 
solo nuestra intervención puede restablecer el orden po- 
lítico y financiero, y donde nos arrogamos el derecho de 
intervenir. Que \m país como Venezuela, entregado á la 
dictadura de un Castro, se halle profundamente desor- 
ganizado y sea incapaz de alcanzar por sí mismo la dignidad 
de Estado civilizado, es posible Pero ¿corresponde por 
eso á la Europa ejercer sobre ese país, ó sobre cualquier 
otro pueblo sud-amerícano, ima tutela análoga á la 
aplicable á los imperios musulmanes? Eso es lo que la 
Argentina ha querido contestar solemnemente ; y tal len- 
guaje, lejos de estar en contradicción con el espíritu de la 
doctrina de Monroe, es al contrario su consecuencia lógica. 
Que, en efecto, la Europa pueda emplear la fuerza contra 
los Estados Sud-americanos para obligarlos al pago de sus 
deudas púbUcas sin que esa intervención tome necesaria- 
mente la forma de una ocupación de territorio ó conduzca 

O 
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á ella, es posible ; que la Argentina y las principales Re- 
públicas de la América del Sur tengan actualmente un 
crédito bastante sólido en los mercados europeos y no 
teman intervenciones financieras iimiediatas, importa poco. 
Queda siempre la tendencia de las grandes Potencias 
eurc^)eas á inmiscuirse en los asuntos internos de los Esta- 
dos Sud-americanos, " á tener algo que decirles," y á hablar 
en voz alta : eso solo es contrario á la doctrina de Monroe, 
y eso solo ha podido alarmar á los Estados, que, como la 
Argentina, parecen estar ixmíediatamente al abrigo de las 
"* acciones coercitivas " y de los " bloqueos de guerra." Las 
intervenciones europeas contra un Estado Sud-americano 
cualquiera violan la doctrina de Monroe, porque afirman la 
preeminencia de la Europa sobre la América del Sur, 
porque la Europa se arroga el derecho de apreciar por sí 
misma el valor de los agravios que tiene contra los Estados 
Sud-americanos y de obtener por la fuerza las satisfac- 
ciones que reclama. La Argentina proclama, pues, la 
doctrina de Drago para completar la doctrina de Monroe ; 
y representa asi en el hemisferio austral un papel añalejo 
al que los Estados-Unidos astunieron hace ya más de tres 
cuartos de siglo. En tiempo del Presidente Monroe, los 
Estados-Unidos, que eran la única República organizada 
del Nuevo Mundo, reivindicaron para los otros pueblos 
americanos el derecho al stlf government y se declararon 
solidarios de esos pueblos para protegerlos contra la do- 
minación eurc^a. De la misma manera la Argentina con- 
temporánea, después de haber reorganizado sus finanzas 
y consolidado su crédito, reivindica la independencia 
financiera para todo el Nuevo Mundo, aun para las Re- 
públicas que todavía tienen malas finanzas, y ello para 
apartar el peligro de las ingerencias europeas, 
!Solidarizándose con todos los pueblos Sud-americanos. La 
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doctrina de Drago desarrolla la doctrina de Monroe y la 
atiende á las relaciones económicas de la Europa y la 
América. 



Si es verdad que la doctrina de Drago es consecuencia 
lógica de la doctrina de Monroe, será preciso concluir que 
tiene un valor excepcional en las relaciones internacionales, 
que impone á la Europa de una manera más imperiosa 
aán que si los protagonistas de la nueva doctrina se 
limitaran á establecer, como hemos intentado hacerlo, que 
es conforme al derecho de gentes general admitir que el 
empleo de la fuerza es ilegítimo para el cobro de deudas 
públicas de los Estados, y que las Potencias que quieren 
asegurar la protección de los intereses pecuniarios de sus 
nacionales, apoyando sus reclamaciones ante el Estado 
deudor, no deben decretar unilateralmente el valor de tales 
redamaciones, sino someterlas á la apreciación impardal 
de una jurisdicción de arbitraje internacional 

Preciso es reconocer desde luego que, en realidad, la 
incorporación de la doctrina de Drago á la doctrina de 
Monroe atimenta el valor dinámico de ésta respecto de 
las Potencias europeas, ya que ellas no pueden descono^ 
cer la doctrina de Drago sin violar indirectamente la doctri- 
na de Monroe, sin aventurarse en un terreno en que, según la 
expresión misma del Dr. Drago, " la poUtica tradicional 
de una y otra América no transigirá jamás." No es, pues» 
indiferente hacer constar que actualmente, en la América 
del Norte como en la América del Sur, la opinión pública 
se inclina no solo á admitir el principio jurídico de la 
doctrina de Drago, sino á ver en esa doctrina '' un principio 
general de política viviente," como la doctrina de Monroe, 

O 2 
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de la cual es complemento prácticamente indispensable. 
Y á este respecto preciso es sefialar la moción votada en 
la Conferencia Pan-americana de Río de Janeiro, y la 
acogida generalmente favorable que desde entonces se 
ha hecho á la doctrina de Drago por la prensa cotidiana de 
las dos Américas y además las declaraciones oñciales del 
Gobierno Norte-americano. 

Pero la posición que han tomado los publicistas norte- 
americanos, que invocan la doctrina de Monroe para justi- 
ficar la doctrina de Drago^ ha contribuido tal vez al des- 
crédito aparente que parece acompañar actualmente á la 
fórmula argentina en ciertos medios europeos. Sin investi- 
gar si la doctrina de Drago es legítima en sí misma, desde 
el pimto de vista del derecho de gentes, se la condena en 
Europa precisamente porque aparece como una doctrina 
americana de interés exclusivamente americano; porque 
los abogados de la tesis argentina pretenden alguna vez, del 
otro lado del Atlántico, no examinar el valor de esa tesis 
desde el punto de vista del derecho intemacionail universal, 
y se limitan á declarar que forma parte del derecho inter- 
nacional americano. Parece, sin embargo, difícil y peligroso 
que cada hemisferio tenga en cierto modo su derecho in- 
ternacional propio, que existan simultáneamente dos 
fórmulas autonómicas de derecho internacional, la una 
europea, la otra americana. Si en realidad, es inevitable que 
en un momento dado tal Potencia se adhiera, por interés 
nacional, á teorías particulares sobre tal ó cual punto del 
derecho de gentes, las disidencias nacionales que afectan 
así la concepción de la costtunbre internacional general 
deben desaparecer tarde ó temprano. Sucederá así con la 
doctrina política de las dos Américas : doctrina de Monroe 
y doctrina de Drago, y con el antagonismo que parece 
persistir desde hace cerca de un siglo entre el derecho inter- 
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nacional de la Europa y el del Nuevo Mundo. Ese anta- 
gonismo debe resolverse en provecho del derecho inter- 
nacional americano, si es verdad, como lo creemos, que 
apreciado in abstracto independientemente de todo per- 
juicio continental, la doctrina americana expresa 
principios de justicia internacional. 

No sorprende que, durante largo tiempo, los teóricos de 
Europa hayan acogido con desconfianza la doctrina de 
Monroe, como hoy acogen la doctrina de Drago. Los 
publicistas de ultramar son, en efecto, los primeros en 
proclamar que la doctrina de Monroe es una fórmula de 
política americana, una doctrina utilitaria de interés yanqui 
Si algunas veces, en la hora actual, los americanos del 
Norte ó del Sur se esfuerzan en establecer que la Europa 
en general, y ciertas Potencias europeas en particular, han 
ratificado expresa ó tácitamente la doctrina que durante 
largos años no fué sino ima pretensión unilateral de los 
Estados-Unidos y que así en adelante la doctrina de 
Monroe hace parte integrante del derecho internacional 
público de las naciones civilizadas, la mayor parte de los 
hombres de Estado y de los publicistas del Nuevo Mimdo 
se limitan á sostener la doctrina de 1823 como una afirma- 
ción autoritaria, que el interés nacional de los Estados- 
Um*dos, ó si se quiere, el interés continental de las dos 
Américas, basta para explicar y justificar. 

" La doctrina de Monroe, escribía soberbiamente 
Teodoro Roosevelt en 1896, no es una cuestión de derecho ; 
es una cuestión de política .... los juristas, como juristas, 
nada tienen que decir á este respecto; argüir que la 
doctrina de Monroe no puede ser reconocida como principio 
de derecho internacional, no es sino malgastar palabras." 

En realidad, es incontestable que en 1823 el Presidente 
Monroe se inspiró ante todo en el interés nacional de su 
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la Santa Alianza. Pero, por lo mismo, la doctrina de Monroe 
ha expresado un dogma nuevo de derecho internacional 
universal, afirmando la personalidad de las naciones jóvenes 
de la América libre y reivindicando contra las dinastías 
legítimas en nombre del hecho constmiado el reconoci- 
miento de su independencia. Ha proclamado el principio 
democrático en las relaciones internacionales, el derecho 
de las naciones á regir por sí mismas sus destinos y á desen- 
volverse libremente en el mundo civilizado : el principio de 
las nacionalidades. La doctrina de Monroe tiene, pues, im 
valor internacional; pertenece al derecho de gentes 
universal en la medida en que el derecho de gentes mo- 
derno admite el derecho de los pueblos á la independencia, 
y se asigna como objeto asegurar la coexistencia pacífica 
de las Naciones garantizando los derechos esenciales de 
cada ima de ellas. 

Ese ideal de justicia internacional, que los Estados- 
Unidos afirmaron por primera vez en 1823 (como lo hizo 
la Francia revolucionaria de 1792), "el derecho inter- 
nacional americano" de los tiempos contemporáneos lo 
desarrolla deduciendo las consecuencias lógicas del prin- 
cipio democrático, y particularmente resolviendo de ima 
manera nueva el problema último de las sanciones inter- 
nacionales. Se sabe hasta qué pimto la práctica del arbi- 
traje se ha desarrollado en nuestra época en las relaciones 
de las Repúblicas americanas. La resolución recientemente 
votada en el Congreso Pan-americano de Río Janeiro en 
favor de la extensión del arbitraje internacional y de la 
conclusión en La Haya de una Convención general de 
arbitraje entre todos los Estados civilizados, manifiesta la 
adhesión de todos los Gobiernos americanos al principio 
del arreglo pacífico de los conflictos internacionales, y sería 
menester citar todos los discursos oficiales del Congreso 
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de Rio y de las fiestas pan-americanas» todos los artículos 
publicados en esa ocasión por la prensa cotidiana de las dos 
Américas, para mostrar hasta qué punto los pueblos del 
Nuevo Mundo, cuando ellos mismos no se aventuran en 
guerras que casi son luchas civiles, son actualmente hostiles 
al empleo de la fuerza en las relaciones internacionales. 

Y esa es, en cierto modo, la filosofía de la doctrina de 
Drago. Como la doctrina de Monroe, que ella interpreta 
y completa, la teoría política proclamada por la Argentina 
en 1902 aparece primero como una declaración imilateral, 
que emana de un Estado que habla por interés nacional y 
considera así, desde un pimto de vista egoista, ciertas 
cuestiones internacionales. Pero basta, como hemos en* 
sayado hacerlo, analizar esa doctrina y mostrar su razón 
de ser para verificar que ella se armoniza con el ideal de 
justicia internacional que la doctrina de Monroe y el 
"derecho púbUco americano" tienden á hacer prevalecer. 
Y se llega á la conclusión de que esa " doctrina nacional " 
tiene objetivamente un valor "internacional," y que debe 
incorporarse á un derecho de gentes superior al de los 
siglos pasados. Después de la Francia de 1792, después de 
los Estados-Unidos de 1776 y de 1823, después de la Italia 
de 1 848, la Argentina de 1902 se ha incorporado al concierto 
de las NacicMies liberales, protestando contra el empleo 
de la fuerza en las relaciones internacionales, reclamando 
la plena independencia para los Estados débiles» solicitando 
el recurso al arbitraje para la solución de los litigios inter- 
nacionales; principios nuevos, que no son tal vez actual- 
mente sino fórmulas americanas, pero que deben ad- 
quirir un día un valor mundial. 
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NORTH AMERICAN REVIEW. 

(Vcr/io SI a§ 1907, Mfi. 618 / «19.) 



£1 Sr. Drago ha hecho la sígoiente dta de Alejandro 
Hamilton : 

"Los contratos entie una Nadan y los indmdoos 
privados son obligatorios de acuerdo con la oondenda éei 
soberano y no pueden ser objeto de fuerza oompolsnra. No 
confieren derecho de acdón contrario á la Tohmtad 
soberana.** 

Esto no me parece apoyar la al^radón del Sr. Drago» 
según la cual en ninguna drcunstanda la deuda páblica 
de un Estado debe ser cobrada por la fuerza por olios 
Elstados. Hamilton no hada sino exponer la vieja regla de 
que el soberano no puede ser demandado por d sábdito» 
ó» en su forma más moderna, que el Estado no puede ser 
llevado ante los Tribunales sino en la extensión y en la 
manera en que el mismo lo prescriba. No hablaba de de> 
rechos y deberes intemadonales, sino del derecho de acdón 
entre subdito y soberana 

Wattel, que escribió antes de Hamilton» coloca los oob- 
tratos entre un Gobierno y un individuo extranjero en la 
misma cat^nona que los tratados entre Nadones» y nadie 
pone en duda que los tratados pueden ser ** objeto de fuerza 
ccxnpulsiva.*' En los tiempos de Hamilton» los Estados- 
Unidos no podían ser demandados ante los Tribunales 
por los particulares ; pero desde 1855 han sido demandaKles 
ante la Corte de Redamos, y desde 1863 están sujetos á 
sus decisiones finales, en los contratos con sus ciudadanos 
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expresos ó implícitos, ó relativamente á cualquier ley del 
Congreso, ó á cualquier r^lamento de un departamento 
ejecutivo, teniendo cualquiera de las partes el derecho de 
apelar á la Suprema Corte en los casos que importen más 
de tres mil pesos; y según la ley Pucker de 1887, según 
la ha interpretado esa Corte recientemente, los Estados- 
Unidos pueden también ser demandados en determinados 
casos que ofrezcan el carácter de agravio. 

Ya no es verdad en los Estados-Unidos (ni general- 
mente en otros países civilizados) que los contratos de la 
Nación sean obligatorios solo de acuerdo con la conciencia 
del soberano. 

La obligación es decidida ahora por la conciencia del 
Tribunal que aplica á los hechos la ley, y el Congreso seria 
revolucionario si se negaia, á pagar tales sentencias En 
8u famosa nota, el Sr. Drago dice : " El Gobierno argentino 
ha hecho demandables á sus provincias, y ha llegado hasta 
adoptar el principio de que la Nación misma puede ser 
llevada á juicio ante la Suprema Corte en los contratos 
que celebra con particulares." 

La petición de derecho por la cual en Inglaterra un 
subdito prosigue una demanda contra la Corona, lleva 
escrito al dorso, cuando es recibida por la Corte : " Soit 
droit fait á la partie." El distinguido autor no está solo 
al pretender que Hamilton y la Nación de Hamilton 
sostienen (en principio) la doctrina de Drago, porque en el 
informe de los Del^[ados á la Tercera Conferencia Inter- 
nacional de Río Janeiro, se dice lo siguiente: "Es bien 
sabido que el principio propuesto y tan hábilmente discuti- 
do por el Dr. Drago ha sido por muchos años sostenido por 
los Estados-Unidos, uno de cuyos hombres de Estado, 
Alejandro Hamikon, dio forma definida hace mucho tiempo 
al mismo principio, como lo hizo Lord Palmerston cuando 



204 LA DOCTRINA DE DRAGO. 

fué Primer Ministro de Inglaterra. Ya hemos citado el 
Memorándum de Mr. Hay respondiendo á la Nota del Sr. 
Drago y las instrucciones de Mr. Root á los del^^ados, 
y en lo que se refiere á Lord Palmerston siempre se le ha 
considerado como el campeón del principio de que hay un 
derecho internacional reservado para usar la fuerza en el 
cobro de la deuda pública de un Estado en bancarrota. 

Después de explicar que el Gobierno británico había 
seguido una política de no intervención en tales casos en 
esperanza de que las pérdidas de los hombres imprudentes 
serían saludable advertencia para otros é impedirían que se 
levantaran en la Gran Bretaña empréstitos extranjeros, á 
no ser para Gobiernos de reconocida buena fé y asegurada 
solvencia, S. S. concluía como sigue : " Sin embargo, puede 
suceder que la pérdida ocasionada á los subditos británicos 
sea tan grande que importe pagar un precio muy alto por 
dicha advertencia para el futuro, y, en tal situación, puede 
llegar á ser deber del Gobierno británico convertir el asunto 
en materia de negociaciones diplomáticas." 

En una nota que contiene la cita antecedente, Mr. Hall 
agrega : " poco tiempo antes Lord Palmerston, respondien- 
do á una interpelación en la Cámara de los Comunes, 
indicó que en ciertas circimstancias llegaría á hacer uso 
de la fuerza." La doctrina y los principios de política es- 
tablecidos en la circular de Lord Palmerston fueron 
posteriormente confirmados por Lord Salisbury. 
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COURRIER DE LA CONFÉRENCE. 

{19 de Julio de im.) 



LA INDEPENDENCIA DE LA AMÉRICA 
DEL SUR. 

Nuestras felicitaciones á la América del Sur. El día de 
ayer ha sido un día histórico para ella. Desde la proclama- 
ción de la doctrina de Monroe, los anales de la América del 
Sur no han presentado ningún hecho que constituya un 
episodio más memorable de su histórica que la proclama- 
ción de la doctrina de Drago, que ha tenido lugar ayer en 
la Sala de los Caballeros Porque sin esta última» la 
doctrina de Monroe no es completa. La América del Sur 
ha continuado la obra de la América del Norte. Y es esta 
la primera vez en que la independencia del Nuevo Mundo 
ha quedado asegurada. 

Se puede decir que ayer las Repúblicas Sud-americanas 
han sido declaradas mayores. Se debería celebrar en el 
Sur de América la fecha del i8 de Julio como se celebra 
en el Norte la del 4 de Julio. Veamos en efecto, cuál es la 
significación de la doctrina de Drago. No implica ni más ni 
menos que el reconocimiento de la América del Sur como 
un ser civilizado, que tiene derecho á todos los privilegios 
da los otros seres civilizados. Es la afirmación de que el 
principio, que de mucho tiempo atrás ha sido aplicado de 
facto á la Europa y á la América del Norte, principio re- 
conocido como de evidencia indiscutible, será en adelante 
aplicado también á los americanos del Sur. Este hecho 
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marca un progreso real en la evolución histórica de la 
América latina, y le valdrá las felicitaciones de todas las 
otras Naciones del munda 

Ha sido un hecho verdaderamente feliz y oportuno que 
el primero entre los Estados que han aprobado la iniciativa 
audaz del Dr. Drago haya sido el famoso reino histórico del 
que en otro tiempo fué provincia la República Argentina. 
Los lazos creados por la lengua y por la raza son mucho 
más durables que las reivindicaciones de un imperio, y 
nadie podría contemplar el flujo y el reflujo de los senti- 
mientos humanos en los Delegados de la Conferencia sin 
recibir la impresión de que los vínculos de la sangre san 
más poderosos que los que resultan de las relaciones 
políticas. La América española es siempre la América 
espafiola, y la aprobación pública y ccM-dial de la doctrina 
de Drago por parte del Sr. de Villa-Urrutia ha sido la de- 
mostración infalible de que el corazón de la madre patria 
late siempre con simpatía y con afecto por sus valerosos 
hijos del otro lado del Océano. 

Se podrá observar que la doctrina de Drago no ha sido 
aceptada por la Conferencia, y que, por consiguiente, las 
felicitaciones son prematuras. £1 hecho es exacto, pero es 
igualmente verdad que esa doctrina no será nunca aceptada^ 
por la buena y sendlla razón de que nunca se ha pedido su 
aceptación ó su rechazo á la Conferencia, no hubo jamás 
ninguna Conferencia en La Haya para votar la doctrina 
de Monroe. Se la ha proclamado como la doctrina política 
de los americanos del Sur, considerada como verdad ab- 
soluta y que están dispuestos á defender con todas sus 
fuerzas. La declaración de independencia de la América 
el 4 de Julio no fué nunca scnnetida á las deliberaciones 
de las demás Naciones. Y, sin embargo, es uno de los 
monumentos de la historia 
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Es indiscutible que la promulgación de la doctrina de 
I>rago disminuirá mucho la facilidad de tomar dinero 
prestado de que "gozan" actualmente los Estados de la 
América del Sur. Y esa es una excelente razón para 
aclamarla. Del mismo argumento se sirvieron cuando se 
trató de abolir la prisión por deudas contraidas por par- 
ticulares. Pero se ha reconocido umversalmente que esa 
aboUdón se imponía Cuando se trata de Estados» son 
más importantes los argumentos que militan en favor de 
la seguridad adicional ¿ ilegítima de que goza el prestamis- 
ta Porque los políticos que contratan empréstitos se en- 
cuentran en la posición de los curadores temporales que 
administran bienes de menores, cuyo crédito pueden 
hipotecar sin límites para pagar las deudas de juego de 
sus pupilos. El temor de que la proposición sea simplemente 
sinónimo de la coerción un tanto retardada se justifica 
ampliamente por la experiencia de la Inglaterra Hace ya 
muchos afios que la Inglaterra abolió la prisión por deudas, 
con gran ruido de tambores y trompetas. Pero las prisiones 
de Inglaterra en la hora presente contienen millares de 
deudores. Si preguntamos cómo puede ello suceder, se nos 
responde que esos individuos no están presos como 
deudores, aunque si no hubieran tenido deudas no hu- 
bieran entrado á la prisióa El acreedor cita al deudor 
ante una Corte civil, presidida por un juez de la Corte de 
comité. El juez oye la demanda y ordena que el pago se 
haga por fracciones en un tiempo dado. Si el deudor no 
hace los pagos, es citado ante el juez, y se le p<me preso 
por " desacato al Tribunal" Es exactamente lo mismo que 
se produciría en la América del Sur si la coerción un poco 
retardada no fuera impedida por la doctrina de Drago, 
como lo ha hecho notar el Sr. Triana en su elocuente y 
convincente discursa 
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De todos los Estados extraños á la América del Sur, los 
Estados-Unidos debieran ser los más reconocidos por la 
proclamación de la doctrina de Drago, porque la proposi- 
ción Porter, en lugar de salvaguardar la doctrina de Mon- 
roe, legaliza actos que reducen á la nada esa doctrina. 
Ahora Washington puede á lo menos oponerse á la ocupa- 
ción del territorio de un Estado Sud-americano por fuerzas 
europeas. Que se acepte la proposición Porter, y el acreedor 
tendrá plena libertad, después de haber obtenido el 
arbitraje, de apodenurse de un territorio de la América del 
Sur. Luego quien dice Monroe, deberá decir Drago en 
adelante. 
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LA DOCTRINA DE DRAGO. 

El Sr. Luis M. Drago, antiguo Ministro de Negocios 
Extranjeros de la República Argentina y Plenipotenciario 
de esa República en la Conferencia de La Haya, ha pro- 
nunciado ayer en la Primera Sub-comisión de la Comisión 
de arbitraje, un discurso aplaudido, en que ha defendido 
con talento la doctrina que lleva su nombre, y cuya 
fórmula fué el primero en dar el 29 de Diciembre de 1902. 
El Sr. Drago había publicado en el número correspondiente 
al mes de Marzo y al de Abril en " La Revue Genérale de 
Droit International Public," un largo artículo sobre la 
misma cuestión. El discurso completa el artículo, y red- 
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píceamente. La doctrina de Drago se presenta desde ahora 
en plena luz. 

Recordemos cómo nació. Fué en igo2. El Gobierno 
británico y el Gobierno alemán, imitados muy pronto por 
. :I Gobierno italiano, acababan de decidirse á tomar 
medidas coercitivas respecto de Venezuela. La causa de 
esas medidas fueron los perjuicios sufridos por los subditos 
de las Naciones reclamantes y la falta de pago de la deuda 
extema 

El Ministro de Negocios Extranjeros de la República 
Argentina, el Sr. Drago, con fecha 29 de Diciembre, dirigió 
á su Ministro en Washington un lai^o despacho, donde, 
después de un preámbulo jurídico, deda: "Vuestra Ex- 
celencia comprenderá que el pueblo argentino se haya 
conmovido al saber que la falta de pago de los servicios 
de la deuda pública de Venezuela se indica como una de 
las razones determinantes del apresamiento de su flota, 
del bombardeo de uno de sus puertos y del bloqueo de 
guerra rigurosamente establecido para sus costas. Si tales 
procedimientos fueran definitivamente adoptados, es- 
tablecerían un peligroso precedente para la seguridad y 
la paz de las Naciones de esta parte de América. El cobm 
mamu miliiari de los empréstitos implica la ocupación ter- 
ritorial para hacerlo efectivo, y ésta supone la supresión ó 
la subordinación de los Gobiernos. Esta situación con- 
traría abiertamente los principios muchas veces proclama- 
dos por las Naciones de América, y particularmente la 
doctrina de Monroe." 

Habiendo definido así sus premisas, el Sr. Drago ex- 
puso el deseo de la República Argentina que era ver que 
los Estados-Unidos consagraran el principio de "que no 
debe haber expansión territorial europea en América, ni 
presión hecha solMre los pueblos de este Continente " por 

P 
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el 9olo hecho de que una desgraciada situación financiera 
obligara á uno de esos paises á retardar el cumplimiento de 
sus obligaciones ; en otros términos que '' la deuda pnblica 
no pioede provocar la intervención armada, ni menos ami 
la ocupación material del suelo de las Naciones americanas 
por parte de una Potencia de Europa." A la cuestión asi 
propuesta, Mr. John Hay, entonces Secretario de Estado 
en Washii^on, respondió» segtin la expresión misma del 
Sr. Dragov de una manera "ceremoniosamente evasiva, pero 
cordial" En realidad, se abstuvo de emitir opinión. Más 
tarde, el 22 de Marzo de 1906, su sucesor, Mr. Elihu Root, 
fué más explícito, y se declaró deseoso de que la cuestite 
fuera propuesta en La Haya. Alg^os meses después, por 
fin, en un discurso que pronunció en Buenos Aires, Mr. Root 
acentuó más su pensamiento diciendo : '' Consideramos que 
emplear el ejército y la armada de una gran Potencia para 
ejercer presión sobre una Nación más débil con motivo 
de contratos celebrados con un particular, equivale á estimu- 
lar á que se especule con las necesidades apremiantes de 
paises incompletamente desarrollados, llevando el ataque á 
esa soberanía. Siempre hemos sido contrarios á ese género 
de ejecuciones." Después de ese discurso y de la resolución 
del Congreso Pan-americano de Rio, fué que el Gobierno 
de la Unión se decidió á anunciar su intención de presentar 
ante la Conferencia la doctrina de Drago. 

No entra en nuestro pensamiento analizar en detalle 
los diversos aspectos jurídicos de esta doctrina. Lo que 
es preciso hacer notar es que por confesión misma de su 
autor, ella es mucho menos jurídica que política El Sr. 
Drago la compara á la doctrina de Monroe ; pero ¿ qué es 
precisamente la doctrina de Monroe sino la afirmación de 
una política y la salvaguardia de un interés? Sucede lo 
mismo con la doctrina de Drago. Es él mismo, por lo 



OPINIONES DE LA PRENSA. 211 

demás» quien califica su Nota de 29 de Diciembre de igo2 
como im documento esencialmente político, agregando: 
" Sefialaba un peligro, un peligro apremiante, y se esforzaba 
en conjurarlo/' En su discurso de ayer, el Sr. Drago ha ex- 
presado la misma idea diciendo: "Lejos de m{ el pen- 
samiento de suponer que ninguna de las Potencias aquí 
representadas tenga proyectos de conquista y de ex- 
pansión imperialista á expensas de las Naciones más 
débiles de América. . . Pero la naturaleza fué pródiga con 
nuestros paises. . . Fueron en otro tiempo, y pueden ser 
aán, objeto de codicia. Acaso ocurra entonces, no hoy ni 
mafiana, pero en un porvenir más ó menos remoto, que se 
produzcan en la opinión europea corrientes irresistibles, 
capaces de arrastrar á los Gobiernos á tomar una actitud 
agresiva" Se trata, en una palabra, de aumentar la se- 
guridad política de las Repúblicas Sud-americanas. 

Puede uno preguntarse, en estas ccmdiciones, con qué 
título va á discutir la Conferencia de La Haya esta 
cuestión ¿Qué tiene de común con el derecho inter- 
nacional la doctrina ingeniosa y hábil del Sr. Drago? Las 
Repúblicas Sud-americanas la han enunciado porque han 
creído que aprovecharían con ello. Los Estados-Unidos 
se la han apropiado porque han creído que aprovecharían. 
La Potencias no han de acogerla, si no esperan que de 
alguna manera les sea provechosa. Todo esto no tiene nada 
de jurídico, y nosotros no podemos resistir á la tentación de 
llamar las cosas por su nombre. 
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LE FIQARO. 

{Parit, 19 d% Julio (/• 1907. 



LA DOCTRINA DE DRAGO. 

La sesito de la Primera Sub-comisión de la Comisión de 
arbitraje, presidida por M. Boui^^eois, fué abierta hoy por 
el Sr. Drago, Delegado de la República Argentina, quien 
ha pronunciado un notable discurso sobre la doctrina que 
lleva su nombre. £1 Sr. Drago se ha esforzado ante todo 
en demostrar la necesidad de distinguir el origen de las 
redamaciones pecuniarias que pueden producir la int^- 
vención de un Estado contra otro Estado. Esas redama- 
ciones pueden provenir sea de daños sufridos por na- 
donales ; ó bien de convenciones de derecho común entre 
los nacionales del Estado reclamante y el Gobierno de otro 
país ; sea, en ñn, de empréstitos nadonales con emisión de 
bonos ó titulosw En los dos primeros casos, el Sr. Drago 
estima que los hechos son exclusivamente del dominio del 
derecho común, corresponden á los Tribunales del país 
deudor, y no se justiñcaria una intervendón diplomática 
sino en caso de denegación de justicia En cuanto á los 
empréstitos de Estado, la situación es diferente, puesto que 
no pueden ser emitidos sino en virtud de autorizacicxies 
legislativas derivadas directamente de la soberanía na- 
cional . . . 

El Sr. Drago estima que la supresión del servido de la 
deuda de un Estado no puede constituir un casus belli 
contra el mismo. ... El Sr. Drago no atribuye actual- 
mente á^ningima Potenda ideas de conquista, pero " pueden 
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llegar á producirse en la opinión corrientes capaces de 
arrastrar á los Gobiernos á una actitud agresiva contraria 
á sus impresiones presentes. ¿ Qué mejor pretexto entonces 
que las intervenciones financieras?" 

Y el eminente Delegado de la República Aigentina 
termina declarando que el principio formulado por su Go- 
bierno el 29 de Diciembre de 1902, que excluye del Conti- 
nente americano las operaciones militares y la ocupación 
de territorio que tengan por causa los empréstitos de 
Estado^ seguirá siendo inmutable é irrevocable, y solo bajo 
esa reserva la Delegación Argentina acepta el arbitraje, 
rindiendo asi nuevo homenaje al principio muchas veces 
consagrado por su país. 

Este hermoso discurso produjo una profunda impresión, 
que valió al Sr. Drago unánimes felicitaciones. Comienza 
la discusióa La tesis del Sr. Drago es apoyada por el 
Sr. Villa-Urrutia (Espafia), el Sr. Medina (Nicaragua), y 
el Sr. Triana (Colombia). 



GIL BLAS. 

{Ptírii, iy (/• Juli0 d% 19C7.) 



LOS ACREEDORES EUROPEOS Y SUS 
DEUDORES DE LA AMÉRICA LATINA. 

Por fin hemos podido conocer la doctrina de Drago ex- 
puesta por 80 autor mismo. El Sr. Drago, Representante de 
la Repúbhca Argentina, la expuso por lo demás con 
gran Ulento ante el areópago de diplomáticos y juristas 
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reunidos hoy en la capital de Holanda. ¿ Diremos que esa 
doctiína es muy seductora para la Europa? Seguramente 
nó. Despojada de sus atavíos de estilo, se presenta simple- 
mtnte como un procedimiento destinado á proteger á ios 
malos pagadores contra las reclamaciones de sus acreedores. 
En otras palabras, el Sr. Drago pide á la Conferencia de 
La Haya que declare que los Gobiernos eur(^>eos no deben 
recurrir á la fuerza para obtener en favor de sus nacionales 
que los Estados americanos sean obligados á saldar sus 
cuentas. 

En suma, lo que reclama el representante de la Ar- 
gentina es la supresión del gendarme. Todo esto es muy 
hermoso, y será muy grato para los Estados que toman 
dinero prestado sin cuidarse de restituirlo; pero será 
menos agradable al capitalista, que sabe que en estos casos 
el gendarme es la última raiio. 

En el momento en que Venezuela tiene dificultades de 
este género con Bélgica, sin hablar de otras, el momento 
es poco oportuno para que la Conferencia adopte la tesis 
del Sr. Draga 

No es ciertamente el apoyo que le presta el Delgado de 
los Estados-Unidos lo que decidirá las cosas de otro moda 
Se sabe cuánto temen los Estados-Unidos las interven- 
ciones europeas en América, y cómo con pretexto de la 
doctrina de Monroe, doctrina también muy elástica, pre- 
tenden impedir á la vieja Europa que haga nada en los 
Estados que ha creado en el Nuevo Mundo. Hacen todo 
lo que pueden para poner trabas á la acción europea. 

Doctrina de Monroe, Doctrina de Drago. . . . En el 
fondo son fórmulas parecidas, que podrían resumirse asi: 
" la América solo para los americanos. 

Pero entonces, { qué diablos ! que devuelvan por lo menos 
el dinero. 
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LE JOURNAL DE GENÉVE. 

(2f d9 Juiio d0 1907.) 



El Sr. Diago ha tenido todos los honores de la semana. 
En im discurso cuyo éxito nos seftalan de todas partes^ ha 
sostenido valerosamente su doctrina. La lleva hasta el fin 
y contra todo. Para ¿1 los acreedores de mi Estado deben 
ser asimilados á los de mía sociedad privada, é incurrir en 
todos los riesgos de sus negocios. Deben también aceptar 
todas las condiciones de la liquidación sin pretender modi- 
ficarla con ayuda de las fuerzas militares. 

El Sr. Drago no acepta la enmienda de los Estados- 
Unidos, que autoriza la intervención dd arbitraje en 
asuntos financieros. A este respecto, d Sr. CarUn observó 
con mucha oportunidad que no podría suscribir una decisión 
que tendiera á someter al arbitraje la sentencia de un 
Tribunal suizo, que correría así el riesgo de ser invalidada. 
Recordó que los Tribunales suizos son competentes para 
juzgar las contestaciones suscitadas con ocasión de las 
obligaciones pecuniarias suscritas por el Estado. De una 
manera general, se puede afirmar que los Estados pequefios 
no tienen interés en que los grandes establezcan en materia 
financiera una jurisdicción internacional que seria siempre 
más ó menos influenciada por la fuerza 
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WE8TMIN8TER QAZETTE. 

iLondm, 19 <¡% Julio de 1907,) 



La Haya, Julio i8. — El Dr. Luis Drago pronundó hoy 
un largo discurso ante la Primera Sub-comisi^ de la 
Primera Comisión, estableciendo, en nombre de la Dde- 
gadón aigentina, la doctrina que ha hecho célebre su 
nombre en todo el mundo. Este discurso ha sido algo cc»no 
un acontecimiento en la historia de la Conferencia, y ha 
atraído la atención general. Con respecto al caso de un 
Estado que no paga sus deudas, el Delegado argentino hizo 
notar que los tenedores de deudas extranjeras solo sufren 
la misma pérdida de quien invierte su dinero en empresas 
privadas que terminan mal . . . 

El Dr. Drago no acepta la doctrina de Lord Palmerston, 
segán la cual es derecho del Gobierno británico declarar 
la guerra para cobrar las deudas de los Estados que de- 
fraudan á sus acreedores, y luego terminó diciendo : (sigue 
una transcripción del discurso). 



THE TRIBUNE. 

(¿oncfreí, 19 de Julio de 1907.') 



LA DOCTRINA DE DRAGO.— COBRO DE 

DEUDAS POR LA FUERZA— PROTESTA 

SUD-AMERICANA 

Hoy ha sido un día de Drago, un gran día para Sud- 
América. La espectativa había sido estimulada de una 
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manera tan grande por las postergaciones continuas de la 
aparición del Dr. Drago, que cuando hoy se puso de pié 
para proclamar su doctrina, la Conferencia estaba Ikna 
de gente y la tensión era universal £1 Dr. Drago pasó por 
la prueba de una manera espléndida: en una exposición 
magistral y brillante, levantó su protesta contra el derecho 
de los financistas de emplear los ejércitos y las escuadras 
de Europa para cobrar sus bonos. La doctrina de Dra|;o 
no se refiere á las deudas privadas ; se refiere exclusiva- 
mente á los empréstitos de Estado. Los Gobiernos solo 
son los representantes temporales de deudores ixmíortales. 
No es conveniente estimular á los hombres á que tomen 
dinero prestado para sus necesidades pasajeras dando en 
seguridad sus propios países, sobre los cuales pueden ini- 
ciarse ejecuciones con ejércitos y escuadras. Así como la 
prisión por deudas ha sido abolida en los Estados civiliza- 
dos^ así también el cobro por el bloqueo y la ocupación 
debe ser prohibido cuando se trata de Naciones. La pro- 
posición americana l^aliza imi^icitamente esos procedi- 
mientos. Así como en Inglaterra la prisión por deudas ha 
sido nominalmente abolida, pero existe realmente en la 
forma de prisión por desacato al Tribunal, así también 
la doctrina de Monroe quedaría en peligro si se permitiera 
la coerción después del arbitraje. 

Por esto sin someter su doctrina á la Conferencia, que 
nada tiene que hacer con asuntos políticos, el Dr. Drago 
ha proclamado sus opiniones ante el mundo, declarando 
la resolución de la Argentina de no reconocer el derecho 
de los tenedores de bonos extranjeros para ejecutar á un 
Estado por medio de las fuerzas militares y navales» para 
compelerlo al pago de sus bonos. Eq3afia y Nicaragua de- 
clararon su adhesión á la doctrina con efusión, pero 
Suiza rehusó reconocer ninguna autoridad superior á la de 
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8tts propíos Tribunales; luego el Sr. Tríana pronunció 
otro de sus discursos cortos y punzantes, que han hedió 
de él uno de los personajes más notables de la Conf erendaL 
Su discurso, lleno de sarcasmo y lleno de grandes ver- 
dades, fué pronundado con la fuerza y la pasión del orador 
genuino. En nombre de la América latina, protestó contra 
el derecho del Sh^ock colectivo de la finanza intemadcmal 
para emplear las fuerzas militares y navales, haciendo ex- 
torsión para obtener sin misericordia d pago de bonos 
que la calamidad hubiera hecho imposible servir. La dvili- 
zadón condena el bombardeo de los ciudadanos inocentes 
en tales ciicunstandas, como condena que se obtenga la 
confesión por la tortura. Los finandstas no son siempre 
ángeles» y darles el permiso de cobrar los bonos á expensas 
de los que pagan los impuestos, fadlitaria las guerras de 
agresión imperial, de donde pueden surgir confla^^dones 
de extensión é intensidad incalculables. Que estos asuntos 
sigan su curso natural ; que no se estimule artifidalmente 
la pretensión del deudor fraudulento que lo lleve á caer 
en las garras del prestamista no menos culpable, á costa 
de los que colocan inocentemente su dinero y de los 
Estados convertidos en víctimas. 



TRUTH. 

(Londns, 81 de Julh de 1907,} 



DRAGO EN LA HAYA 

Es satisfactorio que un Comité de la Conferencia de La 
Haya adoptara por gran mayoría el principio general de 
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la doctrina de Draga Las crónicas hablan de reservas de 
parte de los Delegados que votaron por la afirmativa; 
pero desde que d principio ha sido reconocido por la 
Conferencia, algo se ha ganado. El Sr. Drago es un hombre 
de Estado argentino, y la doctrina que lleva su nombre 
establece que cuando los individuos de un Estado prestan 
su dinero á otro^ lo hacen por su cuenta y riesgo, y no 
pueden solicitar que otro Estado los ayude coa las armas 
para recobrarlo. La repudiación de las obligaciones mo- 
netarias de un Estado ha sido frecuente, particularmente 
entre las Repúblicas Centro y Sud-Americanas» pero no 
han sido ellas las únicas que esto han hecho. Entre las 
Naciones europeas que han adoptado ese temperamento, 
la repudiación no ha sido completa, habiéndose ll^^o 
á un arreglo con los acreedores para reducir la deuda ó 
para reducir el interés, en consideración á las seguridades 
de pago que se ofrecían para las sumas asi reducidas. Nunca 
se ha oido hablar del empleo de la fuerza para obligar á 
un gran Estado á pagar á sus acreedores. Si Rusia ó 
Francia hicieran la repudiación mafiana, ni Inglaterra ni 
otra gran Potencia irían á la guerra con el Estado fallido 
con el objeto de obligarlo á cumplir sus obligaciones 
monetarias con los extranjeros^ Parece que esto es lo que 
indica el sentido común, y la única razón para que la misma 
r^la no se adopte respecto de los Estados pequeños y 
débiles es la de que prácticamente hay una ley para los 
ricos y otra para los pobres. 

No vacilamos en afirmar que está en el interés de un 
Estado que las inversiones hechas en paises extranjeros, 
ya se trate de empréstitos ó deudas privadas, deben ser 
asunto que solamente atafia á los prestamistas. ¿Qué es 
lo que ha sucedido entretanto? Un Estado débil necesita 
dinero; los negociantes de empréstitos tratan de hacer 
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dinero induciendo á otros á que lo presten; los riesgos 
son conocidos, y los términos del empréstito son onerosos 
por causa de ellos. Una enorme comisión se paga al cor- 
redor de empréstitos. Si pueden encontrar banqueros, éstos 
sacan una enorme suma por la operación; el empréstito 
se hace entonces á menos de la par y es alto el interés pro- 
metido. Luego se hacen toda clase de maniobras de bolsa 
para inducir al público confiado á que compre los bonos 
del empréstito ; se publican apreciaciones fantásticas de la 
riqueza del Estado; se anuncia que el dinero va á ser 
gastado enteramente en alguna obra pública determinada 
que resultará muy remunerativa para el Estado ; una parte 
del producto se entrega como comisión secreta á ciertas 
personas que ocupan puestos públicos en el Estado 
que obtiene el préstamo ; se encarga á un contratista para 
llevar adelante la obra pública. Se conviene en que 
se le pagará en bonos ó al contado, y generalmente 
obtiene su pago en bonos. Naturalmente, insiste 
en que se le pague dos veces el valor de la 
obra para cubrirse de los riesgos. Del dinero que se 
obtiene coa el empréstito se paga el interés del empréstito 
por dos ó tres años, y una buena parte de lo que queda se 
gasta como si fuera renta del Estado. Asi muy pronto se 
acaba el dinero; el Estado indica que sus necesidades le 
obligan á suspender el pago de los intereses, y el con- 
tratista suspende la obra. Como, sin embargo, muchos de 
los bonos están todavía en manos de los promotores del 
empréstito, corredores^ banqueros, contratistas y otros, se 
emite un nuevo empréstito, en que se repite el mismo ju^fo. 
Por fin cesa el pago de intereses del empréstito viejo y del 
nuevo ; pero esto solo ocurre cuando el crédito del Estado, 
desaparecido por completo, hace imposible encontrar dinero 
en forma alguna. 
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Es evidente que si un Estado extranjero emplea la 
fuerza en beneficio de ios prestamistas para obtener el 
psLgo, y si esto se reconoce como uso corriente, tales em- 
préstitos tienen una especie de garantía indirecta, de que 
serán pagados por el Estado deudor, pero ¿por qué 
esa garantía? Toda la operación ha sido más ó menos una 
estafa, ó si no es una estafa, una negociación usuraria para 
beneficio de los corredores de empréstitos. A esto se 
responde que muchos de los bonos han sido comprados por 
tenedores inocentes, que han pagado buen dinero por ellos. 
Es cierto que pueden haber pagado, pero siempre han 
pagado menos de lo que hubieran pagado por un bono de 
igual valor nominal de su propio país, y si ei Estado 
deudor cumpliera con ellos, recibirían un interés doble 
ó triple del que podrían obtener de una inversión de la 
deuda pública en su propio país. Un inglés compra esos 
bonos para obtener ese interés más alto. Puede que sea 
un tonto, pero no es tan tonto como pudiera parecer. Al 
contrarío, si se establece que su Estado debe poner la 
fuerza armada á su disposición para asegurar el cumpU- 
miento de las obligaciones que se le deben, no es de 
ninguna manera un tonto, sino un negociante muy inteli- 
gente. " A '* compra consolidados que le dan 3 por ciento 
al precio corriente ; '^ B " compra bonos de algún Estado 
insolvente y obtiene, si es que lo obtiene, 8 ó 9% sobre el 
precio de compra ; ¿ por qué los impuestos que paga " A " 
han de ser invertidos en asegurar á ''B" ese 8 ó g% ? 
Hay otro aspecto de la cuestión. El propósito de un Estado 
es mantener su crédito á una altura que le permita siempre 
tomar dinero prestado con una tasa baja de interés. Pero 
si un Estado solvente garantiza á sus ciudadanos que 
compran bonos de enorme interés en algún pequefio 
Estado insolvente de que ellos serán reembolsados del 
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capital é intereses, tales empréstitos pueden competir 
ventajosamente con cualquiera de los que hzga, el Estado 
solvente. Esto, naturalmente, hace más difidl para el 
Estado solvente que necesita dinero el obtenerlo en buenas 
condiciones. Por consiguiente está en el interés de todos 
los Estados solventes, que caveat emptor sea la regla de 
todos los que compran bonos de Estados insolventes. La 
revelación de los métodos adoptados para lanzar los em- 
préstitos de Estado sin dinero que se produjo durante las 
investigaciones del Comité Parlamentario de Empréstitos 
Extranjeros en el afio sesenta y tantos, seguida por las 
relativas á los empréstitos egipicos en tiempo del Khedive 
Ismael, á que nos hemos referido en un artículo reciente^ 
parecen haber sido olvidadas; establecen con todos los 
detalles lo que hemos dicho respecto de tales empréstitos 
y del sistema empleado, que es el mismo ahora que en- 
tonces. Respecto á los empréstitos Centro-americanos^ 
hemos recomendado á los que quieran saber cómo son 
colocados en el público, que lean las pruebas producidas 
con respecto á los dos empréstitos de Honduras que 
estudió el Comité de Empréstitos Extranjeros. El dinero 
obtenido del público había sido dividido casi por mitad 
entre los negociadores de esos empréstitos, después de haber 
dejado una cantidad suficiente para pagar por corto tiempo 
el servicio del primer empréstito. El Ministro de Honduras 
se negó á firmar los bonos hasta que se le dio una hermosa 
simia. Cuando no se le daba lo que consideraba suficiente 
cohecho, escribía diciendo que el reumatismo le impedia 
firmar, pero que esperaba reponerse muy pronto, lo que 
en efecto ocurría cuando se le daba su precio. Al público 
confiado se le as^;uraba que los bosques de caoba de 
Honduras eran una garantía especial para el primer em- 
préstito. Los bosques en cuestión estaban muy en lo 
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interior, y la caoba misma era de mtiy inferior calidad; 
no se exportó ningrmia parte de ella. Pero cuando se emitió 
un s^undo empréstito, fué precedido por el anuncio de 
que various buques habían llegado á Inglaterra con 
cargamento de caoba de Honduras^ Se descubrió después 
que la caoba había sido comprada en otra parte, y que los 
buques que la traian no habían hecho sino tocar en Hon- 
duras en su viaje á Inglaterra. 

La gran mayoría de los ingleses no invierten su dinero 
ni en consolidados ni en bonos de Gobiernos extranjeros 

Sin embargo, en la mayor parte de los casos, algo pagan 
para suministrar interés á los primeros. ¿ Por qué, entonces, 
la comunidad entera ha de contribuir al costo no solo de 
mantener el crédito inglés, sino también de mantener el 
crédito de los Estados extranjeros, empleando la fuerza 
contra éstos para asegurar á los ingleses el pago de los 
términos ruinosos con que podrán tomar dinero prestado 
y ello para beneficio de un número de especuladores re- 
lativamente pequefio? Que esto se considere recto y 
razonable no puede ser sino un falso concepto de los 
deberes colectivos. Después de los estaUidos revolucionarios 
en Alemania en 1848, se estableció en Francfort una 
especie de Poder ejecutivo y legislativo de la Alemania 
Confederada del Norte. La l^slatura abolió el juego en 
todos los balnearios. Los accionistas ingleses dd estable- 
cimiento de juego en Homburg presentaron un memcNial 
á Lord Pahnerston, entonces Secretario de Negocios Ex- 
tranjeros, para que interviniera contra la confiscación de 
su propiedad ; Lord Palmerston, negándose á su petición» les 
echó en cara su impudencia. Sin embargo, me parece que 
había tan buenas razones piara enviar nuestro ejército á que 
obligara á la Confederación Alemana del Norte á indemnizar 
á esos mártires» como las habría para obligar por las armas 
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á un Estado que, de acuerdo con una banda de negocia- 
dores de empréstitos, se ha ingeneado para colocar sus 
bonos inservibles en manos de ingleses deseosos de un 
interés excesivo sobre sus capitales. Los altos intereses, 
como lo dijo a^;una vez el Duque de Wellington, s^^nifican 
malas garantías. 



THE NATION. 

{Londrei, 21 dñ Julio de 1907.) 



Ha sido esta la semana más importante de la Con- 
ferencia en La Haya desde el comienzo de sus sesiones. 
Mr. Choate, en nombre de los Estados-Unidos, ha llevado 
mucha parte de los honores. El Dr. Drago, de la Delega- 
ción Argentina, uno de los más ilustrados juristas alli 
presentes» sostuvo con gran vigor el asunto relativo á la 
prohibición del cobro de deudas de Estado por la fuerza ; 
pero la doctrina de Drago pura y simple ha sido retirada, y 
solo queda la proposición de los Estados-Unidos, según 
la cual no se podrá recurrir á las fuerzas militares ó navales 
para el cobro de deudas hasta después de haberse hecho 
una oferta de arbitraje por la Nación acreedora, oferta que 
haya sido rechazada por la Nación deudora. El General 
Porter mencionó un caso en que los Estados-Unidos 
ocuparon i8 buques de guerra por espacio de diez y seis 
años, con un costo anual de doce millones de dollars, para 
cobrar una deuda de menos de veinte mil libras. Puede 
que el retiro de la doctrina de Drago haya sido producido 
por el anuncio de que Venezuela ha rehusado cumplir 
una sentencia de La Haya, que la condena á ps^gar diez 
millones de francos á sus acreedores belgas. 
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THE EA8TERN DAILY PRESS. 

CNorwioh, 20 da Julio de 1907.) 



EL EJÉRCITO COMO COBRADOR DE 
DEUDAS. 

La doctrina de Drago, tal como ha sido expuesta por su 
autor, el Dr. Luis Drago, ante una Comisión de la Con- 
ferencia de la Haya, ha de encontrar mucho simpático 
aprecio en este país. No hay entre nosotros quien quiera 
guerras de tenedores de bonos. Hay algo esenciahnente 
indigno en el envío de escuadras y de ejércitos para cobrar 
deudas. El Dr. Drago, que representa la República Ar- 
gentina, piensa que los acreedores de Estados extranjeros 
deben cobrar sus deudas ellos mismos ó perder el dinero. 
Tuvo que combatir, naturalmente, de antemano la im- 
presión producida por el caso de Venezuela. Fué en verdad 
aquella una mala causa, hay que confesarlo. El Presidente 
Castro no solo desafió á los acreedores de su Estado, sino 
al mundo entero. La única manera de asegurar el pago fué 
apoderarse de los principales puertos de Venezuela y 
cobrar la cuenta en la forma de derechos de aduana, pero 
tales métodos no son buenos en definitiva, como el Dr. 
Drago lo sostiene. No fueron buenos ciertamente en este 
caso, y á la vez suscitaron cuestiones que con una diplo- 
mada poco hábil nos hubieran llevado á un ocmflícto con 
los Estados-Unidos. No hay ahora nadie que sostenga 
que LcHrd Lansdowne estuvo bien inspirado al unirse á 
Akmania para cobrar deudas por medio de buques de 
guerra. Después de todo, por consiguiente, el caso de 
Venezuela es un argumento en favor del Dr. Drago y no 

Q 
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€o SO contxa. Fué aquello una advertencia contra tales pro- 
cedimientos en los casos ambiguos. Pero ¿ qué es lo que se 
propone en compensación del abandono del método de 
la fuerza para obligar á los Estados que no pagan á 
cumplir con sus acreedcxes? El Dr. Drago nada prc^xmc^ 
6i mejor dicho, no propone mas que el abandono de los 
acreedores^ para que estos hagan lo mejor que puedan para 
defenderse, como tienen que hacerlo cuando se trata de 
individuos privados. Puede que pierdan su dinero, pero no 
es probable que lo pierdan como en los casos de ban- 
carrota ordinaria. El Estado á quien se presta dinero no 
desaparece, como lo observa el Dr. Drago. Puede que no 
atienda á sus obligací(Mies, pero algún día se rqx)ne, ccxno 
es probable que suceda si continúa siendo Estado, y cuando 
se repone restablece su crédito. No es posible para ningún 
Estado, aun en Sud-Améríca, el omtinuar subsistiendo no 
solo cuando ha perdido su crédito» sino cuando los países 
prestamistas pierden toda fé en su honor. Todo el mundo 
sabe, naturalmente, que cuando se presta dinero á países 
como Venezuela, las seguridades son muy dudosas, y esto 
es lo que e3q)lica el alto interés. Pero la tasa del interés 
s^;uramente será más alta si la doctrina de Drago es 
aceptada por los países que prestan dinero. Actualmente, 
los que contratan empréstitos con Estados extranjeros 
tienen tras ellos una especie de garantía nacional Si alguna 
vez llegamos á obrar como en Venezuela, no habrá razón 
para que los acreedores tomen mucho cuidado en sus 
adelantos de dinero. Podrán especular casi sin riesgo á 
expensas de sus compatriotas. El Dr. Drago indica que 
muchas veces el prestamista puede muy bien no ser siquiera 
compatriota del que adopta su causa. Esto nunca puede 
S2d>erse. Hay grandes probabilidades, por ejemplo, de que 
muy pocos de los acreedores ingleses de Venezuela fue- 
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ran realmente ingleses En los casos de empréstitos ex- 
tranjeros el dinero es im fluido que viene en muchos 
arroyos de fuentes extremadamente variadas, hasta el gran 
centro bancarío del mundo. Es difícil que haya ningún 
dinero inglés» y, sin embargo, los buques de guerra ingleses 
son enviados para efectuar el cobro. Consideraciones de 
esta espeác nos inclinan en gran manera á aceptar la 
doctrina de Drago en sus dos aspectos. 



THE WESTERN DAILY PRE88. 

{Briitot, 18 d9 Jítiio d0 1907.) 



Una de las medidas más desgraciadas que nuestro Go- 
bierno haya adoptado fué la de unirse con Alemania en 
una demostradán naval para obligar á Venezuela i atender 
algunos redamos finanderosw Los argumentos de la disputa 
probablemente se han borrado del recuerdo público, pero 
tal vez no se haya olvidado que el sentimiento público se 
rebeló contra nuestra cooperadón en la empresa de 
cobrar dinero prestado para especular por algunos 
financistas alemanes, y la opinión se expresó generalmente 
en sentido de que esta seria la última vez que semejante 
manera de proceder seria permitida. Ayer el Dr. Drago, 
de la República Argentina, sostuvo ante una Comisión de 
la Conferenda de La Haya que no debía reconocerse como 
casus MU la incapaddad de un Estado para pagar sus 
deudas. Muchos ejemplos hay en el pasado de guerras de 
tenedores de bonos, y hubo un tiempo, no muy remoto, 
en que la opimon pública de este pais sostenía la opinión 
de Lord Palmerston, según la cual el Gobierno británico 

Q 2 
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tenia derecho á declarar la guerra á los Estados que no 
pagaran á sos acreedores británicos. Pero el progreso de ios 
tiempos ha producido una impresión mayor por los horrores 
de la guerra y la iniquidad positiva de enviar nuestros 
marinos y nuestros soldados á la muerte y de matar los 
desventurados marinos y soldados de algún país mal go- 
bernado^ con el objeto de que suban los valores de algunos 
caballeros muy elegantes de la City. Ahora ningún Estado 
que tenga probabilidades de quebrar puede obtener dinero 
pagando un interés bajo. Sus títulos tienen siempre 
precios ínfimos, y por precios ínfimos se compran ccMno 
especulación; y aunque pueda ser un arreglo muy con- 
veniente para los acreedores el obtener ganancias si los 
negocios del Estado deudor mejoran, y si éste anda 
mal poder acudir á nuestro Gobierno para que cobre por 
la fuerza y con esto ponga los títulos á la par, ha pasado 
ya el tiempo de que la conciencia pública tolere arreglos 
de esa especie. Además, como el Dr. Drago lo ha indicado^ 
^ los bonos al portador pasan incesantemente de mano en 
mano en los mercados financieros del mundo, y puede 
ocurrir fácilmente que cuando una Nación ó Naciones llevan 
á cabo un bloqueo ó una demostración naval, la mayor 
parte de los títulos que se ha querido salvaguardar con 
tales actos coercitivos, haya pasado á manos de otros 
países." 

Naturalmente, es deber del Gobierno defender los in- 
tereses de su pueblo dentro del límite razonable ; y cuando 
Ismael, el Khedive de Egipto, jugó las vastas sumas que 
tomó prestadas de acreedores franceses é ingleses, los dos 
Gobiernos pudieron con justicia procurar su abdicaci<kL 
Pero las circunstancias eran aquí excepcionales, y puede 
convenirse en adoptar como regla que cuando un ciudadano 

ritánico presta 9U dinero á un Estado extranjero, no tenga 
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Ofc>': 



i^^ derecho á espeiBi que su Gobierno incurra en gastos y en 

pérdidas de vidas para impedir que su negocio sea malo. 
Además, es esta una doctrina que no podría aplicarse en el 
caso de un gran Estado. Hay pesimistas que creen que la 
bancarrota rusa es un acontecimiento muy probable. Si 
esto sucede, los tenedores de bonos ingleses y franceses» 
que adelantaron dinero á Rusia antes de la guerra japonesa, 
tendrán una pérdida muy grande, pero ninguno que esté 
en sus cinco sentidos sostendrá que es este un casus belli ; 
y si esto es asi en el caso de ün gran Estado, i por qué los 
Estados pequeños estarían sometidos á un apremio á 
que no están sujetos los grandes? Los motivos que in- 
dujeron á la Argentina á adoptar su actitud pueden com- 
prenderse fácilmente. No es probable que la Argentina 
caiga en bancarrota Ella tiene perspectivas maravillosas» y 
bastará la más ordinaria prudencia para asegurarle un gran 
porvenir, pero hay otros Estados Sud-americanos que están 
en circunstancias menos felices. Acaso están en peligro de 
que se repita contra ellos la acción de Venezuela, y no está 
en los intereses de ningún Estado Sud-amerícano el que las 
deudas sirvan de instrumento para que un Poder europeo 
haga pié en el hemisferio occidental Mr. Choate, el ex- 
embajador americano en este país, que ahora representa á 
los Estados-Unidos en la Conferencia de La Haya, recibió 
instrucciones para sostener una declaración tendiente á que 
las reclamaciones pecuniarias sean sometidas al arbitraje, 
y no hay duda de que tales instrucciones las ha recibido 
por la adhesión que el Gobierno americano presta á la 
doctrina de Monroe ; y si es cierto que hay aun algunos 
ingleses que nunca han podido aceptar plenamente tal 
doctrina» es^ sin embargo, posible congratularse de que Sir 
Edward Fry tenga instrucci<»ies de sostener á Mr. Choate» 
por humanidad primero, y después como un freno para que 
los grandes Estados se lleven por delante á los pequefios. 
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JOURNAL DE SAN PETER8BURQ0. 

(22 d9 Julio <h 1907.) 



LA DOCTRINA DE DRAGO. 

Se ei^>ecaba, no sin alguna impadeocia, las declaractooofi 
del Sr. Drago, Delegado de la Argentina, relativamente á 
la doctrina que lleva su nombre. Esa doctrina, como se re- 
cuerda, tuvo su origen en los acontecimientos de Venezuela 
y en la demostración naval que, con un fin financiero» 
llevaron á cabo las escuadras inglesas y alemanas en 
Diciembre de 1902. " £1 único principio, declaraba entonces 
una Nota dirigida por el Dr. Drago á Mr. Hay, que la 
República Argentina sostiene, y que tendría gran satisfac- 
ción en ver adoptado con motivo de los acontecimientos 
de Venezuela, es el de que no puede haber expansión ter- 
ritorial en América, de parte de la Europa, ni opresión de 
las Naciones de este Continente, so pretexto de que una 
desgraciada situacción financiera haya podido obligar á 
alguna de estas Naciones á retardar el cumplimiento de sus 
compromisos. En una palabra, el principio que la República 
Argentina quisiera ver reconocido es el de que la deuda 
pública no puede dar lugar á la intervención armada^ ni 
menos á la ocupación del territorio de una Nación americana 
por una. Nación europea." Hoy las declaraciones dei Dr. 
Drago se limitan á defender en toda su integridad los 
principios que dedujo del caso de Venezuela. Su teoría, 
que remonta en linea recta á la doctrina de Monroe, tenia 
que recomendarse forzosamente al apoyo de los Estados- 
Unidos. Rechazarla de ima manera pura y simple hubiera 
sido de parte de la gran República Americana una ver- 
dadera falta de lógica, y, lo que es más grave, un síntoma 
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de tímidez en el leoonocimiento de la doctrina de Monioe 
como axioma de derecho intemadonaL Pero las reivindica- 
cioaes del Dr. Drago eran demasiado intransigentes para 
no imponer á los Delegados de los Estados-Unidos la obli- 
gación de suavizar un poco los contornos y de redondear 
los ángulos. De ahí la proposición del Sr. Porter, seg&n, la 
cual en los casos de contestaciones financieras entre 
Estados^ no se debe recurrir á la fuerza de las armas sino 
de^ués de que el deudor ha)ra rehusado someterse á 
una sentencia arbitral dictada con motivo del conflicto por 
uo Tribunal de arbitraje. Esa transacción ha sido rechazada 
con energía por el Dr. Drago, que ve en la obligación de 
someter el conflicto á un tribunal internacional menos una 
solución del problema que una simple postei^[ación de 
dicha solución. Y ciertamente que hay en la intransigencia 
del Delegado argentino una parte notable de verdad, puesto 
que es difícil admitir que un Estado^ para defender á sus 
acreedores^ mobilice tropas antes de haber intentado ob- 
tener el pago por medios pacíficos. Pero no es menos cierto 
que si el empleo de la fuerza brutal en servicio de una 
causa de or%en puramente financiero, económico ó 
comercial, repugna profundamente á la concepción del de- 
recho internacional, es imposible dejar á los Estados 
acreedores sin ningún recurso contra los malos deudores. 
En estas condiciones, el arbitraje es la única solución que 
se impone por la fuerza misma de las cosas, el arbitraje 
obligatorio, aceptado de antemano por las Potencias signa- 
tariaSk medida tanto más práctica cuanto que se trata de un 
oooflicto esencialmente jurídico, judicial, en que el honor 
de una Nación no puede estar comprometido. Al contraríe^ 
rehusando ejecutar una sentencia arbitral y aun oponién- 
dose á someter una amtestación financiera al arbitraje, es 
que una Potencia, á la par que se expone á no ganar nada, 
puede perder su honor. 
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THE MANCHE8TER GUARDIAN. 

{17 dñ Julio de 1907,) 



Publicamos hoy un articulo sobre la doctrina de Drago» 
que es el más interesante de los asuntos que tratará la 
Conferencia Esta doctrina, que lleva el nombre del dis- 
tinguido jurista que representa á la Argentina en La Ha3ra, 
establece que en ninguna circunstancia un Estado tiene 
derecho de usar la fuerza para cobrar las deudas de sus 
subditos. Fué formulada en 1902 por el Dr. Drago, 
Ministro entonces de Negocios Extranjeros de la Ar- 
gentina, con motivo del conflicto de Venezuela. Se recordará 
que la Inglaterra y la Alemania echaron á pique la flota 
venezolana y bombardearon varias ciudades porque el 
Presidente Castro omitió pagar ciertas deudas de subditos 
británicos y alemanes. El Dr. Drago, en un despacho 
dirigido á su Ministro en Washington, sostuvo que el 
derecho de cobrar deudas por métodos militares, que la 
Inglaterra y la Alemania habían usado en Venezuela, era 
contradictorio con la doctrina de Monroe, porque el cobro 
de deudas por la fuerza necesita de la ocupación territorial 
para hacerlo efectivo, y ello significa por lo menos una 
pérdida parcial de independencia. Este argumente colocó 
á los Estados- Unidos en una posición difícil, y la Alemania 
no tardó en indicar que si la doctrina de Monroe im- 
posibilitaba á los Estados europeos para cobrar sus deudas 
en Sud-América, era deber de los Estados-Unidos hacerlo 
en representación de ellos. La misma sentencia de arbitraje 
en el caso de Venezuela encargó á los Estados-Unidos 
del deber de procurar que Venezuela pagara las costas del 
Tribunal dentro de tres meses, encargo que América no 
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aceptó. América ha rehusado con persistencia aceptar 
ninguna responsabilidad por la falta de cumplimiento de 
sus obligaciones ñnancieras de parte de ningún Estado 
Sud-americano ; y por otro lado, está obligada por la 
doctrina de Monroe á conservar el statu quo en América 
£1 principal interés de la doctrina de Drago se encuentra 
así en la aplicación de la doctrina de Monroe, y nuestro 
corresponsal apunta en su artículo que la crisis venezolana, 
que llegó á la proclamación de la doctrina de Drago, 
surgió realmente del deseo de Alemania de poner á prueba 
la doctrina de Monroe. 

La resolución que el General Porter propondrá en 
nombre de los Estados-Unidos implica una transacción; 
no se hará uso de la fuerza hasta que no se ha)ra ofrecido 
el arbitraje, y éste no ha)ra sido aceptado ó no se haya 
cumplido con el laudo. Es ciertamente una circunstancia 
desgraciada para la propuesta americana que precisamente 
en el momento en que es presentada, Venezuela, según 
nos lo hace saber una afirmación hecha en la Cámara belga 
en el día de ayer, haya rehusado cumplir una sentencia 
arbitral, porque ello puede entrañar el rechazo por los 
Estados europeos de la transacción propuesta por los 
Estados-Unidos. 

La Doctrina de Drago nada dice reelecto al arbitraje, 
pero niega el derecho de las Potencias acreedoras de cobrar 
sus deudas p(» la ^rza en ninguna circunstancia. El efecto 
del rechazo de Venezuela, por consiguiente, será tal vez 
conducir á una resolución sobre la doctrina de Drago en su 
forma más abstracta Aun en esta forma nos inclinamos 
á creer que debe ser aceptada; tanto la doctrina 
de Monroe como la doctrina de Drago tienen valor para 
el viejo mundo, porque sustraen medio Continente del área 
de agresión posible de las grandes Potencias. Ellas 
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aeutralizan, en efecto, la totalidad de Sud-Améríca. y 
solo representa una enorme ganancia» que supera coa 
mucho á los intereses de cualquier clase de t^iedores de 
bonos. La doctrina de Drago, por lo demás, es ya respetada 
en Eur(^)a^ porque es completamente cierto que si Rusia, 
por ejemplo, dejara de atender á sus obligaciones extran- 
jeras, ninguna Potencia sofiaría en emplear la fuerza pata 
compelerla á pagar ; y, como el Dr. Drago lo ha dicho cc^ 
gran fuerza, "entre los principios fundamentales del 
derecho internacional uno de los más preciosos es el que 
determina que todos los Estados, cualquiera que sea la 
fuerza de que dispongan, son entidades de derecho, per- 
fectamente iguales entre sí, y acreedoras, por b mismo, á 
la misma consideración y respeto." Además, es el deber de 
cualquier capitalista que presta su dinero á un Estado tener 
en cuenta cuáles son sus recursos y los riesgos de repudia- 
ción. No tiene el derecho de esperar que el Estado le 
asegure contra el riesgo de las colocaciones aventuradas de 
su capital, ó que, conservando el derecho de recoger las 
ganancias si las cosas salen bien, haga pesar sobre otro el 
costo de hacerle recuperar sus pérdidas cuando hace malos 
negociosw Al mismo tiempo, los Estado Sud-americanos no 
deben hacer que la doctrina de Drago sea menos aceptable 
de lo que debe ser para las Naciones acreedoras. Es deber 
suyo^ por cierto, censurar á Venezuela por su repudiación del 
laudo arbitral, y haría mucho más fácil la aceptación de la 
doctrina de Drago si, saliendo del terreno de la mera 
censura, llegaran á inventar algún sistema para contener 
prácticamente los repudiaciones de cualquier Nación Sud- 
americana que desconociera las sentencias de un Tribunal 
íntemadonaL Porque si Sud-América ha adoptado resuelta- 
mente la doctrina de Drago, ha ad(q)tado también muy 
resueltamente el principio del arbitraje. 
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THE TRIBUNE. 

iLoñdrñ$, 6 ds Octubn dé 1907.) 



La proposición Porter contíe&e una convención en si 
misma, denota un progreso muy claro y es probablemente 
la contribución popular más visible que la Conferencia haya 
producido para la prevención de las guerras La inteidic- 
cáón lanzada por la Conferencia contra cualquier intentona 
de recurrir á la fuerza para el cobro de deudas contractuales 
hasta que la justicia del reclamo haya sido decidida por un 
tribunal de arbitraje, constituye un avance en el camino 
del arbitraje obligatorio, que poc si solo equivale á todas 
las demás reformas juntas que se han introducido 
en la Convención de Arbitraje Es el solo cambio sustancial 
que importa una mejora positiva realizado por esta Con- 
ferencia como Conferencia de la Paz. 

El mundo debe este jalón solitario de progreso humano 
en primer lugar al Doctor Drago» porque sin la valiente 
iniciativa de éste al declararse contra el uso de la fuerza 
para el cobro de deudas de Estado, la cuestión jamás 
hubiera sido llevada á conocimiento de la Conferencia. 

La proposición Porter no e3q)resa la Doctrina de Drago 
en toda su plenitud, pero es una encamación imperfecta 
del Evangelio de Drago^ y los Estados-Unidos y el General 
Porter tienen derecho á participar de la gloria refleja del 
fionur cuyos ideales han ayudado á materializar. 
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DAILY NEWS. 

iLondnSj 21 ú% Ootubn </a 1907.) 



EL FRACASO DE LA HAYA 

.... Es tarea desgraciada é innecesaria la de poner 
de relieve el fracaso de la Conferencia de La Haya. Ella ha 
sido fiel á la palabra de M. Nelidoff : " Ante todo, señores^ 
no seamos muy ambiciosos." Ha reflejado fielmente el temo 
de un mundo que ha visto dos grandes guerras desde la 
reunión de la primera Conferencia, y que se ha reunido en 
medio de las discordias y de las sospechas de la cuestión 
marroquí En sus tareas se ha encontrado frente á frente 
con el hecho central de que mientras los gobiernos con- 
templen la guerra como una eventualidad probable, solo 
con dificultad pueden llegar á desprenderse de ningún 
procedimiento que pueda inclinar la balanza entre la 
victoria y la derrota. Mucho es que la Conferencia 
haya elaborado una reglamentación aceptable para 
el tratamiento de los heridos en la guerra naval Es^ 
por otra parte, una conquista sólida y positiva que haya 
afirmado la esencia de la DOCTRINA DE DRAGO, á 
saber : la prohibición del uso de la fuerza para el cobro de 
deudas contractuales, hasta tanto que un Tribunal de 
Arbitraje no haya decidido en favor del acreedpr. . . 
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OONOORD. 

íLondr$$, 7 d« Norhmbr$ de 1907,} 



LA CONFERENCIA DE LA HAYA. 
POR J. F. Green. 

.... Es placentero apuntar una sola cosa buena en 
medio de todo este registro de fracaso. Ella es la acepta- 
ción de la doctrina asociada con el nombre del DOCTOR 
DRAGO» el Delegado argentino, según la cual las deudas 
de Estado no deben Aunca ser cobradas por fuerzas 
militares ó navales. Pero aún en esto los Estados-Unidos 
intervinieron, y agregaron una disposición según la cual 
todavía se permitirá el uso de la fuerza para el cobro de 
tales deudas si se ha rehusado un arbitraje ó se ha Ses- 
conocido- una sentencia arbitral Es también satisfactorio 
que se haya decidido la reunión de una tercera Con- 
ferencia • . • 



LAR0U8E ILUSTRADO. 

(N.' 9, 1907, létrM D, ptg. 194.) 



DRAGO (Doctrina de).— Se designa bajo este 
nombre el conjunto de las vistas pditicas internacionales 
emitidas por el Ministro de Negocios Ejctranjeros 
ai gent ia o^ Doctor Luis M. Drago, y pres en tadas por ¿1 
como una consecuencia, ó más bien ocMno una forma nueva, 
de la doctrina de Monroe. Se manSestó poc primera vez 
y de la manera más explícita en el mes de Diciembre de* 
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1902, al siguiente dia de la demostración naval conjunta 
intentada por la Inglaterra y la Alemania contra Vene- 
zuela» destinada á obligar á este áltimo Estado á pagar 
sus deudas Según los términos de una nota remitida por 
el Ministerio argentino á Hay, Secretario americano de 
Negocios Extranjeros, la República Ai^nentina buscó hacer 
admitir el principio de que no puede haber expansión ter- 
ritorial en América de parte de Europa, ni <^resión ninguna 
de los Estados de este Continente, so pretexto de que una 
situación financiera desgraciada, haya podido obl^[ar á 
alguno de esos Estados á retardar el cumplimiento de sus 

compromisos en otros términos, que una razón de 

deuda pública no puede servir de fundamento á ninguna 
intervención armada ni á ninguna ocupación actual del 
territorio de una Nación americana por una Potencia 
eurqpea. Como se vé, el Doctor Drago se ha esforzado por 
establecer una solidaridad estrecha entre la doctrina de 
Monroe y su propia concepción de la inviolabilidad de las 
Naciones americanas. Le parece, en efecto, que la teoría 
de Monroe seria completamente ineficaz, si una deuda 
pública ó privada pudiera motivar la coerción de parte de 
un Estado europeo. 

Tal es la doctrina. Ella ha sido defendida por su autor 
y discutida ante la Conferencia de La Haya en el mes de 
Julio de 1907. Los Estados-Unidos, colocados entre la 
necesidad de conservarse á la cabeza del movimiento pan- 
americano y el sentimiento muy justo de la buena fé 
financiera que debe presidir las relaciones de la Europa 
y la América, emitieron, en interés mismo de esta última, 
una proposición transaccíonal, según la cual, en caso de 
conflicto^ el recurso al arbitraje será obligatorio para las 
Potencias europeas y americanas interesadas. El Delegado 
argentino hizo notar que esto no hace sino postergar la 
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dificultad, sin resolverla Y al siguiente día, Venezuela, 
¡irindpal interesada en la cuestión, pedía sin éxito, que el 
recurso de las annas fuera formalmente prohibido á los 
Estados acreedores. No carecía esa proposición de oportuni- 
dad y de gracia, porque en ese momento mismo Venezuela 
se encontraba en conflicto financiero con Bélgica, por una 
decena de millcHies de deuda que se rehusaba á pzgar. Es» 
en todo caso^ interesante sefialar estas pretensiones ntievas 
y bastante inquietantes de las jóvenes repúblicas sod- 



THE MAN0HE8TER GUARDIAN. 

{(htubr9 21 dB 1907.) 



Sería una afectación negar que la Conferencia de La 
Haya ha producido muchos desencantos Pero no so 
esperaba mucho de la primera y se consiguió mucho; 
comenzaron por interesarse grandemente en la reunión de 
la S^^da Conferencia, pero probablemente ni el uno por 
ciento de los que han tenido la preparación suficiente para 
s^Iaudir su obra, tiene la menor idea de lo que se ha hecho. 
No dejan los ingleses de tener razones especiales de 
desencanto. Influencias oficiales y poco populares han im- 
pedido que los delgados ingleses sostengan importantes 
reformas; especialmente al principio, encabezaron inicia- 
tivas equivocadas que fué necesario corr^;ir después ; y el 
único proyecto constructivo que hicieron suyo, el relativo 
i la abolición del contrabando, siguió siendo de propiedad 
suya, y hubo de abandonarse desames por falta de apc^o. 
Debemos, pues, confesar algún desencanto; pero no 
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ninguna desilusión ó pérdida de fé respecto del valor de 
estas Conferencias Internacionales de la Paz. Debe hacerse 
una distinción muy marcada entre las dos Conferencias 
La primera tenía confesadamente por objeto legislar sobre 
los males de la guerra y de la paz armada; el principal 
objeto de la segunda era la codificación de las leyes de la 
guerra. Más tarde se introdujere» otros asuntos» pero por 
influencias extemas ; la segunda no tuvo nunca el estimulo 
humanitario de la primera. ... De las reformas políticas 
á que se ha arribado, la más importante, con mucho, es la 
declaración que prohibe el uso de la fuerza para el cobro 
de deudas contractuales» á menos de que se haya ofrecido 
en vano un arbitraje. La sanción de esta reforma ha sido 
obra del DOCTOR DRAGO, el brillante Delegado de la 
República Argentina. No ha sido ¿1 el único Delegado Sud- 
Americano que se ha distinguido por lo vigoroso é incisivo 
de su liberalismo. Después de la aceptación de la 
DOCTRINA DE DRAGO, viene la invitación, probable- 
mente dictada por nuestro primer Ministro» en f avcK de que 
los armamentos militares y navales sean previamente 
sometidos á n^ociaciones preliminares entre las Potencias^ 
antes de llevarlos á la práctica . . . 



APÉNDICE. 



APÉNDICE. 



I. 

LA POLÍTICA INGLESA. 
Circular de Lord Palmerston. 

La política seguida por Inglaterra la estableció en 1848 Lord 
Palmerston en los términos de la circular que traducimos á 
continuación» dirigida á los agentes diplomáticos de Inglaterra 
en el extranjero. Dicha circular, en contra de lo opinado 
por algunos autores franceses, que no la han tenido á la vista 
ó que la citan de una manera incompleta, lejos de contestar 
la legitimidad del cobro compulsivo de deudas entre naciones, 
establece en términos muy claros y explícitos el deiecho á la 
coerción, si bien en algunos casos puede no convenir emplearla, 
por razones prácticas y puramente privativas de la Nación 
acreedora, que en nada afectan la legitimidad de tal recurso. 
La doctrina de Palmerston ha sido confirmada expresamente por 
Loid Salisbury en 1880 y 1888. 

La circular dice así : 

^ El Gobierno de Su Majestad ha tenido frecuentes ocasiones 
de ordenar á los representantes de Su Majestad en diversos 
países extranjeros, que hagan gestiones serias y amistosas, pero 
no autoritarias, en defensa de los reclamos no satisfechos de 
subditos británicos tenedores de bonos públicos y de garantías 
pecuniarias de aquellos Estados. 

R 2 
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''Como parece que existe alguna mala inteligencia en esos 
Estados, respecto al justo derecho del Gobierno de Su 
Majestad para intervenir de una manera autoritaria, si así creyera 
conveniente hacerlo, en defensa de esos reclamos, debo informar 
á usted, en su carácter de rq>resentante de Su Majestad en uno 
de los países respecto de los cuales hay subditos británicos que 
tienen esa clase de reclamaciones, que es para el Gobierno 
británico una cuestión enteramente discrecional, y de ninguna 
manera una cuestión de derecho internacional, la de saber si 
ha de convertir ó no el asunto en materia de negociaciones 
diplomáticas. 

'^ Si la protección de los tenedores de bonos extranjeros se 
considera seriamente á la luz del derecho internacional, no 
puede haber duda del perfecto derecho que asiste á los Go- 
biernos de los diferentes países, para avocarse como asunto 
susceptible de negociaciones diplomáticas cualquier queja bien 
fundada que tengan sus subditos contra el Gobierno de otio 
país, ó cualquier agravio que los referidos subditos hayan 
sufrido de parte de un Gobierno extranjero; y si el Gobierno de 
una Nación está en el derecho de exigir reparaciones en bene- 
ficio de cualquiera de sus subditos, individualmente considerado, 
que tenga una reclamación justa y no satisfecha contra el Go- 
bierno de otro país, el derecho de exigir esa reparación no 
puede considerarse diáninuído sólo porque la magnitud del 
daño se acreciente, y porque, en vez de tratarse de la exigencia 
individual de una suma relativamente pequeña, haya un gran 
número de personas á quienes se deba una cantidad considerable. 

''Es, por consiguiente, simple cuestión discrecional para el 
Gobierno británico la de saber si ha de tratar ó no el asunto 
por la vía diplomática, y la resolución, afirmativa ó n^ativa, 
tiene que basarse en consideraciones puramente británicas y 
domésticas. 

" Hasta ahora los Gobiernos sucesivos de la Gran Bretaña 
han creído que no es de desear que los subditos británicos in- 
viertan su capital en empréstitos á Gobiernos extranjeros en ve£ 



APÉNDICE. 34S 

de emplearlo en empresas piofvechosas dentio de su patria; 
j con d objeto de no estimular les empréstitos aventurados á 
Gobiernos extranjeros, que pueden no hallarse en aptitud de 
pagar el interés estipulado ó no querer hacerlo» el Gobierno 
británico ha pensado» hasta el presente, que la mejor polífíca 
es abstenerse de tratar como cuestiones internacionales las 
quejas de subditos británicos contra Gobiernos extranjeros que 
no han hecho frente á sus compromisos. 

'* Porque el Gobierno británico ha pensado que las pérdidas 
de los hombres imprudentes que han puesto una confianza 
equivocada en la buena fé de los Gobiernos extranjeros, servirá 
de saludable advertencia para otros» y contribuirá á que se 
negocien menos empréstitos extranjeros en la Gran Bretaña, á 
no ser con Gobiernos de reconocida buena fé y de averiguada 
solvencia. Puede suceder, sin embaigo» que la pérdida oca- 
sionada á subditos británicos por la falta de pago de los in- 
tereses de empréstitos contratados por ellos con Gobiernos ex- 
tranjeros» sea tan grande, que se considere que representa pan 
la Nación el pago de un precio muy alto por la mencionada ad- 
vertencia» y en tal situación ocurrirá tal vez que el Gobierno 
británico se vea obligado á considerar que es de su deber 
tratar estos asuntos por la vía de las negociaciones diplomáti* 
cas." (i). 



Otras Opiniones de Lord Paimerston. 

^La deuda pública de Espafia» según UacGregor and 
McCulloch» ascendía en Enero de 1848 á 65.ooo»ooo de Ubraa 



(i) La Cifoilsr «tá tnnacrite ea «tentó en Wauuu, Tkg Scüma ^ 
In$$nuiümat Um^ páginas 153 y 154 ; Haix, página s8i, nota ; Philu- 
Moaa, tono II, { V. '* Poco tiempo ántet, dice Hall» Loíd Palmenton» 
en rtqniau á sna interpelación en la Cámam de los Gomanei, de d a ia ba qns 
en dotas circonstandas debía niane de la Ibena paia d cobro de empráititos 
atnnjeros." {A Tr$atiu m InUrmatímai Um^ página aSs.) 
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esterlinas. £1 primero de esos autores observa que ''los gastos 
de España exceden á sus rentas sin pagar un real de los intereses 
de su deuda extranjera/' y el segundo asevera con justicia que 
** la mayor parte de esta deuda pertenece á los ingleses, sin que 
los intereses hayan sido pagados por largo tiempo." Lord George 
Bentinck, en un debate sobre el astmto de la deuda española en 
la Cámara de los Comunes, el día 7 de Julio de 1847, con los 
mejores datos estableció que el monto de la deuda de España 
á subditos británicos sobre la cual ningún interés se babia 
pagado, era de ;£46.ooo,ooo, 6 sea 230.000,000 de dollars. En 
su discurso, Lord Bentinck intentó demostrar tanto el derecho 
como el deber de la Gran Bretaña de declarar la guerra á 
España para el cobro de dicha deuda, si aquel objeto no podía 
obtenerse de otra manera; y se refirió á las rentas de las islas 
de Cuba y Puerto-Rico, indicando que ellas bastaban para 
sunúnistrar amplios medios no solo para el pago de los in- 
tereses, sino también para la liquidación del capital. Lord 
Palmerston, en respuesta, admitió el derecho del Gobierno 
británico de declarar la guerra á España para el cobro de esta 
deuda, pero negó que ello fuera conveniente dentro de las cir- 
cunstancias. 

Concluyó, sin embargo, sus observaciones diciendo: "Pero 
esta es una cuestión de conveniencia y no una cuestión de 
facultad; por consiguiente, que ningún país que haya agraviado 
á subditos británicos se ilusione con la falsa impresión ya de 
que la Nación británica ó el Parlamento británico continuarán 
sufriendo con paciencia tal agravio; ó ya que si se vé llamado 
á sostener por la fuerza los derechos del pueblo de Inglaterra, 
el Gobierno de Inglaterra no tiene amplios poderes y medios 
á su alcance para obtener la debida justicia." 

Lord Bentinck se sintió tan satisfecho con el discurso de 
Lord Palmerston, que retiró la moción que se había hecho para 
que se dirigiera un Mensaje á Su Majestad á fin de que 
adoptara las medidas que creyera convenientes, de manera de 
asegurar á los tenedores británicos de bonos españoles no 
pagados, una satisfacción del Gobierno de España. 
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Obserrando : " Después de la actitud asumida por mi noble 
anúgo, estoy seguro que nada tienen que desear los tenedores 
de bonos españoles. Las palabras de mi noble amigo, así como 
la conducta observada por él en anteriores ocasiones, relativa- 
mente al pago á subditos británicos de deudas de Portugal 7 
los Estados Sud-americanos, demuestran que los tenedores 
británicos de bonos españoles pueden tener la seguridad plena 
de que usará en otros casos de la misma energía cuando llegue 
el tiempo qportuno en favor de otros subditos de la Corona." 

Bassst Moorb, DÍÍ4SÍ cf InUmationmi Lam^ 
Tomo VI, páginas 285 7 a86. 



11. 



Mr. Blaine y ia Ocupación de Ia8 Aduanas 
de Venezuela. 

El 23 de Julio de 1881, Mr. Blaine escribió á Mr. Noyes 
que existían rumores inquietantes según los cuales el Gobierno 
francés intentaba tomar posesión por la fuerza de algunos de 
los puertos y una parte del territorio de "^^nezuela, en com- 
pensación de las deudas debidas á los ciudadanos de la Re- 
pública Francesa. Los Estados-Unidos, decía Mr. Blaine, 
rehusaban creer que Francia tuviera semejantes designios. 
Mr. Blaine estudiaba la cuestión de las deudas y rechazaba el 
reclamo de Francia á tener superioridad basada en la prioridad 
de la fecha de sus convenciones. Continuando, Mr. Blaine 
decía textualmente: 

"Sin intentar prescribir ó imponer el precedente, sugiero 
que los Estados-Unidos coloquen un agente en Cvacas autori- 
zado á recibir mensualmente del Gobierno de Venezuela la 
suma que se convenga pagar — que no será menos que el monto 
que ahora se paga — ^y distribuir dicha suma á prorata entre 
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Us varias Naciones acreedoras. Si el Gobierno de Veoesueia 
dejara de pagar más de tres vencimientos mensuales, entonces 
el agente allí colocado por los Estados-Unidos, que cbmi 
como representante de las Naciones acreedoras, quedará 
autorizado para hacerse cargo de las Aduanas en la Guayra y 
Puerto Cabello, y reservar de las entradas mensuales una 
suma suficiente para pagar las cantidades estipuladas, más 10% 
adicional, debiendo entregar á un agente autorizado del Go- 
bierno de Venezuela el saldo de lo que se cobre. Es opinióo 
del Presidente que un arreglo de esta naturaleza dará todas las 
seguridades razonables á las Naciones acreedoras, y será una 
eficaz barrera para que ninguna obtenga sobre las otras ventajas 
poco equitativas." 

Bassit MOOEB, Digest •/ ImUmatiamat Imw, 
Tomo VI, página $^5. 



III. 



Mr. Frelinghuyien y la Deuda Venezolana. 

En Mayo de iSSo el Gobierno de Venezuela, por ley ó por 
decreto, dictado sin consultar á los Gobiernos ó acreedores ex- 
tranjeros, alteró la distribución de un trece por ciento (de los 
derechos de aduanas que debía repartirles); y con el fin de 
hacer menos objetable ese cambio á aquéllos cuyos intereses se 
afectaban, acrecentó el monto de lo que debía distribuirse en 
un duodécimo. Francia y la Gran Bretaña, que se perjudicaban 
con la nueva distribución, protestaron contra ella, y pidieron 
el cumplimiento de las condiciones de la Convención originaria. 
El Gobierno francés rehusó aceptar una proporción menor que 
la que le asignaba el arreglo de 1873, y cuando su demanda 
fue rechazada, suspendió las relaciones diplomáticas. Vene- 
suela invocó los buenos oficios de los Estados-Unidos, y pro- 
puso en seguida, como garantía del pago pronto y regular, que 
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los Estados-Unidos recibieran y distribuyeran entre los 
acreedores extranjeros la suma que había de pagárseles. El 5 
de Mayo de 1881, el Ministro de los Estados-Unidos en París 
recibió instrucciones para hacer saber al Gobierno francés que, 
á la par que los Estados-Unidos no garantizarían ningima por- 
ción de la deuda extranjera de Venezuela, si así se les pedía, 
recibirían y distribuirían los pagos mensuales. Habiéndose ne- 
gado Francia á abandonar su reclamo de prioridad, el Ministro 
americano recibió instrucciones el 23 de Julio de 1881 de 
discutir este reclamo como injusto para los otros Gobiernos 
acreedores, y de sostener que cualquier repartición de los re- 
cursos de Venezuela debía hacerse á prorata ; y se renovó la 
propuesta de que esa repartición fuera hecha por los Estados- 
Unidos, como garantía para las Naciones acreedoras, y como 
un impedimento para que ningún acreedor tomara sobre los 
otros una ventaja poco equitativa. El Gobierno francés insistió 
en su derecho de prioridad, de acuerdo con la Convención de 
1864, y sostuvo que las obligaciones de Venezuela no podían 
ser alteradas sino por un nuevo arralo. 

El Gobierno francés ofreció hacer alguna conceáón relativa- 
mente á la manera de satisfacer su reclamo de prioridad. Mr. 
Frdinghuysen estableció que se sentía dispuesto á admitir la 
justicia de tal solución si no se opusieran á ella otros Gobiernos 
acreedores, cuyas reclamaciones, como las de los Estados- 
Unidos, serían perjudicadas por la admisión de una prioridad 
en favor de Francia. En cuanto á la propuesta de que los 
Estados-Unidos procedieran como cobradores para la satisfac- 
ción de los acreedores extranjeros, Mr. Frelingfauysen indicó 
que los Estados-Unidos estaban dispuestos á emprender esa 
tarea, y que "para alcanzar tal arreglo, los Estados-Unidos 
aconsejarían á Venezuela que pagara á Francia durante el alio 
próximo y al contado, fuera de los pagos é prorata estipulados, 
la suma de 720,000 francos.'* 

Bassst Mooas, Digtít if InOmaHénmi />«, 
Tomo VI, pégina 712. 
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IV. 

Opiniones del Secretario de Estado Cass 
sobre Deudas Contractuales. 

''Hay varios ciudadanos americanos que, con intereses 
diversos, declaran haber celebrado contratos con las autoridades 
correspondientes de Nicaragua para abrir y usar caminos de 
tránsito con varias estipulaciones que definen sus privilegios j 
deberes, y que algunos de esos contratos ya han comenzado á 
ejecutarse. Este Gobierno no tiene ni la facultad ni la disposi- 
ción de fijar cuáles son los intereses en conflicto de tales re- 
clamantes, pero lo que tiene el derecho de hacer, y lo que está 
dispuesto á hacer, es á exigir al Gobierno de Nicaragua que 
obre de buena fé para con ellos y que no los despoje arbitraria- 
mente de los derechos justamente adquiridos y solemnemente 
garantizados. Los Estados-Unidos creen que es de su deber» 
é intentan cumplirlo, cuidar de las personas y de las propie- 
dades en países extranjeros, é intervenir para su proteccióa 
cuando su acción se justifique por las circunstancias 
existentes y por el derecho de gentes. Donde quiera que vayan 
sus ciudadanos en toda la extensión del globo habitable, pueden 
apelar al Gobierno de su país cuando encuentran la injusticia, 
y su llamamiento será examinado con el propósito de adoptar 
en defensa de ellos las medidas que se crean convenientes. Es 
imposible definir de antemano y con precisión los casos en que 
el poder nacional haya de ejercerse en su ayuda ó en qué ex- 
tensión se le ha de usar. La regla de acción debe ser prescrita 
por las circunstancias. En los países donde hay leyes bien de- 
finidas y establecidas y donde su administración ha sido confiada 
á jueces hábiles é independientes, ocurrirá rara vez el caso 
de que sea necesario intervenir. Pero esos elementos de con- 
fianza y de seguridad no se encuentran en todas partes, y 
cuando desgraciadamente el caso es ese, los Estados-Unidos 
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tienen que ser más vigilantes en la defensa de sus ciudadanos é 
interponer de una manera eficaz para su protección cuando 
se les somete á procedimientos perjudiciales, por la acción 
directa del Gobierno ó por su poca inclinación ó inhabilidad, 
para cumplir con sus deberes." 

Basskt Moorb, Digesi óJ IntematUM^ Law^ 
Tomo VI, página 723. 



N.^ 1230. 



CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA REPÚBLICA FRANCESA. 

Ntntma L^Ulatura, — SetUn dt 1907. 



Informe presentado en nombre de la Comisión de 
Presupuesto para el ejercicio de 1907 (Ministerio 
de Negocios Extranjeros), por M. Paul Deschanel 
(Diputado), tomo I, págs. 10 y 20. 

.... Por fin» la primera Comisión ha hecho adoptar por 
la Conferencia una Convención concerniente á la limitación del 
empleo de la fuerza para el cobro de deudas contractuales. 

Esa Convención tiene su origen en una proposidóo de los 
Estados-Unidos de América, y constituye una concesión transac- 
cional al principio conocido con el nombre de DOCTRINA DB 
DRAGO. Esta consiste, como es sabido, en rehusar todo 
recurso armado para el cobro <le las deudas de Estado. La 
proposición ratificada por la Conferencia tiene por objeto 
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limitar, si no suprimir, los conflictos annados de ocígeo 
pecuniario provenientes de deudas contractuales reclamadas por 
el Gobierno de un país al Gobierno de otro país como debidas 
á sus naci(xuiles. Estipula que las Potencias contratantes no 
podrán recurrir á la fuerza, para obtener el cobro de deudas de 
este género, sino en el caso de que el Estado deudor haya 
rehusado ó dejado sin respuesta una oferta de arbitraje según el 
procedimiento previsto por la Convención para el arreglo 
pacífico de los litigios internacionales, ó si, después de haber 
consentido en el arbitraje, hiciera imposible el comprcmiiso ó 
no se conformara con la sentencia dictada. 

Se puede considerar esta Convención como un complemento 
muy útil de la declaración relativa al arbitraje obligatorio. 



VI. 
La Doctrina Drago ante la Conferencia de La Haya. 

Durante las primeras sesiones, algunos de mis antiguos colegas 
europeos del Instituto de Derecho Internacional me preguntaban 
con gran interés: ''«i Dónde está el Dr. Drago?" Y me pedían 
en seguida que se los presentara. 

Nada más legitimo que ese deseo. Entre más de trescientos 
Delegados de todas las regiones del globo, era Drago el único 
cuyo nombre llevaba una Doctrina de Derecho de Gentes 
umversalmente conocida. Su notoriedad personal tenía que ser 
en la Conferencia extraordinaria. 

Profesor competentísimo de la Facultad de Derecho de 
Buenos Aires, entró recientemente en la vida pública activa, 
y era Ministro de Relaciones Exteriores de la República 
Argentina cuando surgieron, en 1902, los incidentes de 
Venezuela. 

.^ Algunas Potencias de Europa utilizaron su fuerza contra una 
República débil de América para el cobro de varías obligaciones. 



APÉNDICE. 253 

cutre las que figuraban intereses ó cupones de la deuda pública. 
Entonces el Dr. Drago, el 29 de Diciembre de 1902, remitió al 
Gobierno de Washington, por ccmducto del Plenipotenciario 
argentino en esa ciudad, una famosa comunicación diplomática, 
de que copiaremos dos párrafos. 

Hé aquí uno de ellos: ''El acreedor sabe que contrata con 
una entidad soberana, y es condición inherente de toda soberanía 
que no puedan iniciarse ni cumplirse procedimientos ejecutivos 
contra ella, ya que ese modo de cobrar comprometería su 
existencia misma, haciendo desaparecer la independencia y la 
acción del respectivo Gobierno. Entre los principios funda- 
mentales del Derecho público internacional que la humanidad 
ha consagrado, es uno de los más preciosos el que determina que 
todos los Estados, cualquiera que sea la fuerza de que dispongan, 
son entidades de derecho, perfectamente iguales entre sí y re- 
cíprocamente acreedores por ello á las mismas consideraciones 
y respetos. El reconocimiento de la deuda, la liquidación de su 
importe, puede y debe ser hecha por la Nación, sin menoscabo 
de sus derechos primordiales como entidad soberana; pero el 
cobro compulsivo é inmediato, por medio de la fuerza, M 
traería otra cosa que la ruina de las Naciones más débiles y la 
absorción de su gobierno con todas las facultades que le son 
inherentes por los fuertes de la tierra." 

El otro párrafo aludido, no menos importante, dice así : '' Lo 
único que la República Argentina sostiene, y lo que vería con 
gran satisfacción consagrado, con motivo de los sucesos de 
Venezuela, por una Nación que como los Estados-Unidos goza 
de tan gran autoridad y poderío, es el principio ya aceptado de 
que no puede haber expansión territorial europea en América ni 
opresión de los pueblos de este Continente porque una des- 
graciada situación financiera pudiese llevar á alguno de ellos 
á diferir el cumplimiento de sus compromisos. En una palabra, 
el principio que quisiera ver reconocido, es el de que la deuda 
pública no pueda dar lugar á la intervención armada ni menos 
á la ocupación militar del suelo de las Naciones americanas por 
una Potencia europea. 
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Si dicha tesis hubiera de reducirse á términos estrictamente 
jurídicos, se podría formular de esta manera: Entre las causas 
legítimas de guerra no está el cobro de deudas de dinero. La 
guerra puede mantenerse por razones de honor y motivos de 
dignidad nacional, pero no para obtener que unos cuantos indi> 
víduos particulares cobren unas monedas. La vida de los 
soldados y los recursos comunes del tesoro nacional no debea 
malgastarse en provecho de los contratistas de empréstitos 
públicos. 

En aquellos instantes, sin embargo, el problema salía de los 
limites de una cuestión de derecho, para entrar en el campo 
de la política internacional americana. Como el Presidente 
Monroe en el primer tercio del siglo XIX, lanzaba el Ministro 
Drago, al comenzar el siglo XX, un cartel de desafio á los 
grandes de la tierra, deteniendo su marcha militar en nombre 
de una doctrina y de una idea. 

Hay entre los dos procederes un gran parecido, y entre los 
resultados que van obteniéndose una gran semejanza. El derecho 
internacional americano encuentra en Drago y en Monroe dos 
columnas poderosas para afianzar sus desarrollos y sostener sus 
éxitos. 

¿Hubiera sido concebible que en 1823 sometiera Monroe sus 
conclusiones al voto de los poderes que habían constituido la 
Santa Alianza? No menos imposible resultaba que en 1907, un 
lustro después de los sucesos de Venezuela, quisiera obtener el 
Dr. Drago la adhesión y el apoyo de las Naciones congr^adas 
en La Haya. 

Es natural, por lo tanto, que el eminente argentino declarara, 
en la sesión que celebró una de las Comisiones de la Conferencia 
el 18 de Julio de 1907, que si bien la doctrina que lleva su 
nombre se apoya en consideraciones serías y fundamentales, es 
ante todo un principio de política militante que no podía ser 
discutido y votado en aquella asamblea. Lo anunciaba, dijo, 
para reservarla expresamente y para declarar que su Delegación 
lo mantendría íntegro como una doctrina política nacional. 

(Firmado) ANTONIO S. DE BUSTAMANTE. 
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